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E
l crecimiento de la violencia y la inseguridad ciudadana es un
fenómeno social de gran trascendencia que está afectando la vi­
da de las personas a nivel mundial. No obstante, los niveles en

que se expresa este fenómeno no son homogéneos. Ello ha generado
un extenso debate alrededor de este complejo tema, que busca dicta­
minar las causas y posibles consecuencias de las múltiples violencias
que aquejan nuestras sociedades. De igual manera se ha considerado
necesaria la construcción de redes sociales e institucionales que apor­
ten y refresquen conocimientos desde ,distintos lugares, perspectivas y
enfoques para un mejor entendimiento de la naturaleza del fenómeno.

Paralelamente, en este siglo nos enfrentamos a una escalada cre­
ciente del discurso sobre seguridad, relacionado principalmente a pro­
blemas como la violencia urbana, la delincuencia organizada y el te­
rrorismo internacional. Este clima puede conllevar una excesiva segu­
ritización de los enfoques académicos" discursos políticos y políticas
sociales, que pueden tener como corolario una búsqueda paranoica de
la seguridad y la generación de procesos de represión, marginación y
exclusión social como producto de estás prácticas; de allí que más que
nunca sea necesario generar un campo de reflexión frente a un pro­
blema que es innegable, y que necesita ser tomado en cuenta y anali­
zado profundamente por la academia y los hacedores de políticas, que
tienen el compromiso ineludible de a'tender las continuas demandas
ciudadanas.

Es en este marco que la Facultad Latinoamericana de Ciencias So­
ciales Sede Ecuador, el Ilustre Municipio del Distrito Metropolitano
de Quito y la Corporación Metropolitana de Seguridad Ciudadana,
presentan la colección "Ciudadanía y: Violencias", cuyo objetivo es
constituirse en una base bibliográfica que contribuya al conocimiento 7
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y debate sobre temas relacionados a la segundad ciudadana a nivel
mundial, en América Latina, la región Andina y contextos locales más
específicos. Los 12 tomos de esta colección compilan los trabajos de
autores y autoras internacionales, de reconocida trayectoria en el aná­
lisis y reflexión de la violencia como fenómeno social y de la seguri­
dad ciudadana, como propuesta de política pública que busca construir
ciudadanía y mitigar los impactos de la violencia social. Esta colección
atiende al desafío actual de generar herramientas de consulta académi­
ca e investigativa que puedan enriquecer, complejizar y democratizar
el debate actual de la seguridad ciudadana.

8

Paco Moncayo
Alcalde

I. Municipio del Distrito
Metropolitano de Quito

Adrián Bonilla
Director

FLACSO Sede Ecuador



Fernando Carrión M. '

L
a Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, FLACSO Sede
Ecuador, conjuntamente con el Municipio del Distrito
Metropolitano de Quito y la Corporación Metropolitana de Se­

guridad Ciudadana ha decidido publicar el libro Inseguridad, prevención y
policía, escrito por Máximo Sozzo, debido, principalmente, a dos razo­
nes: por un lado, ofrece una novedosa óptica sobre la criminalidad y,por
otro, lo hace con un importante sustento teórico, histórico y empírico.
Así, el Volumen 4 de la Colección "Ciudadanía y Violencias" presenta
una visión de ruptura desde un punto de vista en plena construcción.

El libro se ubica en la línea de punta de la corriente de reflexión
denominada "criminología crítica", siendo sus aportes realmente rele­
vantes para el debate, conocimiento y políticas públicas de la violen­
cia en América Latina. De allí que es imposible no considerar un
documento como éste en la hora actual del desarrollo de ideas sobre
la criminalidad en América Latina.

Sin embargo, también es importante señalar que se publica este
volumen por el enorme reconocimiento y la legitimidad que tiene su
autor -Máximo Sozzo- en la comunidad académica latinoamericana;
al extremo de que se ha convertido en referencia obligada en el deba­
te sobre la criminalidad en la región. Su presencia no sólo es garantía
de calidad sino también de avance en el conocimiento.

Con este trabajo Máximo Sozzo nos propone discutir tres temas
claves de la criminología actual, en general, y de la criminología críti­
ca, en particular: a) la criminalidad como objeto complejo que impo­
ne una gran dificultad a la "tarea de conocer", sobre todo, a partir de

Profesor- Investigador y Coordinador del Programa de Estudios de la Ciudad de
FLACSO- Sede Ecuador, Concejal del Municipio de Quito y editorialista del Diario
HOY. 9
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las cifras existentes; b) el carácter ideológico de las políticas de preven­
ción, como salida aparente a la lógica penal, y; e) la reforma de la poli­
cía vinculada a las políticas de prevención del delito.

La constitución del objeto y su devenir

10

La criminología crítica, como punto de vista cuestionador de la tradi­
ción penal y como inicio de una nueva corriente contestataria se per­
fila recién en las décadas de los años sesenta y setenta como una escue­
la de pensamiento con especificidades particulares. Esta condición se
consolida cuando los criminólogos críticos comienzan a pensarse
como miembros de una misma comunidad cientlfica (Kuhn 1971) Y a
sentirse parte de una disciplina en desarrollo que construye un objeto
propio de conocimiento, resultado de un intrincado y complejo pro­
ceso sociopolítico. Con ello, se inició la desestructuración de visiones
hegemónicas cargadas de fuertes inclinaciones ideológicas, para avan­
zar en una problernatización de la criminalidad que tiende a definirla
en el marco de una relación social de conflicto, nacida de la interac­
ción social y propia de la rutina de la vida cotidiana (Sozzo 2006).

Las versiones teórico-metodológicas más significativas de antaño
fueron desafiadas desde una perspectiva crítica, empezando por el inte­
rés en develar el carácter ideológico de los discursos hegemónicos
sobre la violencia y las políticas de seguridad provenientes de los me­
canismos de control social o de la racionalidad penal moderna. Así es,
por ejemplo, como se critican las formulaciones que explican el deter­
minismo natural (por lo tanto biológico) o moral (vinculado a la reli­
gión o a las tradiciones) del delito, para concebirlo, más bien, como
construaián social y política (Sozzo 2008). Pero también se cuestionan las
propuestas de modernización penal que surgen en el marco de discur­
sos de "mano dura", "populismo penal" o la "imputabilidad penal",
entre otros, tan en boga en la actualidad.

La consideración de la criminalidad bajo el binomio delito-pena,
como un objeto demarcado teórica y metodológicamente, ha permi­
tido reconstituir todo el campo, al extremo de que se puede afirmar
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-con Sozzo- que se está viviendo un importante cambio de paradigma
(Kuhn 1971); el cual evoluciona y se posiciona con significativa fuer­
za, tanto por la confrontación de posiciones como por el incremento
de la misma violencia, que no encuentra una salida ni solución con las
políticas que se están aplicando.

De allí que se legitime un enfoque altamente contestatario que da
lugar al nacimiento de una importante corriente de interpretación
denominada "criminología crítica", tributaria del pensamiento marxis­
ta y de las "nuevas" izquierdas europeas. Es un enfoque progresista que
empieza a difundirse por toda el mundo como una mancha de aceite.

Sin embargo, esta problematización del delito ha sido poco difun­
dida en Latinoamérica -paradójicamente considerada la región más
violenta del planeta- a pesar de sus aportes y riquezas. Este hecho
probablemente se debe al peso abrumador que tienen las políticas de
seguridad ciudadana, derivadas principalmente de la racionalidad
penal (desviación social y personal) y de la epidemiología de la vio­
lencia (etiología biológica); corrientes que, en el marco del pragma­
tismo reinante, desdeñan los diagnósticos aunque no la producción de
información.

Hoy en día esta criminología crítica ha encontrado un espacio con
personalidad propia en los estudios latinoamericanos, y lo hace desde
el marco institucional de la Universidad Nacional del Litoral de
Argentina, convertida en el faro tutelar desde donde se proyecta, gra­
cias al peso que tiene la voz de Máximo Sozzo, su principal referente,
y al hecho de que es uno de los investigadores que más se destaca por
su experiencia y calidad tanto en el campo del pensamiento como en
el de la acción.

El juego de los números

La criminalidad real en América Latina ha crecido, se ha diversificado
y ha cambiado, al extremo de que se ha convertido en uno de los te­
mas centrales del debate académico y de las agendas de política públi-
ca. Es tan evidente la situación, que la misma población percibe la pro- I I
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blemática y exige soluciones, cuando no asume por sí y ante sí la reso­
lución del problema, muchas veces haciendo uso de la violencia, como
mecanismo de resolución de conflictos (ajuste de cuentas, sicanato,
etc.).Y es que la criminalidad, en palabras de Sozzo, es un objeto com­
plejo que cambia en el tiempo y el espacio; es decir, se trata de un obje­
to histórico en la medida que es una construcción social que tiene un
lugar y un momento específico.

Así, tenemos que en América Latina se calcula que la tasa de homi­
cidios (homicidios al año por cada 100.000 habitantes) se ha duplica­
do (Acero y Mockus 2005), mientras a finales de la década de los
ochenta y principios de los noventa era de 16,7 (OPS 1991 citado en
Acero y Mockus 2005), a fines de los años noventa se calculaba en
27,5 Y a principios del siglo XXI llegaba 30 homicidios por cada 100
mil habitantes (Antanas y Mockus 2005).

Por su parte, la tasa de encarcelamiento (personas encarceladas por
100 mil habitantes) también ha ido aumentando; en Brasil pasó de
136,2 en 2002 a 191 en 2007; en Chile de 215,6 a 240 en el mismo
período, y; en Panamá de 309,9 a 364 (PNUD 2004,2007). Haciendo
una aproximación regional, mientras la tasa de encarcelamiento en el
año 2002 era de 131,4 (Pontón, 2006) para enero de 2007 había subi­
do a 146,2 (estimación basada en cifras de PNUD 2007). Tenemos
entonces que el delito y la pena están en franco ascenso, que los dos
actúan de la mano y que la pena -en principio-- no está reduciendo el
delito.

Adicionalmente, si bien estos números muestran un proceso de
crecimiento de la violencia, no aportan al conocimiento profundo de
la criminalidad; sin embargo sí terrmnan por imponer los discursos
sobre el delito y las políticas de seguridad (en los que predomina el
estigma y la represión). Por ello, Sozzo plantea en este libro un impor­
tante e interesante debate respecto del "leguaje de los números", en
tanto no asume la información estadística como algo dado -a diferen­
cia de muchos investigadores de la región- sino más bien la convier­
te en objeto de estudio, partiendo del cuestionamiento de las fuentes
de información. Este cuestionamiento se basa en cuatro premisas: 1) el
carácter oficial de las estadísticas tiende a sesgarlas (son productos "rna-
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nufacturados"); 2) la marcada falta de sistematicidad (deficiencias en el
registro); 3) las dificultades intrínsecas en el conteo de cierto tipo de
delitos; y 4) el hecho de que la totalidad de los delitos se calcula en ba­
se a hechos ex post, es decir, una vez cometidos los actos violentos y,
en muchos casos, una vez denunciados.

Debido a las limitaciones de las fuentes oficiales de información
(denuncias y registros), a fines de los años sesenta y principios del se­
tenta, aparecen las llamadas "encuestas de victimización", que se pre­
sentan, en unos casos, como alternativa y, en otros, como complemen­
to de éstas. Las encuestas de victimización tienen el objetivo de ir más
allá del conteo y las características del delito, para conocer la "verda­
dera" extensión del crimen (haciendo un cálculo del subregistro),
cuánto se denuncia (legitimidad institucional), la naturaleza de la vic­
timización (contexto, datos sobre el/la ofensor/a), el riesgo (probabi­
lidad de victimización), la percepción de inseguridad (temor) y la
autoprotección (seguridad), entre otros.

Unas (fuentes oficiales) y otras (encuestas de victimización) aisla­
damente tienen limitaciones, pero su combinación ayuda mucho al
conocimiento, a pesar de los problemas señalados por Sozzo. Recien­
temente -gracias a la criminología crítica- se han incorporado nuevos
instrumentos de producción de información cuantitativa y cualitativa,
provenientes de disciplinas tales como la historia, la antropología, la
ciencia política y la sociología.

Aún así, el análisis -por demás importante e interesante- que rea­
liza el autor sobre los sistemas de denuncia y registro y los datos que
de allí emergen, debería extenderse a las categorías analíticas que están
detrás de las variables e indicadores utilizados en estos sistemas, para
encontrar los orígenes teóricos de cada uno de ellos: no hay que olvi­
dar que las variables y los indicadores con los cuales se miden los deli­
tos no son neutros, universales y puros, pues son tributarios de ciertas
construcciones teóricas y metodológicas.

Este es un ejercicio indispensable que debe continuar desarrollán­
dose debido al carácter -como se ha señalado- complejo de la crimi­
nalidad, más si se pueden percibir dos hechos que nublan la posibili-
dad de conocer en profundidad la criminalidad real: por un lado, el I3
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carácter oficiaF e ideológico de la construcción de los datos y de la
información lleva a la existencia de una criminalidad manufacturada y,
por otro, todo el proceso de construcción social del temor que tiene
la población frente a la criminalidad conduce a la existencia de una cri­
minalidad percibida, que finalmente produce una brecha significativa en
relación a la criminalidad real.

En suma, Sozzo abre un interesante debate respecto de los datos
que deberá continuarse, en unos casos, para develar la estructura actual
de los sistemas de información y, en otros, para verdaderamente acer­
carse a la realidad de la criminalidad. Los primeros pasos están dados.

La reflexión

Desde la década de los años ochenta se abre un importante división en
las políticas de control de la criminalidad. Este fenómeno conlleva la
existencia de dos vertientes: una con énfasis en la represión y otra en­
focada en la prevención del delito, una y otra separadas por el hecho
criminal y el tiempo de su ejecución: mientras la represión se entien­
de como ex post al acto delictivo, la prevención es definida como una
acción ex ante del mismo. Se ha generado, entonces, un cisma que
lleva a un replanteo de los paradigmas de la criminología y a una rede­
finición de las corrientes de pensamiento,

Un primer elemento que aporta a la redefinición del estudio de la
criminalidad viene del plano de las políticas, es decir, no del conoci­
miento del delito sino de la reflexión sobre las acciones necesarias para
el control del crimen (gobierno del delito, en los términos acertados de
Sozzo).Y la discusión va en el sentido del peso asignado a la causalidad:
lo etiológico, lleva a entender las causas de las enfermedades) (en este caso

14

2 "Las estadísticas oficiales no son el producto Impersonal de registros mecánicos, sino
que Incorporan asunciones propias de aqueUos agentes estatales que se encuentran
Involucrados en su producción (Lea yYoung 1993,14 citado en Sozzo 2008;39).

3 "El delito es VISto desde esta perspectlva Vinculado a lo biológico y, por tanto, como
parte de la salud púbhca de una sociedad. Este es el ongen medular de la corriente
denominada "epidenuología de la violencia" (Sozzo 2006).
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del delito) y lo teleológico, conduce a comprender que la pena tiene
como causa al delito; pero una y otra están vinculadas entre sí. Así, en
la teleología el delito aparece como causa de la pena y ésta, a su vez,
como ejemplo disuasivo (vigilar) y disciplinador (castigar) (Foucault
1989) para que no se cometa el delito (opera como causa y efecto). Es
decir, que la etiología -como búsqueda de las causas del crimen- lleva
a lo extra penal y lo teleológico -el delito como causa- a lo penal; es
decir, a la prevención y a la represión de la violencia, respectivamente.

Las políticas

Las políticas de gobierno del delito tienen dos versiones explícitas en
América Latina: la represiva, que pone énfasis en la pena (teleológico)
y que es la que mayor peso ejerce en las acciones; y la preventiva, que
se sustenta en la necesidad de actuar sobre las causas (etiología) y tiene
gran importancia a nivel discursivo, al extremo de que, en muchos ca­
sos, la primera es recubierta por la segunda para lograr legitimidad so­
cial (guerra preventiva, policía preventiva). Este discurso de la preven­
ción del delito, que empieza a desarrollarse de manera profusa y explí­
cita, nace en la década de los años ochenta y puede ser catalogado, co­
mo plantea Sozzo, a partir de sus tres variantes:

La primera, la táctica situacional y ambiental, hace referencia a la
necesidad de reducir las oportunidades del delito en las víctimas
(actividades rutinarias) y de los estímulos a los victimarios (elec­
ción racional) que pueden proveer los espacios o sitios proclives a
la realización del crimen (diseño urbano).

La segunda, la táctica social, se relaciona con la necesidad de impac­
tar en las causas sociales y psicológicas que llevan a producir deli­
tos, principalmente bajo dos enfoques: el control social, que impi­
de transgredir las normas sociales o corrige la socialización defec­
tuosa a través de la familia y la escuela; y la anomia, que revela la
inadecuación existente entre las metas y las posibilidades reales de
satisfacerlas ~a insatisfacción). I5
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La tercera, la táctica comunitaria, busca consolidar el control social
formal e informal del crimen y el delito en unidades locales, a tra­
vés de elementos como la organización comunitaria (fortalecer el
capital social, como plantea Putnam); la presencia de la institucio­
nalidad formal, como la policía comunitaria o de cercanía (legiti­
midad institucional); el desarrollo de instancias de mediación social
(control de los propios conflictos); vigilancia (cámaras) y alerta
(alarmas), y; el desarrollo de la autogestión local.

En la realidad es muy dificil que cada una de estas tácticas se aplique
en estado puro, dado que siempre aparecen articuladas. Más aún, ha
nacido la tesis de la táctica de la integralidad, que supondría que las tres
tácticas pueden y deben aplicarse simultáneamente, sin ser considera­
das como excluyentes sino, más bien, complementarias.

Ahora bien, gran parte de estas propuestas de prevención, según
Sozzo, son el resultado de una historia de continua adaptación/adop­
ción en América Latina de los desarrollos de las políticas de seguridad
ciudadana ocurridas fuera de la región (principalmente en Inglaterra
y EEUU). En la historia reciente se pueden encontrar un par de
momentos claros y claves de lo que Sozzo llama "viajes culturales":
uno inicial que podría calificarse como de "importación neocolonial",
en la que participaron distintos actores (intelectuales, policías, funcio­
narios) y que no es otra cosa que la "traducción" de lo que se hace allá
en los territorios de acá.

Hoy vivimos un segundo momento que presenta una situación
distinta, donde existen dos formas explícitas: por un lado, la imposi­
ción de una política de seguridad nacional de un país en particular
hacia el conjunto de América Latina, bajo el formato de seguridad
pública (terrorismo, narcotráfico y emigración)". En este contexto
deben entenderse los procesos de "policiamiento" de las Fuerzas

16

4 Los casos más explícitos son los de Colombia, donde se aplican los llamados Plan
Colombia y Plan Patriota, que le permiten recibir una cantidad de 700 millones USO
anuales; México que con el denominado Plan Ménda recibe 500 nullones USO por
año, y: Centroaménca que cuenta con 100 nnllones USO anuales para combatir tanto
el terrorrsmo como el narcotráfico.



Armadas, de "militarización" de la policía y de modernización del sis­
tema judicial que se impulsan. Por otro lado, interviene la cooperación
internacional que bajo formas encubiertas pretende una solución ho­
mogénea y general para toda la región, inscrita en los postulados gene­
rales de reforma del Estado (privatización y descentralización), apertu­
ra (fin de las fronteras) y ajuste (reducción del gasto social)". Para ello
despliega un discurso de prevención que es impulsado por los nuevos
expertos, asesores y consultores internacionales que venden, a la mane­
ra de una franquicia, los paquetes de casos exitosos, de líneas de refor­
ma policial, de modernización del sector seguridad y de venta de la
tecnología de punta (cámaras y dispositivos"), entre otros'.

Mientras esto ocurre con la transferencia de las propuestas de pre­
vención del campo internacional hacia los territorios nacionales y
locales, en la práctica lo que se observa, con más vitalidad que nunca,
es el reforzamiento de la llamada "mano dura". En unos casos fortale­
cida por las demandas de la población, debido a los altos niveles de vic­
timización que existen y, en otros, por el peso específico que tiene la
cooperación multilateral y bilateral (Inglaterra, Francia, Israel y
EEUU). De allí que no sorprenda que nos veamos inundados de las
propuestas de "ventanas rotas", de la "policía comunitaria", de cáma-

5 Por eso las propuestas de seguridad ciudadana se enmarcan en "la redefinición de las
nusiones del Estado que, en todas partes, se retira de la arena económica y afirma la
necesidad de reducir su papel social y amphar, endureciéndola, su Intervención penal"
(Wacquant 2000).

6 Hoy en América Launa el negocio del sector de la seguridad privada crece al 12%
anual, por encima del promedio mundial de 4%, siendo uno de los que más rentabih­

dad produce (Frigo 2003).
7 "EXIste en la actualidad, toda una red global de actividades frenéncas que Incluyen el

viaje de discursos pero también de "expertos". Sobretodo, de 105 "nuevos expertos" en
el campo del control del delito, muchas veces alejados de las tradicionales fuentes de
leginmación académicas, "consultores" y "asesores" de empresas, fundaciones y organi­
zaciones no gubernamentales, que se constituyen como nuevos "consejeros del prínci­
pe" en la materia (Haggerty 2004; Wacquant 2000). En este agitado tráfico global
mucho ha tenido que ver -como lo apuntábamos con respecto al campo más específi­
co de la "prevención del deliro" - el desarrollo de uuciativas y acciones por parte de
diversas instancias internacionales, gubernamentales y no gubernamentales dedicadas
particularmente a la promoción de estas importaciones culturales -ONU, B[D, Banco
Mundial. etc. (Cohen 1982; Karstedr 2002)" (Sozzo 2008:167). 17
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ras de video, de la criminalización de las políticas sociales y urbanas, de
la especialización policial en ciertos delitos ajenos a la realidad de los
países, de los observatorios del delito, de la guardianía privada, etc.

Con el discurso de la prevención se han redefinido las funciones
de las policías con el ánimo de legitimarlas y de que tengan presencia
permanente y general. Es por ello que hoy el presupuesto de las poli­
cías en América Latina es mucho más alto del que tenían al finalizar el
siglo pasado, se ha incorporado (informalmente) a la población a las
actividades de control social bajo el fundamento de la participación
comunitaria y se ha estimulado el desarrollo significativo del sector
privado de la seguridad", por el principio de la subsidiaridad. En otras
palabras, el discurso de la prevención se ve impregnado de todas las
formas represivas: por la presencia policial (disuasiva e intimidatoria),
la táctica de la sospecha (prevención primaria) y la acción comunita­
ria (legitimación y control), entre otras.

El libro y sus circunstancias

El contenido del libro es muy pertinente en el marco del debate
actual, en el que difícilmente se pone en cuestión el conocimiento y
las acciones que se implementan. En ese sentido Sozzo ha logrado
romper con la inercia existente en el desarrollo del conocimiento de
la criminología, contextualizándolo históricamente.

Los aportes del libro van en la línea de la sistematización y presen­
tación de los planteamientos de la criminalogía crítica; pero va más allá
al contrastarlos con la realidad argentina. Empieza con una discusión
de las variables y fuentes de investigación generalmente utilizadas; que
no deben dar lugar a pensar que sólo se trata de homologarlas inter­
nacionalmente sino de reconstruirlas bajo una perspectiva analítica
nueva. Eso supone una discusión importante respecto de la compren­
sión de la criminalidad como construcción social compleja provenien-

18
8 Hoy en América Latina. a manera de ejemplo. el número de guardias privados supera

dos veces al de guardias públicos.
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te de la violación de un contrato social explícito (delito) y no de cues­
tiones naturales o morales. Una afirmación de este tipo nos lleva a
comprender a la criminalidad como una condición cambiante en el
tiempo y el espacio y, por lo tanto, proveniente de una construcción
social e histórica.

De su argumento se desprenden dos vías interesantes que deben ser
desarrolladas: la primera, con respecto de los sistemas de información,
en tanto no pueden estar subordinados sólo al delito como desviación
del derecho o de la moral, porque este camino conduce a un conoci­
miento fraccionado e individual de un hecho producido por un indi­
viduo. En otras palabras, no se trata de un evento proveniente de dis­
posiciones especiales (patologías) sino en -palabras de Sozzo- de una
masa de eventos nacida de una interacción social que producen las ruti­
nas económicas, culturales y sociales de la vida cotidiana. Ello quiere
decir que la masa de eventos no es la suma de los mismos, tampoco
encarna un antes ni un después del delito, sino constituye un objeto
que se construye en un continuo espacio-temporal a la manera de un
proceso social complejo.

De aquí se desprende una segunda vía de reflexión, en este caso vin­
culada a las políticas preventivas: el determinismo etiológico (causalidad
ex ante) o teleológico (causalidad ex post), propios del binomio delito­
pena, tienen que ser tratados de una manera distinta. En la propuesta de
Sozzo del gobierno del delito, se diluye el sentido de la prevención en
tanto va más allá del mundo ilusorio de las causalidades ex ante y ex
post, pues lo que existe en la realidad es una masa de eventos delictivos
construidos en la interacción social. Desde esta perspectiva los disposi­
tivos institucionales (actores, prácticas y discursos) se convierten en ele­
mentos centrales para que el gobierno del delito tenga concreción.

El libro tiene una estructura de contenidos que sigue una lógica
expositiva bastante cIara: transcurre en una secuencia lineal respecto
de lo que significa el proceso de producción de conocimientos. El
primer capítulo nos muestra el debate sobre el "juego de los núme­
ros" que permite evidenciar lo complejo que es cuantificar el delito,
tanto por las variables usadas como por las fuentes de información a
las que se recurre. I9
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El segundo hace un análisis crítico de las propuestas de gobierno
del delito en relación a las tácticas de prevención del delito, para lle­
gar a la conclusión del neoliberalismo reinante. El tercer acápite hace
alusión a cómo estos presupuestos de política aterrizan en las políticas
argentinas, como un caso emblemático. El cuarto se refiere a la rela­
ción entre la prevención y la policía en Argentina; al debate de la pre­
vención, la reforma policial y las mutuas influencias.

Es importante señalar la gratitud que tenemos para con Máximo
Sozzo al haber apoyado este Importante proyecto editorial, no sólo con
los textos que ahora presentamos sino también con su monitoreo per­
manente del trabajo editorial. Y, por si no fuera poco, por la apertura
que ha tenido para que instituciones como FLACSO Sede Ecuador y
la Universidad Nacional del Litoral puedan pensar en futuros trabajos
conjuntos que permitan no sólo desentrañar el mundo escabroso de la
criminalidad sino también enfrentar la importante tarea de formar
nuevas generaciones, integradas internacionalmente, de analistas socia­
les que recuperen los aportes de la criminología crítica.

Finalmente, se debe señalar que este trabajo no habría sido posible
sin la suma de esfuerzos personales e institucionales, entre los que des­
tacan las contribuciones de: Andreina Torres del Programa de Estudios
de la Ciudad de FLACSO Sede Ecuador en su tarea editorial, Gustavo
Lalama de la Corporación Metropolitana de Seguridad Ciudadana,
por su tesón para empujar estas iniciativas, y Miriam Garcés de la
Dirección Metropolitana de Seguridad Ciudadana del Municipio de
Quito, por su constante apertura a estas tareas de difusión de nuevas e
importantes experiencias.

Sin duda, estos textos de la Colección Ciudadanía y Violencias
serán un aporte a la comprensión del fenómeno de la cnminalidad y,
sobre todo, del gobierno de la seguridad. Invitamos a leerlos y, sobre
todo, a estudiarlos y discutirlos en profundidad.

20
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La criminalidad un objeto complejo:
la cuestión criminal como desafio para la empresa
de conocer y gobernar

En los cimientos de la racionalidad penal moderna la relación puni­
tiva se construyó discursivamente en base a un a priori político: el
contrato social. De allí que los delitos y las penas, elementos centra­
les de dicha racionalidad, no fueron asumidos como naturales, sino
como artificios en tanto productos de una convención (Pavarmi
1994b:132). En el marco de un esquema formalista era concebido
como delito sólo aquello definido como tal por la ley penal, en un
momento y un lugar determinados. En este sentido, Beccaria en su
obra Dei Delitti e delle Pelle (1764) señalaba que las nociones de deli­
to (como la de honor o la de virtud) " ...cambian con las revolucio­
nes del tiempo que hace sobrevivir los nombres a las cosas, cambian
con los ríos y las montañas que son casi siempre los confines, no sólo
de la geografía física sino también de la moral" (1997:37). La ley penal
producto del pacto social, define qué es delito y todas aquellas con­
ductas que no son calificadas de tales son permitidas -el sustrato del
principio de legalidad como articulador del derecho penal liberal. La
ley penal varía en el tiempo y en el espacio y con ello la considera­
ción de lo que el delito es.

Una versión anterior fue publicada bajo el título "Pmtando con números. Fuentes esta­
dísticas de conocunienro y gobierno democrático de la cuestión criminal en la
Argentina" en Atl/lario de EJewQóll Penal,Año l. N° 1, p.85-138. 2002. 21
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Los intentos por revertir el formalismo como manera de pensar el
delito se han sucedido a lo largo de la modernidad en diferentes con­
textos culturales y siempre han respondido a necesidades precisas de
legitimación de formas de gobierno del delito. En esta dirección, uno
de los hitos fundamentales ha sido el de las criminologías positivistas
de fines del siglo XIX y principios del siglo XX. Así, por ejemplo, en
nuestro propio contexto, José Ingenieros sostenía en su Criminología
(1916) que los agregados sociales evolucionan en forma dispar en los
diferentes contextos geográficos y con ellos evolucionan las experien­
cias sociales, el conjunto de creencias y hábitos mentales. Estos agrega­
dos sociales constituyen asociaciones para la lucha por la vida.

Las creencias y hábitos mentales en tanto propios de las colectivi­
dades humanas son las costumbres que se plasman en instituciones.
Costumbres e instituciones que son expresión de la adaptación colec­
tiva a las condiciones del medio en la protección de la existencia de
los agregados sociales. La formación de criterios a través de los cuales
se distinguen los actos humanos en útiles y nocivos se produce en ese
seno, pues todo juicio de valor es colectivo ya que se refiere a la pro­
tección no del individuo sino del grupo. Esos juicios de valor en estos
dos campos -costumbres e instituciones- que son las condiciones que
limitan la lucha por la vida son la moral y el derecho.

El derecho implica especular con respecto a la moral, y pese a que
ambos son dinámicos no lo son isocrónicamente, de allí la existencia
de desfases entre la moral y el derecho en un tiempo y un lugar. El
delito es, para Ingenieros, todo medio amoral de lucha por la vida en
detrimento de otros miembros del agregado social, que ven atacado su
derecho a la vida, directa o indirectamente. Esta difinición natural del
delito muchas veces no coincide con el delito jurídico debido a este dese­
quilibrio entre la evolución de la ética y del derecho. Por tanto exis­
ten delitos naturales y delitos jurídicos, los primeros son correlativos a
las opiniones morales de la sociedad, los segundos son correlativos a su
estructura jurídica (Ingenieros 1962a:268-272).

Pero los alcances de estas iniciativas de reversión del formalismo
exceden ampliamente los confines de la "escuela positiva", arribando
bajo nuevos ropajes a nuestra contemporaneidad. Las discusiones ac-
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tuales sobre las "incivilidades" como componentes centrales de la "in­
seguridad urbana" y como objeto de intervención de las agencias tra­
dicionalmente encargadas del gobierno de la criminalidad (en especial
la policía) constituyen un muy buen ejemplo al respecto (ver: Baratta
1998; Cole y Kelling 1997; Crawford 1998a; Kelling y Wilson 2001;
Matthews 1992; Wacquant 2000; Young 1998). Paralelamente, todos
estos intentos han compartido -en última instancia o de manera in­
confesada (e inconfesable)- una vocación sustancialista y, por ende, ya
sea que hipostacien el derecho penal históricamente existente como
expresión de una voluntad general metahistórica o que postulen la
existencia de intereses y/o necesidades "naturales", presentan a la cri­
minalidad (o sus epifenómenos) como la violación de normas no con­
tingentes, fundadas en otro lugar del que el derecho penal mismo
extrae (o debería extraer) su sentido y legitimidad (Pitch 2003) -en sus
direcciones más tradicionales, estas elaboraciones se corresponden con
lo que Pires ha denominado el "paradigma del hecho bruto" (Pires
1993,2006).

La artificialidad predicada de los delitos y de las penas tiene, en el
contexto de los clásicos del derecho penal moderno, el significado evi­
dente de reconocer su carácter de invenciones humanas. Esta cualidad
fue rescatada y reconstruida, más allá del formalismo, por ciertas cri­
minologías sociológicas norteamericanas de las décadas de los años
sesenta y setenta -fundamentalmente los labelling theorists (ver: Becker
1971; Erikson 1977; Kitsuse 1977; Lernmert 1967; Matza 1981)- que
cimentaron una perspectiva "construccionista", que se ha venido desa­
rrollando en el debate académico como una alternativa tanto al for­
malismo como al sustancialismo.

El proyecto de estas criminologías sociológicas implicaba introdu­
cir la importancia de la reacción social en la producción de la desvia­
ción social (y de la criminalidad). En la clásica formulación de Howard
S. Becker:

... Iosgrupos sociales crean la desviación al hacer las reglas cuya infrac­
ción constituye la desviación y al aplicar dichas reglas a ciertas perso-
nas en particular y calificarlas de marginales. Desde este punto de vista, 23
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la desviación no es una cualidad del acto cometido por la persona sino
una consecuencia de la aphcación que los otros hacen de las reglas y
las sanciones para un ofensor. El desviado es una persona a quien se
ha podido aplicar con éxito dicha calificación; la conducta desviada es
la conducta así llamada por la gente ... (Becker 1971:19).

En el marco de esta perspectiva construccionista se presentaron diver­
sas versiones -sobretodo en las década del sesenta y el setenta- que se
acercaron a posiciones "idealistas", tanto desde el punto de vista cog­
noscitivo como desde el político (ver Pires 1993,2006). Sin embargo,
la perspectiva construccionista sobre la criminalidad no tuvo (ni tiene)
un alto grado de coherencia interna, es menos (saludablemente) que
una teoría general sobre la criminalidad -basta recordar al respecto las
diferencias que en los años sesenta separaban a etnometodólogos, inte­
raccionistas simbólicos y fenomenológos- por lo que no necesaria­
mente debe producirse una simple asociación entre idealismo y cons­
truccionismo -como la que opera en buena medida en las críticas del
"realismo de izquierda" (ver, entre otros: Lea 1996; Lea y Young 1993;

Matthews yYoung 1992, 1993;Young 1991,1993)'.
Una perspectiva construccionista que se sitúe más allá de las origi­

narias formulaciones de los teóricos del etiquetamiento -aunque en
una clara recuperación de la mismas- y en trance de evitar el "idealis­
mo" -un proyecto ya inaugurado por Melossi (1983) en un artículo
seminal- implica, con respecto a los clásicos del derecho penal liberal,
extender la consideración del delito como un artificio, en tanto con­
junto de tipificaciones en el texto de la ley penal, a las conductas efec­
tivamente realizadas en el mundo social que pueden ser asociadas a
aquellas en función de la actividad concreta de agentes estatales -el sis-

24

2 En este sentido, en los años ochenta frecuentemente se asociaba con estas visiones Ide­
alistas las de los denominados abolicionistas. mcurriendo muchas veces en simplifica­
ciones e injusticias -sobretodo en cuanto al problema COgnOSC1UVO- de las que no es
posible dar cuenta detalladamente aquí. Esta asociación se observa en los textos de los
llamados "realistas de Izquierda", pero también en otros autores, por ejemplo, Pavarini
(1987). Sobre los autores "abolicionistas" ver, entre otros: Bernar de Celis y Hulsman
1984; Biancln y Van Swaaningen 1986; Christie 1984, 1989, 1992; Hulsrnan 1986;
Steinerr 1989
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tema penal- y no estatales. Y si resulta obvio que el "derecho penal en
los libros" es artificial, ya que es el resultado de un complejo proceso
de construcción social -la creación de la ley penal- esta peculiar cua­
lidad resulta aún más obvia en cuanto al "derecho penal en los hechos"
-la aplicación de la ley penal por actores estatales y no estatales a un
comportamiento concreto. Se trata de lo que Massimo Pavarini ha
denominado, en tanto virtud de un saber crítico sobre la criminalidad,
la "conciencia de la ficción" (Pavarini 1994a, 1994b, 1995b). En la
puesta en marcha de esta virtud intelectual -Iegado de la deconstruc­
ción de los saberes criminológicos de los años sesenta y setenta-, la
realización efectiva de una conducta en el mundo social y la califica­
ción de la misma como delito es considerada el resultado de una com­
binación extremadamente compleja de variables múltiples, de peso tan
diverso como cambiante a lo largo del tiempo y, a su vez, interactúan­
tes entre ellas, que atraviesan prácticas de agentes estatales y no estata­
les (Pavarini 1996a:9).

De este modo, una perspectiva construccionista, simultáneamente
desnaturaliza y desformaliza la criminalidad, poniéndose como objeto,
como problema cognoscitivo y político a la "cuestión criminal" (Pitch
2003). Pensar en términos de "cuestión criminal" significa que la cri­
minalidad no es imaginada como independiente de los procesos socia­
les e institucionales que la definen y tratan como tal. Se funde la pro­
blematización (cognoscitiva y política) en "un área construida por ac­
ciones, instituciones, políticas y discursos delimitada por confines
móviles" (Pitch 2003:100).

Pensar al delito como invención humana, como construccion
social en el contexto de una problernatización de la "cuestión crimi­
nal" no le quita "realidad", es decir, no implica tratarlo como una ilu­
srón. Tampoco implica desconocer la existencia de actos singulares o
complejos de actividad que producen consecuencias negativas para la
vida, los intereses, los valores de individuos o grupos sociales, es decir,
"situaciones problemáticas" (Hulsman 1986) que así son consideradas
por los actores involucrados en relaciones conflictivas (Christie 1992).
Sí implica reconstruir su configuración cognoscitiva -y también polí-
tica- con respecto al formalismo y al sustancialismo, asumirlo como un 25
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objeto complejo y esto posee serias implicancias tanto para la empre­
sa de conocer como para la empresa de gobernar.

Desde el punto de vista de la empresa del saber, implica por un
lado, asumir que conocer con absoluta precisión cuántas veces han sido
realizadas efectivamente en la vida social las conductas tipificadas abs­
tractarnente como delitos por la ley penal, lo que podríamos denomi­
nar la "criminalidad real", es dudosamente factible. Sólo podemos co­
nocer aquellas que resultan concretamente calificadas como delitos por
determinados agentes estatales o no estatales, y sólo en el caso en que
se hacen aparentes en virtud de haber sido registradas de alguna mane­
ra -lo que por oposición podríamos denominar la "criminalidad apa­
rente" (pavarini 1995a:7). Podemos conocer cuántos y cuáles hechos
presuntamente delictuosos han sido denunciados por las víctimas ante
la institución policial, cuántos y cuáles hechos presuntamente delictuo­
sos han sido conocidos por la institución policial más allá de las denun­
cias de los particulares, cuántos y cuáles hechos presuntamente delic­
tuosos han dado lugar a una acción penal, de cuántos y cuáles hechos
presuntamente delictuosos los ciudadanos recuerdan haber sido vícti­
mas en un determinado tiempo, etc. Estos diversos datos nacen de dis­
tintas fuentes, es decir, vías de registro, oficiales o no oficiales. Distintas
presentaciones de la"criminalidad aparente", colocan luz en ciertas zo­
nas del continente de la "criminalidad real" pero, al mismo tiempo,
proyectan también ciertas sombras, que podríamos definir siguiendo a
Barbagli y Santoro.Ja "criminalidad sumergida" (1995:21).

Todos los datos construidos a partir de las diversas formas de regis­
tro, oficiales y no oficiales, son extremadamente importantes para
acercarnos a la cuestión compleja del conocimiento del delito pero a
partir de ellas no podemos afirmar que conocemos con certeza y pre­
cisión la evolución, el volumen, la morfología de la "criminalidad real"
en determinadas coordenadas temporales y espaciales.Todos los datos
que hacen a la "criminalidad aparente" resultan también, del impacto
de elementos externos a la evolución de la "criminalidad real": la
mayor o menor propensión de los ciudadanos a denunciar, la mayor o
menor eficacia de la institución policial o de la institución judicial, etc.
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Sin embargo, como sostiene Pavarini:

Estas dificultades no deben mducirnos a un escepncisrno criminológico, como

si nos encontráramos frente a una realidad ontológicamente incognoscible.

Deben sólo convencernos y armarnos de santa paciencia y de extrema pru­

dencia. Así, en la comparación detallada de diversas fuentes -estadistica de la

crinunalidad, de la delicruosidad y victimológica- si bien no para todos los

actos crinunales, sí para familias definidas, es posible convenir sobre algunas

tendencias de fondo. Y ya esto resulta importante (Pavariru 1995a:7).

Por otro lado, implica asumir que es imposible comprender acabada­
mente el fenómeno de la criminalidad fuera de los procesos de su
construcción social e institucional y,por ende, dirigir la mirada del in­
vestigador hacia los múltiples juegos interactivos que se producen al
interior del sistema penal (policía, tribunales, prisiones, etc.), y más allá
del mismo, indagando en las formas de la criminalización (primaria y
secundaria) que cotidianamente transforman "hechos brutos" en "deli­
tos" (Pires 1993, 2006). Para ello es indispensable producir informa­
ción empírica sobre estos procesos sociales e institucionales, a través de
diversas estrategias de investigación.

Desde el punto de vista de la empresa de gobernar, pensar en térmi­
nos de "la cuestión criminal", también posee fuertes implicancias. No
entendemos aquí por gobierno simplemente las acciones del Estado, sino
todos los esfuerzos para guiar y dirigir la conducta de los otros, llevados
adelante por diversos agentes -investidos de la fachada del Estado o no,
pues "el Estado no tiene esencia" (Melossi 1992). Como señala Foucault
(1988):"[e]l ejercicio del poder consiste en guiar las conductas posibles
y ordenar los resultados probables. Básicamente el poder es menos una
confrontación entre dos adversarios o una vinculación de uno al otro
que una cuestión de gobierno... Gobernar, en este sentido, es estructú­
rar el posible campo de acción de los otros". Gobernar la cuestión cri­
minal implica no sólo gobernar la producción de comportamientos en
la vida social que son considerados problemáticos o negativos para deter­
minados individuos o grupos, sino también gobernar su definición co­
mo criminales a partir de procesos complejos de interacción social den­
tro y fuera del sistema penal. Implica gobernar instituciones: policía,jus- 27



Ios.eguridad..w;¡;v,epción ~Q.Q.IJ.QiI,,- _

ticia penal, prisiones. Pensar en estos términos la empresa de gobernar,
excede claramente en complejidad la vieja tarea de "luchar contra la cri­
minalidad", presentando una necesidad de mirar desde otro lugar, dadas
las antinomias ético-políticas que esa metáfora carga consigo.

Fuentes estadísticas de conocimiento de la cuestión criminal

Si uno toma seriamente el argumento de que las secuencias de activi­
dad humana se transforman mdividualmente en definibles y cuantifi­
cables como "delitos" sólo como el producto final de un conjunto de
procesos sociales interactivos e interpretativos complejos y perpetua­
mente cambiantes, la idea de un total de delitos "real" empíncarncn­
te descubrible se convierte en un absurdo. Una metáfora más apropia­
da para la producción de conocimiento criminológico podría ser un
constante repintar -por un ejército de artistas con diferentes estilos y
técnicas- un lienzo de tamaño indeterminado, cada vez iluminando
lluevas áreas o pintando nuevamente viejas áreas en mayor detalle o de
forma diferente (Maguire 1997:142, traducción propia).

28

La cuestión criminal, en tanto objeto complejo, resulta difícilmente
asible a través de una única estrategia de investigación empírica. De allí
que, contemporáneamente, se apele cada vez más a la combinación del
análisis de diversas fuentes de información empírica, que pueden tener
como sustrato técnicas de producción cuantificada o no cuantificada
de datos sobre la cuestión criminal.

Tradicionalmente, las exploraciones desde las ciencias sociales so­
bre la cuestión criminal han desarrollado investigaciones empíricas,
tanto de corte cuantitativo como de corte cualitativo, sobre este obje­
to complejo. Basta como ejemplo de las primeras, las obras pioneras de
Quetelet y Guerry (ver Beirne 1993:65-142) y como ejemplo de las
segundas, los numerosos estudios -también pioneros- de la Escuela de
Chicago (ver, por ejemplo: Downes y Rock 1998; Melossi 1992). Sin
embargo -como en buena medida sucedía en las ciencias sociales en
general-, estas dos líneas de investigación empírica corrieron en para­
lelo durante el siglo XX -salvo ciertas excepciones- manteniéndose
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como bandos divididos ferreamente por trincheras ontológicas y gno­
seológicas difíciles de atravesar.

Desde la década de los años sesenta, desde posiciones episternoló­
gICas y metodológicas más flexibles, en el contexto de la reconfigura­
ción del objeto a conocer, se observa el crecimiento progresivo de una
clara tendencia a la interacción entre las diversas fuentes de conoci­
miento de la cuestión criminal. Esta interacción posee menos el carác­
ter de una solución general -aunque en algunos casos, también se trate
de ello- frente a los problemas de la investigación empírica en este
campo, que un conjunto de salidas contingentes más o menos amalga­
madas frente a los dilemas de la complejidad que nos ofrece la cues­
tión criminal en el presente.

La producción de datos a través de técnicas cuantificadas sobre la
cuestión criminal ha tenido siempre un rol central en las exploracio­
nes desde las ciencias sociales; y no sólo en ellas, pues este "lenguaje de
los números" también se ha impuesto ampliamente en los discursos en
torno a la criminalidad y al sistema penal en los medios masivos de co­
municación y en las políticas públicas.

A través de números es posible pintar -para seguir con la metáfo­
ra de Mike Maguire (1997)- un cuadro de la cuestión criminal. Pero
es sólo eso, un cuadro entre los posibles. Los diversos tipos de fuentes
de conocimiento producen aperturas diferentes a la cuestión criminal,
poniendo luz y sombra, con distribuciones distintas. Ninguna de ellas
debe ser consagrada.jerarquizada, priorizada, frente a las otras posibles,
sino que es preciso asumirlas en sus características, alcances y limita­
ciones, para a partir de allí explorar su riqueza. Por eso, en el pintar
con números la cautela debe ser extrema, pues las posibilidades de
errar en el trazo son múltiples. Sólo a través de la cautela el cuadro al­
canzará algunos rasgos aproximativos a las características reales de la
cuestión criminal en la vida social.

El uso de los números para pintar la cuestión criminal ha estado, en
cierta medida, asociado a las instituciones estatales dedicadas específi­
camente al gobierno de la criminalidad. Es, en este sentido, la fuente
de conocimiento de este objeto complejo más "comprometida" -y de
allí surge una buena parte de sus limitaciones. 29
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Existen diversas fuentes estadísticas de conocimiento de la cuestión
criminal producidas por instituciones estatales, pero no todas ellas se
refieren a los mismos componentes del problema. Pueden ser distin­
guidas, inicialmente, de acuerdo a los elementos que tienden a ilumi­
nar -más allá de sus ambivalencias-, en "estadísticas sobre la crimina­
lidad" y "estadísticas sobre el sistema penal".

Estadísticas sobre la criminalidad

Algunas de las fuentes estadísticas utilizadas para conocer la cuestión
criminal han sido visualizadas como "estadísticas sobre la criminalidad",
es decir, exclusivamente referidas a los comportanúentos efectivamente
producidos en la vida social que son considerados como delitos por la
ley penal y definidos como tales por determinados agentes estatales o
no estatales.Es cierto que el foco de estas fuentes estadísticas está orien­
tado en esa dirección, sin embargo, también ilustran los procesos a tra­
vés de los cuales determinados agentes estatales y no estatales constitu­
yen a dichos comportamientos como delictivos, las decisiones que to­
man y las formas de experimentarlos y tratarlos a partir de ellas.

Estadísticas oficiales
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Las llamadas "estadísticas oficiales" sobre la criminalidad son aquellas in­
formaciones cuantificadas sobre comportamientos presuntamente delic­
tuosos que efectivamente se producen en la vida social. Estas estadísticas
se generan en los procesos de definición y registro por parte de institu­
ciones estatales, en el marco de sus actividades de gobierno de la crimi­
nalidad. La definición y registro de un comportamiento como presun­
tamente delictuoso, por parte de estas instituciones estatales, lo "oficiali­
za". Dichas "estadísticas oficiales" se subdividen a su vez en dos tipos, de
acuerdo a la institución estatal de cuya actividad emanan: las estadísticas
policiales y las estadísticas judiciales. Ambas poseen características dife­
rentes, ya que son confeccionadas a partir de la actividad cotidiana de



Pintando ron n(lmeras

diversas instituciones estatales en momentos diferentes con respecto al
proceso de "transformación de un hecho bruto en hecho institucional"
(pires 1993,2006), con metodologías y finalidades distintas.

En Argentina, coexisten instituciones policiales y judiciales provin­
ciales con instituciones policiales y judiciales federales, lo que comple­
jiza aún más la configuración de ambas fuentes estadísticas "oficiales".
En la actualidad, ambas presentan grados diversos de centralización y
sistematización a escala nacional.

-Estadísticas policiales

Las estadísticas policiales sobre la criminalidad constituyen el conjun­
to de informaciones cuantificadas sobre los comportamientos presun­
tamente delictuosos efectivamente producidos en la vida social, que
nacen de la actividad de definición y registro de las instituciones poli­
ciales y fuerzas de seguridad. En la Argentina coexisten, en el plano
federal, la Policía Federal Argentina, la Gendarmería Nacional y la
Prefectura Naval Argentina y, en el plano provincial, veinticuatro poli­
cías provinciales. Esto hace que cada una de dichas instituciones esta­
tales produzca su propia información sobre los comportamientos pre­
suntamente delictuosos registrados.

Las estadísticas policiales en la Argentina tienen como primer ante­
cedente las estadísticas elaboradas desde 1887 por la Policía de la
Capital Federal y elevadas anualmente al Ministerio del Interior de la
Nación. A partir de 1971 los registros mensuales elaborados por las di­
ferentes instituciones policiales y fuerzas de seguridad de la Argentina
pasaron a ser reunidas y sistematizadas por el Registro Nacional de
Reincidencia y Estadísticas Criminales. Posteriormente, desde enero
del año 1999, las instituciones policiales y fuerzas de seguridad comen­
zaron a enviar a la Dirección Nacional de Politica Criminal (DNPC)
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación el regis-
tro mensual de todos los hechos presuntamente delictuosos ocurridos,
que contaron con su intervención en las respectivas jurisdicciones. En
el marco del Sistema Nacional de Información Criminal la DNPC
había asumido la tarea de recabar, sistematizar y analizar las estadísticas 3I
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policiales, avanzando progresivamente en el mejoramiento de la cali­
dad de la información producida. En julio del año 2000 se sancionó la
Ley 25266 de Estadísticas Criminológicas que le dio una nueva redac­
ción al Art. 13 de la Ley 22117 estableciendo que:

Todos los tribunales del país con competencia penal, los representan­
tes del Ministerio Público ante ellos, la Policía Federal Argentina, las
policías provinciales, lasotras fuerzas de seguridad y los servicios peni­
tenciarios, deben remitir a la Dirección Nacional de Política Criminal
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación los datos
que esta dependencia les requiera a los fines de confeccionar anual­
mente la estadística general sobre la criminalidad en el país y el fun­
cionarmento de la justicia.

A raíz de esta nueva legislación, la DNPC se constituye en el único
organismo público encargado de la confección de todas las estadísticas
oficiales sobre la criminalidad, incluidas las estadísticas policiales'.

Desde el año 1999 los registros mensuales se han realizado en base
a una planilla principal, confeccionada por la DNPC, que ha ido
sufriendo diversas alteraciones a lo largo del tiempo. Esta planilla era
completada originalmente por cada institución policial o fuerza de se­
guridad, que recogía en ella la totalidad de hechos presuntamente de­
lictuosos registrados en su respectiva jurisdicción. La Gendarmería
Nacional y la Policía Federal Argentina enviaban la información rela­
tiva a la totalidad del país, a diferencia de la Prefectura Naval Argen­
tina, que enviaba la información desagregada por provincias. A partir
de septiembre de 1999 se avanzó en la desagregación geográfica de di­
cha información y cada institución policial provincial informaba sobre
cada departamento provincial, en planillas separadas. En el caso de la
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3 SII1 embargo, esto no Impide que las diferentes msrituciones policiales y fuerzas de
seguridad configuren la mforrnacrón estadística sobre su propia actividad de registro de
hechos presuntamente delictuosos, destinada no sólo al "consumo interno", ya que
también la brindan tanto a los medios de comunicación como a los funcionanos polí­
ticos, y en ciertas ocasiones se ha dado que no coinciden con aquella que ha elabora­
do la DNPC sobre los registros mensuales que envían esas mismas msurucioncs poli­
ciales y fuerzas de segundad.
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Policía Federal Argentina, se distinguió la información referida a la
Ciudad de Buenos Aires y, en particular, la referida a las diversas sec­
cionales policiales existentes en la misma.A su vez, desde enero del año
2000, la información de la Prefectura Naval Argentina se encuentra
desagregada por cada departamento de cada provincia y la producida
por la Gendarmería Nacional se encuentra desagregada por provincias.
Asimismo, se avanzó aún más en la desagregación geográfica de la in­
formación provista por las instituciones policiales provinciales, pues se
completa una planilla mensual por cada seccional policial emplazada
en el departamento capital de la jurisdicción.

La tipificación de los hechos presuntamente delictuosos en esta
planilla, continuando con la tradición, se encuentra fuertemente aso­
ciada a las figuras y tipos penales descritos en el Código Penal. Se
agrupan siguiendo, en parte, la tipificación del Código Penal -con
excepción de los Delitos contra el Estado- de modo tal que a simple vista
puedan identificarse grupos según los bienes jurídicos afectados, distin­
guiendo entre: Delitos contra las personas, Delitos contra la honestidad y el
honor, Delitos contra la propiedad, Delitos contra el Estado, Delitos contra la
libertad, Delitos contra el estado civil y Delitos previstos en leyes especiales, con
la excepción de la Ley 23737 de Estupefacientes -que, por tratarse de
aquella que concentra la mayor frecuencia de hechos, ha sido conside­
rada aparte. Por último, se registran las Figuras contravencionales.

En los registros mensuales también se solicita -discriminadamenre­
información sobre determinados tipos de delitos, en el marco de las
familias antes mencionadas, a saber: homicidios culposos en hechos de
tránsito, lesiones culposas en hechos de tránsito, homicidios culposos
por otros hechos, lesiones culposas por otros hechos, homicidios dolo­
sos, homicidios dolosos en grados de tentativa, violación, robo, tenta­
tiva de robo, hurto, tentativa de hurto, delitos contra la seguridad públi­
ca, delitos contra el orden público, delitos contra la seguridad de la
nación, delitos contra los poderes públicos y el orden constitucional,
delitos contra la administración pública y delitos contra la fe pública.

A partir del año 2000 se introdujeron algunos cambios en la plani­
lla empleada. En primer lugar, se introdujo el pedido de información
sobre determinados tipos de delitos que no estaban comprendidos en 33
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la planilla de 1999: lesiones dolosas y amenazas. También se solicitó
que se distinguiera del resto de los robos a los robos agravados, por el
resultado de lesiones y/o muertes. Por otro lado, para todos los tipos
de delitos se solicitó señalar si el conocimiento del hecho presunta­
mente delictuoso ha nacido de la denuncia de un particular o de la
intervención policial. Por último, con respecto a los delitos contra las
personas y contra e! honor, se solicita información sobre la cantidad y
género de las víctimas.

En las estadísticas policiales se abordan, como objeto central, los
hechos presuntamente delictuosos. Se trata de hechos presuntamentes
delictuosos, y no simplemente delictuosos, ya que es información
brindada por las instituciones policiales y fuerzas de seguridad' que
constituyen la puerta de entrada de! sistema penal, y nada impide que
un hecho que es considerado como delictivo en los registros mensu­
ales que envían las diferentes instituciones policiales y fuerzas de
seguridad sea negado como tal posteriormente en e! marco de! pro­
ceso penal. En e! mismo sentido, es posible que la definición, por parte
de las instituciones policiales y fuerzas de seguridad, de un hecho co­
mo exponente de un determinado tipo de delito sea luego alterada en
e! marco de las investigaciones policiales y judiciales. Es necesario tam­
bién distinguir los "hechos presuntamente delictuosos" de los "casos",
ya que muchas veces una acción singular o un complejo de actividades
que se considera un caso policial puede albergar varios hechos presun­
tamente delictuosos.

Como deciamos más arriba, si bien e! objeto central de las estadís­
ticas policiales son los hechos presuntamente delictuosos, desde e! año
2000, en ciertos tipos de delitos -contra las personas y contra el honor
y la honestidad- se produce una limitada cantidad de información
sobre las víctimas. Y también en el caso de los hornicidios dolosos y
los homicidios culposos en accidentes de tránsito, se generan datos so­
bre sobre las características temporales y espaciales de los hechos, los
ofensores y ofendidos y sobre la modalidad delictiva. Y lo mismo
sucede desde el año 2001 con los delitos contra la propiedad.

La DNPC produce un informe anual y uno semestral, en los que
se presentan las estadísticas policiales del país y, en el caso de los in-
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formes anuales, un análisis de la misma. Paralelamente, la institución ha
comenzado a desarrollar informes sobre jurisdicciones específicas, en
los que se pretende ampliar la cantidad de información estadística y
profundizar en el análisis de la misma.

- Estadisticas judiciales

Las estadísticas judiciales sobre la criminalidad constituyen el conjun­
to de informaciones cuantificadas sobre los comportamientos presun­
tamente delictuosos efectivamente producidos en la vida social, que
nacen de la actividad de definición y registro de las instituciones judi­
ciales penales, en el marco del desarrollo de los procesos penales. En
la Argentina, existe una administración federal de justicia penal con
jurisdicción sobre todo el territorio nacional con competencia sobre
determinados tipos de delitos; una administración "nacional" de jus­
ticia penal cuya jurisdicción es la Ciudad de Buenos Aires, y; veinti­
cuatro administraciones provinciales de justicia penal. Esto hace que
cada una de dichas instituciones estatales produzca su propia informa­
ción sobre los comportamientos presuntamente delictuosos proce­
sados.

A diferencia de lo que sucede con las estadísticas policiales, más allá
del mandato legal que emerge de la Ley 25266 y le confiere a la
DNPC del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación
el deber de confeccionar las estadísticas judiciales sobre la criminalidad
para todo el país, aún no se ha avanzado en dicha centralización y sis­
tematización. Existe entonces una pulverización de esta fuente estadís­
tica de conocimiento sobre la cuestión criminal en torno a, por un la­
do, el poder judicial federal y por el otro, los diversos poderes judicia­
les provinciales. Esto se traduce en una diversidad de criterios para la
recolección y producción de información estadística que queda en
manos de las oficinas administrativas de diversos poderes judiciales, de­
pendientes de las distintas cortes supremas o tribunales supremos.Y no
en todos los casos esta información estadística es editada y publicada.
Si bien existen algunos datos que resultan claramente comunes y, por
ende, comparables en las diversas jurisdicciones (por ejemplo, la canti- 35



lnseg!.[¡dad prevenqón y gQljcia

dad de procesos penales que se han iniciado en un año), en la mayor
parte de los casos esto no es así'.

Podemos tomar como ejemplo la Ciudad de Buenos Aires. Desde
1991 las estadísticasjudiciales de esta jurisdicción son elaboradas por la
Oficina de Estadísticas dependiente de la Secretaría de Superintenden­
cia judicial de la Corte Suprema de justicia de la Nación. En ellas se
hace alusión a los procesos penales tramitados por los juzgados en lo
Criminal y Correccional Federal y losTribunales Orales en lo Criminal
Federal con asiento en la Ciudad de Buenos Aires, los juzgados en lo
Criminal de Instrucción, los Tribunales Orales en lo Criminal, los juz­
gados Nacionales en lo Penal Económico, los Tribunales Orales en lo
Penal Económico, los juzgados Nacionales en lo Correccional y los
juzgados Nacionales de Ejecución Penal. Anualmente la Oficina de Es­
tadísticas publica un informe con las estadísticas judiciales de todos los
fueros, incluidos los vinculados a la criminalidad.

Estas estadísticas judiciales sobre la criminalidad poseen como
objeto central de referencia los procesos penales iniciados y desarro­
llados en el contexto de la administración de justicia penal -a diferen­
cia de los "hechos presuntamente delictuosos'<- y,en este sentido, ofre­
cen una apertura evidentemente más acotada para conocer la "crimi­
nalidad real" que aquella que ofrecen las estadísticas policiales -en
cierta medida se observa cuantitativamente, en todas las jurisdicciones,
la imagen de un embudo, cuya boca es la institución policial y que se
va haciendo más angosto en la medida en que se van atravesando las
diversas etapas del proceso penal. No se presenta ningún tipo de infor­
mación sobre las víctimas de los delitos -a diferencia también de las
estadísticas policiales. Sobre los potenciales ofensores, sólo se presenta
la información referida a si se encuentran detenidos o no durante el
proceso penal.
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4 Es cierto que las regulaciones procesales penales son diferentes en la esfera federal y en

las diversas esferas provinciales, pero esto no implica necesariamente que resulte impo­

sible la construcción de criterios homogéneos para la producción de una estadística

JUdICIal sobre la crumnalidad general en todo el país.
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Alcances y limitaciones de las estadlsticas oficiales

Las estadísticas oficiales poseen ciertas limitaciones como fuente de
conocimiento de la cuestión criminal, que han sido señaladas interna­
cionalmente en la literatura académica desde la década de 1960. Di­
chas limitaciones pueden reunirse bajo dos rubros: la cuestión de la
"cifra negra de la criminalidad" y el problema del "carácter manufac­
turado" de las estadísticas oficiales (Downes y Rock 1998:50).

La cuestión de la "cifra negra de la criminalidad" es el más macros­
cópico problema de las estadísticas oficiales de la criminalidad. Esta
expresión se utiliza para referirse al fenómeno que en el primer apar­
tado hemos denominado globalmente "criminalidad sumergida", pero
sólo con respecto a las estadísticas oficiales del delito en tanto repre­
sentaciones de la "criminalidad aparente'", La "cifra negra de la crimi­
nalidad" representa el conjunto de conductas realizadas efectivamente
en la vida social que presuntamente se asocian a las tipificaciones con­
tenidas en la ley penal, que no han sido registradas y oficializadas por
las agencias estatales competentes, instituciones policiales e institucio­
nes judiciales.

Muchas variables inciden en esta distancia entre "criminalidad
real" y "criminalidad aparente" en el caso de las estadísticas oficiales: la
falta de motivación de los ciudadanos para denunciar el hecho presun­
tamente delictuoso a las policías -porque se considera que el daño
ocasionado es demasiado leve como para justificar el costo de llevar
adelante ese trámite administrativo; se considera también que la poli­
cía es inefectiva u hostil; la víctima puede tener algún grado de invo­
lucramiento en el hecho presuntamente delictuoso y puede ser vulne­
rable SOCIalmente frente a potenciales represalias, etc. -; la institución
policial frente a la denuncia de un ciudadano, en ciertos casos, deses­
tima que se trate de un hecho presuntamente delictuoso, puede no

5 EXIste una relación de género a especie entre "crimmahdad sumergida" y "CIfra negra

de la crmunahdad", ya que ésta última se refiere exclusivamente a aquello que escapa a
las estadísticas oficiales, en tanto fuentes de conocuruento de la "crinunalidad real",

mientras que la pnmera se refiere a aquello que escapa, en general, a toda fuente de
conocmuento de la "criminalidad real", incluidas las estadísticas de vicnrruzación. 37
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actuar directamente para comprobar si es o no un hecho presunta­
mente delictuoso pues no posee capacidad institucional o los miem­
bros que reciben la denuncia no desean hacerlo; el ministerio público
puede desechar la denuncia realizada como infundada, etc. Es decir,
que existe una larga cadena de interpretaciones, decisiones y acciones
entre la realización efectiva de un hecho presuntamente delictivo, su
registro y su oficialización por parte de las instituciones tanto policia­
les como judiciales (Downes y Rock 1998:51; Lea y Young 1993: 14).

Ahora bien, la distancia entre "criminalidad aparente" y "criminali­
dad real" en las diversas fuentes estadísticas oficiales -es decir, la magni­
tud de la "cifra negra de la criminalidad"- varía de acuerdo al tipo de
delito (Lea yYoung 1993:19). En el caso del homicidio la cifra negra
presenta generalmente niveles bajos, en parte debido a la visibilidad del
"cuerpo del delito" y, en parte, porque encabeza la evaluación de gra­
vedad de la escala de delitos en el funcionamiento cotidiano del siste­
ma penal, lo que implica la construcción de una peculiar atención ins­
titucional. En el caso de los robos a entidades bancarias o de automo­
tores, también la cifra negra presenta niveles bajos, dado que la denun­
cia es un elemento central para los mecanismos aseguradores de los bie­
nes patrimoniales que han sido sustraídos. En cambio, en los hurtos o
robos a personas en la vía pública, en los "delitos de cuello blanco" o en
los delitos sexuales, la cifra negra es extremadamente elevada, en fun­
ción de que -por diversos motivos- no existe una tendencia a la denun­
cia o ésta presenta niveles bajísimos (ver: Barbagli y Colombo 1996;
Barbagli y Santero 1995; Downes y Rock 1998; Lea y Young 1993).

Por otro lado, a partir de la publicación de un artículo seminal de
Cicourel y Kitsuse (1963) se ha venido problematizando, en las crimi­
nologías sociológicas, el "carácter manufacturado" de las estadísticas
oficiales sobre la criminalidad. Es decir, que las estadísticas policiales y
judiciales dependen fundamentalmente de las decisiones de registro y
oficialización de hechos presuntamente delictuosos, que son tomadas
por miembros de la institución policial y judicial en función de pará­
metros culturales que no son homogéneos a través del tiempo y el
espacio, y sobre las cuales inciden múltiples variables de diversa natu­
raleza.
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Así, un ejemplo de ello es brindado por Maguire (1997): el esta­
blecimiento de reglas sobre cómo "contar" los delitos son determinan­
tes del mayor o menor volumen de criminalidad aparente en las esta­
dísticas judiciales y policiales. En Inglaterra y Gales si en un mismo in­
cidente criminal varios delitos son cometidos, sólo se cuenta el más se­
rio, salvo que se haya producido un hecho de violencia en cuyo caso
la regla es "un delito por cada víctima"; si cambiáramos la regla, evi­
dentemente, va a cambiar la cantidad de hechos presuntamente delic­
tuosos registrados (Maguire 1997:150-151).Y no sólo se trata de las
cuestiones formales en torno al establecimiento de "reglas para con­
tar", sino también de la discreción constante nacida de reglas informa­
les culturalmente producidas en estos contextos institucionales. Es por
ello que Downes y Rock califican a las estadísticas oficiales de la cri­
minalidad como "resúmenes comprimidos de complejos intercambios
entre personas...expresiones condensadas de todo el trabajo que es lle­
vado adelante cuando un "sospechoso" es definido como tal, detenido
y procesado" (1998:52). Las estadísticas oficiales no son el producto
impersonal de registros mecánicos, sino que incorporan asunciones
propias de aquellos agentes estatales que se encuentran involucrados en
su producción (Lea yYoung 1993:14).

Una de las variables que han incidido históricamente en la confi­
guración de las estadísticas policiales y judiciales, sobretodo en Argen­
tina, es que las mismas han sido y son un elemento central en el go­
bierno de la institución policial y judicial, ya que esta información
estadística, desde los distintos segmentos institucionales (comisarías,
juzgados, etc.), permite a las autoridades policiales y judiciales evaluar
el funcionamiento de cada uno de ellos.

Esto a pesar de que, al mismo tiempo, las estadísticas siempre han
poseído una cierta ambigüedad como indicador de la performance
policial, ya que permanece irresuelto el dilema de si un alto nivel de
hechos presuntamente delictuosos registrados en un segmento policial,
por ejemplo, significa que ha aumentado la efectividad del mismo o que
ha disminuido, pues es igualmente posible argumentar que el mayor
número se debe a un incremento de la capacidad de detección y deten-
ción del segmento policial, como que se debe a una disminución de la 39
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capacidad para prevenir el delito (Lea y Young 1993:20-21). Por otro
lado, han sido y son una herramienta en las "operaciones de relaciones
públicas" que periódicamente las instituciones policiales y judiciales
realizan intentando reforzar sus niveles de confianza pública. Razones
por las cuales en nuestro país las estadísticas policiales y judiciales ven
incrementado en forma inusual, mucho más allá de la medida de su típi­
ca "manufacturación", el carácter distorsionado de las imágenes de la
criminalidad que presentan con respecto a la "criminalidad real".

En los últimos años, las criticas criminológicas a las estadísticas ofi­
ciales de la criminalidad construidas en torno a la cuestión de la "cifra
negra" y a su "carácter manufacturado", han llevado -sobretodo desde el
surgimiento y difusión de las estadísticas de victimización como fuente
alternativa de conocimiento sobre la cuestión criminal- a pensar dichas
fuentes como ventanas abiertas no tanto al conocimiento de la "crimi­
nalidad real" como del funcionamiento de las agencias estatales dedica­
das al gobierno de la criminalidad. Esta afirmación resulta claramente
aceptable desde una perspectiva construccionista como la que se preten­
de esbozar en este capítulo. En Argentina, esto es aún más evidente en el
caso de las estadísticasjudiciales que en el caso de las estadísticas policia­
les. Las primeras son fundamentalmente un conjunto de informaciones
cuantificadas sobre el funcionamiento de la administración de justicia
penal y sólo secundariamente hacen alusión a los comportamientos pre­
suntamente delictuosos efectivamente producidos en la vida social.

Sin embargo, evidencias como las señaladas antes con respecto a los
diversos niveles de cifra negra en los distintos tipos de delitos, plante­
adas recurrenternente en la literatura especializada y nacidas de la con­
frontación de las estadísticas oficiales con las estadísticas de victimiza­
ción, hacen pensar que las estadísticas oficiales de la criminalidad pue­
den ser útiles, en cierta medida, no sólo para la descripción y com­
prensión del funcionamiento de la institución policial y judicial sino
también para la descripción y comprensión de la evolución de la "cri­
minalidad real" 6. Por ejemplo, en el desarrollo de encuestas de victi-

40
6 Como Lea yYoung señalan: "[h]emos destacado la naturaleza subjetiva y política de las

estadísticas oficiales de la crmunalrdad. Esto no implica sugenr que el problema del
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mización locales en la ciudad de Sheffield (Gran Bretaña), Bottoms,
Mawby y Walker (1987) comprobaron que, aunque las estadísticas
policiales no captaban el verdadero volumen de la "criminalidad real"
en la ciudad, si revelaban los parámetros de distribución de los delitos
en diferentes áreas urbanas. SI este tipo de afirmación podría ser gene­
ralizada a través de investigaciones empíricas semejantes se podría sos­
tener más firmemente la utilidad de las estadísticas oficiales para algo
tan importante como la descripción de la distribución espacial de los
delitos (Downes y Rack 1998: 52, ver también Maguire 1997: 156-7).

Las limitaciones de las estadísticas policiales y judiciales como
fuentes de conocimiento sobre la cuestión criminal deben guiarnos
hacia una saludable cautela interpretativa. Como señalan Lea y Young:
"[n]o es que carezcan de significado, reflejan las definiciones del deli­
to del público, de la policía, de los tribunales, la disposición de recur­
sos limitados y la extensión de las infracciones de esta forma definidas;
pero lo que no hacen es referirse a una entidad independiente deno­
minada "delito", pues por su naturaleza no existe tal hecho"
(1993:15r·

dehto carezca de realidad; leJOS de ello. Implica que debemos manejar los números con

cautela y más importante aún, que debemos desarrollar un sentido de reahsmo.

Debemos eludir tanto el alarmismo que toma a los números SImplemente por su apa­

riencia, como la sensación de falsa calma que insiste en que las mismas estadísticas son

meros productos de las prácticas policiales, una distorsión total de las amenazas reales a

la vida y la propiedad que enfrenta la gran mayoría de la población" (1993: 16).

7 Al respecto señala Maguire: .... es Importante subrayar que la conciencia sobre las bases

endebles del conocimiento criminológico no SIgnifica que uno deba abandonar la

recolección y el uso de datos estadisncos sobre el delito. CIertamente, es Importante

reconocer que SI se presentan en forma mecánica. sin ninguna comprensión más pro­

funda de su relación con la realidad que pretenden representar, pueden distorsionar

burdamente el significado SOCIal de los eventos tal como Son entendidos por aquellos

que los experimentan u observan... Por otro lado, en tanto sus hmitaciones sean plena­

mente reconocidas, las estadísticas vinculadas al dehto indudablemente ofrecen una

valiosa conrribución a la comprensión y explicación, así como también a la muy nece-

saria tarea de la descripción" (1997: 142). 4 I
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Estadlsticas de victimizacién

Las llamadas "estadísticas de victimización" son aquellas informaciones
cuantificadas sobre comportamientos presuntamente delictuosos efec­
tivamente producidos en la vida social, generadas a partir de encuestas
realizadas a ciudadanos -por lo general mayores de 12,15 o 16 años­
en domicilios particulares, sobre sus propias experiencias de victimiza­
ción y las de su grupo conviviente en un cierto período de tiempo. A
diferencia de las "estadísticas oficiales" estas fuentes de conocimiento
de la criminalidad parten de la actividad de definición y -en un sen­
tido más bien metafórico- registro por parte de agentes no estatales,
es por ello que no son "oficiales", aun cuando las produzcan, en la ma­
yoría de los casos, instituciones estatales, aunque también, en ciertos
casos, son realizadas por equipos de investigación independientes, del
ámbito académico o privado.

Las estadísticas de victimización surgieron a fines de los años sesen­
ta en los Estados Unidos. Las primeras encuestas, de naturaleza expe­
rimental, fueron desarrolladas por la Comisión Presidencial sobre Or­
den Público y Administración de la Justicia (President's Commision on
Law Enforcement andAdministration ofJustice) en 1967 y su principal ob­
jetivo era brindar una medición más cercana a la "criminalidad real"
que las estadísticas oficiales que padecían el problema de la "cifra ne­
gra". En 1972, con idénticos propósitos, el Departamento de Justicia
de los Estados Unidos comenzó a financiar el desarrollo la Encuesta
Nacional de Victimización Criminal (National Crime Viaimization
Survey), que actualmente es la más importante, entrevistando anual­
mente una muestra de 80.000 individuos mayores de 12 años (Ma­
guire 1997; Mayhew 2000; Zedner 1997)8.

En Gran Bretaña, las encuestas de victimización comenzaron a
desarrollarse a partir del estudio experimental sobre la ciudad de Lon­
dres que en 1977 llevó a cabo Richard Sparks con su grupo de inves­
tigación. En el año 1982 el Ministerio del Interior (Home Office) a tra­
vés de su unidad de investigación y planificación (Home Office Researcn

42 8 Ver sobre la NCVS: www.ojp.usdoj.gov/bjs/cvit.htm.
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and Planning Unit) comenzó a desarrollar la Encuesta de Victimización
Británica (British Crime Survey), que fue desenvolviéndose en ondas
bianuales en los años 1984, 1988, 1992, 1994, 1996, 1998 Y 2000, sien­
do desde el 2001 un instrumento que se aplica continuamente duran­
te el año, abarcando en su última edición 33.000 entrevistas (Maguire
1997; Mayhew 2000; Zedner 1997)".

Por otro lado, también en Estados Unidos pero fundamentalmen­
te en Gran Bretaña, ya en los años ochenta comenzaron a escucharse
algunas críticas a estas encuestas de victimización de carácter nacional,
producidas en buena medida por la criminología "realista de izquier­
da", con respecto a diversas cuestiones: el escaso tratamiento de la dis­
tribución del riesgo de victimización entre diferentes categorías de
personas, la mínima capacidad de medición del miedo al delito en sus
diversas dimensiones y su vínculo con las experiencias de victirniza­
ción; la existencia de tipos de delitos que permanecían ocultos (como
los delitos sexuales) o la escasa atención prestada al fenómeno de la
multivictimización y victimización repetida. A partir de estas críticas se
desarrollaron encuestas de victimización a nivel local, financiadas en su
mayoría por los gobiernos seccionales, y con una fuerte participación
de académicos -por ejemplo, en Islington (Iones et al. 1986; Crawford
et al. 1990) y en Merseyside (Kinsey 1984; Kinsey, Lea yYoung 1986).

En otros países, simultáneamente, también se comenzaron a llevar
adelante encuestas de victimización de carácter nacional. En Australia,
el Departamento Australiano de Estadísticas (Australian Bureau cif
Statistics) lleva adelante la encuesta Crimeand Stifety Survey, como suple­
mentaria de aquella destinada a medir cuestiones laborales y sociales,
realizándose ondas en 1975, 1983, 1993, 1998 y 2002 10

• En Canadá se
desarrolla también bajo la misma modalidad la encuesta General Social
Survey on Personal Risks / Victimization, que ha tenido ondas en 1988,
1993 y 1999 11

• Fuera del mundo de habla inglesa, en Suiza la primera
encuesta nacional de victimización fue aplicada entre 1984 y 1987 y

9 Ver sobre la BeS: www.nomeoffice.gov.uk/rds/bcsl.ntml.
lO Ver: www.abs.gov.au.
11 Ver: www.stat.can 43
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luego se realizaron nuevas ondas en 1989, 1996, 1998 Y 2000 (Aebi,
Killias y Lamon 2003). En Francia, la primera encuesta de victirniza­
ción de carácter nacional fue realizada por el Centro de Investigaciones
Sociológicas del Derecho y las Instituciones Penales [Centre de
Recherches Sociologiques sur le Droitel les Institutions Pénales) en 1985, pero
no se continuó llevando adelante hasta que en 1995 fue realizada una
nueva encuesta por parte del Instituto Nacional de Estadística y Estu­
dios Económicos ilnstitut National de la Statistique et des Études Éconoll1i­
ques) (Lagrange et al. 1998; Pottier y Robert 1998,2001).

En la década de los años noventa se ha ampliado el número de paí­
ses en los que se desarrolla este tipo de fuente estadística de conoci­
miento de la cuestión criminal de carácter nacional. Por ejemplo, en Es­
paña, la primera encuesta de victimización de carácter nacional fue rea­
lizada en 1995 por el Centro de Investigaciones Sociológicas y finan­
ciada por el Ministerio del Interior, repitiéndose sólo en 1996 (Medina
2003). En Nueva Zelanda la primera encuesta (New Zealand Natioual
SI/rvey <if Ctime Victims) fue realizada en 1996 por el Ministerio de
Justicia, repitiéndose en el año 2001 (Morris y Reilley 2001). En Italia,
la primera encuesta de victimización de carácter nacional fue realizada
por el Instituto Nacional de Estadística ilstituto Nazionale di Statistica) en
1998, repitiéndose recientemente en el año 2002 (Barbagli 1998; Bar­
bagli y Colombo 1999; Barbagli y Dog1ioli 1998; ISTAT 1999).

También en estos contextos culturales se desarrollaron, en las déca­
das de 1980 y 1990, encuestas de victimización de carácter regional o
local, ya sea previa o simultáneamente a las encuestas de victimización
nacionales. En Australia, el mismo Departamento Australiano de Esta­
dísticas llevó adelante encuestas en diversos estados y territorios, como
Nueva Gales del Sur, Australia del Sur, Australia Occidental, Queens­
land.Victoria". En Italia, por ejemplo, se desarrollaron diversas encues­
tas de victimización auspiciadas por gobiernos regionales y comunales
-Emilia-Romaña (Guarnieri y Mosconi 1996; Mosconi 1995, 1997,
1998, 1999; Luciani y Sacchini 2000), Cremona (pavarini 1996b), etc.­
o realizadas desde el ámbito académico -Veneto (Mosconi 2000).

44 12 Ver: www.abs.gov.au
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En otros contextos culturales, estas encuestas regionales o locales
surgieron frente a la ausencia de una encuesta de victimización nacio­
nal. Así, por ejemplo, en España se desarrolló, en primer lugar, la En­
cuesta de Victimización del Área Metropolitana de Barcelona y, luego,
la Encuesta de Seguridad Pública de Cataluña (GC~ 2001,2002). O
más recientemente, y más allá de Europa, en Chile, el Ministerio del
Interior realizó en 1999 una encuesta de victimización en las comunas
del Gran Santiago, en el año 2000 una en las comunas de la Región
Metropolitana y en el 2001 la primera Encuesta de Victimización Co­
munal en doce comunas del país, en el marco del Programa Comuna
Segura-Compromiso 100 (Dammert y Lunecke 2002).

Por otro lado, en 1989 se lanzó la primera encuesta de victirniza­
ción de carácter internacional, desde el Ministerio de Justicia de Ho­
landa: la International Crime Victimization Survey (ICVS) (Van Dijk et al.
1990). Desde 1990 se sumaron a esta empresa: el Ministerio del Inte­
rior de Gran Bretaña, el Instituto de los Países Bajos para el Estudio de
la Criminalidad y el Orden Público (Netherlallds Institute [or the Study
of Criminality and Law Enjorcemeuo, la Universidad de Leiden y el
UNICRI (Ullited Nations Interregional Crime aud [ustice Rcsearch
Institutci. Se realizaron luego tres ondas de esta encuesta en 1992-1994,
1996-1997 Y 2000. Esta encuesta internacional abarca tres grupos de
países definidos por UNICRI como: "industrializados", "en desarro­
llo" y "en transición" -Argentina se ubica en esta clasificación entre
los "países en desarrollo" a partir de la segunda onda. En cada uno de
los países se realizan las entrevistas en un ámbito urbano -en el caso
de Argentina, en la Ciudad de Buenos Aires. En la primera onda, la en­
cuesta se realizó en quince países industrializados, uno en desarrollo y
uno en transición. En la segunda onda se realizó en once países indus­
trializados, trece en desarrollo y seis en transición. En la tercera onda
se realizó en once países industrializados, catorce en desarrollo y vein­
te en transición. En la cuarta onda se realizó en diecisiete países indus­
trializados, catorce en desarrollo y quince en transición (Alvazzi del
Frate 1998; Alvazzi del Frate et al. 1993; Alvazzi del Frate et al. 2000;

13 Generall/aI de Ca/alU/ia. 45
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Alvazzi del Frate y Zvekic 1995; Mayhew y Van Dijk 1992, 1997;Van
Kesteren et al. 2000; Zvekic 1998).

A medida que se ha producido la difusión internacional de las
encuestas de victimización se ha perfilado claramente una clasificación
de diversos tipos, de acuerdo a los universos que pretenden abarcar
estas fuentes: local/regional, nacional e internacional. Cada uno de es­
tos tipos tiene finalidades específicas y se traducen en diferencias desde
el punto de vista del cuestionario, de la muestra, del tipo de entrevis­
tas, etc. Así, las encuestas de victimización locales pueden estar asocia­
das a la realización de evaluaciones en el marco de programas de pre­
vención del delito y esto impone la realización de preguntas acerca del
conocimiento y valoración de las intervenciones preventivas en curso
en una determinada zona. Las encuestas de victimización nacionales,
por su parte, se proponen específicamente brindar un panorama gene­
ral del "estado del delito" en el país y los tamaños de sus muestras, por
lo general, impiden el desarrollo de comparaciones entre regiones o
ciudades -por ejemplo, en el caso de la Natíona/ Crime Viaimisation
Survey de EEUU se pueden obtener resultados comparativos acordes
con el tamaño de la localidad y en la British Crime Survey (BCS) sólo
es posible desagregar la información entre las once regiones adminis­
trativas del país (Government Office Regions). Por último, en el caso de
la encuesta de victimización internacional la búsqueda de datos empí­
ricos comparables entre diferentes escenarios nacionales impone una
cierta modestia en cuanto a los alcances de las temáticas a abordar a
través de la encuesta, en primer lugar, por una razón de costos econó­
micos y, en segundo lugar, por la viabilidad de la producción y análi­
sis de esta información cuantitativa comparada".

Paralelamente a su difusión internacional, las encuestas de victimi­
zación se fueron perfeccionando como herramientas para producir

46

14 También existen encuestas de vicnrruzación "especiales" que, a diferencra de las hasta
aquí descriptas, no se refieren a un universo poblacional indiferenciado salvo por el
marco geográfico -Iocal/regronal, nacional, internacional. Estas encuestas de victimiza­
crón especiales son las referidas a los comercios. a los niños y adolescentes entre 10 Y
15 años. a las mujeres exclusivamente y focalizadas en experiencias de violencia domés­
nca y sexual (Mayhew 2000).
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información cuantificada sobre la "criminalidad real", intentando su­
perar el problema de la "cifra negra" de las "estadísticas oficiales" y
registrando su volumen, a partir de la indagación de si las experiencias
de victimización vividas por los entrevistados fueron denunciadas o no
a un organismo público. Esto es lo que podríamos llamar la "promesa
fundacional" de las encuestas de victimización.

Esta promesa fundacional implicaba la estructuración de la indaga­
ción empírica en torno a dos áreas de contenido: la "extensión de la
criminalidad" -qué proporción de la población del universo ha sufri­
do una experiencia de victimización y de qué tipo en el período ana­
lizado- y la "actividad de denuncia" -si se han denunciado o no las
experiencias de victimización registradas a los organismos públicos
competentes y las razones por las que se lo ha hecho o no.

Pero también, desde su mismo origen se han ido desarrollando
otras áreas de producción de conocimiento a partir de esta misma
fuente. En primer lugar, la "naturaleza de la victimización", en donde
se pretende producir información sobre un cúmulo de aspectos relati-
vos a cada experiencia de victimización registrada a través de este ins­
trumento: lugar, momento, características del ofensor (sexo, edad, etc.),
efectos materiales y emocionales, etc. En segundo lugar, el "riesgo de
victimización", es decir, el cálculo de la probabilidad de ser víctima de
un tipo de hecho determinado de acuerdo a ciertos rasgos individua-
les o sociales (sexo, edad, nivel socioeconómico, nivel de instrucción,
zona en la que habita, etc.). En tercer lugar, las "sensibilidades colecti-
vas frente a la criminalidad" -miedo al delito, ansiedad social con res­
pecto al delito, etc.- que rápidamente pasó a constituir uno de los ejes
fundamentales de este tipo de estudios, internacionalmente, amplifi­
cando en cierta medida el problema de la criminalidad como faz
"objetiva" de la inseguridad urbana con una faz "subjetiva", igualmen-
te importante dado su impacto en la calidad de vida de los residentes
-la "sensación de inseguridad". En cuarto lugar, lo que se refiere a los
"comportamientos de autoprotección" -hacer algo para estar y sentir-
se más seguro- o a los "comportamientos de evitamiento" -dejar de
hacer algo para estar y sentirse más seguro- de los residentes frente al
delito. En quinto y último lugar, las "opiniones frente a las diversas 47
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acciones destinadas a controlar la criminalidad" llevadas adelante por
los actores estatales -policía, justicia penal, prisiones, etc.

De esta forma, la riqueza de esta fuente estadística vinculada a la cri­
minalidad se ha ampliado ostensiblemente, abriendo nuevas rutas para
la tarea de conocer diversos aspectos de la cuestión criminal. Ahora
bien, estos contenidos han sido desarrollados con distintas intensidades
en las diferentes experiencias de encuestas de victimización, de diverso
tipo (local/regional, nacional e internacional), en estos últimos años.

No todos estos rubros han sido incorporados a todas las encuestas
de victimización, debido a que necesariamente cada una de estas in­
clusiones amplia el volumen de preguntas contenidas en el cuestiona­
rio y, por ende, extiende el tiempo necesario para la realización de la
entrevista. Esto resulta un obstáculo, en muchos casos, por razones pre­
supuestarias o técnicas -típicamente, cuando la entrevista es telefóni­
ca. En ciertos casos, sí se incluyen los diferentes contenidos pero varía
el "peso" que se le da a cada uno a lo largo del cuestionario en fun­
ción de la cantidad de preguntas que se le dedican. En torno a estas
decisiones acerca de qué rubros de información incluir en el cuestio­
nario y qué peso otorgarle a cada uno de ellos en el diseño del mismo,
evidentemente, se juegan visiones acerca de las potenciales utilidades
de esta herramienta, que en el fondo reflejan posiciones teóricas más
generales y profundas en el campo criminológico.

En función de lo dicho, es posible perfilar una cierta división en lo
que se refiere a los contenidos de las encuestas de victimización -inter­
nacionalmente y en sus diversos tipos-, entre las que podríamos iden­
tificar como "restringidas", es decir, aquellas que tienden a circunscri­
bir sus contenidos fundamentalmente a la indagación de la extensión,
la naturaleza, el riesgo de victimización y la actividad de denuncia y
aquellas que podríamos identificar como "amplias" que tienden a
abordar, además de esos rubros, con un cierto énfasis, la indagación de
las sensibilidades colectivas frente a la criminalidad, los comporta­
mientos de autoprotección y evitamiento, las opiniones frente a los
actores y acciones de control de la criminalidad. Estos dos modelos
deben concebirse como "tipos ideales", pues difícilmente una encues­
ta de victimización en concreto se ubica perfectamente dentro de uno
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de ellos, pero pueden ser útiles para observar hacia dónde se inclinan
los contenidos de una encuesta de victimización que se desee analizar.

Por otra parte, es posible clasificar las encuestas de victimización de
acuerdo a su modalidad: encuesta por correo, encuesta basada en
entrevistas telefónicas y encuesta basada en entrevistas cara a cara. La
encuesta por correo es la modalidad más excepcional en el terreno de
las encuestas de victimización, pues si bien posee la ventaja de que su
costo es relativamente bajo, presenta la dificultad de que las tasas de
respuesta no son altas. Por ejemplo, es empleada -junto con la encues­
ta telefónica- por la Crime and Safety Survey de Australia.

La encuesta telefónica es una de las modalidades más difundidas en
el terreno de las encuestas de victimización. La mayoría de las mismas
emplean el sistema CATI (ComputerAssistedTelephone Interviewing) en
el que el cuestionario es un programa de computación que especifica
las preguntas y las respuestas permitidas y la instrucción de la secuen­
cia que determina qué preguntas han de hacerse y en qué orden. Pese
a su difusión, esta modalidad presenta algunos problemas importantes:
no es apropiada para realizar entrevistas largas, las tasas de respuesta
tienden a ser más bajas que en el caso de las entrevistas cara a cara ya
que es más fácil rehusarse a ser entrevistado por teléfono; en algunos
contextos son resistidas culturalmente y en ciertos países la cobertura
telefónica de la población dista de ser total, etc. Sin embargo, esta
modalidad resulta más económica que la encuesta basada en entrevis­
tas cara a cara, implica menos esfuerzo para los encuestadores, permi­
te una mayor estandarización del cuestionario y admite una buena
supervisión centralizada del trabajo de campo. Esta modalidad es
empleada, por ejemplo, por las encuestas de victimización de cobertu­
ra nacional en Suiza, Canadá e Italia.

La encuesta basada en entrevistas cara a cara era la modalidad ini­
cialmente más difundida de las encuestas de victimización, aunque
más recientemente la encuesta basada en entrevistas telefónicas ha al­
canzado un grado de diseminación equivalente. Con respecto a esta
última modalidad, la encuesta basada en entrevistas cara a cara posee
un mayor nivel de complejidad en lo que se refiere a las diversas eta-
pas del trabajo de campo y también posee, por consiguiente, costos 49
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más altos. Pero también posibilitan la realización de entrevistas más
largas y ricas, tienen una tasa de respuesta más alta y permiten otras
alternativas en lo que se refiere a la definición de la muestra. Esta
modalidad es utilizada, por ejemplo, por la ICVS en los países en
desarrollo y en transición. En los últimos años, algunos de sus defec­
tos han comenzado a ser paliados a través de la introducción del pro­
grama CAPI (Computer Assisted Personal Interviewíng) que permite
simplificar la tarea de la entrevista y de la carga de datos, así como
también posibilita en el caso específico de las encuestas de victimiza­
ción una mayor tasa de respuesta frente a preguntas sensibles, puesto
que la posibilidad de responder directamente en el teclado asegura la
privacidad a los entrevistados. La Brítish Crime Survey utiliza este pro­
grama desde inicios de los noventa.

En la Argentina, las primeras encuestas de victimización se llevaron
adelante en los años noventa y fueron realizadas por la DNPC del
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación.

La primera de ellas se realizó en el año 1995 en la Ciudad de
Buenos Aires, entrevistándose a una muestra 1.202 individuos mayo­
res de 15 años. La muestra fue diseñada de acuerdo al método proba­
bilístico por conglomerados de etapas múltiples con selección de la
unidad final de acuerdo a cuotas de sexo y edad. El cuestionario em­
pleado fue una variación de aquel utilizado por UNICRI para la rea­
lización de la encuesta de victimización internacional, semi estructura­
do y pre-codificado, con preguntas abiertas de interés cualitativo y de
aplicación domiciliaria. En dicho cuestionario se preguntaba al entre­
vistado si él o uno de los miembros de su familia conviviente había
sido víctima de un delito en el año 1995, explorándose a partir de esta
primera pregunta diversas experiencias de victimización en particular.
Dicho cuestionario se cerraba con un módulo con ciertas preguntas
sobre la sensación de inseguridad, confianza en las instituciones del sis­
tema penal (especialmente, la policía) y comportamientos de autopro­
tección y evitamiento. En todas las ediciones posteriores de la encues­
ta, las muestras fueron diseñadas de acuerdo a este método y se empleó
el mismo cuestionario con ciertas variaciones que no alteraban las
posibilidades de comparación.
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En e! año 1997 se realizó la segunda encuesta de victimización en
la Ciudad de Buenos Aires y el Gran Buenos Aires (Zona Norte y
Oeste), entrevistándose dos muestras de 1.202 individuos mayores de
15 años en cada distrito.

El sondeo sobre las experiencias de victimización de! año 1997
(llevado a cabo en 1998), la encuesta de victimización se realizó en tres
universos: la Ciudad de Buenos Aires, e! Gran Buenos Aires (Zona
Centro y Norte) y la Ciudad de Rosario. En el primer universo se
entrevistó una muestra de 1.805 casos, en e! segundo 2.006 casos y en
el tercero 1.253 casos. En 1999 la encuesta de victimización se refirió
a dos universos: la Ciudad de Buenos Aires y el Gran Buenos Aires,
utilizándose una muestra de 5.611 casos.

La encuesta de victimización realizada por la ONPC destinada a
medir el año 1999 se refirió a cinco universos diferentes: la Ciudad de
Buenos Aires, e! Gran Buenos Aires, la ciudad de Córdoba, la ciudad
de Rosario y el Gran Mendoza. En total se entrevistó una muestra de
8.000 casos (distribuidos de la siguiente manera: 2.000 en la Ciudad
de Buenos Aires, 3.600 en el Gran Buenos Aires, 800 en Córdoba, 800
en Rosario y 800 en e! Gran Mendoza).

La encuesta destinada a medir la victimización en el año 2000 tam­
bién se refirió a los cinco centros urbanos encuestados en 1999, entre­
vistándose en total una muestra de 15.552 casos. Se empleó un cues­
tionario comparable con los anteriormente utilizados, pero se produ­
jo una sustancial ampliación del módulo referido a sensación de inse­
guridad, comportamientos de autoprotección y evitamiento y opinio­
nes y actitudes frente a la policía y el sistema penal en general.

La encuesta de victimización realizada por la ONPC destinada a
medir el año 2001 se refirió, en cambio, sólo a la Ciudad de Buenos
Aires y el Gran Buenos Aires. En el primer escenario se entrevistó a
4.012 personas y en el segundo se entrevistaron 4.920 personas. En esta
edición de la encuesta de victimización el cuestionario fue modificado,
eliminando algunas de las incorporaciones realizadas e! año anterior.

Por último, la encuesta de victirnización realizada para medir el año
2002 se ha referido -como en e! año 1997- a la Ciudad de Buenos
Aires, e! Gran Buenos Aires y la ciudad de Rosario. En e! primer esce- 5I



Aires, el Gran Buenos Aires y la ciudad de Rosario. En el primer esce­
nario se entrevistó a 2.108 personas, en el segundo a 4.297 personas y
en el tercero a 800 personas.

Como se observa, en las encuestas de victimización realizadas por
la DNPC, desde 1995 hasta el año 2003 -luego de esa última edición
no ha habido otra-, se ha ido incrementando el número de espacios
urbanos en el universo a indagar a través de esta herramienta de inves­
tigación empírica. Estas encuestas de victimización muestran en cier­
ta medida -sobretodo a partir de la aplicada para medir las experien­
cias de victimización del año 1999- una cierta tendencia a pasar de la
aplicación de diversas encuestas locales a una encuesta nacional -que
además permita la desagregación a nivel de los diferentes distritos.

Paralelamente, en nuestro país también se han realizado encuestas de
victimización desde los gobiernos provinciales. Es el caso de la
Provincia de Santa Fe, ya que el Ministerio de Gobierno.jusricia y Cul­
to realizó, conjuntamente con la DNPC, la encuesta de victimización

de 1997 en la ciudad de Rosario. Y en 1999, realizó una encuesta de
victimización independiente, con un cuestionario propio, que tenía
puntos de contacto con el empleado por la DNPC pero con algunas
diferencias en lo que se refiere a las preguntas destinadas a medir la sen­
sación de inseguridad, los comportamientos de autoprotección y evita­
miento y las opiniones relativas al funcionamiento del sistema penal
(especialmente la institución policial) y a las iniciativas del gobierno
provincial en la materia. Esta encuesta de victimización se realizó en
tres universos provinciales: la ciudad de Rosario, la ciudad de Rafaela y
las ciudades de Santa Fe y Santo Tomé. El trabajo de campo se llevó a
cabo durante el segundo semestre de 1999 y abarcaba las experiencias
de victimización de 1998 y del primer semestre de 1999.

Alcances y límites de las estadísticas de victimización
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Las estadísticas de victimización nacieron como una vía para enfren­
tar el problema de la "cifra negra de la criminalidad" presente en las
"estadísticas oficiales", como una estrategia alternativa para pintar el
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cuadro de la "criminalidad real", develando las áreas de "criminalidad
sumergida" en forma detallada y completa, es decir, acercándose más
al ideal de la "fotografía" que las estadísticas policiales y judiciales. En
cierta medida ésta es, como decíamos, su "promesa fundacional" como
fuente estadística de conocimiento de la cuestión criminal y en fun­
ción de eUa los gobiernos, en diferentes contextos culturales, han des­
tinado grandes sumas de dinero a su financiamiento. Sin embargo, más
allá de las posiciones apologéticas iniciales, contemporáneamente en el
debate criminológico internacional esta promesa fundacional es anali­
zada más críticamente, develando los alcances y límites de las estadís­
ticas de victimización.

Las encuestas de victimización, desde su mismo diseño como fuen­
te de conocimiento, no están destinadas a producir información sobre
"todos" los hechos delictivos posibles desde el punto de vista de las
definiciones legales. Las encuestas de victimización directa y delibera­
damente excluyen de su indagación ciertas figuras delictivas, como
todos los delitos que tienen como "víctima" al sector comercial o al
sector público, los llamados "delitos sin víctima" o el homicidio, entre
muchos otros. En otros casos, sí se introducen preguntas en los cues­
tionarios referidas a determinados hechos delictivos pero se obtienen
resultados considerados generalmente como poco fiables. Esto sucede
en el caso de las "ofensas sexuales", porque se trata de una forma de
victimización extremadamente delicada para la subjetividad del entre­
vistado, ya que muchas veces el ofensor es una persona conocida y en
muchas de las ocasiones este tipo de experiencias de victimización se
producen en el ambiente doméstico y en la situación de entrevista se
puede dar la presencia de ofensor y ofendido, factores que colaboran
para generar renuencia e intimidación en el entrevistado (Maguire
1997; Mayhew 2000; Zedner 1997).

Las encuestas de victimización, por lo tanto, se refieren específica­
mente a un conjunto más bien limitado de hechos delictivos, que varía
en los diferentes tipos y modalidades pero que fundamentalmente se
trata de ciertas formas de delitos contra la propiedad y contra las per­
sonas que integran el corazón de lo que comúnmente es definido en
la criminología contemporánea como "delito callejero" o "delito pre- 53
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datorio" y que se supone constituyen actualmente el centro del incre­
mento de la criminalidad y la sensación de inseguridad en los diferen­

tes contextos culturales. Más allá de la discutible certeza de esta últi­
ma suposición general, parece haber pocas dudas de que la ambiciosa
aspiración con la que nació la encuesta de victimización ha sido, desde

su mismo diseño, limitada en forma bastante dramática, pues más que
una "fotografía" de la "criminalidad real" esta fuente de conocimien­
to puede, en el mejor de los casos, tomar "fotografías" del estado de
ciertas formas particulares dentro de ese universo mucho más amplio".

En una temprana crítica radical a las encuestas de victimización, en

1981 Steve Box señalaba:

Sólo se puede informar que se ha sido víctima de un delito si se sabe
que se ha sido victimizado. Sin embargo, en muchos casos de delitos
económicos, delitos de cuello blanco y otras formas más"respetables"
o no tan "respetables" de criminalidad, las personas ignoran por com­
pleto que han sido víctimas de un delito. Dado que estos hechos son
graves, ya que involucran grandes sumas de dinero y traen aparejado
frecuentemente sufrimiento humano, es posible afirmar que las en­
cuestas de victimización fracasan de manera decisiva al intentar refle­
jar el número de delitos que se cometen. Por el momento, parece ser
que estas encuestas son viables sólo para medir "delitos convenciona­
les" tales como la violación, el robo, las agresiones físicas y el hurto.
En este sentido, su deficiencia se asemeja a la de las estadísticas oficia­
les (citado en Lea yYoung 1993: 19).

Por otro lado, las encuestas de victimización no utilizan necesaria­

mente las definiciones legales de delito al explorar las experiencias que

han sufrido los entrevistados y sus familias convivientes, sino que
emplean definiciones sociológicas. Es decir, que las categorías de he­

chos delictivos que maneja la encuesta de victimización pueden no
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15 Es preciso, además, tener en cuenca que la encuesta de victimización sólo puede "con­
tar" los hechos delictivos que son recordados y definidos como cales por los enrrevis­
tados, es decir, que el resultado final que puede arrojar este instrumento de conoci­
miento está siernpre atravesado por las variables subjenvas involucradas en el proceso de
reconocerse como "víeuma" (Maguire 1997; Zedner 1997)
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coincidir con la taxonomía legal que emplean las estadísticas oficiales
de la criminalidad. Los "delitos contra la propiedad" de los que las
estadísticas de victirnización producen información cuantificada, no
son exactamente equivalentes a los "delitos contra la propiedad" a los
que se refieren las estadísticas oficiales. En las estadísticas de victimi­
zación bajo este rubro se suelen englobar experiencias de victimi­
zación tales como: robo/hurto en viviendas, robo de vehículos, robo
de motocicletas/ciclomotores/bicicletas, robos en vehículos, robo con
violencia, vandalismo sobre vehículos o viviendas o hurtos personales.
En cambio, en las estadísticas policiales bajo la misma etiqueta se reú­
nen: estafas, usura, usurpación, etc. Ello quiere decir que existen tipos
de hechos delictivos que son registrados a través de las estadísticas ofi­
ciales y no lo son en las estadísticas de victimización.Y viceversa, exis­
ten tipos de delitos que son registrados en las estadísticas de victimi­
zación y no lo son en las estadísticas oficiales, al menos en su singula­
ridad. Típicamente esto sucede en muchos países con la categoría
"robo de motocicletas/bicicletas" de la encuesta de victimización que
no tiene un referente legal sino en la categoría general de "robo".

Es posible afirmar que existe un espacio de intersección entre
ambas taxononúas, cuyo tamaño varía en los diferentes contextos le­
gales y culturales. Pero esto plantea, en sí mismo, un problema para la
tarea de comparar ambas fuentes de conocimiento de la cuestión cri­
minal, algo que resulta indispensable a los fines de iluminar la "cifra
negra" de la criminalidad, que constituye uno de los aspectos funda­
mentales de la promesa fundacional de las encuestas de victimización.
En algunos países ambas clasificaciones de hechos delictivos han sido
modificadas y ajustadas recíprocamente o se ha previsto un proceso
posterior a su recolección con el fin de generar un "emparejamiento"
que posibilite su comparación. Esto ha sucedido, por ejemplo, en In­
glaterra y Gales o en Canadá. Pero sigue siendo en la actualidad algo
excepcional.

Teniendo esto en cuenta es preciso señalar que las visiones que na­
cen de las encuestas de victimización sobre la cifra negra de la crimi­
nalidad, a partir del juego entre las preguntas dirigidas a medir la can-
tidad de experiencias de victimización y la cantidad de denuncias rea- 55
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lizadas por los victimizados ante las instituciones estatales, en primer
lugar se refieren, restringidamente, sólo a ciertas formas de criminali­
dad, varían de tipo de delito en tipo de delito y, por ende, no pueden
ser extrapoladas acríticamente, a través de un promedio, para referirse
a una familia de delitos ni, menos aún, a la totalidad de la criminalidad
(Maguire 1997:165). En segundo lugar, es preciso señalar que se trata
sólo de estimaciones, como suelen reconocer los mismos autores que
se han dedicado a diseñar, realizar y analizar las encuestas de victimi­
zación, es decir, constituyen indicaciones aproximativas (ver: Mirrless­
Back et al. 1993, 1996; Mayhew et al. 1989).Y en tercer lugar, es pre­
ciso también reforzar que estas estimaciones del volumen de la cifra
negra no hacen posible construir una ratio a partir de la cual, simple­
mente, multiplicar la tasa de delito de las estadísticas oficiales para arri­
bar a una tasa final de la criminalidad "real" (Lea y Young 1993: 20).

Por último, como decíamos en el apartado anterior, las encuestas
de victimización han comenzado a desarrollar, más allá de su promesa
fundacional y desde su mismo nacimiento, otros contenidos para
reforzar su utilidad. Estas otras áreas de contenido -el riesgo de victi­
mización, las sensibilidades colectivas frente al delito, los comporta­
mientos de autoprotección-evitamiento y las opiniones frente a las
estrategias de control del delito- han colaborado a incrementar los
alcances de esta fuente de conocimiento, iluminando facetas de la
cuestión criminal que anteriormente resultaban difíciles de describir y
comprender. Sin embargo, ello no quiere decir que estos campos se
encuentren libres de inconvenientes. Tal vez, el área de contenido más
importante para el desarrollo de las estadísticas de victimización en los
últimos años sea la referida a las sensibilidades colectivas frente al deli­
to, pues se encuentra entrelazada complejamente con la instalación de
esta dimensión "subjetiva" de la inseguridad urbana como uno de los
elementos fundamentales de la agenda política contemporánea, al
menos en ciertos escenarios nacionales (para Gran Bretaña y Estados
Unidos ver Stanko 2000). Evidentemente, la encuesta como herra­
mienta de la investigación empírica no resulta de las más sensibles para
penetrar en un objeto social tan complejo como las sensibilidades
colectivas, de allí que sus alcances sean considerados, en el debate cri-
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minológico internacional, con una cierta cautela interpretativa, alen­
tando por otro lado la interacción con fuentes no cuantificadas de
conocimiento.

En síntesis, las estadísticas de victimización constituyen una fuente
central de producción de información cuantificada sobre la cuestión
criminal en nuestro presente, pero reconocer esta importancia no im­
plica abrazar una posición apologética, declarando su capacidad de pin­
tar un cuadro completo y acabado de la "criminalidad real", pues esta
fuente de conocimiento también administra luces y sombras, haciendo
aparente ciertos sectores dejando otros sumergidos. Tampoco implica
considerar que su capacidad de determinar los volúmenes de la "cifra
negra" de la criminalidad con respecto a las estadísticas oficiales sea
perfecta, pues resulta indispensable reconocer que solamente consiste
en generar estimaciones al respecto, indicaciones aproximativas que
deben ser evaluadas prudentemente. Por último, resulta imprescindible
reconocer el valor que poseen los contenidos de las estadísticas de vic­
timización que se han ido gestando más allá de su promesa fundacio­
nal y que le otorgan en la actualidad buena parte de su utilidad, sin que
ello implique desconocer que también en estos rubros la capacidad de
las estadísticas de victimización es siempre limitada.

Estadísticas sobre el sistema penal

A partir de una problematización en términos de "la cuestión crimi-
nal", hemos planteado en este capítulo la existencia de un vínculo
estructural indisoluble entre producción de comportamientos en la
vida social y producción de procesos sociales e institucionales de defi­
nición de esos comportamientos como delictivos. En este sentido, tanto
la empresa de conocer como la empresa de gobernar ven sus limites
ampliados más allá de lo que comúnmente se piensa como delito. De
este modo, las fuentes estadísticas de conocimiento de la cuestión cri­
minal no se reducen a las fuentes estadísticas de conocimiento sobre la
"criminalidad" que hemos considerado hasta aquí, sino que también es
indispensable tomar en cuenta fuentes estadísticas de conocimiento de 57
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las actividades de los agentes estatales y no estatales que definen ciertos
comportamientos como delictivos -y los tratan como tales.

En relación a estas últimas fuentes, internacionalmente los Estados
producen información cuantificada sobre sus propias instituciones
dedicadas específicamente al gobierno del delito y que constituyen un
componente central de la cuestión criminal como objeto complejo".
Fundamentalmente, estas instituciones estatales son: las policías y fuer­
zas de seguridad, la justicia penal y las instituciones de ejecución penal,
o sea, las que integran el denominado sistema penal. De alli que a estas
fuentes estadísticas de conocimiento las denominemos aquí "estadísti­
cas sobre el sistema penal".

Como decíamos más arriba, tanto las estadísticas policiales como las
estadísticas judiciales -sobretodo éstas ú1timas-, además de constituir
estadísticas oficiales sobre la criminalidad, son conjuntos de información
cuantificada sobre las actividades de ambos tipos de instituciones estata­
les que forman parte del sistema penal". Sin embargo, en tanto fuentes
estadísticas de conocimiento, no sobre la criminalidad, sino sobre las
policías y fuerzas de seguridad y sobre las administraciones de justicia
penal constituyen herramientas bastante limitadas. Resultan indispensa­
bles otros tipos de información cuantificada sobre estas mismas institu­
ciones estatales, para describir y comprender la cuestión criminal. Estos
otros conjuntos de información cuantificada serían "otras" estadísticas
policiales y judiciales que se colocarían en paralelo y en interacción con
las estadísticas policiales y judiciales sobre la criminalidad.

En cuanto a las policías y fuerzas de seguridad es indispensable
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16 Pero, asirmsmo, las estadísticas de vicrinuzación, analizadas en el punto anterior y
muchas veces realizadas por los Estados, constituyen además de estadísticas de la crirm­
nahdad, una ventana fundamental a los procesos de definición llevados adelante por
agentes no estatales.

17 En esta misma dirección, las estadísticas de vrcnrmzación poseen también informacio­
nes cuantificadas sobre el SIstemapenal, como decíamos más arriba, ya que por lo gene­
ral, por un lado, en ellas se explora la acnvidad de denuncia o no denuncia (yen este
caso, las razones de la rrusma) de los Ciudadanos con respecto a las mstituciones estata­
les encargadas de gobernar el dehto y, por el otro, también se exploran las actitudes y
opmiones de los CIudadanos con respecto a dichas institucíones estatales, en especial la
insntución policial. En este sentido, estas estadísticas sobre la criminalidad son en cier­
to sentido también estadísticas sobre el sistema penal.
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contar con un conjunto de información cuantificada sobre sus propias
configuraciones. Sólo con el objeto de ilustrar, podemos mencionar
como datos relevantes en esta dirección: cantidad de personal policial
y cantidad de personal civil en cada institución; relación entre la can­
tidad de personal policial y número de habitantes en cada jurisdicción
territorial; distribución por edad del personal policial de cada institu­
ción; distribución por sexo del personal policial de cada institución;
distribución por nivel de instrucción alcanzado por el personal poli­
cial de cada institución; distribución por escalafón del personal policial
de cada institución; distribución por grado del personal policial de
cada institución; distribución del personal por segmentos organizativos
de cada institución; distribución geográfica del personal en el territo­
rio jurisdicción de cada institución; cantidad de ascensos producidos
en cada año en cada institución; cantidad de ascensos propuestos pero
no producidos cada año en cada institución; cantidad de cambios de
destino (pases, traslados, etc.) producidos en cada año en cada institu­
ción; cantidad de ingresantes cada año en cada institución; cantidad de
ingresantes que se encuentran en los diversos circuitos educativos de
cada institución por año; salario promedio por grado y por cargo en
cada institución; cantidad de automóviles, motocicletas, aeronaves, etc.
en cada institución; cantidad y tipo de armamento en cada institución;
cantidad de procedimientos administrativos disciplinarios iniciados y
terminados por año en cada institución; cantidad y tipos de faltas dis­
ciplinarias cometidas por año por personal de cada institución; canti­
dad y tipo de sanciones disciplinarias impuestas por año por personal
de cada institución; cantidad de recursos materiales y distribución por
rubros presupuestarios disponibles por año por cada institución; etc.

A este conjunto de información cuantificada es posible sumarle
otro que se refiere no ya a la configuración de las policías y fuerzas de
seguridad sino a su actividad cotidiana -más allá de aquella de recibir
denuncias e investigar hechos presuntamente delictuosos. Sólo a
manera de ejemplo, podemos mencionar como datos relevantes en esta
dirección: cantidad, sexo y edad de las personas detenidas como impu­
tadas de un delito en dependencias de cada institución, en un día cen-
sal; cantidad de personas detenidas por averiguación de anteceden- 59
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tes/identidad en un año, en cada institución; cantidad de enfrenta­
mientos armados entre personal de cada institución y civiles, en un
año; cantidad de heridos y muertos entre el personal de cada institu­
ción como consecuencia de esos enfrentamientos armados, por año;
cantidad de heridos y muertos civiles por el personal de cada institu­
ción como consecuencia de esos enfrentamientos armados por año,
etc. Como se observa claramente ambos tipos de informaciones cuan­
tificadas resultan indispensables para poder describir y comprender el
funcionamiento de las policías y fuerzas de seguridad, como compo­
nentes institucionales claves de la cuestión criminal.

Estos datos, sin embargo, no son facilmente asequibles en la
Argentina. Como decíamos más arriba, en nuestro país coexisten la
Policía Federal Argentina, la Prefectura Naval Argentina y la Gendar­
mería Nacional con veinticuatro policías provinciales. Esto hace cada
una de estas instituciones estatales tenga sus particularidades, tanto a
nivel de sus configuraciones como de sus actividades cotidianas. No
existe ninguna base de datos -hasta donde sabemos- en donde se con­
centre este tipo de informaciones estadísticas sobre las policías y fuerzas
de seguridad en la Argentina.Y en cada una de las policías y fuerzas de
seguridad estas informaciones cuantificadas no se encuentran disponi­
bles para el público, a través de publicaciones periódicas o medios aná­
logos, como la publicación vía Internet.Y muchas veces ni siquiera son
facilmente asequibles para los funcionarios políticos encargados de esta
área de diseño e implementación de políticas públicas, debido a la fuer­
te autonomía de las policías y fuerzas de seguridad con respecto al go­
bierno, sea provincial o federal, característica de nuestro país.

En cuanto a las administraciones de justicia penal, al igual que en
el caso de las policías y fuerzas de seguridad, resulta indispensable con­
tar con un conjunto de informaciones cuantificadas con respecto a sus
configuraciones y su actividad. Sólo como ejemplo, podemos mencio­
nar como datos relevantes sobre las configuraciones de las administra­
ciones de justicia penal: cantidad de jueces penales existentes en cada
administración, distinguiendo por sexo y edad; cantidad de tribunales
penales discriminados por tipos en cada administración, por año; can­
tidad de personal de los tribunales penales discriminados por cargo,
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nivel de instrucción alcanzado, edad y sexo en cada administración,
por año; salario promedio de las diversas categorías de personal de los
tribunales penales en cada administración, por año; cantidad de proce­
sos de destitución de magistrados penales iniciados; causas y resultados
en cada administración por año; cantidad de recursos materiales y dis­
tribución por rubros presupuestarios disponibles por año por cada
administración; etc. En cuanto a sus actividades, a diferencia de lo que
sucede con respecto a las policías y fuerzas de seguridad, la informa­
ción cuantificada referida a las administraciones de justicia penal está
dada, en buena medida, por las estadísticas judiciales que analizamos
más arriba como estadísticas de la criminalidad, ya que brindan datos
sobre los procesos penales, que constituyen el centro de la actividad
cotidiana de este sector.

Al igual que lo visto en relación a las policías y fuerzas de seguridad,
este tipo de informaciones cuantificadas sobre la administración de jus­
ticia penal no es facilmente asequible en la Argentina. Como decíamos
más arriba, en nuestro país coexiste una administración federal de justi­
cia penal con veinticuatro administraciones provinciales de justicia
penal. Esto hace que cada una de estas instituciones estatales tenga sus
particularidades, tanto a nivel de sus configuraciones como de sus acti­
vidades cotidianas. No existe ninguna base de datos -hasta donde sabe­
mos- en donde se concentre este tipo de informaciones estadisticas
sobre las administraciones de justicia penal en la Argentina. En cada una
de las administraciones de justicia penal las informaciones cuantificadas
sobre sus configuraciones no se encuentran disponibles para el público,
en forma de publicaciones periódicas o medios análogos, como la publi­
cación vía Internet. En cambio, como mencionábamos anteriormente,
en nuestro país sí se publican informes periódicos en muchos de los
poderes judiciales provinciales -aún cuando no en todos- y en el poder
judicial federal, que brindan una cantidad de información cuantificada
importante sobre las actividades de la administración de justicia penal IR.

18 Esto no significa que no exista Importante información cuantificada sobre las acnvi­
dades de las administraciones de justicia pena! de la que no se da cuenta comúnmente
en las estadísticas judiciales, por ejemplo, las refendas a! delito por el que el proceso
penal se inicia o las referidas a las rasgos SOCiales, econónucos, etc. del Imputado. 6 I
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En cuanto a las instituciones de ejecución penal, resulta también
indispensable contar con un conjunto de informaciones cuantificadas
tanto con respecto a su configuración, a sus actividades y a las personas
privadas de su libertad y la vida cotidiana en ~l interior de dichas ins­
tituciones de secuestro legal.

En relación a las configuraciones de las instituciones de ejecución
penal, a manera de ejemplo, podemos mencionar como datos relevan­
tes: cantidad de establecimientos de ejecución penal y capacidad de
alojamiento de cada uno de ellos, por año; tipos de establecimientos de
ejecución penal; cantidad de personal encargado de los establecimien­
tos de ejecución penal, distribuidos por sexo, edad y nivel de instruc­
ción alcanzado, por año; distribución del personal encargado de los
establecimientos de ejecución penal por cargo, por año; cantidad de
personal ingresan te a la gestión de los establecimientos de ejecución
penal, por año; cantidad de recursos materiales y distribución por ru­
bros presupuestados dedicados a las instituciones de ejecución penal
por año; etc.

En lo que se refiere a la actividad de las instituciones de ejecución
penal y a las personas privadas de su libertad y el desarrollo de su vida
cotidiana en el interior de dichas instituciones de secuestro legal, pode­
mos mencionar como datos relevantes: cantidad de personas ingresadas
en los establecimientos de ejecución penal por año, distribuidas por
sexo, edad, nivel de instrucción alcanzado, nivel económico social y

tipo de delito por el que ha sido condenado; cantidad de personas egre­
sadas de los establecimientos de ejecución penal por año; cantidad de
personas sancionadas en celdas de castigo por año en los establecimien­
tos de ejecución penal; cantidad de programas de reinserción social y
cantidad de personas participando en ellos en los establecimientos de
ejecución penal, por año; cantidad de personas cursando estudios pri­
marios, secundarios y universitarios en los establecimientos de ejecu­
ción penal por año; tipo de calificaciones de las personas recluidas en
los establecimientos de ejecución penal por año; tipo de evaluaciones
de conductas de las personas recluidas en establecimientos de ejecución
penal por año; cantidad y extensión de salidas transitorias otorgadas a
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personas recluidas en establecimientos de ejecución penal por año; can­
tidad de libertades condicionales otorgadas a personas recluidas en esta­
blecimientos de ejecución penal;etc.

En la Argentina existen establecimientos de ejecución penal a nivel
federal -el Servicio Penitenciario Federal- y provincial. Es decir que,
como sucede con las policías y fuerzas de seguridad y administraciones
de justicia penal, existe una pluralidad de instituciones estatales, depen­
diendo de los gobiernos provinciales o del gobierno federal. Sin embar­
go, hasta el año 2001 existía una Estadística Penitenciaria Nacional que
era confeccionada por el Departamento de Readaptación Social de la
Secretaría de Política Criminal y Asuntos Penitenciarios del Ministerio
de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, en cumplimiento con el
Art. 217 de la Ley de Ejecución de las Penas Privativas de la Libertad,
24660. Esta estadística penitenciaria era muy deficitaria ya que partía de
la remisión de informes mensuales agregados por administración peni­
tenciaria federal o provincial, con sólo unos limitados rubros de infor­
mación que además poseían gruesos errores de compilación.

En el año 2002 comenzó a funcionar el Sistema Nacional de
Estadísticas de Ejecución Penal en la Dirección Nacional de Política
Criminal del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación
que procede sobre una base censal a relevar toda una serie de datos de
cada una de las personas privadas de su libertad en unidades de ejecu­
ción penal al 31 de diciembre de cada año, a partir de solicitudes anua­
les al Servicio Penitenciario Federal ya las autoridades equivalentes a ni­
vel provincial. Este sistema no incluye a las personas privadas de su liber­
tad -como procesados o condenados- en alcaidías y comisarías policia­
les. Se trata de un conjunto de información mucho más detallado con
respecto a su precedente y que parte de la unidad de análisis"persona
privada de su libertad", lo que le brinda mayor nivel de confiabilidad,
aún cuando al no contar en la actualidad con un sistema de monitoreo
que permita controlar adecuadamente la validez de la información que
le es suministrada, no puede considerarse como una fuente válida en
toda su extensión.
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A modo de conclusión

En este capítulo hemos recorrido los diversos tipos de fuentes estadísti­
cas de conocimiento de la cuestión criminal (estadísticas de la crimina­
lidad/estadísticas del sistema penal) analizando, por un lado, su estado
actual en nuestro país y sus características, alcances y limitaciones.
Emerge de este recorrido la necesidad, para la empresa de conocer, de
contar con todas estas fuentes estadísticas de conocimiento de la cues­
tión criminal, de manera que sean facilmente accesibles y haciéndolas
interactuar entre sí y con el resultado de otras estrategias de investiga­
ción empírica sobre este campo de procesos sociales e institucionales.
Como veíamos, el grado de desarrollo y disponibilidad de estas diversas
fuentes estadísticas de conocimiento en la Argentina varía. En bue-na
medida ello se debe a las características particulares de nuestras institu­
ciones estatales encargadas de gobernar el delito en cada una de lasjuris­
dicciones, en el contexto de un régimen político federal, y a sus tradi­
ciones políticas y culturales que no le han dado un lugar relevante a la
producción de información cuantificada sobre este objeto complejo.
Desde la década de 1990 se observan síntomas de transformación de
estas tradiciones, tanto a nivel del gobierno federal como de los gobier­
nos provinciales. Pero, desde las instituciones estatales,aún nos encontra­
mos muy lejos de contar con sistemas de información, tanto en lo que
se refiere a las estadísticas sobre la criminalidad como -y tal vez más pro­
nunciadamente- a las estadísticas sobre el sistema penal, que sean acce­
sibles y empleables por agentes estatales y no estatales.

Uno de los dilemas que enfrentamos en nuestro presente es si es
posible conocer la cuestión criminal en nuestro país si no poseemos
información básica sobre sus diversos componentes, que sea además
válida, sistematizada y disponible para los agentes estatales y no estata­
les. Pero adherido inseparablemente a éste, se ubica otro dilema acu­
ciante: si es posible, en el marco de esta ausencia de información bási­
ca, construir un gobierno de la cuestión criminal que sea verdadera­
mente democrático.

64 El ideal de un gobierno democrático de la cuestión cnrninal puede
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construirse de diversas maneras en el contexto de diversas tradiciones
intelectuales -y no es este el lugar para analizar cuáles son los compo­
nentes centrales de tal visión ético-politica-, pero seguramente en
todos ellos aparecería como un elemento central la posibilidad de sa­
ber qué es lo que está ocurriendo, qué es lo que se está haciendo, de
manera tal que no sólo los agentes estatales sino también los no esta­
tales puedan desarrollar sus propios programas de gobierno de la cues­
tión criminal.

La transparencia de la cuestión criminal, su penetrabilidad desde
diversos ángulos por diversos agentes estatales y no estatales, emplean­
do números para pintar cuadros diferentes y generar de esa manera un
debate amplio en la esfera pública, parece ser uno de las claves de la
democratización del gobierno de la cuestión criminal -tarea siempre
pendiente e inacabable en nuestro y en otros horizontes culturales. De
esta manera, tal vez, el cuadro que pinte con números una organiza­
ción de derechos humanos se refiera a los hechos de violencia o co­
rrupción policial, mientras aquél que pinte una institución policial se
refiera a ciertos delitos en determinada zona urbana de la ciudad. La
confrontación de esos cuadros pintados a través de números sería en sí
misma un vehículo para la democratización del gobierno de la cues­
tión criminal. En este sentido la disponibilidad de informaciones bási­
cas sobre al cuestión criminal es una de las garantías esenciales que la
sociedad civil posee para asegurar la transparencia (accountability) de las
instituciones estatales dedicadas específicamente al gobierno de la cri­
minalidad. La construcción de fuentes estadísticas adecuadas de cono­
cimiento de la cuestión criminal, entonces, no es solamente una pre­
ocupación cognoscitiva sino también una preocupación política.
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11. Seguridad urbana y tácticas
ge_~re~endón del deUto1

E
n los años ochenta se comenzó a producir lo que ha sido cali­
ficado como un "gran cambio de paradigma" en las políticas de
control del crimen, en diferentes horizontes culturales:

Escandinavia, Francia, Países Bajos, el mundo anglosajón (EEUU, Ca­
nadá, Gran Bretaña, Nueva Zelanda y Australia) y a partir de los años
noventa también en Italia: el renacimiento de la prevención del delito,
doblemente divorciada del recurso penal y de la racionalidad y progra­
ma políticos de la criminología positivista del siglo XIX. Los debates
intelectuales, el diseño y gestión de estas nuevas técnicas preventivas
han ido creciendo en forma exponencial aunque, como bien señala
Crawford (1998a), aún se encuentran en su infancia.

Los horizontes culturales en los que ha nacido y se ha desarrolla­
do este cambio de paradigma son muy diferentes al nuestro. Es preci­
so llamar la atención, siguiendo a Melossi (1997b) sobre la "radicación
cultural del control social" y de las políticas que están dirigidas a ges­
tionarlo a través de autoridades estatales o no estatales, que hace "intra­
ducible" a un determinado ambiente cultural, lo producido en otro, e
impone fuertes objeciones a los proyectos de importación de "inge­
nierías de control social", ya sea en el plano de las formas de pensar o
de las formas de actuar. Pero como señala el mismo autor italiano, este
dato estructural de la relación entre control social y cultura no impo­
sibilita el diálogo o la conversación entre horizontes culturales dife­
rentes.

Publicado Originalmente en Cuadernos de Doctrina y jurisprudencia Penal, N° 1OB, p. 16­
82. 2000. Una versión más sintética fue publicada también en Lucía Darnmert (ed.)
(2004) Seguridad Ciudadana: experiencias y desoflos. Valparaíso. Programa URB-AL. p.
103-136. 67
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En la búsqueda de la comparación, emprendemos la tarea de pre­
sentar diferentes tácticas de prevención del delito que se han ido cons­
truyendo internacionalmente como alternativas a la "táctica de la sos­
pecha'? actualmente dominante en las policías argentinas y por exten­
sión -dada su centralidad- en las políticas de seguridad urbana de
nuestro país.

Precisiciones conceptuales: ¿de qué estamos hablando?

Existe una distinción corriente, que constituye un verdadero sentido
común en los discursos políticos (de uno u otro signo) y científicos
sobre la cuestión criminal (pitch 2003), entre dos finalidades de la políti­
ca criminal: la represión del delito y la prevención del delito. Reprimir el
delito es la intervención ex-post, después que el delito ha sido produci­
do, para castigar al sujeto que lo ha realizado. Prevenir el delito es la
intervención ex-ante, antes que el delito se produzca, para evitar que éste
suceda.

Para cumplir estas finalidades la política criminal pone en movi­
miento diversos recursos que delimitan, a su vez, esferas en las prácticas
sociales e institucionales. Por recursos entendemos aquí una conjuga­
ción compleja de dispositivos institucionales, tecnologías depoder, técnicas de
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2 Ver e! Capítulo IV de este volumen, titulado "Estrategias de prevención de! delito y
reforma policial en Argentina".

3 Estas nociones de dispOSItIVO II1s1itllciollal, técnico de illlervenciólI, tecnología de poder, pro.~ra·

lilas políticos y raaonalidades políticas provienen de la literatura foucaulnana, aunque los
sentidos que en ella se encuentran al respecto son múltiples y variados. Por dispositivo
institutional entendemos, siguiendo a Castel (1980: 16) a los ensambles de actores, prác­
ricas y discursos SItuados en un contexto normativo. En cuanto a las técnicas de illterven­
aón recogemos también su reformulación en Castel (1980: 16) aunque allí no se refie­
re a tétnitas de illrervellciólI sino a tecnologías de illlervencióll (ver, en el mismo sentido:
Donzelot 1979). Seguimos a O'Malley quien distingue entre técmcas y tecnologías:
"[e]1 uso del término tecnología en su senndo amplio se refiere a cualquier conjunto
de prácticas sociales que está dmgido a la manipulación del mundo fisico o social, de
acuerdo a rutinas determinadas. Las tres formas prmcipales Identificadas por Foucault
son: soberanía, disciplina y gobierno. Las técnicas se refieren aquí a distintas formas de
aplicaciones o a distintos componentes de las tecnologías" (1996'205, nota 1). La no-
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intervención, racionalidades y programas pollticos' que pueden ser, en este
terreno, de dos naturalezas diferentes: penales o extrapenales. Evidente­
mente la segunda categoría sólo es delimitable negativamente o por
exclusión: qué recursos extrapenales ingresan en la política criminal
sólo puede definirse de acuerdo al marco teleológico al que se refie­
ren. Así, los recursos extrapenales son los que no se refieren a la impo­
sición de una pena en tanto castigo legal, pero apuntan al control del
crimen. Ahora bien, ¿qué relaciones existen entre esta pareja de finali­
dades y esta pareja de recursos de la política criminal?

El recurso penal, sin duda, se asocia inmediatamente al objetivo de
reprimir el delito, pero también, en la experiencia de la modernidad,
se ha predicado de él la finalidad de prevenir el delito, que se ha
impuesto retóricamente como marco teleológico. El nacimiento mis­
mo de la prevención del delito como telos de la política criminal se en­
cuentra en los discursos de justificación del recurso penal -en sus di­
versas versiones: prevención especial positiva y negativa/prevención
general positiva y negativa. Señala Baratta en torno a esta asociación
recurso penal-prevención del delito:

ción de lemolagla debe reservarse entonces para las formas de ejercicio del poder, exis­
riendo diversas técnicas de ilJlerveIJo6n en los dispositivos institucionales que, corno formas

de actuar sobre un objeto o blanco, colaboran en la construcción del vínculo tecnoló­
gico entre saber-poder y son, al mismo tiempo, su consecuencia. En lo que se refiere a
la diferencia entre programas polltuos y racionalidades políticas, reformulamos la distinción
de Donzelot entre el programa polltico como la forma de pensar sobre cómo hacer algo
con un objeto práctico y las"estrategias" (aquí racionalidades polfticas) como "fórmula de
gobierno, teorías que explican la realidad solamente en la medida en que posibilitan la
implementación de un programa" (Donzelot 1979:77) Para la diSCUSIón actual de estos
esquemas conceptuales foucaulnanos pueden consultarse, además de los textos ya cita­
dos, entre otros: Dreyfus y Rabinow (1988), Miller y Rose (1990. 1992), Barry,
Osborne y Rose (1996), Burchell, Gordon y Miller (1991), De Marinis (1998,1999).
En el campo del control del crimen ver: Font (1999), Garland (1997) y O'Malley
(1992, 1996) De todas maneras, rescatamos la VIsión foucaultiana de Jos cuadros con­
ceptuales como "cajas de herramientas" y, por ende, la necesidad de evitar una actitud
dogmática con respecto a los mismos, que se plasma en este ejercicio. UII tanto aventu­
rado, de defimción. Para elaboraciones ulteriores sobre la base de este esquema concep­
tual ver el Capítulo V de este volumen, titulado "Policia, gobierno y racionalidad.
Exploraciones a partir de Michcl Foucaulr", 69
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Los resultados que ha llegado a obtener, desde hace tiempo, el análisis

histórico y social de la justicia criminal, se pueden sintetizar en la afir­
mación de que el sistema de justicia criminal se manifiesta incapaz de
resolver lo concerniente a sus funciones declaradas. Esto significa que
la pena como instrumento principal de este sistema, falla en lo que
respecta a la función de prevención de la criminalidad. Este estado de
crisis se registra en todos los frentes: sea el de la prevención negativa
general, es decir, de la intimidación de los potenciales delincuentes, sea
el de la prevención positiva especial, es decir, de la reinserción social
de los actuales infractores de la ley penal. Estos fines preventivos son,
a la luz de los hechos, simplemente inalcanzables. Por otra parte, otras
funciones de prevención que parecen ser efectivamente realizables
para el sistema penal, como la prevención negativa especial, es decir, la
neutralización o la intimidación específica del criminal, y la preven­
ción general positiva, es decir,la afirmación simbólica de la validez de
las normas que favorecen el proceso de integración social, son en rea­
lidad inadecuadas respecto de los criterios de valor que preceden a
nuestras consrituciones, a saber las constituciones del Estado social y
democrático de derecho (Baratta 1998:5-6).
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Esta negación absoluta y radical, sea en función de criterios ético-polí­
ticos o en función de criterios sociológicos, hace que el recurso penal
se asocie, desde esta perspectiva crítica, exclusivamente con la repre­
sión del delito, no tanto como finalidad sino como efecto o conse­
cuencia social. Es decir, el abandono de la justificación del recurso pe­
nal como pena útil, no significa en esta clave teórica asumir el paradig­
ma opuesto de la penajusta (Pavarini 1992a, 1994a). Respecto de ello,
Pavarini apuntaba que la historia de la pena, en su forma moderna, es
la historia de una justificación imposible (Pavarini 1992a). El salto a la
sociología de la pena no concluye en la afirmación obvia del recurso
penal como castigo en la esfera de las consecuencias sociales (causar un
mal, un dolor, un sufrimiento); por el contrario, la conceptualización
de la política penal como política de control social nos permite -al
nutrirnos heterodoxamente de diversas tradiciones en las ciencias so­
ciales- descubrir su carácter productivo o positivo. Desde este punto de
vista, es posible configurar un núcleo central del concepto de política
penar.
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La emergencia de los recursos extrapenales de la política criminal
tiene como hitos fundamentales algunos procesos sociales e institucio­
nales iniciados en el siglo XIX en diferentes horizontes culturales: la
consolidación de las técnicas preventivas de la institución policial en la
primera mitad del siglo XIX en Europa Occidental y en la segunda
mitád del siglo XIX en Argentina y América Latina; la promoción de
las reformas sociales en el marco del surgimiento de las primeras polí­
ticas sociales típicas del Estado Social del siglo XX, hacia fines del siglo
XIX en Europa Occidental; la promoción de las llamadas "medidas de
seguridad predelicruales" a principios de este siglo en Italia, España y
América Latina; etc. (Ferrajoli 1990; Garland 1985; McMullan 1998a,
1998b; Pavarini 1994a; Waldmann 1996).

Los recursos extrapenales nacieron y se desarrollaron históricamen­
te asociados a la finalidad de prevención del delito. Esta conexión te­
leológica, debería investigarse histórica y sociológicamente, como ha
sucedido en el caso del recurso penal en estos últimos años, y mien­
tras tanto suspender esa asociación en el terreno de los efectos o con­
secuencias sociales. De hecho, este análisis se piensa globalmente en es­
ta dirección y, en ese sentido, hablaremos aquí de politica de prevención
del delito.

Ahora bien, en los discursos contemporáneos con respecto a la
cuestión criminal, comúnmente se hace referencia a la seguridad urba­
na: ¿que relación puede existir entre este objeto seguridad urbana y las
esferas de la política criminal? Para comprender este objeto seguridad
urbana es preciso partir de la ambigüedad constitutiva del mismo. Es
seguridad urbana el problema objetivo del riesgo de ser víctima de un deli­
toS y es seguridad urbana el problema subjetivo de la sensación personal

4 Este razonamiento no implica no tener en cuenta la importancia de los discursos (por
ejemplo, los discursos polincos, filosóficos y jurídicos de jusnficación del recurso penal)
en el análisis sociológico de la cuestión criminal. Este es uno de los imperativos meto­
dológicos más difundidos actualmente en este campo de conocimientos (Cohen t 988;
Garland t 985, t990; Melossi t 992, t 994, t 996a, t 997a, Pavarini t 994a).

5 En muchas teorizaciones se incluye el nesgo de ser víctima de una inavilidad, concep­
to acuñado en el contexto francés, para hacer referencia a aquellos cornportarruentos
socialmente considerados Indeseables, aun cuando no sean considerados delitos en tér­
minos de técnica Jurídica -aunque los ejemplos que comúnmente se brindan podrían 71
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y colectiva de temor con respecto a ser víctima de un delito o incivi­
lidad (miedo al delito y pánico social con respecto al delito6

) (Baratta 1993,
1998; Pavarini 1993, 1994b, 1995b). Ambos planos de la seguridad
urbana se encuentran vinculados pero son independientes, es decir, si
se produce una disminución en el marco del primero no necesaria­
mente se producirá idéntica disminución (o disminución alguna) en el
marco del segundo, como lo ha demostrado el grueso de la investiga­
ción empírica en esta materia (ver: Guarnieri y Mosconi 1996; Mos­
coni 1995, 1997; Pavarini 1996b). Ahora bien, producir seguridad ur­
bana sería equivalente a reducir el riesgo de ser victimizado y/o redu­
cir la sensación personal y colectiva de temor frente al delito.

En este sentido, una politica de seguridad urbana no es enteramente
equiparable a una política deprevención deldelito -siempre pensada desde
el terreno de los objetivos-, porque esta última sólo abarcaría la pri­
mera esfera de aquella: el problema objetivo. Siempre que no se asuma
una relación automática de dependencia entre el problema objetivo y
el problema subjetivo de la seguridad urbana, evidentemente puede
existir una relación de género a especie entre política de seguridad
urbana y política de prevención de la criminalidad. Sin embargo, ern-
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ser referidos a las faltas o conrravencrones. Llama la atención en la literatura sobre esta
temática (producida aún por autores críticos) que no se problemance el peligro políti­
co que radica en la afirmación de la necesidad de reducir comportamientos que SO/l con­
stderados sooalmente (01110 indeseables, pero que no están comprendidos en la ley penal.
Quién define lo indeseable o no es un tema abierto a la discusión, los nesgas que se
corren son muy grandes. Si se trata de asumir un puma de vista como prrvilegrado:
¿estamos dispuestos a segun sus rmplicancias hasta las últimas consecuencias? (ver
Baratea 1993.1998).

6 Sobre la distinción entre nuedo al dehto y ansiedad social o' pánico SOCial con respec­
to al delito mucho se ha escrito en estos úlnrnos años en el contexto europeo y nor­
rearnencano, Creo que aquí balta con resaltar una diferencia fundamental: rruentras el
miedo al delito es personal y se plantea en términos concretos, la ansiedad social con
respecto al delito es general y se plantea en términos abstractos, De esta manera, obser­
vamos que se trata de dos niveles en los que es posible explorar las sensibilidades colec­
tivas con respecto al delito SII1 embargo, es preciso aclarar, que su pertenencia a un
nusmo género no hace por sí sola que sus desarrollos sean coherentes, como lo demues­
tra claramente la mvesngación empírica al respecto (ver' Guarnien y Moscom 1996;
Mosconi 1995,1997,1998; Pavarmi, 1996b); una persona puede expresar un alto ruvel
de pánico SOCIal con respecto al delito que no se refleja, en absoluto, en una presencia
similar de miedo al delito y VICeversa.
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plearemos como sinónimos, hecha esta salvedad, las expresiones de pro­
ducción de seguridad urbana y prevención del delito, otorgándole a la segun­
da expresión el sentido amplio de la primera.

En este sentido, nos parece interesante la definición de prevención
del delito de Van Dijk:"...todas las políticas, medidas y técnicas, fuera de
los límites de sistema de justicia penal, dirigidas a la reducción de las
diversas clasesde daños producidos por actos definidos como delitos por
el Estado" (1990:205). Sólo dos observaciones. Primero, que en lugar de
tomar como criterio de definición las fronteras del sistema de justicia
penal, que apunta a la cuestión de quién interviene, más bien preferiría­
mos apuntar a la cuestión de con quése interviene, pues muchos actores
que se encuentran dentro del sistema de justicia penal pueden actuar a
través de recursos extrapenales.Y segundo, que la idea de "daños produ­
cidos por los delitos" debe ser comprendida en forma lo suficientemen­
te amplia como para incluir las sensibilidades personales y colectivas con
respecto a ellos --el problema subjetivo de la seguridad urbana.

Este campo complejo que identificamos como "prevención del
delito" debe ser entendido como un ámbito del gobierno del deli­
to/gobierno a través del delito. Todas las prácticas de gobierno del
delito incluyen al gobierno a través del delito. Simon define esta
expresión diciendo:" [g]obernamos a través del delito, en la medida en
que el delito y el castigo se transforman en las ocasiones y los contex­
tos institucionales que aprovechamos para guiar las conductas de los
otros (o bien, de nosotros mismos)" (1997:174)7. Una diversidad de

7 COIncido sólo parcialmente con el argumento de Simon en este texto. Considero que
su descripción de la tendencia de las SOCIedades industriales avanzadas (particularmen-
te, los Estados Unidos) -pero no solamente porque se pueden observar síntomas de este
tipo de desarrollo también en América Lanna- de que el delito y el casngo se están
transformando en contextos preferenciales de las actividades gubernamentales es ade-
cuada (Snnon 1997'173 y ss.). Pero al parecer el autor traza una oposición absoluta
entre "gobierno a través de la seguridad" y "gobierno a través del delito" que genera
equívocos e implica, en cierto sentido, una asociación entre "delito" como objeto de
gobierno y "soberanía" como forma de ejercicio del. poder. Por esto, en el enfoque de
Simon, el desarrollo de una nueva forma de ejercicio del poder, el "acruanalisrno",
implicaría la construcción de otro objeto de gobierno: la "segundad". Pero, como la
"disciplina" con su "delincuente" no significó la muerte del "delito" sino su resignifi- 73
cación, de la misma manera operará el "actuariahsmo" y su "seguridad".
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fuentes teóricas sostienen este planteamiento, desde sociólogos clásicos
como Durkheim o Mead, pasando por la distinción entre ilegalismos
y delincuencia planteada en la última parte de Vigilar y Castigar de
Foucault (1989), alcanzando algunos de los desarrollos más interesan­
tes del legado de la criminología crítica en la reformulación del con­
cepto clásico de control social, como los presentados por Melossi
(1992) o Hess y Scheerer (1997).

Tácticas alternativas de prevención del delito

Dentro de estas fronteras conceptuales, es posible distinguir tres tácti­
cas alternativas de prevención del delito en los diversos horizontes cul­
turales que atraviesa el debate internacional: la táctica situacional y
ambiental, la táctica social y la táctica comunitaria (ver: Baratta 1993, 1998;
Crawford 1998a; Creazzo 1996; Pavarini 1992b, 1994c, 1995a; Selmini
1996). Las analizaremos separadamente, describiendo diversos ejem­
plos de técnicas preventivas que se insertan en cada una de ellas.

Táctica situacional y ambiental
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Esta táctica surgió a principios de los años ochenta en los Países Bajos
y en diversos contextos del mundo anglosajón: Estados Unidos,
Australia y Gran Bretaña, y fue especialmente impulsada por las agen­
cias estatales encargadas del diseño de las políticas de control del cri­
men (Creazzo 1996). La emergencia de la táctica situacional y am­
biental coincidió, en buena parte, con la instalación de gobiernos
comprometidos con racionalidades políticas neoliberales, que enfatiza­
ban el mercado libre, el Estado mínimo, la libre elección y responsa­
bilidad individuales (Crawford 1997, 1998a; O'Malley 1992, 1996) Y
que promovieron visiones del delito que compartían estas presuposi­
ciones básicas -lo que Garland ha denominado las "criminologías de
la vida cotidiana" (Garland 1996).
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Clarke, Hough y Mayhew han definido a la prevención situacional
y ambiental como:

a) medidas dirigidas a formas altamente específicas de delito; b) que
involucran el maneJo,diseño o manipulación del ambiente inmediato
en que estos delitos suceden; e) en un modo tan sistemático y perma­
nente como sea posible; d) de forma tal de reducir las oportunidades
de estos delitos; e) tal como son percibidos por un amplio conjunto
de potenciales ofensores (Clarke, Hough y Mayhew 1980:1).

El objetivo central de esta táctica de prevención del delito puede ser
sintetizado como la reducción de oportunidades para la realización de
los mismos. Esta reducción de oportunidades puede declinarse, según
Clarke (1992), en tres direcciones teleológicas: aumentar los esfuerzos
involucrados en la realización de los delitos, aumentar los riesgos -ya
sean reales o percibidos- de detección y detención del potencial delin­
cuente y reducir las recompensas de los delitos. El éxito de esta tácti­
ca depende de la posibilidad de que los potenciales ofensores sean
efectivamente afectados por las intervenciones sobre la situación y el
ambiente, de manera tal que perciban a estos elementos como influen­
cias adversas con respecto a la facilidad, el riesgo o las recompensas de
la realización de los delitos.

Sin embargo, los potenciales delincuentes no son los únicos blan­
cos u objetos a los que están dirigidas las técnicas de intervención
desarrolladas en el marco de esta táctica situacional y ambiental. Si­
guiendo un trabajo precursor de Brantingham y Faust de la década del
setenta, todos los autores que se ocupan de construir radiogra6as de las
tácticas contemporáneas de prevención del crimen rescatan una clasi­
ficación, que construyeron por analogía con respecto a la prevención
en salud pública, y que tiene especialmente en cuenta el blanco u
objeto de la intervención preventiva, distinguiendo entre prevención pri­
maria, prevención secundaria y prevendén terciaria. La prevención primaria
estaría dirigida a la población en general, la prevención secundaria
estaría dirigida a grupos sociales en riesgo de realizar delitos -poten-
ciales delincuentes- y la prevención terciaria estaría dirigida a aquellos 75
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que ya realizaron delitos -delincuentes conocidos (Pavarini 1994c,
1995a; Robert 1991; Selmini 1995,1996).

Para perfeccionar esta clasificación Van Dijk y De Waard (1991)
propusieron lo que denominaron el "enfoque bidimensional", que
consiste en no solamente tener en cuenta la intervención preventiva
dirigida a evitar que las personas cometan delitos sino también a evi­
tar que sean víctimas de ellos. A posteriori, además de introducir la
preocupación por la víctima, plantearon una tercera categoría, las in­
tervenciones preventivas dirigidas no a las "personas" sino a las "situa­
ciones". Crawford (1998a) reconstruye este enfoque bidimensional
reemplazando, en el tercer género de intervenciones preventivas, a las
"situaciones" por las "comunidades/vecindarios" como blancos u ob­
jetos, para de esta manera evitar la confusión entre este tipo de clasifi­
cación de acuerdo a los targets u objetos de las técnicas de interven­
ción y aquella más central que se refiere al qué de las mismas, y en tor­
no a la cual hemos ordenado esta presentación de las tácticas contem­
poráneas de prevención del delito.

De esta manera, la clasificación de las intervenciones preventivas en
primarias, secundarias y terciarias se unifica con la clasificación de la
orientación hacia la víctima, la orientación hacia el delincuente y la
orientación hacia la comunidad/vecindario, en forma tal de producir
un modelo muy útil de nueve tipologías, que es posible aplicar tanto a
la táctica situacional y ambiental como a la táctica social y comunitaria.
Desde este punto de vista, también es posible pensar en técnicas de
intervención, dentro del marco de la táctica situacional y ambiental, que
no estén solamente orientadas a evitar que se realicen delitos (ya sean
primarias, secundarias o terciarias) sino a evitar ser víctimas de ellos.

- Premisas teóricas
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La táctica situacional y ambiental de prevención del delito ha emergi­
do, fundamentalmente, debido a consideraciones prácticas, más que a
elaboraciones teóricas. Sin embargo, existe un conjunto de hipótesis
teóricas que subyacen a estas técnicas de intervención y que Crawford
ha intentado aislar, a saber:
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Una creencia en que los aspectossituacionales son más susceptibles de
transformarseque cualquier otro que pueda influenciar el delito y,por
lo tanto, constituyen los blancos más apropiados de las políticas públi­
cas; una asunción de que buena parte de los delitos son oportunistas;
una creencia en el papel de la elección humana en la acción crrrninal,

en función de un modelo de elección racional del comportamiento
humano; una promoción de la disuasión, con un énfasis relativo en la
certeza de la detección, más que en la severidad del castigo (Crawford
1998a:69, traducción propia).

En este sentido, la táctica situacional y ambiental se presenta funda­
mentalmente como respuesta pragmática a determinadas "crisis de se­
guridad" (aumento de la criminalidad, aumento de la sensación de in­
seguridad) en determinados contextos sociales, económicos, culturales
y políticos, que asume un "realismo criminológico" muy difundido en
el mundo anglosajón en los años setenta y ochenta, que se traduce en
expectativas moderadas con respecto al control del crimen -en la
lucha contra el delito la victoria absoluta es una utopía- y en una for­
ma de pensar la política criminal esencialmente probabilista -los facto­
res situacionales y ambientales a diferencia de los factores sociales, son
más facilmente manipulables-: todo esto bañado con un tibio opti­
mismo.

Según Crawford (1998a) las fuentes de estas hipótesis teóricas son
tres:

• Teoría de la elección racional: se trata de una construcción teórica
que parte de la crítica a la posibilidad de conocer, evaluar e intervenir
sobre la "disposición o tendencia criminal" de las personas y recupera
a los clásicos del derecho penal (Beccaria, Bentham, etc.), imaginando
a la producción del delito como el resultado de un proceso de pensa­
miento racional y voluntario llevado adelante por el individuo. El
individuo elige entre una serie de alternativas posibles a partir de un
cálculo racional en el que considera las ventajas y desventajas de cada
una de las opciones; buscando optimizar o maximizar los beneficios,
decide y actúa libremente en consecuencia.

La prevención del delito debería estar dirigida, entonces, a incidir
en este proceso de pensamiento, incrementando los riesgos y esfuerzos 77
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involucrados en la realización del delito o disminuyendo los posibles
beneficios asociados con el mismo como opción. Se trata de un
"modelo económico del crimen" que emplea el clásico análisis de
costo-beneficio. El delito es considerado el producto de una decisión
basada en típicas consideraciones del mercado. Es más, también ser
víctima de un delito lo es.

En la década de los años setenta, esta forma de pensar el delito se
traducía, en el plano del programa político sobre la cuestión criminal,
en una fuerte apuesta por la eficacia disuasiva de los castigos legales
cada vez más severos -modelo del just deserto A partir de fines de esa
década, se comienza a visualizar al incremento de la certidumbre de la
detección y la aprehensión como un elemento preventivo más efecti­
vo. De allí su vinculación con la táctica situacional y ambiental, que se
observa claramente en que son los autores de esta "criminología de la
elección racional" los principales "expertos" que alientan la adopción
de esta táctica de prevención del delito, desde el ámbito universitario
o gubernamental.

Crawford (1998a) plantea críticamente que las elecciones raciona­
les no parecen estar presentes en todos los tipos de delitos. Tal vez sí
en los delitos contra la propiedad más leves en los que comúnmente
se ocupan los teóricos del rational choice, pero no en aquellos que invo­
lucran dosis importantes de violencia. Por otro lado, estos autores se
apoyan en datos de investigaciones empíricas basadas en entrevistas
con condenados, y es sabido que estos tienden a ser en su mayor nú­
mero career criminals (delincuentes profesionales), que justamente se
ajustan con más probabilidad al modelo de la elección racional y que
tienen mayor tendencia a racionalizar los eventos ya producidos en el
pasado.

Por otro lado, como señala críticamente O'Malley (1992), el delin­
cuente es el "individuo abstracto, universal y abiográfico", el "horno
economicus" de la economía política clásica trasladado al pensamien­
to neoconservador sobre el delito, divorciado totalmente del contexto
social o estructural. Se margina cualquier preocupación por las causas
sociales del delito, por la historia de vida del delincuente, por la co­
rrección como finalidad de la intervención, etc.; en beneficio de la
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manipulación de los factores ambientales y situacionales. Los indivi­
duos son visualizados como capaces de elecciones voluntarias, libres
para actuar en forma racional guiados por interés propio, sean éstos
potenciales ofensores o potenciales víctimas. Los individuos son res­
ponsables de su propio destino, aún con respecto a la victimización:
" .. .la seguridad se transforma en una responsabilidad de los individuos,
que a través de la búsqueda del autointerés y liberados de la confian­
za paralizante en el Estado, tomarán parte de la creación del nuevo
orden" (O'Malley 1996:201). La presencia de los elementos claves de
la racionalidad política neoliberal se observa claramente en estos
esquemas conceptuales básicos",

• Designing out crime: más que una construcción conceptual, se trata
de esfuerzos teóricos y prácticos íntimamente interrelacionados que
vinculan la cuestión criminal con el desarrollo ambiental o urbano. En
Estados Unidos, Newman Osear, a comienzos de la década del seten­
ta, trabajó la vinculación entre el diseño arquitectónico y las tasas de
delitos en las áreas de viviendas populares, argumentando que el dise­
ño urbano influye, promoviendo o alentando la criminalidad, de tal
manera que podría convertirse en una forma efectiva de prevención
del delito. Propuso, en este sentido, el concepto de defensible space como
el modelo de ambientes de viviendas populares que inhiben el delito,
al ser expresión física de una comunidad que se defiende a sí misma.

A partir de esta perspectiva, el gobierno federal de EEUU impul­
só el desarrollo de prácticas de crime ptevention through enviromental
design (CPTED: prevención del delito a través del diseño ambiental)
durante los años setenta, que resultaron fracasos, más o menos rotun­
dos; por lo que en la década del ochenta su difusión disminuyó nota­
blemente. Sin embargo, en el contexto de Gran Bretaña, estas ideas

8 Clarke y sus colegas han reformulado la teoría de la elección racional, como conse­
cuencia de las críticas recibidas en el debate cnrmnológico contemporáneo, mrrodu­
ciendo la idea de lilllited ratlOnality y distinguiendo dos elementos en el proceso de des­
viación criminal: criminal involvement y criminal event, en los que se involucran cuatro
fases de elecciones individuales, tres relativas al primer momento y una relativa al
segundo. Este modelo más complejo y sofisticado, sin embargo, permanece atrapado,
como bien señala Crawford (1998), en la visrón del actor abstracto de las elecciones
racionales. 79
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fueron rescatadas por Alice Coleman a mediados de los ochenta. Esta
autora identificó un grupo de "desventajas de diseño" -por ejemplo:
múltiples accesos a un mismo espacio cerrado- que constituían empí­
ricamente un "índice de diseño desventajoso" con respecto a la pro­
ducción del crimen. Argumentaba de esta manera que existía una
correlación directa entre variables de diseño urbano y delito: cuanto
peor el diseño urbano, más altas las tasas de delito.

Una de las críticas fundamentales en la literatura norteamericana a
la perspectiva de Newman fue que se trataba de un "determinismo
arquitectónico", ya que no se consideraba el impacto de las variables
sociales y comportamentales que median en los aspectos arquitectóni­
cos. Algunos "espacios defendibles" podían permanecer indefendidos,
si no se daba el juego de interacciones sociales necesario para defen­
derlos. Esta crítica motivó una de las principales reelaboraciones de las
ideas de Newman.Así, Coleman rescata esta apreciación crítica, inten­
tando explicar más claramente cómo el diseño urbano afecta el pro­
blema del delito. El diseño urbano, explica, puede contribuir a la des­
trucción de la comunidad, la fractura de los lazos sociales en un deter­
minado vecindario, generando las situaciones en que los habitantes
pueden elegir racionalmente llevar a cabo un delito, aprovechando las
oportunidades criminales. De esta manera, imagina inversamente que
el diseño urbano puede servir como un medio para permitir procesos
de interacción comunitaria que redundan en la prevención del delito
-se observa claramente cómo en este planteo, el designing out crime se
encuentra en los límites de la táctica situacional y ambiental y al borde
de la táctica comunitaria.

Sin embargo, ni siquiera Coleman logra escapar totalmente a la
fuerte crítica realizada a la obra de Newman, ya que sigue proponien­
do una relación directa entre delito y diseño urbano que resulta difi­
cilmente aceptable. Los delitos no son producidos por el diseño urba­
no, aunque algún impacto puede tener en su etiología. En cambio, sí
resulta posible proponer una vinculación entre diseño urbano y sen­
sación de seguridad y, en este sentido, muchos de los defensores de
estas ideas continúan trabajando en el mundo anglosajón. Las ideas de
Coleman, junto con aquellas norteamericanas de Newman y del
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CPTED, continuaron siendo promovidas en los años ochenta y
noventa por el Home Qffice Crime Prevention Centre de Gran Bretaña
(Crawford 1998a; Pavarini 1994c) .

• Teona de las actividades rutinarias: esta construcción teórica preten­

de ser una explicación causal de la producción de los "incidentes cri­
minales", en tanto hechos tísicos relacionados con objetos ubicados en
el tiempo y el espacio. En este marco teórico existen tres ingredientes
mínimos para la producción de incidentes criminales -especialmente
los denominados "delitos predatorios de contacto directo" (direct con­
taet predatory crime)-: un potencial ofensor, cualquiera sea la razón por
la que pueda llegar a cometer un delito; un potencial blanco, ya sea un
objeto o una persona; y la ausencia de un guardián capaz, que abarca

9

no sólo a los agentes policiales sino también a los vecinos, amigos, etc.
La ciudad es un ámbito particularmente estimulante para el desarrollo
de actividades delictivas, pues la actividad rutinaria que en ella se desa­
rrolla, comúnmente, coloca juntos a estos tres elementos en tiempo y
espacio.

Para estos autores existen diferentes niveles de responsabilidad en
la prevención del delito. El "desaliento personal" que es responsabili­
dad de la familia y los amigos; el "desaliento asignado" responsabili­
dad de las personas empleadas para realizar esta tarea -como los agen­
tes policiales-; el "desaliento difuso" a cargo de aquellos empleados
que no tienen asignada específicamente esta tarea -como los maes­
tros-; y el "desaliento general" responsabilidad de todos los ciudada­
nos más allá de los lazos familiares u ocupacionales. Para los teóricos
de las actividades rutinarias la cuestión política central, es aumentar la
responsabilidad de desalentar los incidentes criminales, que va decre­
ciendo cuando se pasa de niveles personales a niveles generales
(Crawford 1998a).

Los vínculos entre la teoría de la acción racional y la teoría de la
actividad rutinaria son evidentes y es por ello que confluyen cada vez

9 Para estos autores hay tres tipos de guardias o supervisores: aquellos que deben obser­
var los potenciales blancos de los delitos (glla,dlQl,s), aquellos que deben supervIsar a los
potenciales ofensores (handlers) y aquellos que deben morutorear lugares (manage,s)
(Crawford 1998a). 81
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más en las elaboraciones teóricas de esta táctica situacional y ambien­
tal. Tal vez el tema central del debate, en estos marcos conceptuales, es
hasta qué punto la situación o el ambiente puede ser visualizado como
un generador del delito -como lo hace, en cierto sentido, la perspec­
tiva del designing out crime- o debe ser concebido como un receptor de
dichos problemas.

Pero más allá de este debate teórica y empíricamente irresuelto, lo
que se demuestra como un común denominador en estas tradiciones
es la visión del delito como: "un aspecto normal, un lugar común de la
vida moderna. Es un evento -o mejor dicho, una masa de eventos- que
no requiere una motivación o disposición especial, ni una patología o
anormalidad y está inscripto en las rutinas de la vida económica y social
contemporánea" (Garland 1996:450). Son lo que Garland llama las
"criminologías de la vida cotidiana", que:

'" observan al delito como una continuación de la interacción social
normal, explicable por referencia a patrones motivacionales standard. El
delito se transforma en un riesgo que debe ser calculado (tanto por el

infractor como por la potencial víctima) o un accidente que debe ser
evitado, más que una aberración moral que necesite ser explicada
(Garland 1996:450-452).

- Técnicas de intervención

Presentamos a continuación, sintéticamente, algunos ejemplos de téc­
nicas de intervención construidos en el marco de esta táctica de pre­
vención del delito. Recuperando la distinción planteada más arriba
sobre el blanco u objeto de la intervención, diferenciaremos entre
intervenciones orientadas a los ofensores, intervenciones orientadas a
la comunidad e intervenciones orientadas a las víctimas, planteando un
ejemplo para cada categoría (tomados de Crawford 1998a).

• Técnica de intervención orientada a los ofensores: el uso de circuitos
cerrados de televisión en estacionamientos de autos.
Un proyecto financiado por el Ministerio del Interior (Home Office) de

82 Gran Bretaña trataba de enfrentar los problemas de robos de/en auto-
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motores en dos estacionamientos de la Universidad de Surrey, a través
de la introducción de un circuito cerrado de televisión (CCTV) junto
con un programa de vigilancia intensiva. Los efectos de estas dos
acciones fueron diferentes con respecto a los dos tipos de delitos que
estaban dirigidas a reducir. En lo que hace al robo y hurto en auto­
móviles, su número cayó dramáticamente de 92, en el año en que se
instaló el CCTV, a 31, en el año siguiente. Con respecto a los robos de
automotores también su número se redujo, aunque tal vez se haya
debido no sólo al CCTV sino también a la instalación de un puesto
de vigilancia en cada una de las entradas de los estacionamientos. El
CCTV era pensado como una asistencia a los guardias de seguridad
para la detección y detención de los ofensores así como también como
un instrumento de intimidación para los potenciales ofensores. No se
registró un efecto de desplazamiento de los delitos a otras áreas -por
ejemplo a los otros dos estacionamientos de autos de la Universidad
de Surrey en los que no se instaló el CCTV

Se ha arribado a las mismas conclusiones, analizando la instalación
de CCTV para prevenir el robo delen automotores en diversas ciuda­
des en el marco del Programa Sqfer Cities del gobierno británico. Sin
embargo, se han planteado una serie de inquietudes muy relevantes: es
dificil apreciar cómo específicamente, en contextos particulares, el
CCTV produce una reducción del número de delitos; no es posible
estimar el desplazamiento de los delitos que puede haberse producido,
con respecto al lugar y al tipo de delitos; el CCTV parece tener bue­
nos efectos sólo cuando es acompañado por otras medidas preventivas;
cuando el efecto del CCTV de favorecer la detección y detención de
delincuentes pierde credibilidad entre los potenciales ofensores
comienza a perder eficacia; y, por último, la efectividad de estas medi­
das tecnológicas depende en gran parte del personal de seguridad que
las opera.

Por otra parte, en los años ochenta se evaluó el caso de la instala­
ción de CCTV en cuatro estaciones de subterráneos en Londres, con­
cluyendo que se produjo un desplazamiento de robos y hurtos a las
siete estaciones más cercanas a aquellas en las que se había desarrolla-
do la intervención. También, se ha evaluado la instalación de CCTV 83
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en tres centros comerciales de pequeños pueblos ingleses llegando a la
conclusión de que su efecto en la reducción de delitos es sólo en el
corto plazo, por lo que se considera que más bien su función sería
colaborar con la policía para brindar una rápida respuesta ante la rea­
lización de un delito.

En conclusión, podríamos decir que existen evaluaciones disímiles
de la efectividad de esta técnica de intervención. Sin embargo, ha sido
ampliamente impulsada por el gobierno británico extendiéndola a di­
versas áreas de la vida social, pese a las críticas recibidas con respecto a
la violación de los derechos civiles.

• Técnica de intervención orientada a la comunidad/vecindario: desigrJing
out la prostitución.

A mediados de los años ochenta, en el área de Finsbury Park en el
Norte de Londres había una fuerte presencia de prostitución, que fue
enfocada como problema a través de una intervención multiagencial.
Un elemento central de dicha intervención fue un programa de cie­
rre de calles. El objetivo que se buscaba al cerrar dichas arterias era dis­
minuir la presencia de clientes (kerb-crawling) y prostitutas en ellas. Este
programa estuvo acompañado de la presencia constante de 16 escua­
drones de policía en tareas de vigilancia policial. En un período de
tiempo relativamente breve, los solicitantes de servicios sexuales, así
como los trabajadores sexuales, virtualmente desaparecieron, transfor­
mándose esta "zona roja" en un área residencial relativamente tranqui­
la. Según los autores de la evaluación de esta técnica de intervención,
no se produjo sino un mínimo efecto de desplazamiento y no dirigi­
do a otras áreas residenciales, sino al ejercicio de la prostitución en
apartamentos vía anuncios en periódicos y revistas o, en bares o clu­
bes nocturnos.

Por otro lado, se argumenta que la intervención produjo algunos
otros efectos positivos como el incremento de la sensación de seguri­
dad de los habitantes (especialmente de las mujeres), la reducción del
volumen del tráfico y el mejoramiento de la relación entre la policía,
la autoridad local y el público. También se constató la existencia de
una "difusión de beneficios", pues en general disminuyeron las tasas de
delitos denunciados.
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Las conclusiones que se extrajeron de esta evaluación son que la
prostitución es más oportunista de lo que se pensaba en el pasado
-sólo un núcleo duro del grupo que se dedicaba a esta actividad en
Finsbury Park se trasladó a otros ámbitos para continuar ejerciéndola­
y que existia en esa zona un volumen de pequeños delitos relaciona­
dos con el ejercicio de la prostitución, llevados adelante o por los
clientes o por los trabajadores sexuales, que desaparecieron con esta
intervención de designing out la prostitución misma.

Esta experiencia fue repetida luego en Streatham, en el Sur de
Londres, con resultados similares. La diferencia fue que produjo un
mayor índice de desplazamiento hacia otras zonas adyacentes, que ha
sido calificado de "benigno" por los evaluadores, pues al no producir­
se hacia áreas residenciales el elemento negativo de este tipo de acti­
vidades disminuyó notablemente. Sin embargo, se ha presentado eva­
luaciones radicalmente diversas con respecto a esta técnica de inter­
vención en Vancouver, Canadá.

• Técnica de intervención orientada a la víctima: el proyecto Kirkholt de
reducción de la victimización repetida en robos a/en casas/aparta­
mentos.

El complejo habitacional público de Kirkholt en Rochdale era un
vecindario que tenía una tasa extremadamente alta de robos en casas y
apartamentos, duplicando la de los vecindarios de mayor riesgo a me­
diados de los ochenta en Inglaterra. Aquellos que ya habían sido víc­
timas de un delito de este tipo en el complejo habitacional tenían cua­
tro veces más probabilidades de volver a serlo, comparado con aque­
llos que no habían sufrido un primer robo, de manera tal que el haber
sido víctima de un primer robo se transformaba en un fuerte predic­
tor de la ocurrencia de nuevos robos.

El proyecto del Home Office se concentró pues en las propiedades
que ya habían sido robadas, usando datos de investigaciones sobre las
víctimas de los robos y sus vecinos inmediatos, así como los resultados
de trabajos de campo realizados con condenados por estos delitos. El
proyecto involucraba un paquete de medidas preventivas, aunque algu­
nas de elJas eran claramente reenviables a la táctica comunitaria (como
un esquema de Neighbourhood Watch en torno a las propiedades ya 85
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robadas y una asistencia comunitaria a las víctimas de los robos) el peso
del mismo se encontraba en aquellas medidas situacionales y ambien­
tales (la instalación de tecnologías de seguridad como puertas blinda­
das y trabas para ventanas, la remoción de proveedores de gas y elec­
tricidad a monedas que habían sido identificados como blancos parti­
cularmente atractivos para los ofensores).

En los siete meses posteriores al desarrollo de las medidas preven­
tivas se registró un 80% de disminución de casos de victirnización

repetida y en tres años se registró un 25% de disminución global de
robos en apartamentos o casas. No se registró un efecto de desplaza­
miento y se evidenció una "difusión de beneficios", pues otras formas
de delitos contra la propiedad en el complejo habitacional se reduje­
ron también.

Sin embargo, en esta técnica de intervención es muy dificil evaluar
cuál ha sido el efecto en particular de cada una de las medidas inclui­
das en el proyecto, así como tampoco se observa en las evaluaciones rea­
lizadas que se haya prestado atención al contexto en el cual se desarro­
llaba esta técnica de intervención -fundamentalmente, los grandes cam­
bios en la política habitacional inglesa de este período. Por otro lado, la
tasa de robos a casas y apartamentos en Kirkholt volvió a subir en 1992
a los niveles de 1988 - aunque no a los más dramáticos de 1987.

El proyecto Kirkholt más allá de estas potenciales objeciones se
convirtió en un modelo de técnica de intervención con respecto a este
tipo de delitos -y a otros como robos de autos, delitos raciales, etc.­
aplicándose sistemáticamente no sólo en Gran Bretaña, sino también
en Australia y EEUU en los años noventa.

- Consideraciones críticas
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Este tipo de técnicas de intervención aplicadas en determinados casos
parecen demostrar, globalmente, que la táctica situacional y ambiental
puede ser exitosa para reducir determinados delitos, realizados por
determinados ofensores, en determinados lugares, en determinados
momentos y bajo determinadas condiciones. No obstante, la naturale­
za exacta de este impacto está aún abierta a la discusión. Se presenta
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como una cuesnon central el problema del desplazamiento, que ha
sido esgrimida por los opositores de esta táctica como su verdadero
"talón de Aquiles". Si las técnicas de intervención de esta táctica de
prevención del delito sólo ocasionan que el delito escape hacia otro
lugar, los resultados de las mismas parecen ser bastante pobres.

Es importante tener en cuenta que el desplazamiento es un fenó­
meno multifacético, que abarca no sólo el desplazamiento geográfico
o espacial, es decir, cuando el mismo delito se realiza en otro lugar;
sino también el desplazamiento temporal (cuando el mismo delito
sobre el mismo blanco se realiza en otro momento), el desplazamien­
to táctico (cuando el mismo delito sobre el mismo blanco se realiza
con otros medios o de otra forma), el desplazamiento de blancos
(cuando el mismo tipo de delito se realiza con respecto a otro blanco)
y, por último, el desplazamiento de tipo de delito.

Mucho se ha debatido y se debate teórica y empíricamente sobre
este potencial efecto de la táctica situacional o ambiental y hasta sus
defensores reconocen que un determinado volumen de desplaza­
miento es probable en algunas de las técnicas de intervención, aun­
que no lo consideran inevitable. Como la táctica situacional y am­
biental tiene sus presuposiciones, también la tesis del desplazamiento
las tiene. Presupone que la demanda de delito es inelástica y que los
delincuentes sufren una irresistible presión para cometer delitos; que
los delincuentes son suficientemente adaptables y capaces de cometer
crímenes en una variedad de lugares y tiempos -como si los delitos
fueran funcionalmente equivalentes para los ofensores-; que la estruc­
tura de oportunidades admite un número ilimitado de blancos alter­
nativos, etc.

Resulta interesante la distinción planteada por Barr y Pease (1990)
entre desplazamiento "maligno" (aquel que produce una transición
hacia delitos que producen consecuencias sociales iguales o más gra­
ves) y desplazamiento "benigno" (aquel que produce un paso hacia de­
litos menos graves o de la misma gravedad pero realizados en lugares
o contra personas para quienes significan daños menores). De esta ma­
nera, como veíamos en el caso del desígníng out la prostitución en Lon-
dres, el desplazamiento puede ser visualizado como una consecuencia 87
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deseable de la técnica de intervención, en tanto y en cuanto sea útil
para deflacionar el delito en áreas socialmente vulnerables, trasladán­
dolo a esferas sociales en las cuales se redistribuye mejor el impacto de
la victimización. En este sentido, como señalan estos autores, más que
una cuestión de desplazamiento se trata de una cuestión de emplaza­
miento del delito: dónde, con respecto a quién y por qué medios.
También en esta dirección debe considerarse la "difusión de benefi­
cios" que es la situación inversa al desplazamiento, en la que los efec­
tos de la técnica de intervención se extienden más allá de los blancos
preestablecidos, generando mayores beneficios de reducción del deli­
to (Barr y Pease 1990).

Ahora bien, más allá de esta discusión sobre el desplazamiento, es
posible hacer una serie de consideraciones críticas de fondo sobre esta
táctica de prevención del delito:

• Tal como señala Pavarini (1994c, 1995a), prioriza exclusiva­
mente los delitos contra la propiedad en los espacios públicos,
silenciando en la agenda preventiva los delitos en la esfera pri­
vada, particularmente en el hogar (violencia contra las mujeres,
violencia contra los niños, etc.) y la criminalidad económica, la
criminalidad organizada y los delitos de la autoridad (Baratta
1993, 1998; Creazzo 1996; Pegoraro 1999).

Se dirige a los síntomas y no a las causas, ya que anula total­
mente la pregunta por la incidencia de los factores sociales y
económicos en la producción de los delitos, abocándose a las
preocupaciones gerenciales: efectividad, eficacia y eficiencia
(Creazzo 1996; ü'Malley 1992, 1996).
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• Tiene, en el mejor de los casos, efectos temporales, como la
literatura sobre el problema del desplazamiento lo demuestra
fehacientemente: sus efectos difícilmente perduran en el largo
plazo (Baratta 1993; Barr y Pease 1990; Creazzo 1996; Pavarini
1994c).
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Puede promover una fe ciega e injustificada en la tecnología, que
está guiada fundamentalmente por intereses comerciales de la cre­
ciente industria de la seguridad (alarmas, CCTV, iluminación, etc.)
y desplaza el potencial de la importancia de la agencia humana en
las actividades de control del crimen (Crawford 1998a).

Promueve un tipo de vigilancia que es altamente intrusivo en la
vida privada de los individuos y violenta sus libertades civiles, ade­
más de tener, en este sentido, una valencia represiva (Downes y
Rack 1998).

• Presenta una dinámica de exclusión social, ya que la defensa de los
ambientes y las situaciones se realizan en torno a la idea de un extra­
ño que desea atacar a los moradores y,en el marco del desplazamien­
to, genera territorios sociales protegidos y territorios sociales des­
protegidos. De esta manera, se puede impulsar la concentración de
delitos en las zonas en las que precisamente se encuentran aquellos
que más han sufrido y sufren las consecuencias del delito y que son
los que están menos equipados (económica, política y culturalmen­
te) para generar medidas de seguridad con respecto al mismo
(Baratta 1993; Crawford 1998a; Creazzo 1996; Pavarini 1994c).

Por último, presenta implicaciones culturales muy adversas. Lo que
Crawford denomina el nacimiento de una "mentalidad de fortale­
za": a medida que las actividades de prevención situacional y
ambiental se multiplican el individuo busca, cada vez más, "ence­
rrarse" en ámbitos protegidos, lo que incide necesariamente en
una separación con respecto a los otros, un resquebrajamiento de
las relaciones sociales basadas en la confianza (Pavarini 1994c).
Para-dójicamente, como lo demuestran las investigaciones empíri­
cas so-bre miedo al delito, esta agresividad de la expansión de la
táctica si-tuacional y ambiental se traduce en el incremento de la
sensación de inseguridad:" ...solamente nos comunica cuán efime­
ra y contingente es realmente la seguridad" (Crawford 1998a: 101,
traducción propia). 89
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Táctica social
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Esta táctica de prevención del delito tiene residuos positivistas -aun­
que también de movimientos políticos progresistas y revolucionarios
de! siglo XIX. En e! contexto de la criminología positivista -difundi­
da en España, Italia, América Latina y en e! mundo anglosajón
(Garland 1985)-, sobretodo en sus versiones más "sociológicas" de las
primeras décadas del siglo XX, se solía señalar a la "reforma social"
como un instrumento de la prevención ante-delictum, ya que la crimi­
nalidad se reconocía como efecto de las desigualdades sociales, por lo
que reducir o eliminar esas contradicciones sociales implicaba redu­
cir o eliminar la criminalidad (salarios más altos, menos desocupa­
ción, más educación igual a menos criminalidad y más seguridad)
(Pavarini 1994c).

Esta relación entre políticas económicas y sociales y e! problema
de! malestar social y la criminalidad ha sido objeto de debate e inter­
vención en numerosos contextos culturales bajo la égida de los diver­
sos tipos de Estado Social, sobre todo en e! período posterior a la
segunda guerra mundial, alejándose en mayor o menor medida del
código teórico positivista. Se trata, podríamos decir, de la táctica con­
temporánea de prevención del delito que más se liga al pasado y la
única que preexiste, sin duda, al momento del "cambio paradigmáti­
co" de los años ochenta.

Como táctica de prevención de! delito está difundida en horizon­
tes culturales muy diferentes entre sí, yen el marco de la "crisis del Es­
tado Social" se reconstruye de distintas maneras de acuerdo a las con­
tingencias y a las circunstancias de cada contexto. Los ámbitos en los
que más fuertemente se ha desarrollado desde los años ochenta en
adelante son: en el mundo anglosajón -especialmente en EEUU,
Canadá (angloparlante) y en menor medida en Gran Bretaña-, Francia
(yen Canadá francoparlante) y más recientemente, en algunas regio­
nes de Italia. A continuación, presentaremos unas radiografías de esa
táctica social en dos de estos contextos culturales, pues las particulari­
dades que posee en cada uno son muy importantes.
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El contexto anglosajón:

- Premisas teóricas

La táctica social tiene aquí como objeto las causas o predisposiciones
sociales y psicológicas que hacen a los individuos o los grupos socia­
les producir delitos. La construcción conceptual de este objeto reen­
vía a una pluralidad de teorías, desarrolladas en el marco de la crimi­
nología anglosajona. Como decíamos, el precedente es la versión más
sociológica de la criminología positivista de principios del siglo XX,
pero a partir de allí existe una pluralidad de construcciones teóricas
que han tratado de enfocar este problema y lo han resuelto en for­
mas determinadas, incentivando la generación de técnicas particula­
res de intervención. En primer lugar, pues, trataremos de sobrevolar'?
algunas de estas teorías para luego describir ciertas técnicas de inter­
vención, elaboradas en el marco de sus racionaldiades y programas
políticos.

Crawford (1998a) ha propuesto una forma de agrupar estas cons­
trucciones teóricas anglosajonas en dos ejes, que representan dos
modos de comprender causalmente al delito: las "teorías del control"
y las "teorías sobre el reforzamiento de la conformidad".

Dentro del primer eje, ingresa contemporáneamente la control theo­
ry de Hirschi, presentada hacia fines de los años sesenta y de una per­
sistente influencia en el ámbito académico y político anglosajón.
Hirschi reelabora temas evidentemente durkheimnianos y parsonia­
nos, planteándose el problema del por qué las personas conforman su
comportamiento a determinadas normas sociales -y como consecuen­
cia, a contrario sensu,por qué no lo hacen. La respuesta la ubica en el
"control social" a través del cual el individuo es motivado a dejar de
lado sus apetitos egoístas y a respetar las reglas sociales. De esta mane­
ra, el grado de autocontrol que cada individuo posee en función de
diversas variables sociales de control ("apego, compromiso, involucra-

10 Decrrnos "sobrevolar" pues muchas de estas construcciones teóricas han SIdo amplia­
mente difundidas en nuestro contexto cultural. por lo que aquí bastará una SImple refe­
rencia enfocada en la etiología del delito. 91
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miento y fe"") implica su habilidad para "resistir" o no la tentación de
participar en la realización de delitos.

El delito es, desde esta perspectiva, el resultado de una socialización
defectuosa. Las instituciones claves a través de las cuales se produce la
socialización son la escuela y la familia, por lo que la prevención del
delito debe apuntar a fortalecer las actividades de control social que
ambas llevan adelante. Los delincuentes en este marco teórico forman
parte de la underclass, que es concebida como un conjunto de perso­
nas moral y culturalmente desprendidas del resto de la sociedad.

Dentro del segundo eje, ingresa la teoría de la anomia de Merton,
que también ha tenido una persistente influencia en el mundo anglo­
sajón desde sus primeras presentaciones como reelaboraciones de
temáticas parsonianas en la década de los años cincuenta. Para Merton
en la sociedad norteamericana se presenta una disociación entre los
metas culturales que la estructura cultural impulsa para todos sus
miembros -éxito económico y prestigio social- y los medios institu­
cionalizados para alcanzarlas, de manera que una gran cantidad de per­
sonas deben enfrentar estos dos elementos con "tipos de adaptación
individual" que asumen dichas disociaciones -retraimiento, ritualismo,
rebeldía e innovación. Las oportunidades legítimas de alcanzar las me­
tas culturales no están igualitariamente distribuidas en la estructura
social y, por ende, quienes carecen de ellas son los que esbozan estos
tipos de adaptación individual divergentes -dentro de los cuales se
ubican los comportamientos delictivos.

También ingresa la teoría de las subculturas criminales de Cohen,
en tanto corrección de la teoría de la anomia mertoniana, ya que este
autor plantea que los procesos de adopción de adaptaciones divergen­
tes en una situación de tensión entre metas culturales y medios insti­
tucionales para alcanzarlas, no son individuales sino colectivos e invo­
lucra grupos de personas que le dan sentido al mundo de manera dife­
rente a la cultura dominante. La subcultura criminal es una forma de
adaptación colectiva. En este mismo sentido, se inscribe el aporte de
Cloward y Ohlin para reforzar la ligazón entre la teoría de la anomia

92 11 En inglés: attachement,commttment, JIlvo/vellle,,! and belitif.
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y la teoría de las subculturas criminales, ya que estos autores plantean
que las posiciones sociales y de clase de los miembros de la sociedad
influyen en e! tipo de oportunidades ilegítimas que éstos aprovechan.

Desde este eje, la prevención del delito debe apuntar a modificar la
estructura de oportunidades, tanto legítimas como ilegítimas, que son
asequibles para los grupos de individuos que pertenecen a los sectores
más bajos de la estructura social, intentando brindarles las vías para apo­
yar o reforzar la permanencia en e! tipo de adaptación conformista.

Las críticas que se pueden esbozar contra la teoría de! control (con­
trol theory) son las mismas que durante todo e! siglo XX se han cons­
truido en la teoría social con respecto a las ideas de socialización y
control social de Durkheim y Parsons. En buena parte, esas mismas crí­
ticas son válidas con respecto a las teorías de la anomia y de las sub­
culturas criminales. Resulta imposible reproducirlas aquí en toda su
extensión ya que sería preciso remitirse, sólo en e! ámbito criminoló­
gico, a la teoría de las asociaciones diferenciales y e! conflicto norma­
tivo de Sutherland y Cressey; al enfoque del eriquetamiento de
Becker, Lemrnert, etc.; a las ideas sobre técnicas de neutralización y el
proceso de desviación de Matza; y, finalmente, a las diversas formas de
criminología crítica o radical de los años setenta -por no mencionar
las diferentes perspectivas teóricas que desde los años ochenta integran
e! debate criminológico contemporáneo (para esta revisión crítica ver,
entre otros: Downes y Rack 1998; Melossi 1996a).

Basta señalar la imposibilidad de estas construcciones teóricas de
comprender a lo social como un espacio conflictual y pluralista en
donde los procesos de control social no son homogéneos y universa­
les sino heterogéneos y particulares, y en el que, por ende, no existe
"un" conjunto de valores y normas sociales, al estilo de la conscience
collective durkhemniana, sino diversas producciones significativas acer­
ca de lo que está bien y lo que está mal, cuya emergencia y suerte está
atravesada por las relaciones de poder en las que se cimientan las múl­
tiples configuraciones de lo cultural (Me!ossi 1992, 1994, 1996a,
1997a; Pavarini 1994a; Pitch 2003, 1996).

Ninguna de las ideas que se engloban en los dos ejes presentados
abandonan pues, en sus implicancias más profundas, la imagen de lo 93
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social, monista y consensual, que legó la sociología positivista del siglo
XIX y distribuyó Durkheim a partir de las primeras décadas del siglo
XX y de allí surgen sus múltiples limitaciones conceptuales y políticas.

- Técnicas de intervención

Desde estos marcos teóricos en el mundo anglosajón se han desarro­
llado técnicas de intervención en los tres niveles que hemos aislado
más arriba, es decir, de acuerdo al tipo de objeto al que se dirigen: pri­
mario, secundario y terciario. Las técnicas de intervención creadas en
el espacio de esta táctica están más bien dirigidas a los potenciales
ofensores que a las potenciales víctimas, en función del razonamiento
teórico básico sobre el que se asientan. Las técnicas de intervención
terciarias dirigidas a los ofensores son todas aquellas que se han ido
generando desde el siglo XIX en los dispositivos institucionales de
ejecución penal en torno a los ideales de la resocialización, la rehabi­
litación social o la reintegración social, y explícitamente quedan fuera
del campo de nuestro análisis pues, en sentido estricto, desde nuestro
punto de vista, pertenecen al ámbito de la política penal, tal como la
hemos definido más arriba.
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En cuanto a las técnicas primarias, las mismas se confunden fre­
cuentemente, en el ámbito anglosajón, con las políticas sociales en
general. En los años setenta con la ola política neoliberal, la capacidad
para contribuir a la prevención de los delitos de las políticas sociales
dirigidas a la población fue seriamente puesta en duda, en el marco de
la critica global a las políticas sociales mismas y en función de crite­
rios económico-financieros y políticos -la retórica en torno a la "cul­
tura de la dependencia"-, en tanto núcleo duro del Estado Social.
Como se sabe, las políticas sociales fueron transformadas y recortadas
abruptamente bajo la hegemonía neoliberal tanto en EEUU como en
Gran Bretaña desde fines de los años setenta. En el punto de su rela­
ción con la prevención del delito, dichos cambios se justificaron argu­
mentando que en los años sesenta la expansión desmesurada de las
políticas sociales y la mayor distribución social de la riqueza no impi-
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dió que la tasa de delitos creciera sostenidamente. Sin embargo, lo que
a fines de los años noventa parece reinstalar esta cuestión es que en
estos veinte años de gobiernos neoliberales la tasa de delitos ha segui­
do creciendo en forma aún más dramática, mientras, de la misma
manera, ha aumentado impresionantemente la inequidad social.

Sin duda, en el ámbito anglosajón la táctica social se enfoca funda­
mentalmente en técnicas de intervenciones secundarias, dirigidas a los
jóvenes en tanto potenciales ofensores, como "grupo de riesgo", para
lograr que "crezcan fuera del delito".

Estas técnicas de intervención se han asentado en dos operaciones
básicas, realizadas a través de la investigación empírica por parte de
agencias gubernamentales en virtud de las premisas teóricas más arri­
ba señaladas: la identificación de los factores que probablemente
impulsan a los jóvenes al delito (factores de riesgo) y la identificación
de los factores que pueden hacer desistir a los jóvenes de iniciar una
"carrera criminal" (factores productivos).

En la primera operación se ha avanzado sobretodo a partir de la
década del sesenta, generándose cada vez mayor cantidad de "factores
de riesgo" que se suman a la lista, apoyados siempre en la investigación
empírica sobre persistent young o.ffenders. Podríamos agruparlos en: el
género, la personalidad y los comportamientos individuales (compor­
tamiento hiperactivo, impulsividad, etc.), las influencias familiares (la
pobreza familiar, familias de un solo progenitor, abusos 6sicos, etc.), las
condiciones de vida (viviendas precarias, etc.), las influencias de la
escuela (deserción escolar, etc.), las presiones del grupo de pertenencia
y las oportunidades ocupacionales. Se ha diagnosticado que dentro de
esta serie de factores causales hay algunos sobre los cuales es más facil
intervenir con la finalidad de prevenir el delito, mientras que sobre al­
gunos otros es más difícil y sobre unos pocos es imposible. Por otro
lado, investigaciones empíricas sugieren que múltiples factores de ries­
go interactúan para producir mayores niveles de riesgo, por lo que es
necesario tener en cuenta este tipo de relaciones al momento de dise­
ñar una técnica de intervención (Crawford 1998a).

Las críticas con respecto a este tipo de operación residen en lo
arriesgado que resulta establecer empíricamente una cadena causal en- 95
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tre los factores de riesgo y el delito, ya que muchas veces no se sabe
hasta qué punto un elemento constituye una causa o un efecto. En sín­
tesis, la vieja advertencia de los teóricos del etiquetamiento: estos fac­
tores tal vez nos digan más acerca del proceso de criminalización de
grupos específicos de personas que sobre los delitos que éstos supues­
tamente realizan. La relación de estos factores de riesgo con comple­
jos de relaciones económicas, sociales, políticas y culturales más
amplias y profundas queda totalmente fuera de esta operación de iden­
tificación.

En la segunda operación, que se refiere a los "factores producti­
vos", las investigaciones empíricas gubernamentales en el mundo an­
glosajón en los años noventa han construido un arco que incluye: for­
talecimiento de las familias y apoyo para ser buenos padres; fortaleci­
miento y mejoramiento de la vigilancia paterna; fortalecimiento de la
disciplina escolar; reducción de las inasistencias escolares injustificadas;
reducción de la deserción escolar y desarrollo de la relación familia­
escuela. Es llamativo, como señala Crawford (1998a), que en esta lista
de factores productivos estén ausentes totalmente las oportunidades de
ocupación y las oportunidades para el disfrute del tiempo libre, que
tan evidentemente influyen en la capacidad de autorrealizarse y, por
ende, de mantenerse en la línea conformista. Las críticas a este tipo de
operación se derivan de las realizadas a la operación previa y radican
siempre en el cuestionamiento del nexo de causalidad.

Crawford (1998a) nos presenta el High/ Scope Perry Pre-School
Project, por primera vez puesto en funcionamiento en Ypsilanti, Mi­
chigan, como un ejemplo de técnicas de intervención secundaria
desarrolladas en los EEUU en base a las premisas teóricas y empíricas
descritas arriba. Se trata de un esquema de intervención temprana,
dirigido a niños de entre 3 y 5 años que son identificados, en función
de sus situaciones familiares, como en riesgo de desarrollar una carre­
ra criminal. Se inició en 1962 con 123 niños negros de familias de ba­
jos ingresos que fueron divididos en dos grupos; unos fueron enviados
a un programa de desarrollo infantil y el resto se constituyó en el gru­
po de control. El programa de educación preescolar, altamente estruc­
turado y basado en la idea del "enriquecimiento cognitivo", funcionó
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durante dos años. Se combinaba con visitas a los hogares de los niños
incluidos en el programa, con trabajo de asistencia a sus padres. La eva­
luación a largo plazo comparó ambos grupos de niños cuando llega­
ron a la edad de 27 años. Sólo 7% de los niños/jóvenes que pasaron
por el programa fueron alguna vez arrestados, un quinto de la canti­
dad de niños/jóvenes arrestados en el grupo de control. Los miembros
del programa además fracasaron menos escolar mente, muchos de ellos
se transformaron en propietarios de su hogar, teman trabajo estable,
etc. El senado de EEUU estimó que por cada millón de dólares inver­
tido en el programa se ahorraron 5 millones de dólares en gastos en el
sistema de justicia penal. Otros proyectos en EEUU y Canadá, que pu­
sieron en funcionamiento esta técnica de intervención parecen confir­
mar estos resultados, lo que ha generado que en la década del noven­
ta haya sido exportada también a Gran Bretaña.

Otro ejemplo de este tipo de técnicas de intervención secundaria
planteado por Crawford (1998a), es el DalstonYoutli Project llevado ade­
lante en el Este de Londres a partir de 1994, importado de los EEUU
por la organización YAR (Iuvenrud en Riesgo). Este proyecto estaba
dirigido a jóvenes entre 15 y 18 años que presentaban un serio riesgo
de comenzar una "carrera criminal" y el objetivo era brindarles un es­
pacio en el que pudieran desarrollar una evaluación de su situación
vital, definir metas positivas y dirigir en ese sentido sus propias vidas.
Las actividades que se desarrollaban combinaban educación, entrena­
miento y empleo con desarrollo personal. Se trataba, en primer lugar,
de reclutar voluntarios y jóvenes en riesgo para un curso intensivo de
una semana realizado fuera del área de residencia, usualmente en el
campo, en el que se llevaban a cabo actividades educativas y de entre­
namiento laboral y se pretendía enlazar a cada joven en riesgo con un
voluntario que actuaba como su mentor para brindarle asistencia en el
largo plazo.

En el caso del Proyecto Dalston participaron activamente el
Hackeney Council, el servicio de "libertad condicional" y la policía,
tanto en las actividades educativas como en la oferta de tutorías.
También, se incluyeron actividades al aire libre para generar confianza
mutua y cooperación entre los jóvenes participantes. Los primeros 97
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resultados de las evaluaciones del proyecto indican que aquellos jóve­
nes que participaron en el mismo lo consideran una experiencia útil
y luego de un año de haber participado la mitad de ellos se encontra­
ban trabajando, estudiando o en procesos de formación laboral.

El contexto francés:

- Premisas teóricas y estructura administrativa

98

A diferencia de lo que sucedió y sucede en el contexto anglosajón con
la táctica social de prevención del delito, cuya instalación en las polí­
ticas gubernamentales es más o menos fragmentaria y compite cons­
tantemente con las tácticas situacional/ambiental y comunitaria que
son, sin duda, predominantes; en Francia la misma se constituyó en el
eje central en este cambio de paradigma en las políticas del control del
crimen desde finales de los años setenta, dando lugar a una estructura
administrativa de alcance nacional.

En 1978 se creó el Comité Nationale de Prévention de la Violence et de
la Criminalité, acompañado por una serie de comités departamentales
destinados también a esta temática. En 1981 con la llegada al gobier­
no del Partido Socialista estas estructuras se fortalecieron y al mismo
tiempo su funcionamiento fue profundamente modificado. En 1983,
Gilbert Bonnemaison escribió el informe del comité: Face ala délin­
quance, prévention, répression, solidarité, que ha sentado la agenda de la
prevención del delito en Francia de allí en adelante y más allá de los
cambios electorales.

El informe Bonnemaison planteaba el problema de la prevención
del delito en torno a tres conceptos claves:"solidaridad", "integración"
y "localidad". Sugería que las causas del delito se enraizaban en com­
plejos y profundos factores sociales: las condiciones de vida, las condi­
ciones de trabajo, los cambios en la organización de la vida familiar, la
pobreza y la exclusión social. Por ende, el Estado debía promover
estrategias de integración por las cuales aquellos grupos e individuos
en los márgenes de la solidaridad social debían ser reincorporados al
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juego de las interacciones sociales. Los problemas centrales, según
Bonnemaison, en este sentido eran: los jóvenes, los desempleados y los
inmigrantes. El informe enfatizaba la prevención del delito como una
actividad por entero diferente a aquella de la represión, ya que esta
última era estructuralmente incapaz de alcanzar las causas fundamen­
tales de la cuestión criminal. Por eso mismo, la actividad preventiva no
podía ser confiada a las agencias estatales que integraban el sistema de
justicia penal, sino que se debía crear una nueva estructura administra­
tiva. Esa nueva estructura administrativa debía instalarse en la dimen­
sión local, para ser flexible y capaz de adaptarse a las circunstancias y
contingencias de cada espacio urbano. En la dimensión local, todos los
actores relevantes deberían cooperar e interactuar en el diseño y eje­
cución de las líneas de acción, tratando de generar soluciones "hori­
zontales", incluyendo no sólo a agencias estatales sino también a acto­
res de la sociedad civil.

El desarrollo de la táctica social de prevención del delito en Francia
-tal vez el contexto en que ésta se presenta en forma más acabada y
difundida- tiene sus premisas teóricas, fundamentalmente, en este
Informe Bonnemaison. A diferencia de lo que sucede en el contexto
anglosajón, las fuentes conceptuales de la táctica social francesa están
constituidas por un abordaje que nace con ella misma y no que la pre­
cede; aunque se vincula con la producción intelectual de una crimi­
nología socialdemócrata y una criminología crítica bastante difundidas
en los centros académicos franceses, aunque no tanto en las agencias
gubernamentales (Baratta 1993).

A partir de este informe, en 1983, se estableció una nueva estructu­
ra administrativa dedicada a la prevención del delito dividida en tres seg­
mentos: el Conseil National de Prévenüon de la Délinquance (CNPO),
encabezado por el Primer Ministro e integrado por representantes de los
ministerios relevantes y los intendentes de las ciudades más importantes;
los Conseils Départementaux de Prévention de la Délinquance (COPO) y los
Conseils Communaux de Préuention de la Délinquance (CCPO). Este últi­
mo segmento fue central en el desarrollo de la táctica social de preven­
ción del delito durante los años ochenta y noventa y en la elaboración
y puesta en funcionamiento de las diversas técnicas de intervención. 99
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Estos CCPO recuperaban tres valores de la racionalidad política
alentada por el gobierno socialista: la descentralización administrativa,
incentivar la participación ciudadana y la cooperación e interacción
entre las agencias del Estado y los actores relevantes de la sociedad
civil. Los objetivos de estos CCPO fueron: coordinar la acción preven­
tiva en el nivel local, definir los objetivos de la acción preventiva de
acuerdo a las circunstancias locales y monitorear los procesos de im­
plementación. En estos CCPO participaban tres tipos de actores: fun­
cionarios electos popularmente, funcionarios de la administración de
justicia y grupos de ciudadanos (voluntariado, sindicatos, etc.) y eran
presididos por el intendente municipal. También participaban funcio­
narios estatales de diversas reparticiones ministeriales involucradas:
educación, bienestar social, justicia, etc.

En los inicios de la década del noventa, con la creación del
Ministére de la Ville y del Conseil National des Villes en su seno, que
reemplazó al CNPO y al que se le dio la responsabilidad en materia
de prevención del delito, se produce un fortalecimiento institucional
muy importante. En esta nueva estructura nacieron los "contratos de
acción de prevención", entre el Estado y la ciudad o la región, para de­
terminar los planes de acción en materia de prevención del delito con
una extensión de tres años y con sus propios esquemas de financia­
miento. Hacia 1998 en Francia existían aproximadamente 700 CCPO
en casi todas sus ciudades medianas. La investigación empírica sobre la
implementación de los contratos de acción de prevención parece
demostrar que en la práctica se le da un papel central a las áreas urba­
nas más deprimidas socialmente y a la mejora de la calidad de vida en
ellas.

Dos de las consideraciones críticas que se han realizado más fre­
cuentemente no se refieren tanto a las premisas teóricas como a las
estructuras administrativas establecidas en función de ellas y a su fun­
cionamiento. En primer lugar, se ha señalado que los proyectos impul­
sados por los CCPO han sido dirigidos, por lo general, de manera vaga
y ambigua a poblaciones en general en lugar de a determinados sec­
tores poblacionales en riesgo, es decir, que las técnicas de intervención
han sido más bien primarias que secundarias, aún en la dimensión
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local. En segundo lugar, se afirma que la compleja estructura adminis­
trativa muchas veces genera superposiciones de funciones y de esta
forma se malgastan recursos materiales y humanos, lo cual ha impedi­
do, a su vez, la activa participación del sector privado, reproduciendo
la fuerte tradición estatista francesa (Baratta 1993, 1998; Creazzo 1996;
Robert 1991).

- Técnicas de intervención"

Una de las técnicas de intervención de carácter secundario más difun­
didas, en realidad precedió al Informe Bonnemaison y al nacimiento
de la estructura administrativa a que éste dio lugar. Como consecuen­
cia de los fuertes disturbios urbanos que se produjeron en el verano de
1981, en 1982 se generó una estrategia general llamada Anti-été chaud

o Étés Jeunes, que luego tomó el nombre de Opérations Prévention Eté

(OPE). Esta técnica de intervención está dirigida a jóvenes menores de
18 años, considerados como un grupo de riesgo por habitar zonas
urbanas deprimidas social, económica y culturalmente, y consiste en
invitarlos a campos de vacaciones o bien, a los que permanecen en la
ciudad, proveerles una serie de actividades durante los meses de vera­
no. El primer año en que se puso en movimiento, de manera simultá­
nea en diversas ciudades francesas, 10.000 jóvenes integraron la prime­
ra categoría y 100.000 jóvenes integraron la segunda. Esta técnica de
intervención, aunque generalizada, se origina y gestiona a nivel local y
cuenta con la financiación del gobierno central, el gobierno regional
y organizaciones voluntarias.

Con su repetición sucesiva esta técnica de intervención se fue mo­
dificando. Nacieron así los animateurs,jóvenes trabajadores que se en­
cargan de organizar y manejar los étés jeunes, que por lo general son
inmigrantes del norte de África elegidos por su capacidad de lideraz­
go y el grado de contacto con sus compañeros. De esta manera, esta
técnica de intervención agrega la línea de brindar oportunidades labo­
rales, aunque sea por un plazo de tiempo limitado, a un grupo dentro

12 Los ejemplos han sido extraídos de Crawford (1998a). 101
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de los destinatarios. Los promotores de esta técnica de intervención
han sostenido que ha logrado reducir el delito en áreas urbanas cen­
trales, así como también ha impedido la sucesión de nuevos disturbios
urbanos como los de 1981.

Otra técnica de intervención secundaria en el ámbito francés,
generada a partir de la estructura administrativa, son los equipos de
trabajadores sociales especializados en prevención del delito que actú­
an, desde los CCPO, con jóvenes que tienen problemas familiares y
escolares en la ciudad. Estos equipos de trabajadores sociales actúan
con el consentimiento de dichos jóvenes, de manera tal que no brin­
dan información sobre los mismos ni a las agencias estatales ni a sus
propios familiares sin su consentimiento, estableciendo vínculos de
confianza que posibilitan mecanismos de asistencia. De hecho, estos
equipos de trabajadores sociales se han transformado en representan­
tes de los jóvenes en riesgo frente a otras agencias estatales y actúan
como mediadores en las familias y la comunidad.

El paquete de técnicas de intervención que significó el desarrollo
de la estructura administrativa francesa después del Informe
Bonnemaison, ocasionó que, a diferencia de lo acontecido en el resto
de los países de Europa, la tasa de delitos descendiera a partir de 1985,
en 1986 y 1987. En el segundo año el descenso fue de un 8%, siendo
el mayor registrado desde 1972. Comparando las ciudades en las que
se instalaron CCPO y aquellas en las que no, se observa un 10% más
de reducción del número de delitos en las primeras. Sin embargo,
como nota Crawford (1998a), la carencia de investigaciones empíricas
dedicadas a evaluar en forma más precisa las técnicas de intervención
empleadas hace dificil sostener científicamente una relación de causa­
lidad entre este paquete de intervenciones y la reducción del delito.

Es preciso reconocer el carácter progresista de la retórica política
francesa relativa a la prevención del delito, mayormente centrada en la
táctica social; anteponiendo al sistema penal un juego de estrategias
para reforzar la cohesión social -contra la exclusión social-; basado en
una estructura administrativa descentralizada en la dimensión local,
pero al mismo tiempo conectada con la dimensión central, que permi­
te la combinación de relaciones horizontales y verticales; que recono-
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ce la naturaleza política del delito y la prevención del delito al habili­
tar la participación en este marco de los representes elegidos democrá­
ticamente. Pero también es preciso señalar la distancia que existe entre
esta retórica y el estado real de las cosas en Francia. Esto sin perder de
vista, al mismo tiempo, la importancia de la circulación de este tipo de
discursos científicos y políticos, que enfatizan las soluciones a largo
plazo dirigidas a las causas sociales del delito y que están basados en una
comprensión del mismo como un fenómeno complejo y múltiple.

- Consideraciones críticas

Es posible hacer algunas consideraciones críticas con respecto a las
técnicas de intervención secundarias desarrolladas en el marco de la
táctica social de prevención del delito -sobretodo en el contexto
anglosajón. En primer lugar, hay un impulso a generar intervencio­
nes cada vez más tempranas sobre los jóvenes en riesgo, por lo que
criminólogos y operadores ya casi comienzan a hurgar en las cunas.
En segundo lugar, la búsqueda de vinculaciones entre los factores de
riesgo dirige la mirada hacia cadenas causales cada vez más extendi­
das, más difíciles de demostrar empíricamente, llevando con ello a
criminólogos y operadores a ensanchar las redes del control social
(Cohen 1988). En tercer lugar, como planteaban los teóricos del eti­
quetamiento, las técnicas de intervención sobre potenciales ofenso­
res o grupos en riesgo son estigmatizantes y albergan un mecanismo
que puede ser descrito como una profecía que se cumple a sí misma.
En cuarto lugar, la lógica de la definición de jóvenes en riesgo se
hace en función de análisis estadísticos de agregados sociales que tie­
nen, en el mejor de los casos, un alcance probabilístico, por lo que
muchos "falsos positivos" pueden ser incluidos en la categoría y
luego sometidos a estas técnicas de intervención, lo que genera fuer­
tes dudas desde el punto de vista ético y político sobre el resultado
global de las mismas (Crawford 1998a).

Un problema muy importante que enfrenta la táctica social de pre­
vención del delito, en el contexto anglosajón más que en el francés, es
la cuestión del financiamiento. Esta táctica dispara técnicas de inter- 103



lnseg'Jrjºªd prevención y pgUdª

104

vención que involucran a diversas agencias estatales: la prevención del
delito es responsabilidad de todas ellas, pero de ninguna en particular.
Por esta vía se producen problemas de financiamiento en el contexto
del ajuste económico de la racionalidad política neoliberal, que hace
que muchos cursos de acción terminen en una etapa inicial.

Otro problema importante, tanto en el contexto francés como en
el contexto anglosajón, es la ausencia de estimaciones y evaluaciones
serias de los resultados producidos. Existe una serie de inconvenientes
en la evaluación de toda acción de prevención del delito, pero en la
prevención social estos inconvenientes se transforman muchas veces
en obstáculos insalvables. Por otro lado, los esfuerzos tampoco han sido
dirigidos en esa dirección al momento de diseñar e implementar las
técnicas de intervención, ni en el mundo anglosajón ni en Francia,
constituyendo éste uno de los grandes desafíos para el futuro de esta
táctica de prevención del delito (Baratta 1993, 1998; Pavarini 1994b).

Por último, una cuestión central de la táctica social de prevención
del delito es su relación problemática con la política social en general.
Si las técnicas de intervención construidas sobre esta base no se dife­
rencian claramente de las intervenciones sociales en general, plantean­
do los mecanismos y resultados esperados en el diseño de las mismas
y guiando su implementación por estas coordenadas, se corre el ries­
go de "criminalizar la política social". Es decir, en esta coyuntura polí­
tica, en determinados horizontes culturales, parece más facil justificar
determinadas intervenciones dirigidas a mejorar la educación, la salud,
el bienestar, etc., de los habitantes si están orientadas al objetivo de la
prevención del delito, pues el estado de cosas preexistente es cataloga­
do de criminógeno. El riesgo político Ínsito en esta operación es enor­
me (Baratta 1993, 1998; Crawford 1998a). Hay cosas más importantes
que la prevención del delito y que tienen su peso específico. Sería con­
veniente "socializar la política criminal" a través de la introducción de
este tipo de técnicas de intervención en el marco de la táctica social
de prevención del delito, siempre que no implique el proceso inverso.
y para ello es indispensable clarificar los limites entre ambas esferas de
acción (Baratta 1993; Pavarini 1993).
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Táctica comunitaria

Esta táctica surgió en el contexto anglosajón a partir de la década del
setenta y puede considerarse una forma de pensar la prevención del
delito -que se imbrica con formas de actuar- que se encuentra entre
la táctica situacional-ambiental y la táctica social. Pavarini (1994c) se
refiere a ella como "prevención a través de la participación situacio­
nal", mientras Crawford (1998a) la incluye dentro del conjunto más
amplio de la "prevención social y comunitaria". En sentido estricto, se
encuentra muy vinculada a las premisas teóricas de la táctica social, ya
que se imagina como una forma de pensar y actuar sobre las causas del
delito -una diferencia importante con respecto a la prevención situa­
cional y ambiental. Sería entonces, de acuerdo a las clasificaciones que
venimos trabajando en torno al objeto de la prevención, un subgrupo
de técnicas de intervención que están orientadas a la comuni­
dad/vecindario en lugar de estar orientadas a las potenciales víctimas
o a los potenciales ofensores.

Sin embargo, la prevención comunitaria del delito no sólo se con­
centra en la comunidad/vecindario como objeto de las intervencio­
nes, sino también, al mismo tiempo, como un actor. En esta dirección,
la participación social de aquellos que comparten un espacio o unos
valores es el canal básico de la intervención, que busca reconstruir el
control social del territorio por parte de quien lo habita (Pavarini
1994c). Por esta vía, ingresan ideas cercanas a las premisas teóricas de
la táctica situacional-ambiental sobre las elecciones racionales y las
actividades rutinarias.

Ahora bien, para resolver la tensión que deriva de esta doble fun­
ción de la comunidad como objeto/sujeto y de las premisas teóricas
propias que la individualizan, hemos resuelto considerarla una táctica
de prevención del delito en sí misma, sin perjuicio de reconocer las
múltiples vinculaciones que tiene con la táctica social y la táctica
situacional-ambiental, que serán señaladas en la descripción de la
misma.

105
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Muchas de las intervenciones que son vestidas con una retórica en
torno a la expresión "prevención comunitaria del delito" están, desde
el punto de vista teórico, escasamente elaboradas y son inconsistentes.
Sin embargo, existe un cúmulo de fuentes teóricas que han impacta­
do en la elaboración de esta táctica de prevención del delito, en forma
más o menos directa y que es posible reconstruir, sin por ello sugerir
que las técnicas de intervención posean la claridad que la premisas que
aquí individualizamos supone. Siguiendo a Crawford (1998a) es posi­
ble distinguir las siguientes posiciones teóricas:

• LA movilización de los individuos y los recursos: como decíamos más
arriba, en esta táctica de prevención del delito la comunidad juega dos
papeles. Por un lado, es el blanco de las intervenciones. Por el otro, se
trata de la vía para la intervención ya que es a través de ella que la tác­
tica de prevención del delito es puesta en funcionamiento. Sin embar­
go, comúnmente la comunidad no es concebida como una entidad
colectiva, sino más bien como un agregado de individuos que deben
ser involucrados en la actividad preventiva. De esta manera, es visible
el impacto de la racionalidad política neoliberal, pues las comunidades
son visualizadas como un conjunto de individuos capaces de eleccio­
nes racionales que en función de sus intereses privados deciden si par­
ticipan o no en las intervenciones dirigidas a prevenir el delito.

En este mismo sentido, la comunidad es un mecanismo de reco­
lección de recursos que el Estado Social que se retira en la era neo­
liberal deja de aportar, en este caso, en torno a la cuestión criminal.
En esta retirada, se instala la retórica de la necesidad de que los indi­
viduos recuperen su autonomía, su iniciativa y capacidad de empresa,
para así hacerse responsables de su propio destino y acabar con la
"cultura de la dependencia" del welfarismo, que se traducía en pasivi­
dad e irresponsabilidad. La comunidad es, en esta dirección, una
herramienta simbólica para motivar la generación de individuos acti­
vos y responsables (Garland 1996; O'Malley 1992, 1996) -los puntos
de contacto con las premisas teóricas de la prevención situacional­
ambiental son evidentes.
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• Organización comunitaria: la táctica comunitaria de prevención del
delito se asienta en la asunción de que el delito es resultado del fraca­
so de la vida comunitaria, de los procesos de socialización y control
social informal que ella implica. Se lee aquí el legado de las teorías
ecológicas de la Escuela de Chicago desarrolladas a partir de los años
veinte en los EEUU y,especialmente, de las ideas sobre la "desorgani­
zación social" de Clifford Shaw y Henry McKay (Downes y Rock
1998; Melossi 1992).

Partiendo de la teoría zonal sobre el espacio urbano de E. Burgess,
estos dos autores se plantearon el problema de por qué ciertas áreas
-en especial, en Chicago durante 1920 y 1930, las "zonas de transi­
ción" en las que se instalaban los recién llegados inmigrantes, entre la
zona del centro y las zonas residenciales- producían criminalidad y
cómo, en su marco espacial, era "culturalrnente transmitida" de una
generación a la otra -lo que se demostraba en que cuando los residen­
tes de esas zonas urbanas se desplazaban a otras, en virtud de la cons­
tante movilidad económica y poblacional, no llevaban consigo la alta
tasa de delitos. La razón de este problema la encuentran en la inefi­
ciencia del control social en dichas comunidades, entendido como la
capacidad de las mismas de producir valores comunes. De allí, la nece­
sidad de renovar las instituciones comunitarias y regenerar un "senti­
do de comunidad" que se estaba perdiendo en el flujo constante de
población en la ciudad: la "reorganización comunitaria" -las vincula­
ciones con las "teorías del control" que constituyen premisas teóricas
de la táctica social son evidentes en este punto.

Los mismos autores de esta construcción teórica intentaron gene­
rar técnicas de intervención basadas en ella, en los años treinta: los
Chicago Area Projects (CAP). Se apuntaba a generar y mantener el sen­
tido de comunidad en determinadas áreas urbanas, impulsando el desa­
rrollo del control social informal, especialmente sobre lo jóvenes, par­
tiendo de la premisa del involucramiento de los residentes y el asegu­
ramiento de su permanencia en la zona urbana. En el marco de los
CAP se desarrollaban actividades recreativas para los niños, apoyo
comunitario a través del voluntariado y las instituciones de la comu-
nidad, proyectos educacionales, etc. Estos CAP han sido la inspiración I07
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de muchos programas de organización y desarrollo comunitario esta­
blecidos desde entonces en EEUU.

Las críticas que se suele hacer a estas teorías ecológicas son varias
y se encuentran muy bien fundadas: que la teoría zonal no es aplica­
ble a otras ciudades y a otros momentos históricos dentro y fuera de
los EEUU; que planteaba una perspectiva determinista en la relación
entre área urbana y producción de delitos -que después recuperarían,
en su estilo, las ideas sobre el designing out aime-; que no consideraba
el impacto en las comunidades de fuerzas externas a ellas, es decir, las
relaciones de poder económico y político más amplias; que basaba sus
conclusiones en datos oficiales sobre la cantidad de ofensores conoci­
dos en un área urbana, en vez de basarlas sobre la cantidad de ofensas
realizadas; y, por último, que dio lugar, con su concepto de "comuni­
dad patológica", a un cambio importante con respecto a la crimino­
logía positivista que se focalizaba en el individuo patológico, abriendo
el campo de la consideración de los agregados sociales, reproduciendo
los mismos efectos estigmatizadores y selectivos que sus antecesores
conceptuales.

Sin embargo, las ideas de la Escuela de Chicago en materia de
organización comunitaria han influido sobre la táctica comunitaria de
prevención del delito -sobretodo en EEUU- por más de medio siglo.

• Defensa comunitaria (la tesis de las "ventanas rotas"): Wilson y
Kelling, re-trabajando las concepciones sobre la desorganización social
de la Escuela de Chicago, han desarrollado esta tesis cuyo impacto en
la táctica comunitaria de prevención del delito ha sido muy importan­
te en el contexto norteamericano y en otras latitudes. Sostienen estos
autores que las incivilidades menores como el vandalismo, el mendi­
gar, el embriagarse, etc., si no son controladas en el macro de la comu­
nidad, generan una cadena de respuestas sociales desfavorables, por las
cuales un vecindario decente y agradable puede transformarse en
pocos años y hasta en pocos meses en un atemorizante "gueto".

Cuando no son evitadas o controladas, las incivilidades producen
miedo en los vecinos, lo que genera, a su vez, un desapego con respec­
to a la comunidad y, potencialmente, su abandono. Esto lleva a la
reducción de los alcances de los mecanismos informales de control
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social, lo que se traduce necesariamente en delitos cada vez más gra­
ves que, en consecuencia, engendran mayor sensación de inseguridad,
y así sucesivamente en un proceso espiralado. El primer indicador de
la "declinación urbana" es, más que la cantidad de delitos, el creci­
miento de las incivilidades, ya que son el "signo del desorden" y -lo
que es aún peor- del "a nadie le importa", generando la creencia de
que el ambiente comunitario está incontrolado y es incontrolable.

La solución propugnada por estos autores es romper el ciclo de la
declinación urbana en sus primeras etapas, focalizando las técnicas de
intervención en las incivilidades, a través de la actividad policial. La
policía debe encargarse, además de combatir el delito, de "mantener el
orden". Para ello, debe reforzar los mecanismos de control social infor­
mal de la comunidad, nunca reemplazarlos, ya que la institución poli­
cial, aún invirtiendo recursos extraordinarios no podría hacerlo. El
control social es entendido en este marco teórico en forma dual: por
un lado, son las formas de vigilancia de los residentes sobre su medio
ambiente, que puede derivar en acciones por parte de ellos mismos o
de otros actores; y,por el otro, es la actividad de regulación de la comu­
nidad sobre las conductas de sus propios miembros a través de sus pro­
pias reglas.

Se observa -implícitamente- una falta de preocupación en esta
perspectiva teórica por las zonas urbanas con altos niveles de crimina­
lidad, ya que representan "comunidades irredimibles" que están más
allá de cualquier posibilidad de salvación.

Esta construcción teórica se articula perfectamente tanto con las
apelaciones al "cornunitarismo" -las "comunidades fuertes" no necesi­
tan que se las controle sino que pueden controlarse a sí mismas, no se
trata tanto del polícing cif communities como del polícing by communities­
como con las invocaciones al community policing -que no es tanto el polí­
cing by communities sino el policing cif communities. En esta última direc­
ción Kelling y Wilson recuperan la posibilidad de una "solución poli­
cial" con respecto a la prevención del delito, en dirección opuesta al
resto de tendencias que apuntan a la multiplicación de actores y la ins­
talación de mecanismos de pattnership (asociación) -comunes a las otras
tácticas contemporáneas de prevención del delito e incluso a ciertas I09
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versiones de la táctica comunitaria. Esta perspectiva se conecta también
directamente con presunciones de sentido común y con las demandas
de la opinión pública sobre el incremento de las patrullas policiales.

La imagen que la "teoría de las ventanas rotas" proyecta es una de
"defensa comunitaria",en la que la comunidad es atacada por los con­
tra-valores del desorden que la impulsan al "espiral de la declinación",
cuyos agentes son los "extraños",los que no pertenecen al ámbito co­
munitario, que representan una "invasión extranjera". Esta visión su­
pone una concepción de la comunidad como una localidad compar­
tida, en términos territoriales; pero, al mismo tiempo, como una iden­
tidad compartida o "sentido de comunidad". La proximidad genera
preocupaciones que derivan en intereses comunes, producen coopera­
ción e interacción y un sentimiento de pertenencia, e impulsa los
mecanismos informales de control social. Esta mirada re-conceptuali­
za la idea de "comunidad patológica", en forma circular, ya que el de­
sorden y la degeneración comunitaria son concebidos como la causa
del delito y del miedo al delito.

Las investigaciones empíricas recientes en el mundo anglosajón,
han demostrado que resulta dificil sostener esta ligazón causal que
suponen Kelling y Wilson entre incivilidades, temor social, quiebra de
los mecanismos informales de control social y altos niveles de crimi­
nalidad. Las incivilidades tienen diferentes efectos en distintas comu­
nidades y mucho de ello depende de los recursos sociales y políticos
disponibles en esa zona urbana.

Asimismo, la idea de "mantenimiento del orden" que trabajan
Kelling y Wilson es muy problemática, ya que lo que consideran "de­
sorden" algunas veces coincide con ilegalidades pero muchas otras
veces no, por ende: ¿qué sentido del orden debe guiar la actividad
policial?, ¿el del agente o la institución policial?, ¿el de la comunidad?,
y en este último caso, ¿de qué comunidad estamos hablando o mejor
aún, de la comunidad de quién? En toda zona urbana existen diversas
concepciones del orden entre sus habitantes y siempre la actividad
policial -en el caso de que no se guíe por su propia perspectiva- de­
fenderá el sentido del orden de un sector de la comunidad frente a los
otros.
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Pese a las múltiples críticas que esta perspectiva ha recibido en los
años ochenta y noventa, su influjo en la táctica comunitaria ha sido
sostenido, inclinando el foco de la atención no sólo hacia los mecanis­
mos informales de control social al interior de la comunidad, sino
también hacia la relación entre éstos y las agencias estatales, especial­
mente, la institución policial.

• El inuoluaamiento de los residentes: a mitad de camino entre la orga­
nización y la defensa comunitaria, esta fuente teórica impulsa el
"ernpoderamiento" de los residentes de una zona urbana para el desa­
rrollo de la actividad preventiva, en una suerte de "nuevo contrato so­
cial" por el cual las agencias estatales tradicionalmente encargadas de
ello -la policía- relegan parte de sus facultades a los ciudadanos. Se trata
de las ideas en torno a la"orientación a la resolución de problemas". Se
parte de la base de que las comunidades locales tienen particularidades
irreductibles, por lo que sólo ellas mismas pueden definir cuáles son sus
propias necesidades y problemas. El involucramiento de los residentes
en la actividad preventiva permite habilitar un flujo de información
desde la comunidad local a los actores encargados de brindar el servi­
cio público, principalmente, la institución policial. De esta manera la
institución policial puede cambiar sus formas de pensar y actuar de
acuerdo a las demandas de la comunidad. Se apunta a la producción de
una relación de confianza y cooperación entre la institución policial y
el vecindario, en el marco de la descentralización de la toma de deci­
siones y la prestación de los servicios en las estructuras estatales.

En definitiva, se trata de una reflexión acerca de la forma de mejo­
rar la relación entre los ámbitos formales e informales del control
social, que se traduce de diferentes maneras: desde iniciativas de parti­
cipación ciudadana en la toma de decisiones a formas de consulta y
ejercicios de relaciones públicas. La mayor parte de las iniciativas gene­
radas desde este marco teórico han sido desde arriba hacia abajo y han
tratado de movilizar al público para apoyar las actividades de las agen­
cias estatales existentes. Las expectativas de la participación ciudadana
no han coincidido en la mayor parte de los casos con el diseño de las
iniciativas y esto ha ocasionado que la misma haya sido por lo general
fragmentaria y esporádica. I I I
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Recientemente en las instituciones intermedias de la sociedad civil,
con capacidad de regular comportamientos, ha habido un renacimien­
to del interés en generar mecanismos de prevención del delito. Se trata
de una idea que proviene de la teoría de la desorganización social de
la Escuela de Chicago, pero que adquiere contemporáneamente la
peculiaridad de que no reivindica únicamente los espacios de institu­
ciones intermedias como agentes de socialización sino como actores
con autoridad suficiente para actuar directamente en el control del
delito. El objetivo es la "autorregulación" de la comunidad local.

Sin perjuicio de que puedan trabajar junto con las agencias estata­
les, las instituciones intermedias lo hacen a la sombra de éstas, ya que
en caso de que el mecanismo de autorregulación fracase, tienen la fun­
ción secundaria de promover las intervenciones formales. Ejemplos de
estas instituciones intermedias son: los programas de mediación comu­
nitaria y las diversas formas de prívate policing ("patrullas ciudadanas",
"guardianias privadas", "grupos de vigilantes"), etc. Es interesante que
esta revitalización de las instituciones intermedias surja exactamente
cuando están desapareciendo en casi todos los otros ámbitos de la vida
social en el mundo anglosajón.

No todos los partidarios de la actuación de las instituciones inter­
medias como mecanismo de prevención del delito están de acuerdo
en la relación que deberían establecer con las agencias estatales. Si bien
la misma puede ser cooperativa y complementaria, hay algunos auto­

res que apuntan a modelos más conflictuales. En este sentido, la insta­
lación de las instituciones intermedias en la comunidad no debe ser
leída simplemente como la ampliación de las redes estatales, sino como
el nacimiento de campos híbridos, entre lo público y lo privado, que
tiene su propia lógica.

Esta noción de instituciones intermedias ha sido impulsada en el
marco de racionalidades políticas muy diferentes entre sí. Desde la
agenda neoliberal, significa una forma de potenciar el desarrollo de la
retirada del Estado Social, dejando espacio a las acciones de los indi­
viduos y grupos emprendedores. Desde la agenda radical, significa
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generar un espacio a partir del cual los militantes pueden aunar fuer­
zas en la lucha contra un estado de cosas injusto marcado por las desi­
gualdades de raza, clase y género, de manera tal de impulsar el mutua­
lismo y el "ernpoderamiento". En el medio se sitúa la agenda comu­
nitarista, que pide prestado a ambos argumentos para justificar la exis­
tencia de estas instituciones comunitarias.

Las dos grandes objeciones que se han esbozado con respecto a
estas perspectivas de instituciones intermedias y prevención del delito
son: que se puede tratar de un ensanchamiento de la red del control
social, con todos los efectos socialmente negativos que ello implica, y
que esos espacios híbridos pueden, en ciertos casos, chocar con los
intereses públicos.

- Técnicas de intervención

A continuación brindamos algunos ejemplos de técnicas de interven­
ción que han nacido en el marco de la táctica comunitaria de preven­
ción del delito (tomados de Crawford 1998a) .

• Mediación comunitaria: esta técnica de intervención tiene como
objetivo que las comunidades recuperen el control sobre sus propios
conflictos. Se presupone que tradicionalmente los conflictos han sido
expropiados por el sistema de justicia, a través de sus profesionales,
relegando a las partes involucradas al papel de meros observadores. Se
trata de que éstas tengan un papel preponderante en la resolución de
sus disputas (Christie 1992).

La creación del San Francisco Community Board como una institu­
ción intermedia que promueve la autorregulación comunitaria basán­
dose en una crítica a las intervenciones formales de las agencias esta­
tales, constituye uno de los primeros casos en los que esta técnica de
intervención se puso en funcionamiento. Fue creado en 1977 y aplica
procedimientos conciliatorios a un número importante de conflictos
comunitarios, siempre y cuando no se trate de violaciones a la ley
penal -aunque desde su creación se reivindicaba la posibilidad de ir
avanzando en la escala de conflictos para alcanzar cuestiones cada vez
más serias. Se involucran voluntarios, que trabajan en los procesos de I I3
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mediación como la parte neutral que contribuye a arribar a un acuer­
do consensuado, siempre al margen del sistema legal.

Es muy difícil construir una evaluación del impacto que una téc­
nica de intervención de este tipo puede tener sobre el delito y el
miedo al delito. Las evidencias empíricas demuestran un alto nivel de
satisfacción entre quienes participaron en los procesos de mediación,
sin embargo, también muestran que el impacto de la mediación comu­
nitaria en la comunidad es marginal, ya que sólo un grupo de "privi­
legiados" ingresa voluntariamente en este tipo de esquemas y no los
vecinos en general.

Aún así, la mediación comunitaria a partir del modelo del SFBC
se ha extendido ampliamente no sólo en EEUU sino también en Gran
Bretaña, Australia, Nueva Zelanda, Sudáfrica y Canadá.

• Community Policing: existe poco acuerdo sobre cuáles son los ele­
mentos que caracterizan al community policing y parece sólo posible
definirlo, en términos muy amplios, como todo aquello que mejora las
relaciones y la confianza entre la institución policial y la comunidad
local. En este sentido, implica en sí mismo una crítica de la policía tra­
dicional, razón por la cual ha enfrentado muchísimas dificultades para
desarrollarse en diferentes contextos culturales, debido a resistencias al
interior de la misma institución policial (Fielding 1995).

De manera general, se han definido algunos elementos que cons­
tituirían el núcleo duro del community policing como técnica de inter­
vención: el mayor uso de las patrullas policiales y el destino de los ofi­
ciales de policía a áreas geográficas determinadas sobre las que tienen
una responsabilidad específica; el desarrollo de relaciones de coopera­
ción con otros actores en la actividad preventiva; y la generación de
estructuras y procedimientos de consulta con la comunidad local sobre
sus prioridades y problemas (Reiner 1992).

La instalación de esta técnica de intervención se vincula estrecha­
mente con los procesos de descentralización o sectorialización policial
y con la adopción de la "orientación hacia la resolución de problemas"
en la actividad policial.

Las evidencias empíricas producidas para evaluar el impacto de esta
técnica de intervención arrojan resultados escépticos. En la mayoría de
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los casos si bien las transformaciones en la policía tradicional que
implica gozan de apoyo del público, no se traducen nunca en la dis­
minución efectiva del riesgo de victirnización y sólo en escasas opor­
tunidades en la reducción de los niveles de miedo al delito. Al mismo
tiempo es preciso señalar la falta estructural de mecanismos para eva­
luar estas técnicas de intervención, por lo que algunos autores afirman
que el community policing es "poco más que una herramienta retórica"
(Bayley y Shearing 1996: 588) .

• Neiglzbourhood Watch (NW): esta técnica de intervención está muy
vinculada al communitypolicing y se ha desarrollado fundamentalmente
a partir de la década del ochenta en Gran Bretaña y EEUU, aunque
tiene antecedentes que se remontan hasta fines de los años sesenta.

Se trata de una forma de involucrar a los miembros de la comuni­
dad local, impulsada y asistida por la institución policial, como una
forma de colaboración con la actividad policial. Los objetivos del NW
apuntan, por un lado, a la reducción de los delitos "oportunistas"
(robos en casas y apartamentos y robos de vehículos); y, por el otro, a
la reducción del miedo al delito, desarrollando en la comunidad local
una conciencia sobre la prevención del delito y un mejoramiento de
los mecanismos de seguridad doméstica. En líneas generales importa
facilitar el contacto entre el público y la policía así como mejorar su
relación. El NW implica básicamente una actividad de vigilancia de
los vecinos del propio territorio que habitan y un canal ágil de infor­
mación con respecto a la institución policial.

Una de las mejores evaluaciones del NW ha sido la realizada por
Bennett (1990), en dos áreas experimentales de Londres (Acto n y
Wimbeldon). Estas dos áreas fueron complementadas con investigacio­
nes en dos áreas adyacentes para evaluar el efecto potencial de despla­
zarniento y en un área alejada que funcionaba como el área de con­
trol. Lo resultados de esta evaluación son contundentes: el NW no
tiene ningún efecto en cuanto a la reducción del delito, ya que de
hecho en las dos áreas experimentales los robos contra las casas y apar­
tamentos se incrementaron, así como también sucedió en las áreas
adyacentes sólo reduciéndose en el área de control. Se identificó sí una
leve reducción del miedo al delito aunque sólo relevante estadística- I I5
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mente en una de las áreas experimentales.También se registró una sen­
sación de satisfacción y un sentido de cohesión social en la núsma
área. Sin embargo, la evaluación de la actividad policial fue mixta, las
tasas de denuncia no aumentaron ni hubo evidencias de que la policía
incrementó las tasas de detección. En EEUU existe evidencia empíri­
ca que avala estos resultados, con una sola diferencia: que en lugar de
reducir el miedo al delito en EEUU, el NW muchas veces tiene el
efecto inverso ya que implica abrir una preocupación constante en el
vecindario sobre el tema del delito y un canal de mayor información
sobre experiencias de victimización al interior de la comunidad local.

Por otro lado, se ha argumentado que el NW en lugar de reducir
el trabajo preventivo de la institución policial, que podría entonces re­
forzar su actividad reactiva, aumenta el trabajo policial ya que se debe
atender y asistir a los cientos de NW que crecen incesantemente. Se
ha demostrado también que la proliferación de NW se da en barrios
en los que sus habitantes tienen un nivel considerable de satisfacción
con la vida comunitaria y piensan que el nivel de delitos es alto. Esto
hace que sea mucho más común, tanto en Gran Bretaña como en
EEUU, encontrar esquemas de NW en vecindarios de cIase media que
en sectores urbanos de cIases populares. Sin embargo, sólo en Ingla­
terra y Gales se calcula que existen 140.000 NW establecidos que
abarcan unos 6 millones de propietarios, cifras que brindan una rápi­
da impresión sobre su impresionante expansión.

Una efecto perverso del establecimiento de los NW es que como
efectivamente tienden a reforzar la relación entre el público y la poli­
cía, los miembros de las comunidades locales que participan en el NW
frecuentemente solicitan los servicios de la policía ante cualquier
situación sospechosa y, como los NW se instalan en las áreas urbanas
donde se registra objetivamente menos necesidad de actividades pre­
ventivas, la institución policial termina brindando un mayor volumen
de servicios en los lugares que menos los necesitan.

Un complemento de los NW son los Street Watchers (SW) y las"pa­
trullas ciudadanas". Los SW se comenzaron a desarrollar en Gran
Bretaña en los años noventa e involucran patrullas de los residentes
locales enfocadas en problemas tales como la prostitución y el uso de
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drogas. Se trata básicamente de mecanismos destinados a la producción
de información para la institución policial y se ha reivindicado que
producen una reducción dramática de la prostitución, del robo en
apartamentos, casas y de delitos violentos, por ejemplo, en el caso del
Balsall HeathArea de Birmingham. Por otro lado, se han señalado efec­
tos negativos de intimidación y hostigamiento social.

Las patrullas ciudadanas se han desarrollado desde los años ochen­
ta en los EEUU y un ejemplo paradigmático fueron los Guardian
Angels de San Diego. Las evaluaciones sobre las mismas apuntan que si
bien no han contribuido a reducir el nivel de delitos sí lo han hecho
con respecto al miedo al delito.

El problema más importante de estos dos derivados del NW es la
cuestión de la legitimidad y la responsabilidad: sus facultades no están
legalmente establecidas como las de la policía pública y, a diferencia de
ella, los SW y las patrullas ciudadanas no reciben entrenamiento, ni son
controlados de ninguna manera por su accionar, ¿ante quién serían res­
ponsables? El riesgo de que se desarrollen en un sentido represivo está
siempre latente (Aniyar de Castro 1998; Baratta 1993, 1998; Pavarini
1994c) .

• TOlerancia cero: esta técnica de intervención desarrollada desde la
Policía de NuevaYork a partir de 1994, está enraizada en la tesis de las
"ventanas rotas" de Kelling y Wilson y constituye un modelo de "poli­
ciamiento" que apunta al mantenimiento del orden, focalizando en las
incivilidades como signos del desorden. Los resultados estadísticos de
esta técnica de intervención son bastante impresionantes ya que mar­
can, en el período 1994-1996, un descenso abrupto de la tasa de deli­
tos en la ciudad de Nueva York, de un 37%. Por ejemplo, entre 1990
y 1996 el número de homicidios descendió de 2.245 a 983 -la prime­
ra vez que se baja de 1.000 homicidios desde 1968. Los robos en casas
y apartamentos descendieron un cuarto en dos años y los asaltos calle­
jeros un 40%. Existen diversos cambios organizacionales en la institu­
ción policial en los que se ha enfocado la "tolerancia cero": descentra­
lización, nueva distribución de las responsabilidades, más personal po­
licial (que incrementó aún más la ratio ya elevada entre policías y
público), etc. 117
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Existe poca evidencia empírica que compruebe específicamente la
relación entre este policing eifdisorder y los descensos en las tasas de deli­
tos. Por un lado, está probado empíricamente que dichas tasas venían
descendiendo con anterioridad a las fechas del lanzamiento retórico
de la "tolerancia cero" y, por el otro, en otras ciudades norteamerica­
nas donde no se puso en marcha esta técnica de intervención, se regis­
traron bajas semejantes, como en el caso de San Diego en el mismo
período. Con respecto al descenso de los delitos violentos se ha argu­
mentado que tal vez haya incidido más en ello el esfuerzo impresio­
nante por efectivizar el control de armas realizado durante este perío­
do en todos los EEUU y en particular en Nueva York. Sin embargo,
esta técnica de intervención se ha convertido en modelo no sólo en el
mundo anglosajón, sino más allá del mismo.

La "tolerancia cero" posee implicaciones extremadamente proble­
máticas con respecto al respeto de las libertades civiles y los derechos
de los grupos marginalizados. Esto se evidencia en el incremento de
las denuncias por violaciones a los derechos humanos por parte de los
agentes policiales de la ciudad de Nueva York en estos años. Se trata
de un modelo de "policiamiento" evidentemente selectivo y discrimi­
natorio, ya que se dirige a ciertas personas en determinadas ubicacio­
nes geográficas, reforzando así las divisiones sociales que crecen ince­
santemente y fragmentan cada vez más lo social.

- Consideraciones críticas

118

Más allá de las críticas particulares que hemos ido señalando con res­
pecto a las premisas teóricas y las técnicas de intervención de la táctica
comunitaria de prevención del delito, debemos señalar que, en general,
ha logrado escasos éxitos. EIJo se ha debido a problemas de implemen­
tación pero también a problemas teóricos. No sólo la mayor parte de
dichas técnicas han respondido fundamentalmente a necesidades prác­
ticas, sin fundarse en construcciones teóricas, sino que cuando han par­
tido de premisas teóricas las mismas han sido confusas y equívocas.

En la táctica comunitaria se ha pensado a la comunidad como un
conjunto de personas que no sólo comparten una ubicación geográ-
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fica, sino también intereses o identidades. Es decir, comparten la forma
en que se piensan y se visualizan a sí mismos; de manera tal que el dato
definitorio de lo que constituye una comunidad se ubica en las figu­
ras que "representan" al conjunto de personas, se expresa en términos
simbólicos y se materializa en actitudes y comportamientos colectivos.
De esta forma se pierden de vista datos estructurales que hacen que
una determinada zona urbana habitada por un determinado conjunto
de personas pase por determinadas vicisitudes sociales: el influjo de
instituciones que atraviesan las prácticas sociales de ese espacio urba­
no a lo largo del tiempo y que a su vez se encuentran imbricadas en
relaciones políticas, económicas y sociales más amplias en las que se
inscriben, como el el trabajo, la familia, la religión, etc. Es decir, de esta
manera se pierde de vista no sólo la dinámica interna de la vida comu­
nitaria, sino también la dinámica externa de la comunidad local con
respecto al resto de los espacios sociales, la "economía política de la
comunidad".

Pero además, esta forma de pensar la comunidad implica necesaria­
mente la visión del potencial ofensor como un "extraño", tan difun­
dida en la literatura de esta táctica comunitaria -por ejemplo en la tesis
de las ventanas rotas o en los textos sobre Neíghbourhood Watch. De allí
que no sea ninguna sorpresa que las técnicas de intervención construi­
das en su seno se pongan en funcionamiento más frecuentemente en
las zonas urbanas de la clase media y no en aquellas zonas urbanas más
deprimidas social, económica y culturalmente, en las que el delito es
fundamentalmente intracomunitario. Pero al mismo tiempo, en aque­
llas zonas urbanas de la clase media, hace que las técnicas de interven­
ción de esta táctica social no estén dirigidas a delitos muy graves que
suceden en su marco y que son más que intracomunitarios, intrafami­
liares (violencia contra las mujeres, abusos contra los niños, etc.).

Por otro lado, la imagen de la comunidad que proyecta la táctica
comunitaria es errada en otro sentido. Se piensa que en el seno de ese
grupo de personas radicadas espacialmente en determinadas fronteras,
que comparten una identidad, un sentido de pertenencia o de comu­
nidad y, por ende, una serie de valores o normas, predomina una ten-
dencia a la armonía y la paz. De esta forma se pierde de vista que las I I9



inseg'lridad prevención y pgl,rla

comunidades pueden ser también intolerantes y punitivas. Y, sobreto­
do, ignora que los procesos de control social en la vida social no son
uniformes y unívocos sino heterogéneos, plurales y conflictivos. Por
ende, en el marco de determinadas coordenadas de espacio y tiempo
pueden coexistir complejamente diversos valores o normas afirmados
por diversos sectores del grupo de personas que se encuentran allí ubi­
cados. Comunidad no es sinónimo de consenso. En las áreas urbanas
con la mixtura constante de géneros, etnias, culturas, grupos de edad,
clases, erc., esta imagen armónica se transforma en mítica, cuando no
esconde un "autoritarismo moral" que se construye en torno a un
determinado grupo de valores dominantes en función de relaciones de
fuerza en el marco jerárquico de la vida social.

La táctica comunitaria alienta la hipótesis de la implantación cul­
tural, a través de expertos, que impulsando determinados procesos
sociales e institucionales producen la regeneración de la comunidad.
Una falacia que no es ingenua pues alberga en sí misma un potencial
selectivo evidente que juega en la reproducción de las relaciones
sociales, económicas y culturales. Como se pregunta Crawford:
"[¿d]ónde está la tolerancia cero de los delitos de cuello blanco, los
fraudes comerciales, la polución ilegal y el resquebrajamiento de los
servicios de salud y otras redes de seguridad?" (Crawford 1998a:155).

El rol de la institución policial

120

Ahora bien, en estas diversas tácticas contemporáneas de prevención
del delito: ¿cuál es el papel de la institución policial? Es posible pen­
sar en la metáfora de un movimiento de péndulo en el que en un
extremo se ubicaría la táctica comunitaria en la que existe el mayor
grado de participación policial; en el centro, la táctica situacional­
ambiental, que registra un grado medio de participación policial y en
el otro extremo, la táctica social, en la que se observa un grado muy
bajo de participación policial o, directamente, su inexistencia.

La epifanía de la táctica comunitaria está muy vinculada a la insti­
tución policial, ya que desde sus premisas teóricas más fuertes la acti-
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vidad policial tiene un papel central -por ejemplo, en la tesis de las
"ventanas rotas" o en las ideas sobre involucramiento de los residentes
y movilización de recursos- característica que no comparte ni con la
táctica social ni con la táctica situacional-ambiental (Baratta 1993;
Creazzo 1996).

En las diversas técnicas de intervención inventadas en el seno de
la táctica comunitaria de prevención del delito se da un "proceso de
multiplicación de actores" (Selmini 1995, 1996) con respecto al tra­
dicional monopolio de la política de seguridad urbana por parte de
la institución policial. Se agregan como actores relevantes los indivi­
duos que forman parte de las comunidades locales, organizadas de
diferentes formas y, en particular, las llamadas instituciones interme­
dias. Sin embargo y pese a su misma definición -"comunitaria"-,
esta táctica de prevención del delito sigue manteniendo un lugar
jerárquico para la policía en la prevención del delito, salvo en algu­
nas técnicas de intervención -como por ejemplo la mediación co­
munitaria tal como se estructuró en el San Francisco Community Board
y en otras experiencias similares, sobretodo a partir de agendas polí­
ticas radicales- pero que son más bien casos excepcionales. El pues­
to privilegiado de la institución policial se manifiesta de manera ex­
plícita -como en los casos de "tolerancia cero" y community policing­

o implícita, es decir, a la sombra de los actores comunitarios -corno
en los casos de Neighbourhood Watch, Street Watchers o "patrullas ciu­
dadanas".

En la táctica situacional-arnbiental se observa un menor peso de la
institución policial en el campo de las premisas teóricas. Sin embargo,
la policía pública -como la privada- aparece como un elemento obs­
taculizador que incide en el cálculo racional para la realización de un
delito, tanto en el campo de la teoría de la elección racional como en
el campo de la teoría de las actividades rutinarias -sobretodo en esta
última a partir de la noción de guardián. Esto se refleja en las técnicas
de intervención inventadas en el contexto de esta forma de pensar la
prevención del delito.

En el caso del designing out la prostitución y el kreb-crawling, la
participación de la policía era muy importante, bajo la forma parti- I2 I
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cular de presencia y vigilancia policial combinada con una medida
urbanística (el cierre de calles). En el caso del uso del CCTV dirigi­
do al robo de/en automotores, no se da la participación de la poli­
cía pública, pero sí de otro tipo de guardianes: la policía privada. Pero
esta situación es contingente, ya que el mismo papel puede ser lle­
vado adelante en otras experiencias por la policía pública.

En el marco de esta táctica de prevención del delito se da tam­
bién un proceso de multiplicación de actores, ingresando la indus­
tria de la seguridad (a través del empleo de los recursos tecnológi­
cos), las compañías de seguros, la policía privada, las agencias estata­
les encargadas tradicionalmente de la política urbana -por lo gene­
ral en el gobierno local. La policía pública mantiene una participa­
ción importante aunque ya no central, en buena parte porque, en la
mayoría de las técnicas de intervención, su lugar es intercambiable
con el de la policía privada.

Por último, en la táctica social se observa, desde sus premisas teó­
ricas, un desplazamiento de las agencias estatales que integran el sis­
tema penal y, en particular, de la institución policial. Desde sus claves
teóricas la táctica social implica un fuerte proceso de multiplicación
de actores en la política de seguridad urbana, que no sólo se agregan
a los actores tradicionales sino que en buena medida los destierran de
este terreno de la actividad de control del delito. Los actores de esta
táctica de prevención del delito son los gobiernos locales, los servi­
cios sociales, las instituciones educativas, etc. De esta forma, las técni­
cas de intervención que son inventadas desde esta forma de pensar la
prevención del delito no involucran a la institución policial -sobre­
todo en el contexto francés- o, cuando lo hacen, le otorgan un papel
accesorio -sobretodo en el contexto anglosajón.

Ahora bien, hacia fines de los años noventa un dato parece
emerger en el campo de las políticas de prevención del delito, en los
diversos horizontes culturales en los que ha operado este cambio
paradigmático, cada vez más tienden a combinarse en las técnicas de
intervención concretas elementos provenientes de las diversas tác­
ticas de prevención del delito contemporáneas, dando lugar a lo que
se ha comenzado a denominar "prevención integrada" (Barana
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1993, 1998; Crawford 1998a; Creazzo 1996; Pavarini 1993, 1994c,
1995a; Selmini 1995, 1996). Un ejemplo de esta combinación es, en
Italia, el Progetto Citta Sicure de la Regione Emilia-Romagna, que
comenzó a funcionar en esta región italiana en 1994 y cuyo
Comitato Scientifico es coordinado por Massimo Pavarini. El proyec­
to es una combi-nación de acciones de investigación e intervención
sobre temas de seguridad urbana en el territorio regional, que ha
sido pensado desde una combinación de lo que aquí hemos deno­
minado "táctica situa-cional y ambiental", "táctica social" y "táctica
comunitaria", en un ejercicio de lo que su Comitato Scientifico llama
nuova preveneione. El diseño y la implementación de esta política de
"nueva prevención" del delito se encuentra muy influenciado por
las experiencias fran-cesas, pero sin embargo, intenta presentar cier­
tas diferencias: un ma-yor peso de la investigación empírica y de la
evaluación; la es-pecificación de las intervenciones de prevención
social para no que-dar en el nivel primario; el legado de la crimi­
nología crítica italiana en sus premisas teóricas, etc. (ver: Comitato
Scientífico 1995a, 1995b, 1997; Pavarini 1994c, 1995a, 1996a, 1997;
Selmini 1995, 1996).

En esta mixtura de tácticas alternativas de prevención del delito la
institución policial debe, aparentemente, asumir un proceso de des­
centración en materia de diseño y ejecución de las políticas de segu­
ridad urbana y convivir con los procesos de multiplicación de acto­
res. Ello depende claramente de las dosis de cada táctica de preven­
ción del delito que se combinen en la creación de las técnicas de
intervención de la "prevención integrada", pero parece ser una cons­
tante en los primeros experimentos que en los últimos años se están
produciendo -como en el caso del Progetto Citta Sicure de la Regione
Emilia-Romagna. Al mismo tiempo, como bien señala Pavarini
(1994c), crece la conciencia de que no se puede hacer "nueva preven­
ción" o "prevención integrada" sólo desde la policía pero tampoco se
puede hacer prevención del delito sin ella. Para ello se apuesta, con
matices en los diferentes horizontes culturales, por la generación de
un profundo cambio normativo, organizacional y cultural en la insti-
tución policial. I23
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A modo de conclusión

124

Es muy dificil orientar la mirada de las ciencias sociales hacia el futu­
ro. Aquí simplemente avanzamos para concluir unas conjeturas sobre
la relación entre prevención del delito e institución policial en Ar­
gentina.

La historia de la política criminal en la Argentina -yen América
Latina- es una sucesión continua de procesos de adopción/adaptación
de artefactos culturales generados en otras geogra6as (Aguirre y Sal­
vatore 1996). Es posible arriesgar en base a esta constante la predicción
sobre un eventual desarrollo de estas tácticas contemporáneas de pre­
vención del delito en nuestro horizonte cultural. Algunos síntomas ya
son observables. Nuevos actores aparecen en el escenario de la preven­
ción del delito, tanto estatal como no estatal, que son portadores de
nuevas tácticas.

El auge de la industria de la seguridad privada y la policía privada
es evidente en los grandes centros urbanos del país desde comienzos
de la década del noventa, pese a la ausencia de investigaciones que nos
puedan mostrar sus características, cuantitativa y cualitativamente
(Font 1999). El gran desarrollo de la industria de la seguridad privada
trae consigo la comodificación de la "seguridad" como un club good ­
que sólo abarca a los miembros de un grupo determinado de perso­
nas, más o menos estrecho- y posee un amplio arco de alternativas
que van desde los vecindarios privados y los countries o la propiedad
privada masiva (shopping centers, estadios, etc.), a las agencias que ven­
den la seguridad en el mercado a empresas, propietarios, incluso
gobiernos o la mercantilización de dispositivos tecnológicos como los
CCTV o las alarmas.

El creciente reclamo de los gobiernos locales que desean participar
en las políticas de prevención del delito resulta otra constante de los
años recientes en la Argentina, llegando a materializarse, en algunos
casos, en el lanzamiento de iniciativas concretas que contemplan una
pluralidad de acciones. Por ejemplo, La Municipalidad de la Ciudad de
Santa Fe posee desde 1998 un Programa Municipal de Seguridad
Comunitaria sancionado en la ordenanza municipal 10286. En el
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plano retonco este programa implica intervenciones dirigidas a
enfrentar la multicausalidad del delito, con un cierto lenguaje welfaris­
la, intervenciones dirigidas a incidir en las situaciones a través del dise­
ño urbano y de competencias tradicionales de la municipalidad (por
ejemplo, iluminación de las calles y plazas) e intervenciones dirigidas
a movilizar a la comunidad, como la Comisiones Municipal y Zonales
de Seguridad Comunitaria. En la práctica pocas de estas intervencio­
nes han sido desarrolladas, pero el programa político subsiste (Sozzo
1999a).

Por último, y más claramente aún, la emergencia de la "comunidad"
como nuevo actor en la prevención del delito se ha manifestado en
múltiples formas. Por ejemplo, los Foros Vecinales, Municipales y De­
partamentales de Seguridad introducidos por ley en 1999 en la Provin­
cia de Buenos Aires; lasJuntas Barriales de Seguridad Comunitaria, un
programa del Gobierno de la Provincia de Santa Fe desde 1996 a 1999
(Rosúa y Sagarduy 1999); los Consejos de Seguridad y Prevención de
laViolencia, en el marco de los Centros de Gestión y Participación que
viene implementando el gobierno local de acuerdo al mandato del Art.
34 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires"; el Plan Alerta,
creado por un grupo de vecinos en el Barrio Saavedra de la Ciudad de
Buenos Aires (Vecinos Solidarios), apoyados desde 1997 por la
Dirección Nacional de Política Criminal del Ministerio de Justicia de
la Nación y la Policía Federal Argentina, etc.

Ahora bien, qué tácticas de prevención del delito y qué técnicas de
intervención se adoptarán/adaptarán en el futuro inmediato en nues­
tro país, en qué medida, en el marco de qué combinaciones, con qué
rasgos idiosincrásicos, etc.; depende de un complejo juego de procesos
sociales, económicos, culturales y sociales. En este juego un papel pre­
ponderante -propio de la Argentina-, parece ser que le corresponde­
rá a las decisiones y las acciones que la institución policial desarrolle
con respecto a esta cuestión. Una de las facetas más importantes, en un
eventual proceso de cambio en el futuro de las políticas de prevención

13 Este artículo establece que el gobierno local "coadyuva a la segundad ciudadana ..dise-
ñando y facilitando los canales de participación comunitaria" (Croccia et al. 1999). I25
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del delito en nuestro país, es la posibilidad o no de desplazar a la ins­
titución policial del lugar central que ha tenido y tiene en el diseño y
ejecución de las políticas públicas dirigidas a la producción de seguri­
dad urbana; es decir, la viabilidad de que se desarrolle un proceso de
multiplicación de actores fuerte o débil.

Los síntomas señalados más arriba se refieren básicamente a la ins­
talación de la táctica situacional-ambiental y de la táctica comunitaria
más como adaptación que como adopción. Y tal vez no sea una sim­
ple casualidad. Más allá de los múltiples factores que inciden en el
movimiento en esas direcciones, es evidente que es más viable y útil
para las instituciones policiales reconvertir su forma de pensar y sus
formas de actuar en estos sentidos. Claramente la dirección más bene­
ficiosa es la de la táctica comunitaria -en el sentido, fundamentalmen­
te, de tolerancia cero y community policing, pero también en el del neigh­
bourhood watch, los street watchers y las patrullas ciudadanas, aunque no
de la mediación comunitaria- ya que es en ella donde la institución
policial continúa siendo si no el único actor, al menos un actor muy
relevante y en algunos casos central. Decía hace ya cuatro años el ex
Jefe de la Policía Federal, Comisario Petracchi;" ...los métodos tradi­
cionales de ejercicio de la función policial están disminuyendo en
efectividad y corren el riesgo de perder el apoyo de la gente a la que
deben servir (...) La respuesta yace en un mayor compromiso de la
comunidad en la tarea de construir una sociedad más segura" (1996:6).
Pero también, es relativamente beneficioso el acople de la institución
policial en técnicas de intervención imaginadas desde la táctica situa­
cional-ambiental, pues se trataría de reconvertir una vieja forma de
actuar en función de una nueva racionalidad y programa político: la
presencia y vigilancia policial; y, al mismo tiempo, significa mantener
un lugar importante aunque ya no central en la política de prevención
del delito. Lo que resulta aparentemente más dificil es que la institu­
ción policial dirija la atención hacia la racionalidad y el programa polí­
tico que implica la táctica social, pues no sólo tiene que ver con una
transformación radical de la normativa, la organización y la cultura
policial, sino también la dislocación más absoluta en el proceso de
multiplicación de actores de las políticas de seguridad urbana.
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Probablemente el futuro de la relación entre policía y prevención
del delito se juegue en la adopción de combinaciones de las dos pri­
meras tácticas de prevención del delito, que asegura a ésta institución
los mayores beneficios en términos de espacios de poder y los meno­
res costos en términos de transformación de las formas de pensar y de
actuar. Sobretodo si en el futuro inmediato no existe un fuerte impac­
to de fuerzas exteriores sobre la institución policial que logre alterar la
dinámica que ya está en movimiento. Las incógnitas que se abren son:
si las adopciones/adaptaciones de estas tácticas de prevención del deli­
to producidas en otros horizontes culturales no tendrán efectos socia­
les y culturales negativos -más lesivos aún que los producidos en sus
lugares de origen- y si no habrá lugar en esta transformación para una
adaptación de la "táctica de la sospecha" -híbrido entre militarización
y positivismo criminológico (ver Capítulo lV)- que asegure su super­
viviencia -ya que posee una afinidad electiva evidente con algunas
expresiones de la táctica comunitaria y de la táctica situacional­
ambiental- con toda las implicancias que ello traería.

En definitiva, para revertir esta tendencia conjetural, centralidad de
la institución policial y "táctica de la sospecha" parecen ser los bastio­
nes a conquistar en el futuro desde posiciones políticas democráticas y
progresistas: desde el presente aparece como una empresa extremada­
mente compleja, en la que el "pesimismo de la razón" no deberá aho­
gar el "optimismo de la voluntad", tratando de superar el efecto per­
verso descrito hace años por J. L. Borges, refiriéndose a su prosaica
antigüedad:

En 1517 el Padre Bartolomé de las Casas tuvo mucha lástima de los
indios que se extenuaban en los laboriosos infiernos de las minas de
oro antillanas y propuso al Emperador Carlos V la importación de
negros que se extenuaran en los laboriosos infiernos de las minas de
oro antillanas ("El Atroz Redentor Lazarus MorelJ", Historia Universal
de la Infamia, 1935 en Borges 1996:295).
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111. Viajes culturales y
"prevención del delito"
Reflexiones desde el
~otexto_aLg~e~o~t~in=~o~l=============

Leyendo los viajes culturales de racionalidades y tecnologías
de gobierno de la cuestión criminal desde América Latina

E
n 1827, Florencio Varela presentó en la Facultad de Derecho de
la Universidad de Buenos Aires, como tesis para adquirir el
grado de doctor en leyes, uno de los primeros textos "moder­

nos" sobre la cuestión criminal en Río de la Plata: "Disertación sobre
los Delitos y las Penas". Esta "Disertación" expone una serie de ideas
fundamentales con respecto a los delitos y las penas construidas en el
contexto europeo por la tradición de la Ilustración. Esencialmente,
Varela"dialoga" con dos intelectuales a quienes expresamente recono­
ce como "filósofos" de la "jurisprudencia criminal" capaces de estable­
cer los "primeros principios" de esta "ciencia": Beccaria y Bentham.

Su punto de partida es una valoración crítica del estado de la juris­
prudencia criminal en Río de la Plata en su propio presente, en el que
la legislación criminal fundamentalmente continuaba siendo, 17 años
después de la Revolución, la heredada de la era colonial. Se trata de
" ...leyes que participan necesariamente de la ignorancia de los tiempos
en que fueron dictadas" pero que además tienen "en su contra el que
los legisladores que las sancionaron ignoraban absolutamente las nece­
sidades de nuestros países, el carácter y temperamento de sus habitan-

Texto a publicarse en inglés en Dario Melossi, Richard Sparks y Máximo Sozzo (eds.)
(en prensa) The Travels r1 the Criminal Ques/;o,r. Cultural Embeddedness and D1jJl/sioll.

Oxford: Hart, 129
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tes" (Varela 1827[1870]:49). Esta crítica a los instrumentos legales colo­
niales se asienta en una doble argumentación: por un lado, su carácter
"premoderno" -tiempo- y por el otro, su carácter "extranjero" -espa­
cio. Coherentemente, la traducción de unas ideas "ilustradas", "moder­
nas" acerca de los delitos y las penas producidas en otro contexto cul­
tural, es realizada por Varela como un intento por alimentar las posibi­
lidades de ajustar "temporalmente" su presente a la modernidad; pero,
simultáneamente, considerando unas especificidades del propio contex­
to cultural -unas "necesidades", un "carácter", un "temperamento">,
tratando de ajustar, por así decirlo, "espacialmente" dicha modernidad".

Por ejemplo, cuando trata la pena de muerte asevera "filosóficamen­
te" -es decir, en el terreno del "deber ser"- la necesidad de su aboli­
ción: "¡Ojalá ya hubiera llegado el día de gala para la humanidad, en
que todo el mundo viese abolidos los asesinatos legales!" (Varela
1827[1870]:77). Sin embargo, acto seguido abre un interrogante acerca
de la posibilidad de realización práctica de esta "abolición filosófica":

[I]a pena de muerte es hoy universalmente proscrita por la filosofia, la

gran ventaja debe ser únicamente si es posible, si es ventajoso, o no, el
abolirla; y esta cuestión no puede tratarse sino de un modo entera­
mente prácnco y con relación a cada pueblo en particular. Sólo el
estado de las costumbres y de la civilización de las masas puede deci­
dir en ella. (Varela 1827[1870]:78).

Especialmente en "nuestro país...será imposible suprimirla por mucho
tiempo" pues "las gentes sin ilustración (de cuyo número son casi
siempre los criminales a quienes se castiga con la muerte) son incapa-
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2 La situación de "atraso" de la Jurisprudencia criminal en Río de la Plata con respecto
al tiempo de la modernidad puede, sin embargo, ofrecer una oportunidad única para la
gestacIón de una "reforma": "[IJa perfección, pues, de nuestras instituciones CIViles y
penales es la que ha de contribuir en gran parte a la prosperidad de nuestro país.
Nosotros llevamos para establecerlas una gran ventaja a todas las naciones del mundo.
Tenemos la experiencia de los escollos en que ellas han caído, por ignorar los princi­
pios que debían guiarlas, y de las funestas consecuencias de esta Ignorancia; y nos es facil
evitarlos. Las luces del siglo en que vivimos no habían Iluminado a los pueblos anti­
guos, y nuestro modo de formar las leyes nos permite aprovecharnos de estas luces con
facilidades y ventajas; y poner en práctica los verdaderos principios de la ciencia de la
legislación" (Varela 1827[1870]:52).
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ces de discurrir como filósofos" y en el "vulgo" "ninguna idea es más
terrible que la de la muerte". Mientras se desarrolle la tarea de crear
instituciones que puedan "disponer a las masas a obrar por resortes
menos crueles" "es menester ceder y sacar partido de las preocupacio­
nes, cuando llegan a ser un motivo de las acciones del hombre y no es
posible vencerlas" (Varela 1827 [1870]:78-79)3.Varela inaugura de este
modo, un tipo de operación muy difundida entre los intelectuales y
operadores argentinos -y latinoamericanos- de este campo de
saber/poder en lo que se refiere a la gestión de estos "viajes cultura­
les", desde el siglo XIX hasta nuestra actualidad: la mezcla de opera­
ciones de "adopción" y "rechazo" (Sozzo 2006)'.

Este pequeño ejemplo, ubicado en el mismo nacimiento del "mo­
dernismo penal" en la Argentina, resulta útil para introducir el proble­
ma fundamental que pretende explorar este capítulo: la cuestión de los
"viajes culturales" de las racionalidades y tecnologías de gobierno de
la cuestión criminal en nuestro presente.

La historia del gobierno de la cuestión criminal en la Argentina
-como en el resto de los países de América Latina- está atravesada por
la persistente presencia de viajes culturales. Diferentes elementos pro­
ducidos originariamente en otros contextos culturales, en el "centro"
-una especie de múltiple y heterogéneo "allá", que en diferentes mo­
mentos y situaciones se ubica en América del Norte o en Europa­
fueron traducidos en nuestro contexto cultural por diferentes actores

3 Reforzando su punto de vista.Varela agrega en una nota a pie de página. "[Placas habrá
que sean partidarios de la pena de azotes: pero nadie habrá entre nosotros, que quiera
sustituirle otra el día de hoy, si ha observado el efecto que ella produce en nuestra cam­
paña" (Varela 1827[18701:79).

4 En el ejemplo de su argumentación acerca de la pena de muerte, el rechazo de lo
"moderno", de lo "extranjero" se estructura en función de parncularidades "empíricas"
del propio contexto cultural También el texto de Varela presenta otro tipo de "recha­
zos" de elementos de los discursos sobre el delito y la pena que resultan Importables
culruralmente, en función de lo que podrían denonunarse "elementos no-ernpincos",
operación que también se encuentra presente a lo largo de la historia de este campo de
saber/poder (Sozzo 2006). Un buen ejemplo, es la crínca que lanza a Bentham cuan­
do se refiere a las "causas de la alarma" en tanto "mal de segundo orden" nacido del
dehto, ya que considera que el autor ha atravesado la barrera definitoria de su discurso
"filosófico" -es decir, del "deber ser" y no del "ser"> "[elsta falta de método produce I3 I
una gran confusión" (Varela 1827[18701:58).
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-intelectuales, políticos, administradores de prisiones, policías, etc.- a
través de distintos procedimientos, a los fines de dar forma a raciona­
lidades y tecnologías locales. Se trata de un rasgo fundamental de esta
historia que, sin embargo, no debería considerarse inalterable ni inal­
terado, pues sucesivamente, en sí mismas, las importaciones culturales
se han transformado en sus modalidades y características.

Desde inicios de los años setenta en América Latina comenzó a
estructurarse un discurso crítico acerca del gobierno de la cuestión
criminal-una criminología "radical", "de la liberación"- que articuló
una primera lectura de estos viajes culturales en el pasado y en su pre­
sente. En este marco dichas traducciones culturales fueron considera­
das, preponderantemente, como capítulos del "colonialismo" y "neo­
colonialismo" cultural y político del "centro" sobre la "periferia", del
"norte" sobre el "sur", que se asentaba en y, a su vez, complementaba,
el "colonialismo" y "neocolonialisrno" económico.

Rosa del Olmo, una de las fundadoras de esta tradición crítica lati­
noamericana, señalaba la necesidad de partir de la dependencia econó­
mica y política y la "tendencia a copiar lo que sucede en las naciones
desarrolladas", para comprender la "realidad criminológica latinoame­
ricana" (1975:22). El criminólogo latinoamericano "depende del cri­
minólogo extranjero", adoptando temas y modas propias de las crimi­
nologías de los países desarrollados, lo que es una expresión del "colo­
nialismo cultural" (1975:24). Su criminología no se corresponde con su
realidad social: "[e]l criminólogo latinoamericano está más interesado
en lo que sucede en Europa que en lo que sucede en su país o en otros
países de América Latina" (1975:25). Este "desdén por la realidad so­
cial" y la "adopción de técnicas de otros lugares" son las razones funda­
mentales de que "no exista una criminología latinoamericana". "En
América Latina no existe teoría criminológica, lo que tenemos es un
consumo poco digerido de teorías extranjeras ("copiamos y traducimos
lo que ha sido producido para otras realidades") que, cuando son apli­
cadas, sólo sirven para distorsionar nuestra realidad" (1975:25).

Por su parte, Lola Aniyar de Castro -otra de las intelectuales fun­
dadoras de esta perspectiva en la región- en los inicios de la década
del ochenta se refería específicamente a las políticas criminales:
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" ... todas las políticas internas se diseñan sobre la base del conoci­
miento producido en los países centrales desarrollados. La imitación,
generalmente fuera de contexto, es la base de las iniciativas reformis­
tas...La dependencia cultural, se da también en este terreno" (1981­
1982b:51). Y en el mismo sentido se expresaba a mediados de esa
década denunciando:" .. .las deficientes y ahistóricas copias de mode­
los políticos europeos, parte de una dependencia cultural mayor que
impone modos de vida, leyes e instituciones que poco tienen que ver
con la realidad antropológica o social latinoamericana" (Aniyar de
Castro 1986:4)5.

La inscripción de la temática de las traducciones culturales en ma­
teria de gobierno de la cuestión criminal en el universo más amplio
del colonialismo/neocolonialismo económico, político y cultural, en
muchos casos, contribuyó a que se subsumiera su significado en una
idea simple de transplante, en la que el "artefacto cultural" se trasvasaba
de "allá" a "aquí", sin que en dicha transposición opere ninguna modi­
ficación de su sustancia. Así, Roberto Bergalli -otro de los intelectua­
les claves en el surgimiento de la criminología crítica en la región- se­
ñalaba que el nacimiento de la criminología en América Latina había
sido el resultado de un "asombroso transplante" (Bergalli 1983a:199),
un "exitoso y veloz trasvase a América del Sur, principalmente al Río
de la Plata" (1982b:280, énfasis agregado). De allí que, comentando
uno de los primeros textos criminológicos argentinos, Bergalli señala­
ba: " ... revela una transposición directa de las premisas fundamentales del
positivismo lornbrosiano" (1982b:284, énfasis agregado)6.

5 Se pueden ver otros ejemplos de este npo de planteo en: Del Olmo (1981: 11,60,253­
4); Bergalh (1982a:268-9, 1983a:199); Aniyar de Castro (1981-1982a:l0, 1982:37);
RIera (1979:71); Marroquín y Carnacho (1984:425, 1985:289); Zaffarom (1993a'23,
1989:68-70).

6 Rosa del Olmo, tal vez una de las intérpretes más lúcidas de la tradición cnminológi­
ca critica de los años setenta y ochenta, ya señalaba, en cierta medida, una Insatisfacción
con respecto a una idea simple de transplante/transposición/trasvase. Decía:" ... la asi­
milación de las ideologías europeas en su versión latinoamericana.. fue deformada y
artificial" y había que advertir cómo" ...esa adopción de las ideologías europeas -aun­
que aparentemente deformada y artificial en relación con el modelo europeo- respon-
día a las necesidades locales y precisamente tuvo que deformarse para hacerse racional I33
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Este tipo de lectura poseía una fuerte implicancia política. El viaje
cultural, en tanto expresión del colonialismo/neocolonialismo y mero
transplante/transposición/trasvase, era impugnado desde una mirada
de "deber ser" fuertemente comprometida con la producción de una
criminología "crítica" y una política criminal "alternativa", que en
ambos casos debía tener como una de sus principales cualidades -ade­
más de ser expresión de los intereses de las clases subalternas- ser "ver­
daderamente latinoamericanas" -aun cuando paradójicamente esta
apelación se fundaba en nuevas traducciones culturales, de nuevos
vocabularios criminológicos y políticos producidos también en
América del Norte y Europa (Sozzo 2üü6t

Ahora bien, el análisis detallado de las historias de estas traduccio­
nes culturales nos muestra, más bien, una imagen diferente a la del
mero transplante/traslado/trasvase. Como en el ejemplo con el que
introducíamos este apartado, los actores locales -en este caso,
Florencio Varela- traducían elementos de racionalidades y tecnologías
de gobierno de la cuestión criminal producidos en otros contextos
culturales, pero en esta misma operación modificaban su sustancia, en
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en América Launa" (Del Olmo 1981.125). Denrro de estas "ideologías europeas" el
" .. positivismo, por supuesto, se deformó y surgió una versión lannoarnencana, aun
cuando cada país lo acogiese por razones diferentes, de acuerdo a su propIa historia"
(Del Olmo 1981: 127). Por consiguiente, también en el terreno de la cnnunología veri­
ficaba este tipo de fenómeno: "[e]n un conuenzo se acogieron las enseñanzas de la
antropología crmunal surgidas en Italia, pero las características propias de nuestras
SOCiedadesdependientes y subdesarrolladas, asi como las necesidades de sus clases domi­
nantes, fue deformando esa antropología criminal, institucionalizando aquello que les
fuese útil y descartando lo que no correspondiese con su racionalidad histórica"
(1981:155; ver también 251-2; y, más recientemente, Del Olmo 1999:26).

7 También fue Rosa del Olmo quien por prImera vez comenzó a puntualizar la existen­

cia de esta paradoja y sus efectos:" ...se están repitiendo los nusrnos errores en que mcu­
rrian los criminólogos latinoamericanos (se refiere a los "viejos' cruninólogos lannoa­

merrcanos) al depender de una forma exagerada y repetitiva del discurso crinunológi­
ca europeo, así sea un discurso crítico" (1985:138-9). Y continuaba: "[njuesrros crimi­

nólogos no han podido romper la dependencia del conocnruento que viene de los paí­
ses desarrolJados. En tanto no se rompa esa dependencia, no se podrá hablar de una en­
nunología crítica latinoamericana" (1985:139, 1988:209). Y señalaba, críticamente, que

no sólo era preciso analizar las políticas Criminales existentes en América Latina y las
criminologías que le servían de fundamento, sino que era preciso también desmontar

" ...el europeizante y fantástico discurso de la Criminología crítica" (1988:211).
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función de la consideración de elementos "empíricos" referidos al
propio contexto o en función de la consideración de elementos "no­
empíricos" nacidos de la propia "inventiva teórica y política" de su
"traductor". Los "rechazos", "cornplementaciones" y "adaptaciones"
de elementos de estos artefactos culturales que viajan entre "allá" y
"aquí", producidos por los actores en el contexto local, invitan a pen­
sar estas "traducciones culturales" -en función de la tradicional expre­
sión "traduttore traditore" (Benjamín 1995)- como verdaderas "meta­
morfosis" de lo traducido, en tanto "dialéctica de lo igual y lo diferen­
te"· (Sozzo 2006).

Desde este punto de vista, la historia del gobierno de la cuestión
criminal en América Latina si bien está atravesada por viajes culturales
que han cumplido un rol fundamental en la configuración de las ra­
cionalidades y tecnologías locales, posee al mismo tiempo una fuerte
"radicación cultural" (Melossi 1997b, 2000, 2001), pues cada traduc­
ción cultural ha estado rodeada de rechazos, complementaciones y
adaptaciones, en función del propio contexto cultural, que han gene­
rado una suerte de "indigenización" de los artefactos culturales trans­
portados (Aguirre y Salvatore 1996; Karstedt 2001; Salvatore 1996;Van
Zyl Smit 1989).

Pensar los viajes culturales como metamorfosis implica abrir una
serie de interrogantes para ingresar en su complejidad: ¿qué se impor­
ta culturalmente?, ¿de qué modo se importa culturalmente?, ¿quién
importa culturalmente?, ¿qué efectos trae consigo la importación cul­
tural en el contexto local?, etc. Pero al mismo tiempo, permite volver
sobre la inscripción de esta temática en el universo más amplio del

8 Construimos esta metáfora de la metamorfosis inspirados en la utilización del concep­
to por parte de Roben Castel, SOCIólogo francés que emplea esta expresión para abor­
dar la "dialéctica de lo Igual y lo diferente" en el nernpo, en el devenir, como una clave
de acceso a la "histona del presente", interrogando la relación entre la persistencia y la
transformación (Castel 1997:17-18). En cambio aquí la empleamos para Interrogar
dicha dialécnca en el espacio. La Ilustración más clara de las implicaciones de pensar en
términos de metamorfosis -tanro en el tiempo como en el espaClo- creo que se
encuentra justamente en una analogía de un texto del mismo Castel:" ...Zeus conver­
tido en buey sigue siendo Zeus. Es/no es Zeus y es preciso estar más avispado para
reconocerle" (1980:18). I35
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colonialismo/neocolonialismo económico, político y cultural desde
un punto de vista diferente -sobre esto volveremos en e! tercer apar­
tado de este capítulo.

A continuación exploraremos en profundidad la emergencia en la
Argentina, en la segunda mitad de los años noventa, de unas iniciati­
vas y acciones dirigidas hacia e! ideal de la "prevención de! delito más
allá de la pena", en e! marco de ciertas traducciones culturales. Tra­
taremos de utilizar este campo como un terreno de exploración de la
discusión conceptual hasta aquí avanzada acerca de! significado de los
viajes culturales y su dinámica en e! ámbito de! gobierno de la cues­
tión criminal en nuestro presente.

Viajes culturales y "renacimiento" de la
"prevención del delito" en Argentina

136

Desde los años sesenta, en diversos contextos culturales, se han venido
desarrollando un conjunto de iniciativas y acciones, provenientes tanto
de los gobiernos centrales como de los regionales y locales, destinadas
a prevenir el delito sin apelar a la pena, al castigo legal. Estados Unidos,
Gran Bretaña, Canadá, Australia, Nueva Zelanda, Sudáfrica, Francia,
Bélgica, Holanda, Italia, Alemania, etc., han visto en estas últimas cua­
tro décadas emerger diversas experiencias que pretenden avanzar
modalidades de gobierno de la cuestión criminal, interviniendo antes
de que e! delito suceda y para evitar que ocurra, a través de instancias
diferentes al funcionamiento corriente de! sistema penal (para un
panorama general, ver: Bennett y Graham 1995; Crawford 1998a;
Davis, Lurigio y Rosenbaum 1998; Farrington y Tonry 1995a; Gilling
1997; Hebberecht y Sack 1997a; Hughes, Mcl.aughlin y Muncie
2002; Lab 2000; O'Malley y Sutton 1997). Este tipo de iniciativas y
acciones han sido definidas en algunos contextos con la expresión
"nueva prevención" -para diferenciarla de la pretendida prevención
de! delito a través de la pena (Baratta 1993; Creazzo 1994; Duprez
1997; Johnston y Shapland 1997; Pavarini 1993, 1994c; Robert 1991;
Sack 1997; Se!mini 1999, 2003; Me!ossi y Se!mini 2000)- y en otros,
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con la expresión "seguridad comunitaria" -para connotar su apelación
a la"comunidad", como uno de los actores involucrados en el partners­
hip (asociación) entre actores estatales y no estatales, y para resaltar la
importancia de la "localidad" (Bradley y Walters 2002; Crawford 1997,
1998a, 1998b, 1999; Gilling 1997; Hughes 1998, 2002a, 2002b;
McLaughlin 2002; Van Swaaningen 2002)- aun cuando muchas veces
ambas nociones se han confundido y unificado.

El campo de la "prevención del delito más allá de la pena" se ha
ido construyendo "internacionalmente", alimentado por un flujo cre­
ciente de viajes entre los diversos contextos culturales involucrados,
motorizado por actores nacionales gubernamentales (por ejemplo, el
National Council for Crime Prevention de Estados Unidos), no guberna­
mentales (por ejemplo, la National Associatíon for the Care and
Resettlement '!fOffenders en Gran Bretaña) o "híbridos" (por ejemplo,
Crime Coneern en Gran Bretaña). Pero también por la actividad -cre­
ciente-- de organizaciones gubernamentales y no gubernamentales de
carácter internacional dedicadas a promover la importación cultural de
este tipo de iniciativas y acciones -desde el Centro Internacional de
Prevención de la Criminalidad" con sede en Montreal al United
Nations Center for International Crime Prevention con sede en Viena"
pasando por el European Forum for Urban Safety" con sede en París.

Se trata de un campo que no es homogéneo, pues en él es posible
aislar diversas "estrategias de prevención del delito", que ensamblan
unas formas de pensar qué es el delito y cómo se puede prevenir con
ciertas técnicas de intervención: "prevención social", "prevención
comuni taria" ,"prevención situacional-ambiental" (ver Capítulo I1) 12. A
su vez, en muchas de las iniciativas y acciones emprendidas en los últi-

9 Ver: www.cnme-prevennon-ind.org.
10 Ver: wwwuncjin.org.
1\ Ver: www.urbansecunty.org.
12 En la literatura se registran variaciones múltiples de las nonunaciones de estas estrate-

gias y discusiones acerca de si se trata de una clasificacrón bipartita o tripartita. de las
que no podemos dar cuenta aquí. Ver: Bennett y Graham (1995:3-7); Crawford
(1998a: \3-22); Davis, Lurigio y Rosenbaum (\998:8-\0); Gillmg (\ 997:3-9);
Parringron y Tonry (1995b:7-10); Hughes (1998:18-23); Pavarrni (1994c: 447-453); I37
Robert (1991:14-18).
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mos años en estos contextos culturales se ha apuntado a combinar for­
mas de actuar que pueden ser afiliadas a diferentes estrategias preven­
tivas, en el marco de una creciente apelación a la llamada "prevención
integrada" (Baratta 1993; Heberecht y Sack 1997b; Johnston y
Shapland 1997; Melossi y Selmini 2000; Pavarini 1993, 1994c; Robert
1991; Selmini 1999, 2003).

Sin embargo, en líneas generales es posible identificar algunos ras­
gos comunes mínimos que caracterizan este campo de iniciativas y
acciones preventivas más allá de su heterogeneidad estratégica:

La importancia que se da a actores estatales y no estatales que tra­
dicionalmente se encontraban fuera de o en una posición margi­
nal en el territorio del control del delito -por ejemplo, en países
como Francia e Italia, los gobiernos locales o, internacionalmente,
el "sector comercial".

La relevancia que se da a la coordinación y articulación entre sí de
esfuerzos públicos junto con esfuerzos privados, en el marco de
esquemas cooperativos -el lenguaje del partnership (asociación).

La importancia que se da a la "localidad": a partir del reconoci­
miento de la especificidad local del fenómeno del delito y del
miedo al delito se alienta la construcción de respuestas' que tengan
en cuenta dicha especificidad local.

La relevancia que tiene la producción de conocimientos científicos
sobre el delito y el miedo al delito, tanto para la construcción de
un diagnóstico previo al momento de la intervención como para
su evaluación.

138

En esos diversos escenarios culturales se ha reivindicado el carácter de
"novedad" del campo de la "prevención del delito más allá de la pe­
na". Sin embargo, es posible encontrar diversos antecedentes de estas
racionalidades y tecnologías de gobierno del delito en la historia del
"modernismo penal" (Garland 2001:54-73), desde las reflexiones de
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Colquhoun sobre la tarea de prevención del delito de la policía hasta
las reflexiones de la Scuola Positiva sobre las medidas de seguridad pre­
delictuales frente a individuos "peligrosos" (para el primer ejemplo, ver
Hughes (1998:25-36); McMullan (1998a, 1998b), Neocleous
(2000:45-62); para el segundo ejemplo, ver Gilling (1997:31-42);
Hughes (1998:37-57) y Capítulo IV de este volumen}". Es por ello
que resulta más apropiado pensar el surgimiento de este campo como
un "renacimiento" (Crawford 1998a:32-33).

En Argentina, a partir de la segunda mitad de la década del noven­
ta, diversos actores estatales en diversas coyunturas lanzaron, frente a la
"emergencia" de la inseguridad urbana, una serie de iniciativas que se
presentaban como dirigidas al ideal de prevenir el delito sin apelar al
recurso penal. Las mismas fueron impulsadas por gobiernos provincia­
les o locales y estuvieron preferentemente construidas en torno al
vocabulario de la "prevención comunitaria" o de la "seguridad comu-

13 Sin Ir más lejos, en el mismo texto que presentábamos al imcio de este trabajo, encon­
trarnos toda una reflexión articulada en 1827 acerca de los "medios preventivos" que

claramente Varela diferenciaba de los "medios represivos", Decía al respecto: "[e]s cier­
tamente dificil designar cuales son los medios directos de prevenir el mal de un delito.
puesto que ellos deben nacer de los síntomas que anuncien la proximidad de este mal,
y de las diversas circunstancias de que vengan acompañado; pero felizmente esos mis­
mos síntomas, esas mismas circunstancias, indican casi siempre las medidas que deben
tomarse para evitar el mal. Se sabe que por tal punto debe introducirse un contraban­
do y se ponen en él guardas para que lo estorben" (Varela 1827[1870]:59). Más allá de
los medios que denominaba "directos", también señalaba la existencia de medios "indi­
rectos" para la prevención del delito: a) los destinados a "quitar al hombre el poder de
dañar": "[n]adie duda de que habría muchos más envenenamientos si fuese libre la venta
de venenos" (Varela 1827[1870]:60); b) los destinados a "quitar la voluntad de dañar":
"esta es una operación verdaderamente costosa y aún casi Imposible a primera vista,
pues es necesario nada menos que formar las costumbres de los pueblos y dar a los
hombres habitudes convenientes" (Varela 1827[1870]:61) y agrega: "[e]n Buenos AIres,
por ejemplo, donde la embriaguez es tan común y produce tantos males, creo que sería
un medio indirecto de prevenirlos, el imponer fuertes derechos a la venta de hcores
ernbnagantes y facilitar cuanto sea posible la de los no erubriagantes que suplan la falta
de aquellos. Lo mismo puede decirse de la ociosidad. El hombre habituado a ella, 110

puede menos que valerse de medios ilícrtos para subsistir y en manos de los que man­
dan está muchas veces fomentar la Industria y el trabajo" (Varela 1827[1870]:61).
También hace alusión a una "policía vigilante y bien reglada". "[e]l que tiene la cern­
dumbre de que 10 espían y de que si dehnque no podrá evitar el castigo, hallará más
obstáculos para cometer el delito" (Varela 1827[1870]:63). I39
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nitaria". En ciertos casos, se trató de meros ejercicios retóricos que no
pasaron de un anuncio oficial o de la producción de un instrumento
normativo -una ley provincial o una ordenanza municipal. En otros,
se tradujeron en prácticas más o menos desarrolladas, durante lapsos de
tiempo relativamente limitados, asociadas fuertemente a los vaivenes
políticos producidos por los cambios gubernamentales y afectadas por
la ausencia de financiación sustentable y por la escasa calidad de los
procesos de implementación. Se pueden mencionar, entre muchos
otros, algunos ejemplos: el Programa de Juntas Barriales de Seguridad
Comunitaria lanzado por el Gobierno de la Provincia de Santa Fe en
1996 (Rosúa y Sagarduy 1999); los Consejos de Seguridad y Preven­
ción de la Violencia, en el marco de los Centros de Gestión y Parti­
cipación impulsados por el gobierno de la Ciudad de Buenos Aires en
1997, de acuerdo al mandato del Art. 34 de la Constitución de la
Ciudad de Buenos Aires; el Programa Municipal de Seguridad Co­
munitaria creado en la Municipalidad de la Ciudad de Santa Fe por
Ordenanza 10289 en 1998 (Sozzo 1999a); y los Foros Vecinales,
Municipales y Departamentales de Seguridad y el Defensor de Se­
guridad introducidos en la Provincia de Buenos Aires en 1998 me­
diante la Ley 12155 (Saín 2002).

El Plan Alerta

Entre este conjunto de iniciativas y acciones, se destaca una que tuvo
dos peculiaridades con respecto al resto de las experiencias engendra­
das en este período, pues fue originada inicialmente por actores no
estatales y se sostuvo y desarrolló a lo largo del tiempo hasta la actua­
lidad. A su vez, dicha iniciativa involucró fuertemente en su configu­
ración un curioso proceso de importación cultural, por lo que la usa­
remos como nuestro primer ejemplo, a los fines de avanzar en la pro­
blematización central de este capítulo: los viajes culturales y el gobier­
no de la cuestión criminal.

En los inicios de 1997 en el Barrio Saavedra de la Ciudad de
I40 Buenos Aires se formó un grupo de vecinos preocupados por la situa-
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ción de la inseguridad urbana que se había manifestado en dicho esce­
nario urbano en una serie de hechos delictivos contra la propiedad
con uso de la violencia contra las personas -robos de vivienda y de
automotores. Este grupo de vecinos autodenominado JUVESA llevó
adelante una serie de acciones de reclamo ante las autoridades públi­
cas competentes en la materia -Comisaría 49 de la Policía Federal
Argentina, Secretaría de Seguridad Interior de la Nación, Dirección
Nacional de Política Criminal, etc.

En función de una serie de desavenencias en este grupo originario,
que guardaban relación con la forma de movilización y el contenido de
los reclamos -que se dirigían hacia la puesta en marcha de medidas tra­
dicionales de control del delito como el incremento de la severidad penal
y policial-, un subgrupo se separó autodenominándose "Vecinos
Solidarios". Este subgrupo continuó haciendo acciones de reclamo ante
las autoridades públicas, pero paralelamente comenzó a buscar alternati­
vas para gestar, desde la misma sociedad civil, prácticas para producir
seguridad urbana. De acuerdo a lo señalado por uno de los miembros
fundadores de este grupo, a través de un chat mantenido con una mujer
argentina residente en Londres, tomó conocimiento de que allí existían
diversas experiencias de movilización de los residentes para generar, a tra­
vés de la participación ciudadana, un dispositivo dirigido a "protegerse
frente al delito". Luego de ello, este rrusmo vecino comenzó a armar un
foro electrónico intercambiando e-mails con diversas personas que apa­
recían en Internet como expertos en la temática. Un técnico colombia­
no le comentó de la existencia del programa denominado Neighbourhood
Watch (en adelante NW) (Finquelevich, Saguier yVercelli 2002:7).

Como es sabido, las primeras experiencias de NW se originaron en
los Estados Unidos en la década del setenta, a partir de la replicación
de la experiencia pionera del Community Crime Prevention Programme
in Seattle (Hope 1995b:44).A inicios de los años ochenta se importó
a Gran Bretaña -el primer esquema se instaló en Cheshire en 1982 ­
fundamentalmente a partir de la iniciativa de Sir Kenneth Newman, el
Metropolitan Commissioner c!f Police desde 1983 (Gilling 1997: 144).
Rápidamente, se desarrolló en este país alcanzando un grado muy
importante de difusión: en 1998 existían 140.000 grupos de NW en 141
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Inglaterra y Gales cubriendo 6 millones de hogares (Crawford
1998a: 148). En consecuencia este dispositivo se comenzó a difundir
internacionalmente, realizándose importaciones inicialmente a Ca­
nadá y Holanda (Bennett y Graham 1995:79).

Se trata de una de las técnicas de intervención que internacional­
mente ha dominado el panorama de la "prevención comunitaria del
delito" en los últimos 25 años (Davis, Lurigio y Rosenbaum 1998:42).
Rosenbaum, uno de los primeros académicos en evaluar este tipo de
esquemas en los Estados Unidos, los ha definido como:

... ciudadanos que se unen en grupos relativamente pequeños (gene­
ralmente por cuadras) para compartir información sobre problemas
localesrelacionados a la delincuencia, intercambiar consejos y estrate­
gias de prevención del delito y desarrollar planes para iniciar prácticas
de vigilancia en la comunidad y reportar actividades delictivas.
(Rosenbaum 1987:104, traducción propia).

142

También pueden involucrar otras actividades por parte de sus miem­
bros: marcar físicamente los bienes propios, mejorar la seguridad en sus
casas, hacer sugerencias para mejorar el ambiente físico de la comuni­
dad o adoptar, colectivamente, comportamientos comunes de auto­
protección -aunque se ha relevado en la investigación empírica sobre
estas experiencias que en la práctica los miembros se limitan a colocar
señales o afiches en sus ventanas (Bennett y Graham 1995:79-80;
Gilling 1997:143; Hope 1995b:49).

La idea fundamental del NW es que al extenderse la vigilancia in­
formal, los reportes a la policía y el número de arrestos, declina el nú­
mero de ofensores en las calles y los potenciales ofensores son disua­
didos de cometer delitos. Y al organizarse para luchar contra un pro­
blema común mejoran la frecuencia y calidad de las relaciones socia­
les entre los vecinos y los vínculos comunitarios y, por lo tanto, la ca­
pacidad de control social informal aumenta y se reduce el sentimien­
to de miedo y ansiedad en la comunidad. Por otro lado, el NW al esta­
blecer un marco de cooperación especial entre la "comunidad" y la
policía apunta a mejorar sustantivamente este vínculo de confianza y
comunicación (Bennett y Graham 1995:79; Hope 1995b:43).
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En este sentido, el NW en tanto técnica de intervención posee una
cierta ambigüedad desde el punto de vista teórico (Davis, Lurigio y
Rosenbaum 1998:42-3; Gilling 1997:143). Resulta una forma de ac­
tuar que puede ser impulsada a los fines de incrementar los contactos
y las interacciones sociales en la "comunidad", para fortalecer la cohe­
sión social y el desarrollo de procesos de control social informal y, por
esta vía indirecta, prevenir el delito -objetivos que pueden ser articu­
lados desde el marco criminológico de la "teoría del control" de
Gottfredson y Hirschi (Downes y Rock 1998:235-268). Pero también
es una forma de actuar que puede ser alentada a los fines de reducir
directamente las oportunidades para cometer delitos en la "comuni­
dad" incrementando la vigilancia humana/tecnológica y la interven­
ción policial ante situaciones y personas "sospechosas" -objetivos que
pueden ser articulados desde el marco criminológico de la "teoría de
la elección racional" o de la "teoría de las actividades rutinarias"
(Crawford 1998a:70-74, 78-80; Gilling 1997:57-65; Hughes 1998:63­
65). En ambas indexaciones teóricas, sin embargo, se presenta -aunque
en forma diversa- la idea general de la "defensa comunitaria" frente a
los "extraños" (Bennett y Graham 1995:75; Hope 1995b:43)

Inicialmente el NW fue puesto en marcha por las instituciones
policiales y, de hecho, constituyó uno de los elementos fundamentales
del giro hacia el community policing en muchos contextos culturales,
como una forma de "responsabilizar" al público asistido y aconsejado
por los agentes policiales para la producción de seguridad urbana
(Bennett y Graham 1995:91-96; Crawford 1998a:147-8). El ejemplo
más claro de ello es el nacimiento del NW en Gran Bretaña, al que
nos referíamos más arriba, sobre el que Gilling dice:

El Neighbourhood Watch se presenta como una solución a un problema
policial... La Investigación de los delitos oportunistas produce la
menor recompensa en términos de tasas de esclarecimiento, por lo que
hay una presión para limitar el despliegue de recursos escasos en esta
área.Los esquemasde Neighbourhood I1I¡¡tch ofrecen una salida ante esta
dificultad, con la ventaja adicional de que rutinizan y formalizan la
recolección de información que produce el público, que actúa como
los"ojos y oídos" de la policía (GilIing 1997: 144, traducción propia). 143
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De allí que Bennett y Graham señalen que: "Ola esencia de los
esquemas de neíghbourhood watch es incentivar a los ciudadanos a que
se conviertan en los "ojos y oídos" de la policía, estando atentos y
reportando incidentes sospechosos en sus comunidades" (Bennett y
Graham 1995:79; Crawford 1998a:148; Davis, Lurigio y Rosenbaum
1998:43).

En una segunda fase, a partir de fines de los años ochenta, los
esquemas de NW comenzaron a desarrollarse directamente desde el
público (Gilling 1997:145). Pese a ello, esto no significó que el rol de
la institución policial perdiera importancia, pues siguió siendo clave en
su organización y mantenimiento. Sin embargo, también esta nueva
situación es un síntoma del problema que ha generado para las insti­
tuciones policiales, que impulsaron el NW en el marco de una "estra­
tegia responsabilizante" a los fines de "devolver" actividades a la socie­
dad civil a través del lenguaje del partnership (asociación)(Crawford
1998a; Garland 1996, 2001; Hughes 1998; ü'Malley 1992, 1994,
1997a, 1997b), pero que han tenido que enfrentar el efecto perverso
de que su multiplicación ha provocado una creciente demanda de
apoyo policial que si no es atendida satisfactoriamente puede traducir­
se en un aumento de la desconfianza ciudadana en la institución poli­
cial -contradiciendo uno de los objetivos fundamentales de su crea­
ción (Gilling 1997:149).

A partir de la recomendación de tomar en consideración la alter­
nativa del NW recibida por Internet, el vecino antes mencionado
comenzó a indagar, por esa misma vía, sobre los NW y accedió a la
página web de Scotland Yard en la que se ofrecían una serie de docu­
mentos instructivos para la instalación de un NW Junto con otros
miembros del grupo, estos documentos fueron "bajados" y traducidos
al castellano. El vecino en cuestión señalaba al respecto: ..... vos fijare
que este proyecto nace todo de Internet.;,". (Finquelevich, Saguier y
Vercelli 2002:7). Se hicieron una serie de reuniones del grupo de
Vecinos Solidarios para discutir las posibilidades de poner en marcha
algo semejante en el Barrio Saavedra. A partir de estas reuniones, se
trató de difundir la idea entre otros vecinos del barrio. Mientras tanto

144 se tomó contacto con un funcionario de Scotland Yard, también vía
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Internet, para solicitarle algunas precisiones complementarias respecto
a la instalación y funcionamiento del NW

Se intentó comenzar a poner en práctica en diversas cuadras del
Barrio Saavedra un esquema de NW, bajo el nombre de Plan Alerta.
Uno de sus impulsores señalaba -expresando las ambigüedades de esta
técnica de intervención, a las que hacíamos referencia más arriba- en
una entrevista: "[s]e trata de una prevención situacional colectiva a tra­
vés de la cual logramos socializar con los vecinos. Así, al haber un obje­
tivo en común, se restituyen los vínculos entre los miembros de la
comunidad?",

Todos los residentes de una cuadra -que se denomina en la jerga
organizacional del Plan Alerta una "unidad funcional"- eran convoca­
dos a una reunión inicial. A los asistentes -se recomendaba que al menos
estuviera presente el 50% de las viviendas en cuestión- se les explicaba
el funcionamiento del NW, se les distribuía una serie de documentos al
respecto, elaborados por el grupo Vecinos Solidarios, y se les solicitaba
comprometerse en la instalación de un esquema en su propia cuadra.
Los residentes que se adherían a la iniciativa -se aclaraba que la partici­
pación era voluntaria- intercambiaban entre sí nombres, teléfonos y se
armaba un "plano de cuadra", donde constaba esta información, y que
los residentes participantes se comprometían a colocar junto a sus telé­
fonos en un lugar visible. En la misma reunión inicial se designaba un
coordinador de la unidad funcional y se definían lo que se denomina­
ban "horarios críticos" en la cuadra, en los que se podía ser más "vul­
nerable" frente a la posibilidad de ser víctima de un delito -los ejem­
plos que se daban en los instructivos eran: "ingreso o egreso al hogar o
al garaje, horarios escolares, laborales y vacaciones?".

Todos los participantes se comprometían ante lo que se denomi­
naba en los instructivos "signos sospechosos de actividad delictiva pró­
xima (personas extrañas en actitud de espera, el paso reiterado de un
vehículo desconocido, etc.)" a "dar el alerta", vía telefónica, al resto de
los residentes de la cuadra y a la unidad policial competente. También,

14 "Buenos Aires me mata", Revista Estrategas,Junio 2000.

15 Todos los Instructivos pueden ser consultados en http://members.tripod.com/plana­
[erra. 145
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se impulsaba la instalación de "alarmas comunitarias" -mediante la
utilización de "alarmas sonoras intervecinales", "iluminación inteli­
gente" o el empleo consensuado de "silbatos"> que podían ser accio­
nadas por cualquiera de los residentes de la cuadra y que se conside­
raba que tenían un fuerte efecto disuasorio. Se promovía la diferencia­
ción de las "actitudes sospechosas" considerando si estaban dentro o
fuera de los "horarios críticos" previamente definidos. Si se encontra­
ban fuera de dichos horarios se promovía la necesidad de comunicar­
se con otros participantes para corroborar la "sospecha". En cambio, si
se daba la situación en los "horarios críticos" se pedía que los miem­
bros dieran el alerta inmediatamente, considerando la situación como
una de "peligro inminente". Lo mismo en el caso de un "delito en
curso", situación en la que específicamente se recomendaba no "invo­
lucrarse físicamente luchando contra los delincuentes" y se auspiciaba
asistir en todos los sentidos al miembro que hubiera sido víctima.

Se señalaba en los instructivos del Plan Alerta:

El vecino no se transforma en policía ni informante. Sólo asumirá el
papel que le corresponde como ciudadano de una república en el sen­
tido estricto de la expresión, trabajando en defensa de su vida, la de su
familia y su propiedad...Los miembros del proyecto no asumen la res­
ponsabilidad de la seguridad, este es un deber propio e indeclinable
del Estado; los ciudadanos sólo cumplirán con sus deberes y derechos
constitucionales".

También en los instructivos se excluía explícitamente la puesta en
marcha de "patrullas ciudadanas":

El patrullaje preventivo a semejanza de los policías o VIgilantes arma­
dos está severamente contramdicado por ser 6sicamente peligroso e
implicar severos problemas legales. Sin embargo, la información que
pueda obtener cuando recorre la calle (por ej. paseando al perro) ten­
drá mucho valor; será conveniente coordinar recorrido y formas de
comunicación con la unidad funcional respectiva".

146 16 Tomado de http://members.tripod.com/planalerta/delimclOnes.htm.
17 Tomado de http://members.tnpod.com/planalerta/definiciones.hrm.
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También se alentaba el desarrollo de comportamientos colectivos
de autoprotección entre los miembros de una unidad funcional.
Típicamente, ante una ausencia prolongada de alguno de los vecinos,
los otros miembros se ocupaban de disimularla realizando diversas ac­
ciones, como barrer periódicamente su vereda, retirar diarios o corres­
pondencia acumulada, colocar basura en sus cestos, etc. En los instruc­
tivos se señalaba:

Por otro lado, el compartir actividades en la calle mejora la seguridad
ya que disuade a quien quiera aprovecharse de la soledad de una posi­
ble víctima. Por ello se deben consensuar horarios de lavados de vere­
da y lavados de autos, el paseo de perros en esos horarios que la cua­
dra definió como críticos, el guardado de automóviles en un mismo
horario y toda otra actividad que haga que los vecinos vuelvan a ocu­
par su cuadra y puedan vivirla como propia, en oposición a la actitud
de encerrarse y esconderse tras una reja. La ocupación de la calle de
hecho disuade".

También se auspiciaba exigir al Municipio pertinente el mejoramien­
to del alumbrado público -"la oscuridad es la mejor aliada de los
delincuentes" rezaban los instructivos-, ya sea vía la colocación de
nuevas luminarias o del desramado del arbolado público, previendo
que en el caso de no lograr la provisión de dichos servicios los veci­
nos podrían directamente llevar adelante las acciones pertinentes, evi­
tando cualquier problema jurídico de orden contravencional, invocan­
do la figura del estado de necesidad. Por otro lado, en la cuadra en
cuestión se colocaban carteles que señalaban la existencia de un Plan
Alerta, en los postes telefónicos y del alumbrado público, como adver­
tencia a los potenciales ofensores dirigida a disuadirlos de cometer
delitos en la misma. El modelo de los carteles era suministrado por los
Vecinos Solidarios y rezaban: "Plan Alerta. Cuadra controlada por sus
vecinos en contacto directo con la policía".

Con respecto a la relación con la institución policial, los Vecinos
Solidarios recomendaban que un grupo representativo de una unidad

18 Tomado de hnp:/ /members.tripod.com/planalena/organizarse.hrm. 147
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funcional -o de varias de una misma manzana o zona- tuvieran una

entrevista con el Comisario o funcionario de mayor jerarquía de la

unidad policial competente. Decía el instructivo al respecto:

En esta entrevista expliquen claramente: Que los vecinos de la cuadra

han decidido organizarse para mejorar su seguridad. Que quieren
compartir con la Pohcía esta responsabilidad. Que los vecinos se com­

prometen a cooperar con la Policía en cuanto a la observación del
movimiento de la cuadra y ante cualquier duda recurrirán a ellos. Que

al mismo tiempo, piden a la Policía el compromiso de ellos en cuan­
to a responder todos los llamados en el más breve tiempo ya que el
funcionamiento del Plan se basa en la mutua confianza y en que cada
parte asuma el rol que le corresponde. Si la dependencia policial no
cuenta con un número de emergencia, podrían entre los vecinos sol­
ventar la Instalación de una línea telefónica entrante, que por un muy
bajo costo permitirá tener un acceso directo a la dependencia asegu­

rando que no puede ser utilizada para otro fin. Consensúen con el

funcionano hacer reuniones periódicas, en las que se deberá compro­
bar el funcionamiento general del Plan, las mejoras que puedan hacer­
se y el cumphrniento del rol de cada uno. En el caso de la Policía
deberá comentársele las irregularidades detectadas (por ej.: que se los
llamó y no concurrieron, o que tardaron 30 minutos en concurrir,
etc.) y coordinar qué se puede hacer para mejorar. Es importante no
hacer una crítica de carácter altisonante sino tratar de comprender
entre todos que se está haciendo un trabajo conjunto con beneficio
para todos, ya que los vecinos pasan a ser los ojos de la Policía y ellos
el brazo armado. Manejen siempre la relación como un emprendi­

miento cooperativo y no como una queja constante. Tengan en cuen­
ta que es muy probable que obtengan apoyo policial ya que las direc­

tivas emanadas de sus superiores contemplan el uso de estos planes

que incluyen un contacto fluido con la Comunidad. Si por cualquier
motivo no logran el apoyo de la dependencia policial o consideran

que no tienen la disposición o el apoyo que pretenden, no duden en

contactarse con un funcionario de mayor jerarquía y expliquen sus
dificultades' .

148 19 Tomado de http://mcmbers.lnpod.com/planalerta/organizarse.hm1.
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Las primeras unidades funcionales del Barrio Saavedra fueron
puestas en funcionamiento con el apoyo de la Comisaria 49 de la
Policía Federal Argentina -institución policial competente en la
Ciudad de Buenos Aires.

Simultáneamente a la puesta en funcionamiento de las primeras
"unidades funcionales", el grupo Vecinos Solidarios intentaba obtener
el apoyo oficial tanto de la Policía Federal Argentina como de la
Dirección Nacional de Política Criminal del Ministerio de Justicia y
Derechos Humanos de la Nación. El lanzamiento formal del Plan fue
en marzo de 1998, con el apoyo de ambos organismos públicos", Aho­
ra bien, el cambio que significó tener el apoyo oficial de esta institu­
ción policial no implicó una transformación con respecto a la forma
en la que el Plan Alerta planteaba esta relación, promoviendo la gesta­
ción autónoma de las "unidades funcionales" desde la sociedad civil y
a partir de allí, siguiendo los pasos antes reseñados, plantear el vínculo
con la unidad policial competente.

De esta forma, se ha ido gestando una relación individualizada
directa entre las unidades funcionales constituidas y los segmentos orga­
nizacionales pertinentes de la institución policial, que presenta una cier­
ta variabilidad. En algunos casos ha habido una muy buena recepción
por parte de la institución policial. El Comisario Daniel Moreno, res­
ponsable de la seccional 45 de Villa Devoto en la Ciudad de Buenos
Aires comentaba recientemente en una entrevista sobre el Plan Alerta:

Nos sirve porque los vecinos terminan transformándose en los OJos de
la policía.Como elJos viven en el lugar y ven todo, nos pueden llamar
si pasa algo. Es imposible decrr cuantos delitos se previenen con este
sistema, pero lo seguro es que impiden que los merodeadores sepan si
una casa está desprotegida y,de esta forma, sí se evitan robos. Hay que
fomentar la creación de estas redes (Clarín, 24/09/03).

20 La participación de la DNPC Implicó también intentar comenzar a llevar adelante
algunas otras medidas destinadas a la prevención del delito, más allá del Plan Alerta,
específicamente dirigidas al "desarrollo social" en el llamado Barrio Mitre dentro del
Barrio Saavedra, que sólo se pusieron en marcha fragmentariamente (DNPC
1999:210-218). 149
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Ya en octubre de 1997 los Vecinos Solidarios del Barrio Saavedra
pusieron en marcha una página web del Plan Alerta en la que se
difundían tanto opiniones generales sobre el tema de la seguridad
urbana y las posibilidades para la participación ciudadana como,
específicamente, los instructivos para la configuración del Plan Alerta
(http://members.tripod.com/planalerta). A partir de esta página
web surgieron muchísimas vinculaciones con grupos de vecinos e
instituciones públicas tanto de la Ciudad de Buenos Aires como de
otras provincias del país -pues específicamente la página web invita­
ba a quienes la visitaran a enviar "críticas, sugerencias, ideas". Tam­
bién, a fines de 1999 el grupo Vecinos Solidarios armó una lista de
correos electrónicos ("Plan Alerta y Prevención Comunitaria del
Delito y la Violencia") como un nuevo espacio de intercambio vir­
tual a los fines de facilitar el acceso a información sobre el Plan
Alerta e impulsar su adopción por parte de otros grupos de residen­
tes de la Ciudad de Buenos Aires y otras provincias del país
(http//grupos.yahoo.com/group/PlanAlerta). Otro miembro de es­
te grupo señalaba: "[gjran parte de lo que somos es gracias a Inter­
net. Esto de Internet retroalimenta la experiencia que uno desarro­
lla" (Finquelevich, Saguier y Vercelli 2002:9)'1.

Desde ese mismo momento, el Plan Alerta comenzó a "exportar­
se" a otros barrios de la ciudad de Buenos Aires -Flores, Núñez.Villa
del Parque, Floresta, Beccar, Urquiza, Chacabuco, Burzaco, Martínez,
Palermo, Mármol- y a diferentes partidos de la Provincia de Buenos
Aires, a partir de grupos de vecinos que se configuraron de acuerdo a
los instructivos contenidos en la página web -Almirante Brown, City
Bell, La Plata, entre otros". Uno de los casos más importantes fue el
del partido de Ituzaingá, en donde el grupo que lo impulsa tiene su
propia página web (http//www.vecinosalerta.empre.com.ar).También
se extendió a otras provincias del país como La Pampa, Córdoba, Entre
Ríos y Neuquén.
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21 Esto fue así a tal punto, que en el 2001 se puso en marcha una nueva págma web del
Plan Alerta, modificando algunos de sus elementos y agregando otros nuevos a los fines
de hacerla más únl para los potenciales VISitantes.

22 Ver' "Proliferan los Planes de Seguridad Vecinal", LA NaCJ6tl,24/09/2002.
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Actualmente, el grupo originario del Barrio Saavedra conformó
una Asociación Civil y está trabajando con la Secretaría de Seguridad
Interior de la Nación en la creación de la Red Nacional de Seguridad
Comunitaria (RENASECO) a través de un convenio de colaboración
firmado oportunamente. En la Resolución N° 556 del Ministerio de
Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, del 27 de No­
viembre de 2003, por la que se crea la RENASECO se sostiene que
el: "el llamado Plan Alerta ha demostrado ser una herramienta eficaz e
idónea en los ámbitos vecinales para la prevención del delito" -más allá
de que hasta el momento no se haya llevado adelante ninguna evalua­
ción del funcionamiento de este esquema. Esta Red Nacional es coor­
dinada por la Secretaría Ejecutiva del Consejo Federal de Seguridad
Interior y ha sido concebida como un instrumento destinado a articu­
lar e impulsar aún más el desarrollo y difusión a nivel nacional de este
tipo de iniciativa, con el formato que originariamente le dio el Grupo
Vecinos Solidarios que es el actor que de acuerdo a los términos del
convenio firmado "aportará los contenidos" de la RENASEcon.

El Plan Nacional de Prevención del Delito

El segundo ejemplo a analizar es la iniciativa más importante en el
marco de este "renacimiento" de la prevención del delito a través de
recursos extrapenales en Argentina: el Plan Nacional de Prevención
del Delito que, en el marco del Gobierno Nacional del Presidente De
la Rúa, conjuntamente pusieron en marcha el Ministerio de Justicia y
Derechos Humanos y el Ministerio del Interior de la Nación en agos­
to de 2000 (Res. MJDH N. 768/00 Y Res. MI N. 56/00). El Plan
Nacional de Prevención del Delito -en adelante, PNPD- fue diseña­
do por una comisión mixta de funcionarios de ambos ministerios,
liderada por el Director Nacional de Política Criminal (MJDDHH) y
el Director Nacional de Políticas de Seguridad (MIN)24.

23 Ver: www.planalerta.gov.ar y www.renaseco.gov.ar.
24 Esta iniciativa estuvo de alguna manera ligada al nacrrmento y desarrollo del Plan

Alerta, ya que uno de los dos organismos públicos que lideraron su diseño -la DNPC- I5 I
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El PNPD se plantea como objetivos fundamentales:

... reducir los delitos callejeros o predatorios, especialmente los delitos
contra la propiedad y contra las personas que implican el uso de la
violencia fisica disminuir la sensación de inseguridad frente a este
tipo de delitos [y] fomentar la activa participación de actores no
gubernamentales y constituir una red de compromiso, cooperación y

articulación con actores gubernamentales destinada a la prevención

del delito ... (PNPD 2000:4)".

En principio, el PNPD se presenta como una iniciativa de alcance
nacional, que va a ajustar sus formas de intervención preventiva a las
manifestaciones concretas del fenómeno de la inseguridad urbana en
las diversas regiones, ciudades y zonas de implementación aunque en
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estuvo vinculado, como decíamos más arnba, a aquella experiencia. Justamente, el
Director en cuestión -tal vez, la persona clave en la constitución del PNPD Y en su
posterior funcionamiento- señalaba en una entrevista: "[cjasi irreflexrvamente, arranca­
mos a trabajar con una orgaruzación del Bar rro Saavedra ... ahí se prendió la

lampanta... yo había leído algo sobre prevención con parncipación ciudadana, sobreto­
do de los canadienses y estaba la gente ahí. Saavedra se fue haciendo en la práctica. Fue
un gran esfuerzo, por que no estaba planificado, no teníamos eqUIpo, no sabíamos nada,
aprendíamos ahí. Este plan (el PNPD) nace a parnr de eso" (Sozzo 2002b:22). De
hecho, buena parte de las acciones que este organismo público intentó llevar adelante
con respecto al Barna Saavedra de la Ciudad de Buenos Aires nene una cierta seme­
janza con lo que finalmente se produjo a nivel del proceso de implementación del
PNPD -aUn cuando no necesarrarnente a nivel de su diseño- (ver la descripción en
DNPC 1999:210-218).

25 Sus objetivos complementarios son: "incentivar la parncipación acnva de los Ciudada­
nos y de sus organizaciones en cada una de las comunidades, garantizando su involu­
crarruento en la definición de los problemas especificas y las soluciones VIables,promo­

viendo la recuperación del espacio público y la generación de lazos de solidandad
social"; "promover la transformación de las instituciones policiales y fuerzas de seguri­
dad para facilitar su adaptación a las nuevas estrategias y actores involucrados en la pre­
vención del delito"; "construir nuevas relaciones de confianza recíproca entre las msn­

tuciones pohcrales y fuerzas de seguridad y los actores no gubernamentales"; "articular
las intervenciones dedicadas a la prevención del delito con las políticas sociales, desa­
rrollando su coordinación y complementación a los fines de mejorar la calidad de Vida
de los ciudadanos" y "colaborar en la producción de una nueva cultura en materia de
seguridad urbana, a través de la generación y difusión de nuevos lenguajes que permI­
tan plantear y debatir socialmente las necesidades y demandas al respecto, en términos

compatibles con el Sistema democrático" (pNPD 2000:4-5).
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su diseño se fijan "lineamientos estratégicos". El PNPD adopta explí­
citamente el modelo de la "prevención integrada" con una fuerte
influencia de la experiencia francesa e italiana en la materia (ver al res­
pecto: Baratta 1993; Duprez 1997; Melossi y Selrnini 2000; Pavarini
1992b, 1993, 1994c; Robert 1991; Roche 1999; Selrnini 1999,2003).
La "prevención integrada" prevé, en cada intervención preventiva, una
mixtura de técnicas propias de la estrategia de "prevención social"
-"aquella dirigida a incidir en las causas sociales del delito"26- y de la
estrategia de "prevención situacional ambiental" -"aquella destinada a
reducir las oportunidades de realización de los delitos?". Sostiene el
diseño del PNPD:

Ambas realizan importantes contribuciones para alcanzar el objetivo
de reducir el delito y la sensación de inseguridad, pero es preciso reco-

26 El diseño del PNPD bnnda ejemplos de técnicas de mtervención en este marco estra­
tégico: "la generación de facilidades para el goce del tiempo hbre por parte de jóvenes
en áreas urbanas degradadas. el reforzamienro de las capacidades de escuelas medias para

retener su población escolar, el mejoramiento y el aumento de la capacidad edilicia de
las viviendas públicas, etc.". (pNPD 2000: 12) Por otro lado también, advierte de los
porenciales efectos perversos de esta estrategia preventiva: "es preciso tener en cuenta
que SI las técnicas y metodologías de Intervención de esta estrategia no se diferencian
claramente de las intervenciones SOCIales en general, se corre el riesgo de "criminalizar
la política social". Las polincas SOCIales tienen su propio peso específico y no requieren
para legitimarse apelar a la finahdad de prevemr el delito. El Plan apunta a "socializar la
política criminal" pero en su nuplernentación se debe ser muy CUIdadoso de que no se
produzca el proceso inverso (pNPD 2000: 13).

27 El diseño del PNPD brinda ejemplos de técnicas de intervención en el marco de esta

estrategia: "la utilización de circuitos cerrados de televisión, la VIgilancia personal por

parte de efectivos policiales, el rediseño del espacio urbano" (pNPD 2000: 14).También

el diseño del PNPD advierte sobre los "efectos perversos" de esta estrategia preventiva,
a saber: "el surgimiento de una "mentalidad de fortaleza": los individuos cada vez más

buscan "encerrarse" en ámbitos proregidos, lo que produce necesariamente un resque­

brajarniento de las relaciones sociales basadas en la confianza; el reforzarnienro de la
dinámica de exclusión social, ya que la defensa de los ambientes y las situaciones se rea­
lizan en algunos casos teniendo como objeto a un "extraño" que desea atacarlos; el

efecto de desplazanuento geográfico (cuando el mismo delito se realiza en otro lugar);
temporal (cuando el rmsmo delito se realiza en otro momento) táctico (cuando el
mismo delito se realiza con otros medios o de otra forma), de blancos (cuando el rrusmo

tipo de delito se realiza con respecto a otro blanco) y de tipo de delito" (PNPD

2000.15). 153
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nocer que la estrategiasituacional-ambiental posee un mayor grado de
efectividad en el corto plazo pero no genera efectos duraderos en el
mediano y largo plazo. De alJí que esta estrategia deba articularse con
la estrategia social dado que su alcance por sí sola es extremadamente
limitado. El Plan privilegia las intervenciones de mediano y largo
plazo y en este sentido, subordina la estrategia situacional-ambiental a
la estrategia social (PNPD 2000:12).

Para el desarrollo de la "prevención integrada", el diseño del PNPD
prevé una estructura de gestión descentralizada e interagencial que
reúne actores estatales del nivel nacional, provincial y municipal, a tra­
vés una serie de acuerdos formales pertinentes. El plano local aparece
como el que posee mayor relevancia en el proceso de implementación
de las intervenciones preventivas".

Por otro lado, más allá de la estructura de gestión del PNPD, el
mismo también incluye el desarrollo de "esquemas de compromiso,
colaboración y articulación" con otras agencias estatales que llevan
adelante desde el nivel nacional, provincial y municipal iniciativas y
acciones que se encuentran vinculadas a la prevención del delito -en
primer lugar, con la institución policial. En la misma dirección, el dise­
ño del PNPD hace una fuerte apelación a la "participación ciudada­
na", en tanto "motor fundamental del plan", planteando que se pre­
supone que: "el problema de la inseguridad urbana es una responsabi­
lidad ineludible del Estado, aunque es preciso reconocer los límites de
la acción gubernamental, teniendo en cuenta que el Estado no es
autosuficiente" y que "las intervenciones para la producción de la
seguridad urbana deben construirse con una activa participación ciu­
dadana en sus diversas modalidades en el seno de las comunidades
locales, contribuyendo a la democratización de las políticas públicas e
incrementando su efectividad y eficacia" (PNPD 2000:12)29.
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28 En el plano nacional se crearía un Equipo de Coordinación General y una Unidad
Técnica General; en el plano provmcial, un Equipo de Coordmación Regional y una
Unidad Técnica Regional: y en el plano murucrpal, un Equipo de Coordinación Local
y unos Equipos de Implemenración Local -en cada zona de irnplementacrón (pNPD
2000).

29 El diseño del PNPD esrablece explíciramente lo que no se busca mediante el Impulso
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Explícitamente, al apelar a la "participación ciudadana", el diseño
del PNPD se aleja del lenguaje de la "comunidad" que como hemos
visto había sido difundido en diferentes experiencias recientes en
nuestro país". Esta "participación ciudadana" es llamada a activarse en

el proceso de implementación del PNPD con cuatro funciones: "con­
sultiva, resolutiva, ejecutiva y fiscalizadora" (pNPD 2000:16). En defi­
nitiva, se pretende configurar entre actores estatales -nacionales, pro­
vinciales, municipales- y no estatales -ciudadanos, organizaciones de
la sociedad civil- partnerships (asociaciones) locales en el proceso de
implementación en cada región y en cada ciudad en la que progresi­
vamente se vaya desarrollando el PNPD.

El proceso de implementación, de acuerdo al diseño del PNPD, com­
prende diversas etapas: 1) la selección de regiones, ciudades y zonas en las
que se pretenden desarrollar las intervenciones preventivas; 2) la realiza­
ción de un diagnóstico científico, cuantitativo y cualitativo, sobre el esta­
do de la seguridad urbana en las zonas de implementación; 3) la confec­
ción de un mapa sociodemográfico, económico e infraestructural de la
zona de implementación; 4) la confección de un mapa de las organiza-

a la "parncipación ciudadana", el accionar directo de grupos de ciudadanos, especial­
mente Involucrando el uso de armas de fuego, en las tareas de vigilancia de espacios
públicos: los comportarmentos de evitarniento, desnnados a reconstruir las rutinas de la
VIda cotidiana evitando por miedo al delito la realización de actividades que tradicio­
nalmente se llevaban adelante; los comportamientos de autoprotección, desnnados a
garantizar un menor riesgo de ser víctima de un delito, que conlleven una mayor sen­
sación de mseguridad, una reducción de la urilización del espacio público y la adqUISI­
ción y posesión de armas de fuego (pNPD 2000).

30 "En nuestro país Circulan ciertos discursos políticos y académicos en los que la expre­
sión "comunidades locales" hace referencia a un conjunto de individuos que compar­
ten un territorio y un "sentido de comunidad" o "sentido de pertenencia" en función
de que poseen intereses, valores e identidades comunes -un "consenso moral". Esta es
una VISión mítica, que plantea a la comunidad como un grupo homogéneo y armo­
nioso que se defiende frente a los "extraños", imaginados como potenciales autores de
delitos, instalando una actitud de "nosotros contra ellos" En el presente, las comunida­
des locales son agregados sociales complejos, que están atravesados por múltiples fuen­
tes de diferencración social, de poder, edad, género, clase, religión, etc. Estas diferencias
sociales generan voces diversas que producen una conflictividad mtracornunitaria,
manifiesta o latente. El consenso en torno a lo que está bien y lo que está mal, en este
ámbito, es el fruto de intrincadas y complejas negociaciones y muchas veces resulta
inalcanzable" (pNPD 2000.16). 155
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ciones de la sociedad civil en la zona de implementación; 5) la construc­
ción de un mecanismo de participación ciudadana formal y permanen­
te a través de la realización periódica de "asambleas" en subzonas dentro
de cada zona de implementación para la determinación, a través del
debate ciudadano, de una "agenda de problemas", de "propuestas de solu­
ciones viables en el marco de las estrategias de prevención del delito pro­
movidas por el Plan", de la "colaboración en el desarrollo de las inter­
venciones preventivas" y del "seguimiento" de las mismas; 6) el "diseño
de las intervenciones, la articulación con otros actores gubernamentales
y desarrollo de las intervenciones" y; 7) el monitoreo externo e interno
del proceso de implementación (pNPD 2000). Por último, el diseño del
PNPD prevé un mecanismo de evaluación anual de los procesos de
implementación que combina una "evaluación de resultados" o "cuanti­
tativa" con una evaluación "procesual" o "cualitativa" (pNPD 2000:18).

Desde su lanzamiento en agosto de 2000, el PNPD se implemen­
tó fundamentalmente en la Ciudad de Buenos Aires, previo un acuer­
do formal con el gobierno de la Ciudad de Buenos AIres
(02/1112000) que implicó el nacimiento del Programa de Prevención
del Delito en la Secretaría de Seguridad y Justicia del Gobierno de la
CBA -es decir, un híbrido entre los gobiernos provinciales y los go­
biernos locales. También se realizaron diversas acciones de implemen­
tación más o menos fragmentarias con los gobiernos locales de los
partidos de Avellaneda y Morón en la Provincia de Buenos Aires y con
los gobiernos provinciales en Neuquén y Río Negro.

Evidentemente, en diversas materias el proceso de implementación
del PNPD en la Ciudad de Buenos Aires se "desvió" de su diseño ori­
ginario -algo que resulta en cierta medida inevitable. Pero también
hubo una serie de "innovaciones" para paliar los vacíos de un diseño
inicial que se ubicaba en un plano general y abstracto. La evaluación
procesual de la implementación en la Ciudad de Buenos Aires duran­
te el período 2000-2001 ilustra los momentos fundamentales de la
vida del PNPD (Sozzo 2002b)31. En extrema síntesis y procediendo
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31 Esta evaluación procesual se basó en la realización de grupos focales y entrevistas en pro­

fundidad con todos los operadores de prevención del deliro de la estructura de gestión
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por puntos, es posible señalar los elementos fundamentales de esta
puesta en práctica del PNPD en la Ciudad de Buenos Aires:

La estructura de gestión del PNPD se simplificó, pues el gobierno
de la Ciudad de Buenos Aires representaba al mismo tiempo el nivel
provincial y el local, constituyéndose un Equipo de Coordinación
Regional, una Unidad Técnica Regional y Equipos de Implementa­
ción Local. El carácter "mixto" del plano nacional de la estructura de
gestión se quebró cuando a partir de los cambios en el gabinete del
gobierno del presidente De la Rúa, en marzo de 2001, el Ministerio
del Interior de la Nación se "retiró" de la implementación del PNPD,
quedando integrada exclusivamente por representantes del Ministerio
de Justicia y Derechos Humanos de la Nación.

En cuanto a los operadores del PNPD existía, en el contexto argen­
tino, una carencia de "especialistas en prevención del delito", por lo
que se preveía que esta capacidad específica fuera suplida por compe­
tencias en áreas adyacentes -especialmente, en política social. Sin
embargo, la selección de los operadores del PNPD a nivel del gobier­
no de la Ciudad de Buenos Aires no estuvo guiada por las prescripcio­
nes del diseño del PNPD -aún adaptadas a la ausencia antes señalada­
sino por la conveniencia y el clientelismo político. Esto ocasionó que
la Unidad Técnica Regional (UTR) se desdibujara completamente en
el proceso de implementación, pues como decía un miembro de la
Unidad Técnica General (UTG): "[n]o era ni técnica ni era una uni­
dad". El único criterio empleado para la conformación de los Equipos
de Implementación Local (EIL) (dos personas por cada Centro de
Gestión y Participación (CGP) de la Ciudad de Buenos Aires: 16 CGP
en total, 32 operadoress') fue que cada uno de los integrantes pertene-

del PNPD a nivel nacional y local (en el gobierno de la Ciudad de Buenos Aires). Se
trató de una evaluación procesual a través de las voces de los "irnplementadores".

32 El proceso de Implementación del PNPD se comenzó a realizar en la Ciudad de
Buenos AIres en forma "descentralizada" -tal como se prevé en su diseño orrginario-.
Ahora bien dado que esta jurisdicción es una sola área urbana, la "descentralización" se
materializó exclusivamente al interior de la misma, en la determinación de las "zonas
de implementación", utihzando la división territorial de los Centros de Gestión y
Parricipacrón existentes en toda la Ciudad de Buenos Aires. El proceso de implemen- I57
[ación en cada una de estas "zonas" se fue desarrollando progresivamente. En una pri-
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ciera a uno de los partidos políticos de la coalición gobernante -Unión
Cívica Radical y FREPASo. A partir de allí se dio lo que un opera­
dor entrevistado denominó "la partidización de la práctica" -que sin
embargo, fue neutralizándose en la medida que avanzaba el proceso de
implementación y se descomponía dicha alianza de partidos políticos.

En el establecimiento de esquemas de compromiso, colaboración y
articulación a nivel nacional, los resultados fueron extraordinariamen­
te limitados, generándose sólo unas relaciones formales hacia fines del
año 2001 con: a) el Consejo Nacional de Niñez, Adolescencia y Fa­
milia con el objetivo de articular acciones de prevención, compartir
información y utilizar de manera más eficiente los recursos dirigidos
a jóvenes que egresaban de institutos de menores -especialmente
quienes se encontraban en "libertad asistida">, y; b) el Ministerio de
Trabajo, Empleo y Formación Laboral de la Nación, por el cual se es­
tablecieron Planes de Emergencia Laboral con 100 beneficiarios que
utilizarían, en el marco del PNPD, en el desarrollo de intervenciones
de prevención social en sectores de "alta vulnerabilidad social" -sobre
esto último volveremos más adelante.

En el plano del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires no se arti­
cularon esquemas formales de compromiso, colaboración y articula­
ción entre el PNPD Y las agencias estatales locales pertinentes. Exclu­
sivamente se construyeron relaciones "informales" en base a "contac­
tos personales" de los miembros de los ElL, a través de los delegados
comunales o directores de los CGP o de los miembros del Equipo de
Coordinación Regional (ECR). Estas alianzas se establecieron en
torno a problemas puntuales y con una dinámica de "solicitud de
favor-concesión de favor", por lo que la potencial "acción conjunta"
entre agencias estatales locales asociada a la idea de partnership, en pala­
bras de uno de los miembros de un ElL, se transformó en "casuística".
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mera etapa, a partir de noviembre del 2000, se produjo el imcio del mismo en los CGP
7, lO, 11, 12 Y 14 Oeste. En la segunda fase,se produjo el lanzanuento del PNPD,a par­
tir de abril del 2001, en los CGP 1,2 Norte y 6, agregándose en junio de ese mismo
año el CGP 4. Por último, en la tercera fase que comenzó a desarrollarse en septiem­
bre del 2001 se produjo el lanzamiento del PNPD en los CGP 2 Sur, 3, 5, 8. 9, 13 Y
14 Este.
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En particular, no se pudo establecer un esquema de compromiso,
colaboración y articulación con la Policía Federal Argentina, sobreto­
do a partir de la "retirada" del Ministerio del Interior -de quien
depende formalmente- de la implementación del PNPD. También
aquí hubo una serie de relaciones "informales", "casuísticas", que
variaron de acuerdo a la aptitud "personal" de los miembros de los EIL
para establecer vínculos con los comisarios y subcomisarios en las
diversas seccionales policiales vinculadas a los CGP.

No se realizó un diagnóstico científico -ni cuantitativo ni cualita­
tivo- del estado de la seguridad urbana en cada uno de los CGP
-zonas de implementación- dejando librada la construcción de la
"agenda de problemas", exclusivamente, al funcionamiento del meca­
nismo participativo; con todos los sesgos implícitos en la representati­
vidad de los ciudadanos que participaron en el proceso y las interpre­
taciones de dichos debates producidas por los operadores de preven­
ción del delito.

El mecanismo participativo se convirtió en el eje de la implemen-
tación del PNPD en la Ciudad de Buenos Aires, desplazando inclusi-
ve al desarrollo de las intervenciones preventivas. El mecanismo par­
ticipativo puesto en marcha ha estado orientado, fundamentalmente,
a la búsqueda de un resultado cuantitativo: el mayor número de asam-
bleas con el mayor número de participantes en cada una de las zonas
de implementación. En la gestión del PNPD estos datos cuantitativos
se convirtieron en indicadores de "efectividad" y se perdió de vista,
en la mayoría de los casos, el objetivo "dernocratizador" de la partici-
pación ciudadana. Dicha participación ciudadana fue extremadamen-
te "selectiva": adultos -por lo general mayores de 50 años- con una
cierta preponderancia de mujeres sobre varones y de clase media. El
mecanismo participativo no incluyó -salvo excepciones- ni a los
jóvenes, ni a los pobres, ni a otros "grupos difíciles de alcanzar" (per-
sonas que ejercen la prostitución callejera, "sin techo", etc.) Ganes y
Newburn 2000). Esto a su vez se reprodujo en otras instancias partí­

cipativas que, más allá del diseño originario, se fueron desenvolvien-
do en los diversos CGP para aumentar el volumen de ciudadanos
Involucrados en la implementación del PNPD -lo que en el lengua- 159
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je ocupacional de los operadores se denominaban "reuniones intera­
sarnblearias" .

El mecanismo participativo no estuvo dirigido al establecimiento de
una "agenda de problemas" en cada zona de implementación, sino a
crear una lista de "demandas" de estos ciudadanos que selectivamente
asistían a las asambleas y que, difícilmente, pueden considerarse demo­
cráticamente representativos de la población de la zona de implementa­
ción. De hecho, evidencia de este énfasis es que la unidad de análisis
sobre la que está construida la base de datos del PNPD a nivel del
gobierno de la Ciudad de Buenos Aires es la "demanda" y no el "pro­
blema", como parecía indicarlo su diseño originario. La idea de
"demanda" reenvía a una definición de la intervención a realizar efec­
tuada exclusivamente por los actores no-estatales que toman parte del
mecanismo participativo, quedando reservado a los actores estatales el rol
de activar la "respuesta". Esta dinámica de "demanda-respuesta" tiene
una lógica claramente "clientelista" que se estructura sobre los reclamos
"populares", buscando reproducir consenso político. Las demandas
"receptadas" --eStl expresión supone que el rol de los operadores de pre­
vención del delito es completamente pasivo en el espacio de la asam­
blea, aunque en realidad no era así en muchos casos- por el PNPD
durante el año 2001 se han referido -de acuerdo al "lenguaje ocupacio­
nal" de los operadores- en un 57% a "gestión policial" (presencia y vigi­
lancia policial en el espacio público), en un 15% a "gestión de obras
públicas" (requerimiento de instalación de luminarias o reforzamiento
de las ya existentes), en un 12% a "gestión del medio ambiente" (pedi­
do de desramado de arbolado público y refacción de plazas y parques),
en un 8% a contravenciones (requerimiento de una intervención san­
cionatoria frente a contravenciones tales como la venta de bebidas alco­
hólicas a menores de edad) y en un 3% a "supuestas usurpaciones"
(requerimiento de desalojo de casas o predios tomados). Estas deman­
das "receptadas" a través del mecanismo participativo, en muy pocos
casos se vinculan expresa y precisamente a "problemas" identificados en
las zonas de implementación, más bien reflejan sentimientos de insegu­
ridad y de "indignación moral" --estos últimos dificilrnente compatibles
con los objetivos democratizadores que inicialmente se fijó el PNPD.
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En la dinámica clientelista "demanda-respuesta" con que ha fun­
cionado el proceso de implementación del PNPD, las "pseudo"-inter­
venciones preventivas han sido las demandadas por el "público" -los
grupos sociales que selectivamente han estado presentes- en el meca­
nismo participativo, inscribiéndose preponderantemente en una pre­
tendida "estrategia de prevención situacional-ambiental". Han sido
"pseudo"-intervenciones preventivas pues no han estado vinculadas a
"problemas" sino a reclamos y requerimientos "populares" y no han
sido, por lo tanto, diseñadas racionalmente para cumplir el fin de redu­
cir las dimensiones de un "problema" sino para satisfacer una "deman­
da". De allí que en la base de datos del PNPD sobre su implementa­
ción en la Ciudad de Buenos Aires no haya una unidad de análisis "in­
tervenciones preventivas", sino sólo se brinde información sobre las
"demandas" que han encontrado "respuestas" y las que no: de 1.309
"receptadas" durante 2001 en toda la ciudad de Buenos Aires, el 39%
ha sido "respondida". Di6cilmente pueden considerarse a estas "res­
puestas" "intervenciones preventivas", pero si fuera así se habría inver­
tido el diseño originario del PNPD con una absoluta preponderancia
de medidas de "prevención situacional-ambiental" (vigilancia y pre­
sencia policial en el espacio público, desramado, iluminación).Y a ello
habría que agregarle acciones que di6cilmente podrían considerarse
"preventivas", como los desalojos de "casas y predios tomados" o las
sanciones de contravenciones.

En el proceso de implementación del PNPD desde mediados del
2001 en las diferentes zonas del proyecto se impulsaron Redes Solida­
rias de Prevención del Delito -una innovación con respecto al diseño
originario, que hasta puede pensarse en clara contradicción con el
mismo (ver nota 29 de este capítulo). No se trata aquí de "respuestas"
a "demandas" sino de acciones de movilización de los individuos y las
familias para que ellos desarrollen una acción pretendidamente pre­
ventiva. Decía al respecto un miembro de un EIL:

En la primera ronda de asambleas los CIudadanos vienen a ver de qué
se trata, en la segunda plantean específicamente sus demandas y en la
tercera ya están reclamando ante la [alta de respuestas. En nuestro CGP I6 I
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en la cuarta ronda se lanzó entonces el tema de las redes como una
forma de dirigir la participación ciudadana y al mismo tiempo acti­
varla ...Ia actividad se pudo sostener porque lanzamos las redes...Con
las redes nosotros hicimos capote, fuimos sin respuestas y hablando de
un cambio de participación".

En el año 2001 se constituyeron 40 redes. De acuerdo al documento
"Redes Solidarias. Cómo conformar una red de vecinos", elaborado
por la estructura de gestión del PNPD, el objetivo es "evitar la ocu­
rrencia de delitos, para lo cual es imprescindible que se utilice con
prudencia y responsabilidad" (pNPD 2001:1). El funcionamiento de
la red de acuerdo a este texto tiene como principal herramienta "la
alerta frente a situaciones de riesgo real o potencial, ante las cuales los
vecinos participantes deben: confirmar previamente la sospecha con
las potenciales víctimas y llamar inmediatamente a la policía manifes­
tando que son vecinos participantes del Plan de Prevención del
Delito" (PNPD 2001 :2). La fuente de inspiración de este dispositivo
ha sido, evidentemente, el Plan Alerta del Barrio Saavedra, antes ana­
lizado. En este sentido, un miembro de la UTG señalaba: "las redes de
vecinos terminan siendo mecanismos defensivos en el estilo de lo peor
que tiene el Plan Alerta"?', En definitiva, no resulta casual que "alerta"
sea la palabra empleada para definir el instrumento fundamental de
estas Redes Solidarias de Prevención del Delito. Otro miembro de la
UTG, calificaba a estas "redes solidarias" como "uniones por el espan­
to" construidas bajo la consigna "armemos la red para defendernos".

Frente a la casi completa anulación de cualquier referencia a la
estrategia de "prevención social" en la implementación del PNPD, en
octubre de 2001 se creó, en el nivel nacional, el Programa de Comu­
nidadesVulnerables (PCV) para tratar de revertir, al menos parcialmen­
te, esta tendencia -otra innovación con respecto al diseño originario.
Este programa buscaba poner en movimiento acciones para reducir la
"vulnerabilidad social" a través del fomento de "la inserción laboral, la
capacitación, la atención escolar, al salud y la recreación" (PCV

162
33 Entrevista realizada personalmente a nnembro de un EIL.
34 Entrevista realizada personalmente a miembro de un UTG
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2001:1). Los destinatarios son los miembros de las "comunidades vul­
nerables" definidas como: "un grupo de personas intervinculadas den­
tro de una unidad territorial, que comparten una situación de signifi­
cativo incumplimiento de los derechos humanos esenciales, tales como
vivienda, salud, educación, etc. consagrados en la Constitución
Nacional de 1994" (PCV 2001 :2). Este conjunto de acciones se con­
sidera, en el diseño del PCV:

... un eje central en la aplicación de una política criminal entendida
como política social, habida cuenta de que los sectores de esta pobla­
ción resultan ser vulnerados socialmente y esto produce como resul­
tado una criminalización condicionante previa de sus habitantes, que
en su gran mayoría resultan atrapados dentro de la red del sistema
penal o bien limitados en sus oportunidades de inclusión psico­
social... (peV 2001 :2).

Es por ello que la meta del PCV es, de acuerdo a su diseño: "reducir
la vulnerabilidad social a partir de la prevención de la violencia y el
abordaje del conflicto social en los diferentes ámbitos del cotidiano de
una comunidad vulnerable, en pos del mejoramiento de la calidad de
vida de dicha comunidad, desde el principio de intervención mínima"
(PCV 2001:2).

El PCV intenta desarrollar el conjunto de sus intervenciones en
"comunidades vulnerables" a partir de la metodología de la Investiga­
ción-Acción-Participativa que incorpora a los sujetos que forman
parte de la comunidad vulnerable a la actividad a realizar. Se trata de
combinar el proceso de producción de conocimiento acerca de la
comunidad vulnerable, sus necesidades y sus recursos, con el proceso
de puesta en marcha de acciones que sean llevadas adelante con parti­
cipación de los actores comunitarios, funcionando como mecanismo
de autoafirmación del grupo comunitario.

De acuerdo al diseño original del PCV; existen cuatro dimensiones
de este abordaje: 1) la "dimensión individual" ("capacidad de conten­
ción de los miembros más vulnerables en sus grupos de pertenencia
y/o referencia"); 2) la "dimensión grupal" ("capacidad de respuesta de
los grupos de pertenencia o referencia a las necesidades de la cornuni- I63
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dad"); 3) la "dimensión socio-comunitaria" ("proceso de constitución
-construcción- de la comunidad") y; 4) la "dimensión socio-institu­
cional" ("capacidad de contención de las entidades del Estado y de las
no gubernamentales") (pCV 2001:3). El primer encargado de la
dirección del PCV señalaba con respecto a este programa: "es el terri­
torio a trillar en un plan de prevención del delito que no se transfor­
me en un reproductor de marginalidad":".

Simultáneamente se creó un Programa de Comunidades
Vulnerables a nivel del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Ambos
programas debían funcionar como un solo equipo de trabajo, pero
rápidamente surgió un conflicto en función de la disponibilidad, por
parte del PCV local, de una serie de "ayudas personales" -Planes de
Emergencia Laboral y análogos- para intervenir en diversas "villas mi­
serias" de la Ciudad de Buenos Aires, que no tenía un correlato en el
PCV nacional y que fueron administrados en forma clientelista, de
acuerdo a información proporcionada por los miembros del PCV
nacional, sin ningún tipo de vinculación con la finalidad de prevenir
el delito.

En función de ello, el PCV nacional comenzó a trabajar directa­
mente en algunas "villas miserias" con jóvenes en situaciones de "vul­
nerabilidad social" de la Ciudad de Buenos Aires y el Gran Buenos
Aires. Este trabajo fue apuntalado a partir del convenio antes mencio­
nado con el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la
Nación que permitió contar, desde enero del 2002, con Planes de
Emergencia Laboral para facilitar esta tarea -una ayuda personal men­
sual de 150 pesos durante el lapso de entre cuatro y seis meses. A par­
tir de este financiamiento se armaron seis proyectos. Por ejemplo: la
realización de un trabajo de relevamiento de las necesidades y los
recursos de la comunidad vulnerable, comprendiendo la reconstruc­
ción de su historia y la realización de un taller sobre confección de
velas artesanales a los fines de poder generar un microemprendimien­
to sustentable -Ciudad Oculta, Buenos Aires, 20 beneficiarios-; la pro­
ducción de abono orgánico a través del proceso de lombricultura a

I64 35 Entrevista realizada personalmente.
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partir de la recolección, selección y tratamiento de residuos sólidos
domiciliarios (basura orgánica) y la reconstrucción de la historia de la
comunidad vulnerable y el relevamiento de sus problemas centrales a
través de un video (para lo que se realizó un taller para que los bene­
ficiarios pudieran realizarlo) -Villa Tranquila, Avellaneda, 10 beneficia­
rios-; y la ampliación del edificio de una Cooperativa de Producción
y Aprendizaje -que funciona desde hace 4 años, brindando talleres de
serigrafia, electricidad, mecánica, herrería y construcción a los fines de
impulsar la actividad cooperativa entre los habitantes de esta comuni­
dad vulnerable- y la formación informal en los oficios necesarios para
el desarrollo de esta obra -Barrio Rivadavia I, Bajo Flores, Ciudad de
Buenos Aires, 10 beneficiarios. Este tipo de intervenciones alcanzaron
inicialmente a 77 jóvenes.

La creación del Programa de Comunidades Vulnerables vino a san­
cionar otra inversión del diseño originario del PNPD: del modelo de
la "prevención integrada" se pasó a una "prevención disociada". La
preponderante estrategia de "pseudo"-prevención situacional-ambien­
tal vinculada a la dinámica clientelista de "demanda-respuesta" del
mecanismo participativo se desenvolvía en ciertos territorios urbanos
de clase media y alta, mientras que una incipiente y tímida estrategia
de "prevención social" comenzó a desenvolverse en los territorios
urbanos más pauperizados de las clases populares, sin ningún tipo de
articulación entre sí, con supuestos y lógicas distintas e incluso, con­
trapuestas. Decía al respecto un miembro de la UTG: "el plan, sin
duda, se transformó en dos planes, uno de prevención situacional y
ambiental y otro de prevención social.i.esto de la prevención integra­
da no existió...".Y continuaba: "en la práctica, la prevención social y la
prevención situacional, se me presentan como disociadas, y por otro
lado mi temor es seguir disociándolas ..."36.

A pesar de los sucesos de diciembre de 2001 y la caída abrupta del
gobierno del presidente De la Rúa, el PNPD continuó implementán­
dose en la Ciudad de Buenos Aires durante el 2002 con unas caracte­
rísticas similares a las observadas durante el 2001, con un menor énfa-

36 Entrevista realizada personalmente a miembro de UTG. 165
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sis en la realización de asambleas y un mayor acento en la realización
de "reuniones interasamblearias" y en la constitución de Redes
Solidarias de Prevención del Delito". Todo ello combinado con una
distancia absoluta entre la actividad de los operadores nacionales y los
operadores locales.

Durante el año 2002 toda la UTG pasó a estar completamente
abocada al PCV y se abandonó absolutamente cualquier rol de moni­
toreo y asistencia con respecto al mecanismo participativo y la preven­
ción situacional-ambiental, que quedó exclusivamente en manos de
los operadores locales. La actividad del PCV se fue multiplicando, tan­
to en lo que se refiere a los sitios de intervención como al volumen
de destinatarios directos. Actualmente se encuentra trabajando en
múltiples proyectos en la Ciudad de Buenos Aires (en Villa 15,Villa 31,
Villa 1.11.14, Barrio Illia, Barrio Rivadavia.Villa Lugano, Barrio Gral.
Savio, Barrio Espora, Barrio Mitre, Barrio Mataderos, La Boca, La
Lechería, Villa 21.24, Palermo), en el Gran Buenos Aires (Villa Tran­
quila en Avellaneda y Carlos Gardel, Morón Sur, Santa Laura y Cas­
telar Sur en Morón) y en la provincia de Río Negro (Cipolleti,Vied­
ma y Bariloche). En enero de 2003 la cantidad de jóvenes con los que
se estaba trabajando había ascendido a 300 y a partir de septiembre de
ese mismo año, se incrementó a 400.

Luego del cambio de gobierno nacional en mayo de 2003 y con
la unificación de la Secretaría de Seguridad Interior a la estructura del
ahora Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la
Nación -de quien depende la Policía Federal Argentina- se ha abier­
to un proceso de rediseño del PNPD, con una activa participación de
dicha Secretaría y una reconstrucción del lazo con el gobierno de la
Ciudad de Buenos Aires. Esto se ha traducido en la gestación de una
Mesa de Trabajo conjunta entre las partes involucradas en el desarro­
llo de la estrategia de "prevención situacional-ambiental" a partir de la
participación ciudadana en la Ciudad de Buenos Aires, apuntando a
mejorar -fundamentalmente-- el servicio policial de vigilancia y pre­
sencia en el espacio público.

166 37 De acuerdo al gobIerno de la CIudad de Buenos Aires en el 2003 existían 300 redes
organizadas, que abarcaban unos 20.000 vecmos (lA Naaón. 11/11/2003).
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Estos viajes culturales actuales en el terreno del gobierno de la
cuestión criminal, como decíamos, no son idénticos a los del pasado.
Diversas transformaciones características del proceso de globalización
han multiplicado y acelerado impresionantemente este tráfico de ele­
mentos de racionalidades y tecnologías -fundamentalmente, la "com­
presión tiempo-espacio" (Kartsedt 2001,2002; Nelken 1998; Sparks
2001)38. Existe en la actualidad, toda una red global de actividades fre­
néticas que incluyen el viaje de discursos pero también de "expertos".
Sobretodo, de los "nuevos expertos" en el campo del control del deli­
to, muchas veces alejados de las tradicionales fuentes de legitimación
académicas, "consultores" y "asesores" de empresas, fundaciones y or­
ganizaciones no gubernamentales, que se constituyen como nuevos
"consejeros del príncipe" en la materia (Haggerty 2004; Wacquant
2000). En este agitado tráfico global mucho ha tenido que ver -como
lo apuntábamos con respecto al campo más específico de la "preven­
ción del delito"- el desarrollo de iniciativas y acciones por parte de
diversas instancias internacionales, gubernamentales y no guberna­
mentales dedicadas particularmente a la promoción de estas importa­
ciones culturales -ONU, BID, Banco Mundial, etc.(Cohen 1982;
Karstedt 2002)".

La instalación y funcionamiento del Plan Alerta, primero en la
Ciudad de Buenos Aires y progresivamente en otras jurisdicciones de
nuestro país, en tanto traducción cultural del Neighbourhood Watch es

38 Estos "VIajes culturales" se han mulriphcado también en el senndo de que no sólo se
producen en la dirección "Norte-Sur", que resultaba el senndo tradicional de la Impor­
ración cultural sino también inclusive "Norte-Norte", como los recientes intentos de
importación a diversos países de Europa Occidental del modelo de "policiarnienro"
denommado "Tolerancia Cero", puesto en marcha desde inicios de los años noventa en
el estado de Nueva York (De Giorgi 2000; Jones y Newburn 2002; Wacquant 2000).
Inclusive, algunos autores, como Susanne Karstedt (2001, 2002), sostienen que se está
produciendo también en la actualidad una tendencia a la gestación de viajes culturales
"Sur-Norte" en materia de control del deliro, teniendo en mente, específicamente, el
ejemplo del modelo de la "justicia restauranva".

39 La emergencia de la influencia de un plano internacional en los viajes culturales con
respecto al gobierno de la cuesnón crinunal, en realidad, puede comenzar a observar­
se a fines del siglo XIX con el surgimiento de los Congresos Internacionales de
Antropología Criminal y de Derecho Penal (ver Del Olmo 1981). 167
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un claro ejemplo de estas transformaciones. Como los mismos miem­
bros del grupo originario lo reconocen, el Internet y el "ciberespacio"
han tenido un rol fundamental en la veloz apropiación que realizaron
de esta peculiar técnica de intervención dentro del campo de la pre­
vención del delito. Los procesos de apropiación "acá" de desarrollos
gestados "allá" en materia de gobierno de la cuestión criminal demo­
raban décadas en producirse en el contexto de la modernidad.
Piénsese en el ejemplo del nacimiento de la Penitenciaría Nacional de
Buenos Aires -inaugurada en 1877- y su de-sincronización con res­
pecto al nacimiento de la prisión "moderna" entre fines del siglo
XVIII y principios del siglo XIX en Europa y América del Norte (ver
Caimari 2002; Foucault 1989). Por otro lado, este desarrollo contem­
poráneo en la Argentina nos muestra otra novedad: los actores funda­
mentales de este proceso de importación cultural, del lado de "acá",
son radicalmente diferente a los del pasado. Ya no se trata de "exper­
tos", trabajando en la esfera estatal -dentro o fuera de la academia-,
sino de "vecinos", "voluntarios", miembros de la "sociedad civil", pre­
ocupados por el tema de la inseguridad urbana, que aprehenden una
forma de actuar gestada en otros horizontes culturales con respecto a
este problema e impulsan su instalación y funcionamiento en su pro­
pio contexto, arrastrando, en cierta medida, a los actores estatales -en
este caso, Policía Federal Argentina y Dirección Nacional de Política
Criminal.

En el caso del nacimiento del PNPD, las características de los acto­
res de la importación cultural son más cercanas a las de los que tradi­
cionalmente cumplieron este rol en el pasado, pues se trata medular­
mente de funcionarios estatales. Ahora bien, dentro de la comisión di­
señadora del PNPD, aunque existían personas que poseían un cierto
nivel de especialización en la materia, vinculados a la actividad acadé­
mica o al diseño y desarrollo de políticas públicas, también había una
fuerte presencia de componentes si se quiere "políticos", que difícil­
mente podrían ser calificados de "expertos" en la materia -aún en los
términos de la "nueva expertise" a la que hacíamos referencia más
arriba. Por otro lado, en el origen del PNPD también es posible obser­
var la influencia -aunque no determinante- de las instancias interna-
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cionales antes señaladas. Específicamente, uno de los organismos públi­
cos directamente involucrados en el diseño e implementación del
PNPD -la Dirección Nacional de Política Criminal- mantenía con­
tactos frecuentes con el Instituto Latinoamericano de las Naciones
Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente
y con la Comisión de Prevención del delito y Justicia Penal de las
Naciones Unidas -de la que ejerció la vicepresidencia, representando
a la Argentina, en 1996 (DNPC 1997:237-238, 1999:161-163). Tam­
bién desde 1998 mantuvo un fuerte vínculo con el Centro Interna­
cional para la Prevención de la Criminalidad instalado en Montreal,
haciéndose eco de sus descripciones y recomendaciones en su publi­
cación anual de 1999 (ver DNPC 1999:37-44) así como también ha­
ciéndose cargo de la traducción al español de su "Digesto para la
Prevención del Delito".

Pero como en los viajes culturales del pasado, más allá de sus dife­
rencias, los de nuestro presente implican también, sustancialmente,
me-tamorfosis de los objetos culturales importados.

El Plan Alerta en tanto traducción cultural del Neighbouthood Watch
presenta como su particularidad local más marcada el estilo de vincu­
lación con la institución policial. Los esquemas de NW construidos a
partir del Plan Alerta, en función de cómo se produjo el proceso de
importación de este artefacto cultural, debido a que fue llevado ade­
lante independientemente por un grupo vecinal y sólo luego recibió
el apoyo de la institución policial -la Policía Federal Argentina-, son
puestos en práctica como una "propiedad" de los grupos vecinales que
se constituyen en torno a ellos o -en menor medida- de los grupos
vecinales ya constituidos que lo adoptan como forma de actuar. Esto
se revela en las constantes afirmaciones de autonomía de los miembros
de estos grupos vecinales que se refieren al funcionamiento del esque­
ma de NW como "nuestro trabajo" o "nuestra labor". Por supuesto
que esta afirmación de "propiedad" no se encuentra exenta de ambi­
güedades, lo que se revela en la utilización frecuente, para definir en
qué consiste el esquema de la expresión originaria de los contextos de
habla inglesa -a la que hacíamos referencia más arriba-, de que a tra-
vés del mismo los vecinos se transforman en los "ojos de la policía".Y 169
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esta ambigüedad nace del hecho de que inclusive para los esquemas de
NW alentados por el Plan Alerta y a pesar de no haber nacido desde
la institución policial-ni en su origen ni en la actualidad-; el rol de la
policía continúa siendo fundamental -lo que se manifiesta en la frase
clave de los carteles que anuncian una unidad funcional:" cuadra con­
trolada por sus vecinos en contacto directo con la policía".

Más allá de las ambigüedades, estos esquemas de NW son cons­
truidos, en la práctica, desde la sociedad civil y sólo a posteriori se
plantea la gestación de una relación con la institución policial, lo que
invierte la dinámica con la que este tipo de técnica de intervención
ha funcionado, al menos en su fase inicial -como decíamos más arri­
ba- en los horizontes culturales en los que ha nacido". Es por ello que
en los instructivos dirigidos a alentar la instalación de los mismos,
planteados desde 1997 por los Vecinos Solidarios a través de sus pági­
nas web -como veíamos más arriba-, se brinda una serie detallada de
pasos a seguir para establecer la relación con la unidad policial com­
petente y se contempla la eventualidad de un fracaso en intentos ini­
ciales enfocados en el nivel organizativo descentralizado -Cornisaría­
y se alienta, en ese caso, recurrir a niveles de mayor jerarquía.

Esta autonomía con respecto a la institución policial ha sido rati­
ficada a través de la reciente creación de la Red Nacional de
Seguridad Comunitaria por parte del Ministerio de Justicia, Seguri­
dad y Derechos Humanos de la Nación que impulsa la constitución
de los esquemas de NW del Plan Alerta en todo el país, más allá de
las instituciones policiales, otorgándole a la RENASECO, a pesar de
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40 En este sentido, Se puede observar la úrnca diferencia significanva con las postenor­
mente creadas -en el marco de la implementación del Plan Nacional de Prevención del
Delito- Redes Solidarias para la Prevención del Delito. En este caso, los esquemas de
NW son puestos en marcha imcialrnente por los "operadores de prevención del deh­
to" del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires que cumplen un rol fundamental en su
constitución y en la primeras etapas de su funcionanuento, "apropiándose" de una tarea
que en el Plan Alerta pertenece a los "grupos vecmales", Pero aún en esta réplica, no
es la institución pohcial sino otro organismo púbhco quien lleva adelante la miciariva.
Esta otra inversión con respecto al ongen del NW en los contextos de habla inglesa se
puede interpretar apelando a las mismas razones que a continuación se plantean con
respecto al Plan Alerta
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tener bajo su dependencia a la Policía Federal Argentina, una ubica­
ción organizacional diferente en dicho Ministerio.

Además de las peculiaridades del proceso de traducción cultural,
esta inversión de la dinámica originaria del Neíghbourhood Watch, en
cuanto a su relación con la institución policial, evidentemente resulta
una adaptación a un contexto local -en primer lugar, la Ciudad de
Buenos Aires, pero también, más en general, las otras jurisdicciones de
la Argentina en donde ha emergido en los últimos años- en el que
existen dos variables que influyen en su particular configuración y que
se entrelazan. Por un lado, los altos niveles de desconfianza pública con
respecto a las policías argentinas que se articulan con índices extrema­
damente elevados de violencia, corrupción e ineficacia policial -espe­
cialmente en lo que se refiere a la Policía de la Provincia de Buenos
Aires y la Policía Federal Argentina (CELS 2001; Oliveira y Tiscornia
1998; Sozzo 2002a; Sozzo et al. 2002; Tiscornia 1999,2000). Por otro
lado, la ausencia de un movimiento de reforma de las policías argen­
tinas que haya importado la estrategia del community poiicing y del pro­
blem oriented policing -más allá de algunas tibias manifestaciones. funda­
mentalmente retóricas, desarrolladas en los últimos años (ver:
González 2003; Palmieri et al. 2002; Rosúa 1998; Rosúa y Sagarduy
1999; Saín 1998,2002)- Yque, por ende, haga de técnicas de interven­
ción como el NW una parte estructural de las prácticas policiales.

El PNPD posee una serie de particularidades locales tanto en lo
que respecta a su diseño como a su implementación, fundamental­
mente operada en la Ciudad de Buenos Aires.

En primer lugar, se observa una especificidad local en lo que se
refiere a la constitución y funcionamiento de lo que el lenguaje del
PNPD llama el "mecanismo participativo". Este dispositivo destina­
do a alentar la participación ciudadana es constituido, tanto en el
diseño como en la implementación, desde la estructura de gestión
del PNPD y es gobernado por los "operadores de prevención del
delito". En el proceso de implementación. en algunos casos, se regis­
tró la presencia en estas reuniones con los vecinos -"asambleas" en
el lenguaje del PNPD- de funcionarios policiales de jerarquía den-
tro de la unidad policial competente en dicho territorio -comisarios 171
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y subcomisarios-, lo que generó fuertes conflictos con los operado­
res de prevención del delito en lo que se refiere a la conducción del
diálogo con y entre los vecinos.

Estos conflictos derivaron en el intento sistemático de excluir la
presencia policial en las asambleas por parte de la estructura de gestión
del PNPD, salvo en aquellos casos en los que los reclamos de los veci­
nos hicieran imposible evitarlo. Se observa aquí algo similar a lo ocu­
rrido con respecto al Plan Alerta. Este tipo de reuniones para fomen­
tar la participación de los vecinos en torno a la discusión de los pro­
blemas de la inseguridad urbana en un territorio urbano determinado
y de las eventuales medidas destinadas a resolverlos nació, en buena
medida, como un esquema de consulta con el público puesto en mar­
cha por las instituciones policiales en los contextos de habla inglesa
desde los años setenta, en el marco de los movimientos de reforma
policial dirigidos a poner en marcha la estrategia del community policing
y del problem oriented policing (Davis, Lurigio y Rosenbaum 1998: 173­
200). Esta forma de actuar, que posee un origen policial en otros hori­
zontes culturales, es retomada por el PNPD en la Argentina y adapta­
da al contexto local, pasando a ser desarrollada por operadores de pre­
vención del delito, que no solamente no son funcionarios policiales
sino que mantienen una relación tensa -yen algunos casos conflicti­
va- con la institución policial, no sólo en el marco de las asambleas
sino también más allá de las mismas, cuando estos operadores reclaman
a la unidad policial competente que dé "respuesta" a la "demanda" que
ha surgido del mecanismo participativo.

Tal vez algunas de las razones apuntadas para comprender las par­
ticularidades locales del Plan Alerta -la desconfianza pública en las
policías argentinas y la ausencia de un movimiento de reforma poli­
cial en el nombre del community policing y del problem oriented policing­
sean útiles para comprender la emergencia de este "mecanismo parti­
cipativo" más allá de la institución policial en el proceso de imple­
mentación del PNPD, como una decisión política apoyada en esos
datos empíricos con respecto a las policías argentinas -y algunos argu­
mentos de la introducción del diseño del PNPD parecen apoyar esta
conjetura (pNPD 2000). Pero también es posible pensar en otra razón.
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La Policía Federal Argentina había lanzado en 1997 unas reuniones
similares a las alentadas por el PNPD bajo el nombre de Centros de
Prevención Comunitaria, en torno a las 53 Comisarías de la Ciudad
de Buenos Aires. Sin embargo, dicha iniciativa no fue muy desarrolla­
da por la institución policial misma y tampoco encontró demasiado
eco entre los vecinos -de hecho, actualmente sólo subsisten unos
pocos CPC funcionando con grupos de vecinos muy pequeños. Por
ende, la constitución del mecanismo participativo del PNPD, desde su
mismo diseño originario, se inscribía en un cierto desafio político de
los actores estatales que gestaron esta iniciativa con respecto a la insti­
tución policial, como una forma de erosionar su tradicional monopo­
lio en el terreno de la "prevención del delito más allá de la pena" (ver
Capítulos 11 y IV).

De hecho, también se sucedieron contlictos reiterados en algunas
"asambleas" del PNPD, entre sus operadores y los miembros de los
CPC correspondientes. Ahora bien, luego de la "retirada" del
Ministerio del Interior de la Nación del proceso de implementación
del PNPD en la Ciudad de Buenos Aires, en marzo del año 2001
-bajo cuya competencia se encontraba en ese momento la Policía
Federal Argentina-, la constitución de este mecanismo participativo,
más allá de la institución policial, se inscribía también en el marco de
los conflictos políticos al interior de los gobiernos nacionales que se
sucedieron en este período -los gobiernos de De la Rúa y Duhalde­
en torno a quién articulaba este terreno de las políticas públicas, así
como también, en los contlictos políticos entre ciertos sectores de
estos gobiernos nacionales y el gobierno de la Ciudad de Buenos Aires
-centralmente, en torno a la problemática del "traspaso" de un seg­
mento de la Policía Federal Argentina o la creación de una nueva poli­
cía por parte del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Marteau
2002).

En segundo lugar, es posible señalar otra especificidad local con
respecto a la dinámica de este mecanismo participativo en el proceso
de implementación del PNPD, que ha funcionado, como decíamos, de
acuerdo a una lógica clientelista de demanda/respuesta. A diferencia de
lo planteado en su diseño originario, en la implementación del PNPD 173
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se construyó la parncipacion de los vecinos como una forma de
expresar reclamos que deben ser atendidos por los operadores de pre­
vención del delito, cualquiera sea la agencia estatal que deba generar
la respuesta deseada, colocando el acento en la satisfacción de los resi­
dentes que efectivamente toman parte del mecanismo participativo, lo
que potencialmente se podría traducir en aprobación "popular" con
respecto a los actores estatales involucrados -no sólo los operadores
directamente en contacto con los vecinos sino, en general, el gobier­
no de la Ciudad de Buenos Aires.

Esta lógica clientelista de demanda/respuesta pudo haberse origi­
nado, por una parte, en la "parridización" que acompañó la construc­
ción de la estructura de gestión del PNPD a nivel del gobierno de la
Ciudad de Buenos Aires señalada más arriba. El hecho de que los ope­
radores de prevención del delito seleccionados tuvieran como uno de
sus rasgos centrales una militancia política activa, pudo haber traído
aparejado la incorporación de formas de actuar típicas del "hacer polí­
tica" a la cotidianeidad del proceso de implementación del PNPD.

Pero seguramente ha impactado en esta peculiar configuración
otro elemento que caracteriza el panorama actual del gobierno de la
cuestión criminal en la Argentina. La "emergencia" de la inseguridad
urbana en nuestro país, desde los años noventa, debe comprenderse en
un doble sentido. Por un lado, en tanto aparición en la superficie de la
vida social del delito y el miedo al delito como hecho social "normal",
en el marco de los procesos de transformación económica y cultural
que signan la transición a una "modernidad tardía periférica" (Garland
1996,2001 ;Young 1999). Por el otro, en tanto "urgencia" materializa­
da, por una parte, en demandas de mayor seguridad de los residentes
de las ciudades grandes y medianas dirigidas al mundo de la política y,
por la otra, en respuestas de los actores estatales -desde el Estado
nacional hasta los estados locales, a lo largo y ancho del espectro polí­
tico- que simbólicamente pretenden "hacerse cargo" de los reclamos
de los ciudadanos (Sozzo 1999b). La inseguridad urbana en esta se­
gunda valencia se transforma progresivamente en objeto de intercam­
bio político, en una "mercancía política", a través de la cual se busca
la producción de consenso político y electoral (Pavarini 1994c,
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2006:122-125). Esta "politización" actual que representa la emergen­
cia de la inseguridad urbana implica, centralmente, el nacimiento de
una necesidad de legitimación "desde abajo" de las estrategias de con­
trol del delito, una tendencia a la creciente validación "democrática"
de las medidas a tomar (Garland 1996,2001; Pavarini 2006:122-125).

Esta "politización" de la inseguridad urbana alcanzó su máxima
expresión en Argentina con las campañas electorales del año 1999 para
la elección del Presidente de la Nación y de Gobernadores
Provinciales y en la campaña electoral para elegir al Jefe de Gobierno
de la Ciudad de Buenos Aires en el año 2000. En ese marco comen­
zó a emerger claramente lo que Anthony Bottoms (1995) ha definido
como el "populismo punitivo", una tendencia que pretende claramen­
te captar consenso político (y electoral) apelando a un despliegue
"emotivo y ostentoso" (pratt 2006) del vocabulario moral de la culpa,
la responsabilidad y el castigo, movilizando sentimientos de angustia e
indignación alejados de las formas racionales de pensamiento y cálcu­
lo, articulándolos con propuestas y medidas que se presentan clara­
mente como su reflejo y abren el terreno del gobierno de la cuestión
criminal a la resurrección de una "economía del exceso" (Foucault
1989,2000; Hallsworth 2002,2006; Pavarini 2006:131-135)".

La lógica clientelista de demanda/respuesta en torno a la cual se
gestó la implementación del mecanismo participativo del PNPD
puede leerse como otra manifestación de esta misma "politización",
marcada por la necesidad de "legitimar desde abajo" las medidas de
control del delito. En torno a ella parecería emerger una suerte de
"populisrno preventivo": una vez que el delito se ha transformado en
un objeto básico del intercambio político se trataría de buscar la cap­
tación del consenso político, ya no a través de la apelación al recurso
punitivo, sino de la apelación a un recurso preventivo, formulado en

41 Decía Carlos Ruckauf, en ese entonces Vicepresidente de la Nación y candidato a
Gobernador de la Provincia de Buenos Aires por el Partido jusncialista: "[a) los asesi­
nos que matan a nuestra gente, no hay que tenerles piedad, los qUIero ver muertos.Voy
a ser absolutamente duro contra el delito. Entre un ciudadano mdefenso y un delin­
cuente armado el que tiene que caer es el delincuente. No tengo dudas. Hay que optar
entre la gente y los delincuentes" (LA Nacién. 06/08/1999:4). I75
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términos de "defensa social", de proteccion de las "clases honestas"
con respecto a las "clases peligrosas y criminales", de "nosotros contra
ellos", por medio de medidas situacionales y ambientales, en un juego
de planteamiento de demandas y producción de respuestas que refuer­
za la "mentalidad de fortaleza" y la exclusión social. Esto a su vez se
articularía perfectamente con la difusión de las Redes Solidarias de
Prevención del Delito y las "apelaciones a la comunidad" que involu­
cran (Crawford 1997, 1998a, 1998b, 1999; Hope 1997; Hughes 1998;
Sozzo 2002b; Capítulo II).Y a su vez, en principio, no necesariamen­
te resultaría incompatible con las manifestaciones del "populismo
punitivo".

En tercer lugar, es posible observar otra especificidad local en
torno a la peculiar indexación que adquirió, en el marco de la imple­
mentación del PNPD, la estrategia de "prevención social" a partir de
la creación del Programa de Comunidades Vulnerables. Las formas de
actuar puestas en marcha en un nivel claramente microfísico por parte
del PCV, desde fines del 2001 Y hasta la actualidad -a pesar del creci­
miento del volumen de destinatarios del mismo-; se alejan en buena
medida de aquellas que son propuestas en el marco de lo que podría
considerarse el paradigma dominante en materia de "prevención
social" en los contextos culturales de habla inglesa: la developmental
(rime prevention. Farrington y Tonry la definen como: "intervenciones
diseñadas para prevenir el desarrollo de potenciales delictivos en indi­
viduos, enfocándose especialmente en riesgos y factores protectivos
descubiertos a través de estudios sobre el desarrollo humano" (1995b:
2-3, traducción propia,). Esta forma de pensar y practicar la preven­
ción social se funda, por un lado, en la investigación sociopsicológica
neopositivista de David Farrington y,por el otro, en la teoría del con­
trol de Gottfredson y Hirschi y alienta, especialmente, intervenciones
dirigidas a las primeras fases del desarrollo del individuo -niñez y ado­
lescencia- focalizándose en la familia y la escuela, tratando de enfren­
tar los factores de riesgo y gestando factores protectivos (Craig y
Tremblay 1995; Crawford 1998a:] 09-124; Davis, Lurigio y Rosen­
baum 1998:203-210; Hughes 1998:51-54).
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Las formas de actuar que alienta el PCV parecen estar más ligadas
a otras fuentes teóricas y políticas. Se podrían establecer vinculaciones
con las ideas que alentaron experiencias como la del Programa Mobili­
zation for Youth en Nueva York en los años sesenta, más recientemente
retomadas en los Estados Unidos por la Eisenhouer Foundation en los
años ochenta, que poseían una cierta afinidad electiva con la teoría de
la anomia de Roben Merton y las ideas sobre el delito y las "oportu­
nidades bloqueadas" de Cloward y Ohlin (Crawford 1998a: 106-108;
Davis, Lurigio y Rosenbaum 1998:210-216; Hope 1995b: 34-41).Y
aún se pueden encontrar puntos en común más sólidos con las expe­
riencias de prevención social desarrolladas desde los años ochenta en
Francia y más recientemente en Italia: iniciativas con respecto a los
jóvenes excluidos socialmente -que se encuentran fuera del mercado
de trabajo y del sistema educativo, por lo general, miembros de mino­
rías étnicas- que ponen especial énfasis en la creación de oportunida­
des de capacitación laboral, de empleo, de educación y de recreación
-que a su vez han sido promovidas desde miradas influenciadas por las
criminologías críticas de los años ochenta (Baratta 1993; Crawford
1998a:220-229, 2002; Creazzo 1994; Duprez 1997; Pavarini 1992b,
1993, 1994c; Robert 1991; Roche 1999; Selmi ni 1999,2003).

Ahora bien, de acuerdo a sus operadores, las prácticas del PCV se
estructuraron menos a partir de procesos de importación cultural de
estas diversas fuentes -aun cuando puede hipotetizarse que algunas de
ellas estuvieron de alguna manera presentes en la constitución de las
técnicas de intervención auspiciadas por este programa-, que en fun­
ción de una tradición local de intervención en territorios urbanos en
los que residen grupos excluidos socialmente, especialmente en las
"villas miserias", construida tanto desde agencias estatales como desde
el voluntariado y la sociedad civil.

Sobre esta base, vinculada originariamente menos con el "delito"
que con lo "social", es posible observar que en este programa se ins-
cribe una mirada sobre la cuestión criminal que en cierta medida se
relaciona con algunos elementos de la criminología crítica latinoame-
ricana de los años ochenta, y que se manifiesta en el discurso de sus
operadores de múltiples maneras: la negación de la incidencia de "fac- I77
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tares psicológicos" en la producción del delito; una separación explí­
cita de cualquier idea de "tratamiento de la delincuencia"; una fuerte
vinculación de la propia práctica a la reducción de las desigualdades e
injusticias sociales -cuya dimensión "cultural" y no sólo "material" es
subrayada-; y una fuerte crítica del funcionamiento del sistema penal
-especialmente, de la institución policial. Esta influencia se puede ver
gráficamente expresada en el mismo nombre del programa, que reto­
ma una noción muy difundida en el vocabulario criminológico críti­
co en América Latina de fines de los años ochenta, e! concepto de
"vulnerabilidad", presentado en su forma más acabada en algunos tex­
tos de Raúl Zaffaroni de aquel período, para definir los grupos socia­
les que son "buenos candidatos para la criminalización" y para abogar
por una transformación de la "clínica criminológica" en "clínica de la
vulnerabilidad" (Zaffaroni 1993a:24-28, 1989:274-287).

En las formas de actuar puestas en marcha por e! PCV es posible
visualizar dos elementos prácticos que resultan ser especificidades
locales, aún comparando esta experiencia con aquellas que resultan
más afines en otros contextos culturales.

El primero es la utilización de "ayudas personales" que, como
decíamos, consisten en subsidios dinerarios mensuales directamente
dirigidos a los destinatarios y que funcionan como una contrapartida
de su participación en el programa. Las razones de la utilización de
estas "ayudas personales" radican, por un lado, en el hecho de que, en
general, buena parte de las políticas sociales promovidas por los últi­
mos gobiernos nacionales -de De la Rúa, Duhalde, Kirchner- están
estructuradas en torno a este tipo de mecanismo, por lo que resulta
dificil articular e! financiamiento gubernamental de programas e inter­
venciones vinculadas a lo "social" a través de un esquema alternativo.

Por su parte, e! financiamiento de las intervenciones del PCV no
es, en sentido estricto, "propio". Mediante el convenio antes mencio­
nado con el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, este
organismo le "cede" una porción de "ayudas personales" -que se ha
ido incrementando como decíamos en los últimos años- para la ela­
boración de "proyectos". Más allá de este financiamiento, los únicos
recursos con los que cuenta e! PCV son los que se aplican al pago de
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los salarios de sus operadores. De hecho, esta ausencia de un presupues­
to propio para financiar las intervenciones es uno de los obstáculos más
importantes para el desarrollo de esta estrategia de prevención social,
tal como es reconocido unánimemente por los operadores del PCY. A
su vez, estos mismos operadores mantienen una discusión abierta acer­
ca de los beneficios e inconvenientes que trae la utilización de estas
"ayudas personales". Por un lado, se sostiene que facilitan el acerca­
miento a los destinatarios y su compromiso con las tareas a desarrollar.
Por el otro, se afirma que generan una asociación inicial en los desti­
natarios, que luego hay que revertir trabajosamente, con las prácticas
"clientelistas" típicas de muchas políticas sociales y que además plante­
an el problema de la continuidad de la inserción de los destinatarios en
las tareas, una vez que el período de la "ayuda personal" finaliza.

El segundo elemento se refiere a la apelación a los "rnicroempren­
dimientos" o "empresas sociales" como un dispositivo para gestar un
nuevo tipo de inserción en el mundo del trabajo de los jóvenes exclui­
dos socialmente con los que se está trabajando. En un contexto de
altos niveles de desocupación en el mercado de trabajo, en lo que se
refiere a las formas habituales de empleo, aún en sus formatos más pre­
carios y flexibles, se auspicia un vínculo diferente con el trabajo a par­
tir de la gestación de una actividad productiva o de servicios que tenga
como destinatario, en primer lugar, la propia econonúa cotidiana de la
"comunidad vulnerable". Se aspira a que estos "microernprendirnien­
tos" o "empresas sociales" sean sustentables y rentables, en el sentido
de que en el largo plazo se consoliden como productores de ingresos
para los destinatarios que participen en ellas.También aquí se observa
el impacto de las formas en las que corrientemente se estructuran
muchos de los programas de política social impulsados por los últimos
gobiernos nacionales, que especialmente en los últimos años han tra­
tado de impulsar el desarrollo de este tipo de dispositivos. Pero, a su
vez, es clara la compatibilidad de este tipo de iniciativas con los presu­
puestos teóricos y políticos más generales del PCV a los que hacíamos
referencia más arriba.

179
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El panorama "modernamente" llamado "internacional", concebido co­
mo un conjunto de relaciones políticas, económicas y culturales entre
unidades identificadas con lo que, también "modernamente", se deno­
minaron "Estados-Nacionales" en los últimos veinte años, aparece recu­
rrentemente redefinido en el ámbito de las ciencias sociales con el adje­
tivo "global". Esta nueva adjetivación se inscribe, en la mayoría de los
casos, en la fuerte afirmación de una reconfiguración radical de dicho
panorama, que se produce de la mano de diversos anuncios generales del
advenimiento de una nueva "era" de la "condición humana": "moder­
nidad tardía", "segunda modernidad", "modernidad reflexiva", "hiper­
modernidad", "postmodernidad". En estas diferentes narrativas macro­
sociológicas se acuerda, por lo general, que esta "nueva era" tiene como
uno de sus elementos fundamentales al "proceso de globalización".

Nuestro presente "global" aparece muchas veces, en estas diferen­
tes versiones que analizan los "nuevos tiempos", como algo tajante­
mente diferente a nuestro pasado (Barañano 1999; Garcia Blanco
1999). Un ejemplo paradigmático de este tipo de actitud es la obra
de Martín AJbrow y su concepto "era global" (ver Carcía Blanco
1999: 33-37).

El planteo fuerte de "novedad" de la "globalización", en el marco
de las ciencias sociales contemporáneas, choca frontalmente con la
"teoría del moderno sistema mundial" de Immanuel Wallerstein, para
quien el sístema de relaciones sociales moderno se ha configurado
desde su origen en el siglo XV como un único sistema mundíal que,
en los siglos XIX y XX, ha terminado por integrar a todas las socie­
dades y Estados-Nacionales del globo. La unidad sistémica del mundo
se habría consolidado durante cinco síglos a través no sólo de los
periodos de expansión económica sino también de los de estanca­
miento, pues cada uno de estos últimos se habría superado mediante
el correspondiente proceso de desarrollo tecnológico, proletarización
e incorporación de nuevas regiones a la economía mundial (García
Blanco 1999:24).
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A mitad de camino entre la fuerte afirmación de discontinuidad de
nuestro presente "global" y la contraria e igualmente fuerte afirmación
de continuidad de nuestro presente "mundial", pueden ubicarse las
reflexiones de Anthony Giddens (1994). Para Giddens "la modernidad
es de por sí globalizante"(1994:70). Las condiciones típicas de la
modernidad: "la reorganización del tiempo y el espacio, los mecanis­
mos de desenclave y la reflexividad suponen propiedades universaliza­
doras que explican la naturaleza expansiva e irradiante de la vida social
moderna" (Giddens 1995:34-35). Al separar espacio y tiempo -vía la
disociación del tiempo y el espacio "vacíos" del "lugar", de la "locali­
dad" (Barañano 1999:116-121)- la modernización reforzaría la cone­
xión entre procesos y acontecimientos lejanos entre sí, reconstruyen­
do completamente la relación entre "presencia" y "ausencia", más allá
de las interacciones "cara a cara" (Giddens 1994:28-31). Sobre la base
de esta separación y apoyándose en el uso de "señales simbólicas"
(como la moneda) y en el establecimiento de "sistemas expertos" (sis­
temas de logros técnicos o de experiencia profesional) la modernidad
habría producido el "desanclaje" de la vida social, despegándola de los
contextos locales en el marco de una indefinida expansión espacio­
temporal (Giddens 1994:32-38). Es por ello que para el autor inglés
las diversas "dimensiones institucionales de la modernidad" se corres­
ponden con las "dimensiones de la globalización", pues la segunda es
consecuencia de la primera (Giddens 1994:63-82). Sin embargo, en el
marco de la "modernidad tardía" estas consecuencias se hipostasian,
llevándose a su máxima expresión: " [n]o hemos superado la moderni­
dad; al contrario estamos en el medio de una fase de radicalización de
la modernidad" (Giddens 1994:57)42.

No resulta necesario pensar que la "globalización" es un marcaje
que divide los "viejos" de los "nuevos tiempos" de forma tajante. De

42 También se podría hacer referencia, en este sentido, al planteo de Ulrich Beck. Para
Beck la "globahzación" acontecida en diferentes dimensiones de la vida social moder­
na es una de las causas fundamentales de la superación de la modernidad, por él deno­
minada, "primera" o "SImple", por parte de la "segunda modernidad" o "modernidad
reflexiva" que considera también como una "radicalización" de la precedente (Beck
1~~. 181
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esta manera se abre una perspectiva capaz de identificar no sólo las dis­
continuidades, sino también las continuidades con respecto al pasado,
que constituyen el propio presente.Y es justamente este juego de dis­
continuidad y continuidad con respecto a la "globalización" lo que
pretendimos mostrar en el análisis precedente de las innovaciones y
persistencias en los viajes culturales con respecto al gobierno de la
cuestión criminal -en particular, en torno a la "prevención del delito
más allá de la pena"- en la Argentina actual.

Muchas veces se presenta en el análisis de las transformaciones
contemporáneas del gobierno de la cuestión criminal una cierta ten­
tación de construir "mapas" omniabarcativos que parecen pensarse en
términos de una "homogeneidad global", actual o potencial. En algu­
nos de estos casos se recurre explícitamente a la idea de "globaliza­
ción", en otros no.

Un ejemplo del que puede surgir este tipo de tentación -aun
cuando no apele a la idea de "globalización"> es el reciente e impor­
tante libro de Loic Wacquant Les Prisiones de la Misére de 1999, que ha
tenido -a nuestro juicio justamente por ello- una muy buena recep­
ción "global" -el volumen ha sido traducido en trece lenguas en sólo
cuatro años (Wacquant 2000,2003). Este libro resulta interesante, ade­
más, pues plantea en el centro de su argumento una exploración de
los actuales "viajes culturales" en materia de gobierno de la cuestión
criminal, fundamentalmente, en una dirección "Norte-Norte", entre
Estados Unidos y Europa -especialmente, Francia. Aun cuando sus
argumentos abrigan una potencial generalización (Wacquant 2000:33)
que ha sido desarrollada recientemente por el mismo Wacquant con
respecto a la dirección "Norte-Sur", específicamente con respecto a
Brasil (Wacquant 2003).

Wacquant sostiene que la fórmula "repliegue del Estado económi­
co, debilitamiento del Estado social, fortalecimiento y glorificación
del Estado Penal" acuñada originalmente a los Estados Unidos desde
la década del ochenta está siendo importada a Europa desde los años
noventa (Wacquant 2000:22). En el marco de la difusión internacio­
nal, desde los Estados Unidos, de los discursos y políticas neoliberales
con respecto a lo económico y lo social, se construye un "nuevo sen-
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tido común penal que apunta a criminalizar la miseria ,que se pre­
senta como su "traducción y complemento" y alienta el incremento
de la severidad policial y penal (Wacquant 2000:23). Los trazos gené­
ricos con los que el autor pinta su "mapa" de las transformaciones
actuales del gobierno de la cuestión criminal parecen apoyar la posi­
bilidad de su extensión global",

Ahora bien, más allá de algunas afirmaciones incidentales que pare­
cen presentar este proceso de importación cultural como concluido
(por ejemplo,Wacquant 2000:137),Wacquant destaca en diversas oca­
siones que se trata de un viaje cultural "en curso". Luego de analizar
las vías a través de las cuales se construyó en los Estados Unidos la
combinación de "menos Estado" económico y social con "más Estado
Penal", el autor advierte:

Comprender las especificidades de la experiencia norteamericana no
significa rebajarla al estatus de particularidad.Y hay que evitar atribuir
en bloque el repentino crecimiento del poder de su sistema peniten­
ciario a ese "carácter excepcional" que ese mismo país gusta de invo­
car en toda ocasión, y detrás del cual turiferarios y detractores del
"modelo norteamericano" ocultan con demasiada frecuencia la indi­
genera de sus argumentos, alegatos o acusaciones. En efecto, si bien el
ascenso del Estado penal es particularmente espectacular y brutal en
esa nación, por las razones históricamente interconectadas que cono­
cemos.. .Ia tentación de apoyarse en las instituciones judiciales y peni­
tenciarias para eliminar los efectos de la inseguridad social generada
por la imposición del trabajo asalariado precarIo y el achicamiento
correlativo de la protección social se hace sentir en toda Europa y sin­

gularmente en Francia, a medida que se despliegan en ella la ideolo­
gía neoliberal y las políticas que inspira, tanto en materia de trabajo
como de justicia (Wacquant 2000:106-107).

43 La clave de lectura que propone Wacquant en la que VIncula neoliberalismo, econo-
mía, política y polínca policial y penal no pretende ser discutida aquí, pues excede
ampliamente los horizontes de este capítulo -ver en cambio, Garland 1996, 2001;
O'MalJey 1999,2001,2002), sino que pretendemos solamente discutir las potenciales

irnplicancras de su teSIS en relación a la imaginación de una panorama de "homoge- I83
ncidad global".
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Al mismo tiempo,Wacquant se preocupa por señalar que estos via­
jes culturales no parecen generar simples imitaciones. Apunta que "los
países importadores de los instrumentos norteamericanos de una
penalidad resueltamente ofensiva" no las reciben pasivamente, sino que
las "adaptan a sus necesidades y tradiciones nacionales, tanto políticas
como intelectuales" (Wacquant 2000:52; ver también, Wacquant
2000:63). De hecho, sostiene que en el caso de Francia "más que un
vuelco de lo social hacia lo penal ...como en muchos otros países del
continente de fuerte tradición estatal, se observa una intensificación
conjunta del tratamiento social y penal de las categorías persistente­
mente marginadas por la mutación del trabajo asalariado y la reconfi­
guración correspondiente de las políticas de protección" (Wacquant
2000:109-110). Se desarrolla de esta forma lo que denomina "social­
panoptismo", a través de la integración de "dispositivos panópticos"
cada vez más elaborados e invasivos a los programas de protección y
asistencia: "[q]ueda por ver si ese social-panoptismo, como forma
comparativamente suave de tratamiento punitivo de la pobreza, aún
dominante hoy en Europa, representa una alternativa viable y durade­
ra al encarcelamiento masivo o bien marca simplemente una etapa en
un proceso que, a su término, desemboca en una ampliación de la uti­
lización de la prisión y sus sucedáneos" (Wacquant 2000: 125).

Esta diferencia específicamente "francesa" -pero también en su
alusión genérica, "europea"- no necesariamente marca en la interpre­
tación de Wacquant una diversidad con respecto a la tendencia de
fondo del "ascenso del Estado Penal", ya que el autor se resuelve cla­
ramente frente a la disyuntiva planteada en la cita anterior, en el
segundo sentido. En una entrevista posterior a la edición de su libro
en francés y publicada como apéndice a la edición en español, señala:

En Francia como en los demás países de Europa de fuerte tradición

estatal,católica o socialdemócrata,no se encara una duplicación servil
del modelo norteamericano, es decir, un viraje nítido y brutal del tra­
tamiento social hacia el tratamiento penal de la pobreza, redoblado
por un encarcelamiento a ultranza. MI hipótesis es que estamos inven-

I84 tanda a tientas una "vía europea" (francesa, italiana, alemana, etc.)
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hacia el Estado Penal que se caracteriza por una doble acentuación
conjunta de la regulación social y penal de la inseguridad social
(Wacquant 2000:167-168).

Parece ser que la idea del "ascenso del Estado Penal" es lo suficiente­
mente amplia para incluir y amalgamar estas diferencias específicas en
sus manifestaciones locales.

Sin embargo, aún el mismo Wacquant reconoce signos en el pre­
sente, radicados culturalmente, que difícilmente son legibles en el
marco de la tesis del ascenso del Estado Penal, como el ejemplo que
menciona de aquellos países europeos -como Finlandia o Austria- que
en los últimos años, a través de sus decisiones políticas, hicieron des­
cender los volúmenes de encarcelamiento (Wacquant 2000:149).

La palabra "globalización" está de moda. Como todas las palabras
de moda, su utilización creciente y constante hace que en buena me­
dida pierda significado, al intentar con ella significar tantas cosas dife­
rentes. No parece pertinente en este marco tratar de encontrar una
definición exacta, por fin descubierta. Sin embargo, Giddens nos brin­
da un concepto abierto, amplio que permite acoger en su seno el
carácter multifacético de la globalización: "[pJodemos definir la globa­
lización como la intensificación de relaciones sociales mundiales que
vinculan entre sí localidades distantes haciendo, de esta manera, que los
eventos locales sean modelados por eventos que se verifican a millo­
nes de kilómetros de distancia y viceversa" (Giddens 1994:71).

Estas nuevas vinculaciones que conforman una red que envuelve al
planeta entero pueden ser de diferente naturaleza y generar diferentes
consecuencias. Pero, en todo caso, esta red no significa el desarrollo de
una unidad societal global ni el correspondiente cohesionamiento en
torno a una cultura global normativamente configurada. Más que una
"sociedad global" o una "cultura global", la globalización produce un
"contexto global". La "globalización" en esta clave sólo ingenuamen-
te puede ser leída como el avance de una "uniforrnización" (García
Blanco 1999:43-45). Como bien señala Bauman: "[l]a globalización
divide en la misma medida que une: las causas de la división son las
mismas que promueven la uniformidad del globo" (Bauman 1999:8). I85
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De allí la importancia de la expresion acuñada por Robertson:
"glocalización", unidad indisoluble de las presiones hacia la "globali­
zación" y la "localización" (Barañano 1999: 123; Bauman 1999:94).

En esta misma dirección, el campo del gobierno de la cuestión cri­
minal en cada escenario nacional debe ser visto como el producto de
la interacción de fuerzas uniformizadoras y diversificadoras y, even­
tualmente, del surgimiento de hibridaciones (Karstedt 2001, 2002;
Sparks 2001), pero siempre radicado culturalmente (Me!ossi 1997b,
2000,2001). Los diversos ejemplos que hemos trabajado en torno a la
prevención de! delito en la Argentina presentan además de rasgos uni­
formizadores con respecto a otros contextos culturales -en primer lu­
gar, aquellos desde los cuales se gestaron procesos de importación cul­
tural-, distintivas características específicas. Parecería saludable impedir
que las mismas sean desestimadas como especificidades locales que no
marcan una diferencia con respecto a las tendencias "que cuentan".
Pues en muchos casos, es precisamente desde esas especificidades loca­
les que pueden surgir potenciales resistencias con respecto a desarro­
llos uniformizadores que profundizan las desigualdades e injusticias
sociales y la brutalidad de las formas de gobierno de la cuestión cri­
minal.

Más que anunciar e! surgimiento de un panorama global homogé­
neo, resulta más rica la tarea de indagar empíricamente en los conglo­
merados de lo "global" y lo "local" que se configuran en nuestra con­
temporaneidad, siguiendo la recomendación de Clifford Geertz, evi­
tando los extremos opuestos e igualmente ciegos a la imbricación
entre lo "global" y lo "local" -"los hombres son los hombres" y "otros
salvajes, otras costumbres" (Geertz 1994: 57).

186
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Técnicas policiales y prevención del delito

En Argentina la policía, en tanto dispositivo institucional, ha sido tra­
dicionalmente, y continúa siéndolo, central en el conjunto situado de
acciones sociales impulsadas desde el Estado que tiene como blanco a
la "seguridad interior", tal como viene definida en los discursos insti­
tucionales, políticos y jurídicos contemporáneos', Las razones de esta

Publicado orrginalmenre en Juan S. Pegoraro e Ignacio Muñagorn (2004) La reladón
scgllridad/lIlscguridad en los centros urballos de América Launa y Europa. Madrid: Dykinson.
p.275-316.

2 El Art. 2 de la Ley 24059 (Ley de Seguridad Interror) define la seguridad interror
como:" .... la situación de hecho, basada en el derecho. en la cual se encuentran resguar­
dadas la libertad, la VIda y el patrunomo de los habitantes, sus derechos y garantías y la
plena VIgencia de las instituciones del SIStemarepresentativo. republicano y federal que
establece la Coustirución Nacional" Sobre dicha definición, ver: Abregú, Palrruert y
Tiscorrua (1998:54-57); Binder y Martinez (1998:15-19); Palnueri (1997.17 y ss).
También se emplean en estos tipos de discursos, como sinónimos. dos expresiones que
muchas veces no lo son stnctu sel1SII: "seguridad CIUdadana" y "seguridad pública".
Desde el punto de VISta de la teoría social, optamos por la expresión "segundad urba­
na". Para comprender este objeto "seguridad urbana" es preciso partir de la ambigüe­

dad constitutiva del mismo. Es seguridad urbana el problema "objetivo" del riesgo de
ser víctima de un delito y es segundad urbana el problema "subjetivo" de la sensación

personal y colectiva de temor con respecto a ser víctima de un deliro o incivilidad
(miedo a! delito Y pámco social con respecto al delito) (Baratta 1993. 1998; Conntato

Scientifico 1995a; Pavarini 1993. 1994c y 1995a). Ambos planos de la seguridad urba­

na se encuentran vinculadas pero son mdependientes, es decir," se produce una dismi­
nución en el marco del pnrnero no necesariamente se producirá Idéntica disminución
(o dismmución alguna) en el marco del segundo, como lo ha demostrado el grueso de
la investigación ernpínca en esta materia (ver Guarrnen y Moscorn 1996; Moscoru
1995,1997; Pavaruu 1996b).Ahora bien. producir segundad urbana sería equivalente a
reducir el nesgo de ser vicnnuzado y/o reducir la sensación personal y colectiva de
temor frente al delito. 187



Insegyridad prevenciÓn y Dglida

centralidad son múltiples y radican en la compleja historia del sistema
penal argentino, de las prácticas y discursos engarzados en los diseños
de políticas públicas relativas a la "cuestión criminal'? y su dinámica
en relación con los contextos culturales, económicos y sociales. Sin
embargo, al mismo tiempo, representa una constante de buena parte
de las políticas de seguridad urbana de la modernidad, atravesando los
diferentes horizontes culturales, por lo menos, hasta los años setenta'.

En Argentina coexisten diversas instituciones policiales cuyas com­
petencias están diferenciadas territorial y materialmente: la Policía
Federal y las policías provinciales (ver: Abregú, Maier y Tiscornia
1996; Abregú, Palmieri y Tiscornia 1998; Palmieri 1997). Los diversos
textos legales que regulan estas instituciones policiales distinguen sus
"funciones" entre "funciones de policía de seguridad" y "funciones de
policía judicial". Como lo hace la Ley Orgánica de la Policía Federal
(Decreto-Ley 333/58) en su Art. 1, para luego desagregadas detallada­
mente en los Arts. 3 y 4, aunque no aclarando cuáles son unas y cuá­
les son otras, generándose ciertas dudas en torno a la clasificación en
algunos casos; por ejemplo, "recoger las cosas perdidas y proceder de

188

3 Mis allá de las diferentes posibilidades argumentanvas en torno a este concepto de
"cuesnón crimina!", que posee una larga historia en el debate criminológico contem­
poráneo -recordar como punto de partida la revista La QuestlOllf CnllJillalf que desde
1975 se editaba en Bolonia- nos parece pernnente plantear dos aclaraciones mínimas.
Como señala Tamar Pitch, en pnmer lugar, la cuesnón cnmmal no puede ser declina­
da de manera reduccionisra -como creo hacen tanto el realismo de izquierda como e!
de derecha- como aquellos hechos que la ley penal considera deliro -"aqueUo que e!
sistema penal define como criminal es aquello que es verdaderamente cnmmal". Esta

primera premisa implica incorporar un conjunto de agentes y de complejos situados de
acciones SOCiales más amplio a la esfera de la cuesnón cnmmal, en e! que un lugar

importante lo ocupan las agencias del sisrerna penal (policía, cárcel, etc.). Pero. al nusmo
tiempo, no se puede reducir la cuestión cnmmal a la cuestión penal porque se incurre
en elnusmo error que cometen los realistas, nada más que por un canuno inverso _"es

cnminal aquello que el sistema penal define como tal". Es preciso, pensar la cuestión

criminal como el resultado de procesos diversos, cuya interacción, aunque conflicrual,
solamente puede ser captada SI se toma en cuenta su diversidad y SI la centralidad del
sistema penal es planteada como una hipótesis a explorar y no dada por sentada (Prtch
2003).

4 Ver. respecto al resquebrajamiento de este escenario, entre otros: Bararta (1992);
Crawford (1997, 1998a), Garland (1996): Muñagorri (1995); Pavarini (1994c).
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ellas de acuerdo a las prescripciones del Código Civil" (Art. 4, inc. 3)
o "cooperar con las autoridades militares en la defensa antiaérea pasi­
va" (Art. 3, inc. 5).

Más allá de estos detalles del texto legal, es posible observar cómo
la Policía Federal y el resto de los actores vinculados tradicionalmen­
te a la politica de seguridad urbana -como sucede en las provincias­
organizan sus actividades fundamentalmente en torno a estas dos "fun­
ciones". Las funciones de policía de seguridad se asocian -usando las
fórmulas legales- con "prevenir los delitos que son competencias de
los jueces del Nación" (Art. 3, inc. 1) o "velar por el mantenimiento
del orden público y de las buenas costumbres garantizando la tranqui­
lidad de la población y reprimir el juego ilícito, todo ello de acuerdo
a las leyes, reglamentos y edictos respectivos" (Art. 4, inc. 1). Mientras
que las funciones de policía judicial se vinculan a: "averiguar los deli­
tos de la competencia de los jueces de la nación, practicar las diligen­
cias para asegurar su prueba, descubrir los autores y partícipes, entre­
gándolos a la justicia con los deberes y atribuciones que a la policía

confiere el Código de Procedimiento en lo Criminal"(Art. 3, inc. 2) o
"cooperar dentro de sus posibilidades con las justicia nacional, militar
y provinciales para el mejor cumplimiento de la función jurisdiccio­
nal, cuando así se le solicitare" (Art. 3, inc. 6).

Estos marcos de referencia están asentados y reproducidos en/por
la normativa, la organización y la cultura policiales. Para su interpreta­
ción es posible apelar a la clave dicotómica prevencién del delito/represión
del delito. La asociación policía de seguridad -prevención del delito y
policía judicial-represión del delito se encuentra instalada histórica­
mente en el discurso policial y en buena parte de la literatura acadé­
mica contemporánea sobre el terna".

Desde nuestro punto de vista, los marcos de referencia en torno a
los cuales se organiza la actividad policial deben ser pensados como
marcos teleológicos, que permiten definir dos complejos conjuntos de

5 Por ejemplo, referido al contexto argentino ver. Abregú, Maier yTiscornia (1996: 165­
167); Chillier (1998a:5); Martínez, Palmieri y Pita (1998). En un senndo parcialmente
diverso, ver Ohveira y Tiscornia (1998:168). Con respecto al contexto latinoamerica­
no, ver Losing (I996: 387). 189
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acciones sociales desarrolladas por colectivos de actores miembros de
la institución policial que poseen como finalidad central la prevención
(policía de seguridad) o la represión (policía judicial) del delito.

Por supuesto que ambos tipos de actividades cobijan también en
cada una de las acciones sociales que los integran, otros motivos que
van más allá de estos marcos teleológicos que pueden ser individuales
(propios de un miembro de la institución policial), grupales (propios de
un grupo de miembros de la institución policial) o institucionales (que
aunque no reconocidos como tales en el discurso oficial de la institu­
ción policial, están anclados en la organización y la cultura policial).

Estos dos conjuntos de actividades no se encuentran tajantemente
separados en la cotidianidad de las prácticas y discursos policiales. Es­
tamos en presencia de un principio de diferenciación, más que de una
efectiva disociación. Así, en el nivel de la normativa policial, legal e ins­
titucional, como anticipábamos, las actividades preventivas y represivas
no se encuentran neta y claramente distinguidas. Esto se traduce en el
plano de la organización policial, ya que no existen en la Policía Fe­
deral -yen la mayor parte de las policías provinciales- cuerpos poli­
ciales separados encargados de cumplir con estos objetivos diferentes,
con una formación profesional y una estructura material y técnica
adaptada a cada una de ellas. En el nivel de la cultura policial, por últi­
mo, se observa la existencia de una identificación profesional homo­
génea del agente policial, más allá de la multiplicidad de las tareas que
los diversos miembros de la institución policial llevan adelante y en
virtud de su permanente intercambiabilidad o como le llaman Abregú,
Maier y Tiscornia (1996: 167) "fungibilidad", que se manifiesta en el
discurso policial en la vigencia del llamado "Estado policial": "[e]l
Estado policial no es sociológicamente sólo lo que traducen las dispo­
siciones policiales, concebidas como el conjunto de deberes y dere­
chos que gozan los integrantes de la repartición. Es más que eso, es una
forma de sentir, un modo de vivir. El policía lo es durante las 24 horas
del días, no solamente durante las horas de servicio" (Documento de
la Policía Federal Argentina dirigido al Honorable Concejo Delibe­
rante de la Ciudad de Buenos Aires; citado en Oliveira y Tiscornia
1998:166).
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Desde este punto de vista, integrando los diversos planos de la ins­
titución policial, prima lo que Ferrajoli (1990:801) denomina una
suerte de "promiscuidad" -que sería observable tanto en Italia como
en Argentina. Esto lleva necesariamente a reflexionar acerca de cuáles
son las relaciones que se tienden entre los dos complejos de actividad
policial definidos a partir del principio de diferenciación preven­
ción/represión del delito y resulta interesante, pues abre todo un
campo de indagación en el cual debe ponerse como punto de partida
la cuestión de su indisociaciónlindisociabilidad.

Sin embargo, a diferencia del autor italiano, creemos que esta "pro­
miscuidad" -que debe declinarse como un juego de intersecciones a
describir y analizar- no impide utilizar este principio de diferencia­
ción de la actividad policial como una forma de anclar una sociología
de la policía. En cierto sentido, significa cumplir con uno de los impe­
rativos metodológicos más difundidos actualmente en el campo del
análisis sociológico de la cuestión criminal: revalorizar la necesidad de
considerar seriamente los discursos producidos en/por los dispositivos
institucionales intervinientes como un campo de realidad que no es
meramente ideología. Nos dice al respecto Pavarini:

Actualmente los discursos sobre el control social no pueden ser sirn­
plernente reducidos al rol de ideología ocultante de lo que acontece
realmente en las celdas de las prisiones,en lassalas de los tribunales, en
los corredores y edificios de los diversos aparatos burocráticos que se
ocupan del control social.Aun cuando es razonable suponer que lo
que sucede en los espacios físicos de la disciplina penal puede ser pro­
fundamente diferente de las ideas que la gente y los mismos operado­
res directamente involucrados en las instituciones de control social
(policía,justicia, administración penitenciaria, etc.) tienen, tal vez esté
más cerca de la verdad y, por ende, sea científicamente más útil, asu­
mir también las imágenes, los discursos, las palabras de/sobre el con­
trol social como momentos decisivos, determinantes de las prácticas
mismas (pavarmi 1994a:14)".

6 Entre otros ejemplos muy difundidos en la literatura contemporánea, ver Cohen
(1988); Garland (1990); Melossi (1992, 1994, 1996a, 1997a, 1997b). I9 I



De esta manera, en el marco de una sociología de la institución
policial en nuestro presente, sí es posible y útil diferenciar, no comple­
jos de actividades sino técnicas de intervención de acuerdo a los marcos
teleológicos referidos, en tanto formas de actuar a través de este dispo­
sitivo institucional sobre determinados objetos o blancos, que se en­
cuentran codificadas en normas legales e institucionales y que se inser­
tan en tecnologías de poder, que, a su vez, se articulan con programas polí­
ticos y mcionaldiades politicas', Las técnicas policiales no existen antes de
las practicas policiales sino "en" y "por" ellas. No se trata de diseños o
proyectos de prácticas policiales sino de la forma de actuar que emer­
ge como reconstrucción a posteriori de las prácticas policiales.

En este sentido, retomando el criterio "enunciado" en la normati­
va, la organización y la cultura policiales -aunque no se traduzca
coherente y completamente en estos tres niveles de la institución poli­
cial- es posible distinguir, prima facie, técnicas represivas de técnicas pre­
ventivas. Así dentro de las primeras se podría incluir al allanamiento o
a la requisa personal. Dentro de las segundas es posible distinguir bási­
camente dos técnicas de intervención de la institución policial: la pre­
sencia y vigilancia policial y la detención policial sin orden judicial.

En el marco de esta última, era posible a su vez diferenciar, en la
Ciudad de Buenos Aires, dos subtécnicas: la detención por edictos policiales
(en adelante DEP) y la detención poraveriguación de identidad (en adelan­
te DAI). En marzo de 1998 se sancionó en la Legislatura de la Ciudad
de Buenos Aires el Código de Convivencia Urbana que en tanto
ordenamiento jurídico contravencional implicó la abolición de la
facultad de la Policía Federal en el territorio de la Ciudad de Buenos
Aires de detener a personas por los edictos policiales", Sin embargo,
incluyo dentro de la detención policial a la subtécnica DEp, pese a que
actualmente no es empleada por la Policía Federal, por tres razones. En
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7 Ver sobre estos conceptos, nota 3 del Capítulo 11 de este volumen.
8 Sobre el proceso de la abolición de la facultad policial de detención por edictos poli­

erales en la Ciudad de Buenos Aires y la sanción del Código de Convivencia Urbana
así como las vicisitudes posteriores por las que atravesó este texto legal durante 1998,
ver Chillier (1998., 1998b: 96-98,199%) Y Palmiert (1999b: 156-158).
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primer lugar, porque las técnicas policiales son un producto histórico
de la institución policial y durante más de un siglo ambas subtécnicas
se integraron en la actividad policial, por lo que es indispensable tra­
bajar sus conexiones -son técnicamente muy similares por debajo de
sus diferencias- para poder desentrañar sobre qué racionalidad y pro­
grama políticos se fundan y en que tecnología de poder se insertan. En
segundo lugar, porque como consecuencia de la abolición de la DEP
en marzo de 1998 en la Cuidad de Buenos Aires, se dieron ciertos
cambios en la actividad policial que resultan interesantes para poder
extraer determinadas instrucciones políticas para el futuro y la única
manera de poder evaluarlos es conociendo esta subtécnica y el lugar
que ocupaba en esta técnica policial -que era sin duda más importan­
te que aquel de la DAI, cuantitativa y cualitativamente. Y por último,
porque la DEP se encuentra "a la vuelta de la esquina", pues subsisten
fuertes campañas políticas -a las que la Policía Federal no es ajena e
involucran al gobierno nacional y al gobierno local- que sustancial­
mente -aunque no formalmente- significan hacer renacer la DEP, de
manera tal que nuestro pasado inmediato puede ser, muy factiblemen­
te, similar a nuestro futuro inmediato.

Por una historia del presente de la relación
entre institución policial y prevención del delito

En este apartado intentaremos dar un paso hacia atrás para poder des­
cribir la racionalidad política, el programa político y la tecnología de
poder en el marco de los cuales emergen las técnicas policiales preven­
tivas en la Argentina -con especial referencia a la Ciudad de Buenos
Aires-, para analizar cómo definen su "condición actual'". Este paso

9 Sobre la estructura legal y funcionamienro en las prácticas policiales de la detención
pohcial como técnica preventiva, con sus dos subrécnicas: DAr y DEp, se ha escrito bas­
tante en estos últimos tiempos. Ver al respecto: Chillier (1998a, 1998b. 1999a, 1999b);
Garrido. Guarigha y Palmieri (1997); Martinez, Palmieri y PIta (1998); Oliveira y
Trscornia (1998); Palmieri (1996, 1999a). En cambio, nada se ha escrito sobre la pre­
sencia y vigilancia policial como técnica preventiva -algunas indicaciones útiles pue­
den verse en Font (1999). 193
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hacia atrás no pretende ser una "historia del presente" acabada y com­
pleta, sino sólo un juego de apuntes que permiten iluminar algunos
rasgos centrales de estas técnicas policiales preventivas -de allí, la metá­
fora de las fotografías.

Racionalidad política

La década de 1880 se abre con la legislación que federaliza la ciudad
de Buenos Aires y como consecuencia sanciona la separación entre la
Policía de la Provincia de Buenos Aires y la Policía de la Capital
Federal. Este puede ser un buen punto de partida temporal. Un año
antes Samuel Gache escribía:

El hombre que experimenta deseos inmorales y que se deja llevar por
sus malas inclinaciones sin que su espíritu le presente un medio para
discernir sobre la naturaleza perversa de esos deseos, y rechazarlos
oportunamente, se encuentra en un estado de locura moral. Esta locu­
ra, que es la de los criminales, no viene de la perversidad; ésta presenta
solamente el objeto de la locura, los deseos inmorales; lo que la cons­
tituye es la ausencia de sentido moral, única facultad que Ilumina el espí­
ritu sobre el bien y el mal (Gache 1879-1880:614-615, énfasis agre­
gado).
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Sobre el fondo del código teórico de la Escuela Clásica del Derecho
Penal, que representa al delito como el fruto del libre albedrío, como
un "acto voluntario", realizado con "intención, discernimiento y
libertad" (Código Civil 1869-1871,Art. 921) y del cual emerge la res­
ponsabilidad penal que tiene como único correlato posible el castigo
legal (la pena) -representada claramente en textos como el Curso de
Derecho Criminal de Carlos Tejedor de 1871 y el primer Código
Penal Argentino (Ley 1920) sancionado en 1886, en base al denomi­
nado Proyecto Tejedor de 1868- comienza a recortarse una visión di­
ferente sobre el delito y el delincuente. Sus portadores, inicialmente,
no son juristas sino médicos. No es tanto una forma de pensar filosó­
fica, política y jurídica, sino "científica".
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Las herramientas conceptuales a través de las cuales se articula esta
visión provienen de la medicina mental europea de la primera mitad
del siglo XIX: la monomanla de Esquirol y Georget y la moral insanity
(locura moral) de Arnold y Pritchard'", Según Wecenslao Acevedo ésta
última podría definirse como:

Un cierto desorden del espíritu sin delirio, sin alucinaciones, en el que
los síntomas consisten sobretodo en la perversión de las facultades
mentales llamadas comúnmente facultades activas y morales: los senti­
mientos, las afecciones, los pensamientos, el carácter, la costumbre, la
conducta ... y esta perturbación o desarreglo se muestra en su manera
de sentir, de querer y de obrar. Es incapaz de sentido moral verdade­
ro... (Acevedo 1886:52 citado en Vezzetti 1985:127-135).

Por esta brecha abierta en la Escuela Clásica del Derecho Penal
comienza a desarrollarse el proceso de patologización -o medicaliza­
ción- del delito y el delincuente, que se plasma claramente a fines de
la década del ochenta con el comienzo de la hegemonia del código
teórico de la criminología positivista en el ambiente académico del
derecho y la medicina -en 1887 Norberto Piñero se hace cargo de la
Cátedra de Derecho Penal e impulsa un programa de estudios positi­
vistas y Osvaldo Magnasco publica su obra Sistema de Derechos Penal
Actual; en 1888 se funda la Sociedad de Antropología Jurídica para
consolidar las ideas positivistas en Buenos Aires, elogiada por el mismo
Lombroso, y Luis María Drago publica su libro Los hombres de presa que
en 1890 es publicado en Italia con el título 1 Criminal! Nati, con pró­
logo de Lombroso (ver Del Olmo 1992:1-12).

El concepto clave en torno al cual se impulsó esta nueva visión
"científica" del delito y el delincuente, procedía también de la medi­
cina mental europea: la noción de "degeneración" de More!. La dege­
neración era comprendida inicialmente como las desviaciones morbo­
sas del tipo humano hereditariamente transmisible y sujetas a evolu­
ción progresiva hacia la decadencia. Frente a esta noción de degenera-

10 Sobre la construcción de estos códigos teóricos en Europa. ver, entre otros: Álvarez
Uría (1983); eme! (1980); Dorner (1975): Foucault (1978); Peset (1983) 195
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ción congernta o hereditaria, se presentaron en versiones posteriores
-como la de Magnam y Legrain- la idea de degeneración adquirida,
que reenviaba a otra etiología, y la de regeneración como opuesto en
la lucha por la vida de las especies (ver De Veyga 1905). Los criminó­
logos positivistas argentinos de fines de siglo pasado asentaron sus
códigos teóricos sobre esta base, siguiendo -con sus diferencias- a la
Scuola Positiva de Lombroso, Garofalo y Ferri.

Tomemos el ejemplo paradigmático de José Ingenieros. En su
Criminologia (4' ed. 1916)11 sostiene que los agregados sociales evolucio­
nan en forma dispar en los diferentes contextos geográficos y con ellos
evolucionan las experiencias sociales, el conjunto de creencias y hábitos
mentales. Estos agregados sociales constituyen asociaciones para la lucha
por la vida. Las creencias y hábitos mentales, en tanto propios de las
colectividades humanas, son las costumbres que se plasman en institucio­
nes. Costumbres e instituciones son expresión de la adaptación colec­
tiva a las condiciones del medio en la protección de la existencia de los
agregados sociales. La formación de criterios a través de los cuales se
distinguen los actos humanos en útiles y nocivos se produce en ese
seno, pues todo juicio de valor es colectivo ya que se refiere a la pro­
tección no del individuo sino del grupo. Esos juicios de valor en estos
dos campos -costumbres e instituciones- que son las condiciones que
limitan la lucha por la vida son la moral y el derecho. El derecho es espe­
cular con respecto a la moral, y pese a que ambos son dinámicos no lo
son isocrónicamente. De allí la existencia de desfasajes entre moral y
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11 La elección de Ingenieros no es casual pues, junto con Francisco de Veyga, puede ser

considerado como uno de los padres fundadores de la criminología argentina y uno de
los intelectuales que mayor participación activa tuvo en el diseño de las politicas públi­
cas sobre la cuestión criminal en el período, especialmente con respecto a la institucrón
carcelaria como director del Instituto de Criminología de la Penitenciaria Nacional a
partir de 1907, con respecto a la msrirución Judicial como perito desde fines de los años

noventa y con respecto a la msrirución pohcial como Director del Servicio de

Observación de Alienados de la Policía de la Capital Federal de 1902 a 1912. El texto
que glosamos aquí es su libro Dos Páglllas de Psiquiatna Criminal de 1902, en su edición

de 1916 corregida y aumentada bajo el título de C,il/linologla, que influyó mucho en
los códigos teóricos para leer la cuestión crimmal en Argentina, América Latina en
general y también en Europa -sobre la mfluencia, por ejemplo, sobre Bernaldo de
Quiroz y A1frcdo Niccforo, ver Ingenieros (1962a:301, nota 2).
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derecho en un tiempo y un lugar dado. El delito es para Ingenieros todo
medio amoral de lucha por la vida en detrimento de otros miembros

del agregado social, que ven atacado su derecho a la vida, directa o
indirectamente. Esta "definición natural del delito" muchas veces no

coincide con el "delito jurídico" debido a este desequilibrio entre la

evolución de la ética y aqueIJa del derecho. Por tanto, existen delitos

naturales y delitos jurídicos, los primeros son correlativos de las opi­

niones morales de la sociedad, los segundos son correlativos de su es­

tructura jurídica (Ingenieros 1962a:268-272).

En su mundo contemporáneo, para Ingenieros existía "una vastísi­

ma zona de delincuentes naturales que no son delincuentes legales",

que constituyen la "mala vida".Al prologar la obra de Eusebio Gómez,

La mala vida en Buenos Aires (1908), señala:

Son los parásitos de la escoria social, los fronterizos del delito, los
comensales del vicio y de la deshonra, los tristes que se mueven aci­
cateados por sentimientos anormales: espíritus que sobrellevan la fata­
hdad de herencias enfermizas o sufren el carcoma inexorable de las
miserias ambientales ... La ciénaga en que chapalean su conducta los
malvivientes, asfixia los gérmenes posibles de todo sentido moral
desarticulando las últimas anastomosis que los vinculan al solidario
consorcio de los hombres. Viven como en un mundo aparte, con
panoramas de perspectivas sombrías, esquivando los clarores lumino­
sos y escurriéndose entre las penumbras más densas; fermentan y
pululan en el agitado aturdimiento de las grandes ciudades modernas
retoñando en todas las grietas del edificio social y conspirando sorda­
mente contra su estabilidad, ajenos a las normas de conducta caracte­
rísticas de la que por antitesis podría llamarse vida honesta. La imagi­
nación alinea sus torvas figuras sobre un horizonte donde la lobreguez
crepuscular volcará sus tonos violentos de oro y púrpura, de incendio
y de hemorragia, como asistiendo al desfile de una legión macabra que
marchara atropelladamente hacia la ignominia. Es una horda extran­
gera y hostil dentro de su propio terruño, audaz en la asechanza,
embozada en el procedirruento, infatigable en la tramitación aleve de
sus programas trágicos (Ingenieros 1908:5-6).
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De esta manera, para Ingenieros existen muchos actos y personas
nocivas para el agregado social que no son sancionados legalmente.
"Muchas veces son más nocivos que los mismos condenados a muer­
te" (Ingenieros 1962a:272); "este tipo de "delincuente natural" escapa
a la represión de la ley sin ser por ello menos antisocial y peligroso que
muchos ladrones y homicidas a quienes aventaja en la práctica de la
infamia como esas fuerzas moleculares que nadie ve y carcomen los
metales más nobles" (Ingenieros 1962a:273). Hay aquí también una
visión de "carrera delictual": los degenerados se inician con hechos
inadaptados socialmente, primero en forma accidental luego en forma
habitual, siempre en la frontera del delito; de allí pasan a ser auxiliares
del delito, es decir, colaboran en la realización por otros de hechos ina­
daptados jurídicamente; y, por último, se transforman en delincuentes
accidentales y de ah] en delincuentes habituales. Esta "carrera delic­
tual" no es perfecta en todos los casos, y muchos de ellos se quedan
cristalizados en alguno de sus estadios. Pero a través de ella se rescata
esta comunicación constante entre delito natural y delito legal.

Para Ingenieros, el criminólogo debe desentrañar las causas deter­
minantes de los delitos legales y naturales, sin suponer la existencia del
libre albedrío, indagando en su constitución orgánica y en las condi­
ciones del ambiente en que vive -la "etiología criminal". Esto sólo es
posible en el ejercicio de la "clínica criminológica", a través de la cual
se investigan las manifestaciones delictuosas y los caracteres fisio-psí­
quicos de los delincuentes. Los factores que causan la producción del
fenómeno delictivo son de dos tipos: endógenos (biológicos, propios
de la constitución fisicopsíquica de los delincuentes) y exógenos
(rnesológicos, propios del medio en el que el delincuente actúa) 12. Sólo
a partir de una adecuada investigación de los mismos se puede cons­
truir una "terapéutica del delito" (Ingenieros 1962a:300-301).

Todo inadaptado social o jurídico, delincuente natural o legal, es
un anormal o degenerado (ver Foucault 1978, 1993c, 1993d). Todo
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12 De esta manera, para Ingemeros, el Criminólogo integra en el seno de su disciplma cien­
tífica a la antropología Criminal (a su vez dividida en morfología Criminal y psicopato­

logía criminal) y a la mesología cnrmnal (a su vez dividida en SOCIOlogía criminal y
metereología criminal).
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anormal o degenerado es tal por factores sociales y meteorológicos,
pero fundamentalmente por factores antropológicos. Se distingue por
sus anomalías morfológicas. La gama de los degenerados es muy
amplia y en ella hay que recortar el campo específico de los delincuen­
tes -siempre atendiendo a la dualidad de delincuentes legales y natu­
rales, es decir, incluyendo a la mala vida en el objeto definido como
cuestión criminal. Para Ingenieros, la vía de este recorte, es su funcio­
namiento psicológico, de allí la importancia de la "psicopatología fo­
rense" (Ingenieros 1962a:307-312).

Programa político

El correlato del abandono del concepto de libre albedrío para delimi­
tar el campo del delito y el delincuente como objeto de estudio cien­
tífico de la criminología positivista, es el abandono de los conceptos
de culpabilidad/responsabilidad para delimitar el objeto de interven­
ción de la "defensa social", su programa político sobre la cuestión cri­
minal. La defensa social excede los terrenos limitados del derecho
penal. De lo que se trata, en palabras de Gómez, no es de la lucha con­
tra el delito, sino de la "lucha contra la degeneración" (1908).

Los delitos son actos causados y el delincuente un individuo deter­
minado, entonces la defensa social debe actuar sobre causas y determi­
naciones y no sólo sobre lo que son sus manifestaciones. Por ende, el
lugar de los conceptos de culpabilidad/responsabilidad será ocupado
en adelante por la noción de temibilidad o peligrosidad del inadaptado
social (ver: Álvarez Uría 1983:181-243; Foucault 1978; Sozzo
1998:59-71;Vezzetti 1985:171-184). Esta noción es la que permite ir
más allá de la simple defensa social ante el delincuente legal y avanzar
sobre las múltiples formas de la inadaptación social. No hay que espe­
rar que el delito latente en cualquier tipo de degenerados (por ejem­
plo, los alienados) se haga delito consumado (en el sentido de delin­
cuencia jurídica). De ahí el papel de los criminólogos como aquellos
capaces de determinar la existencia del estado peligroso de un sujeto, es
decir, "un delincuente en potencia". Sostienen Córdoba e Ingenieros 199
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(19Ü3:88):"el alienista tiene una misión de profilaxis para con el alie­
nado; no puede dejar que el peligro se convierta en delito consuma­
do para recomendar la internación del sujeto peligroso".

Con respecto a la Escuela Clásica hay, en este movimiento de
transformación, una doble extensión del objeto de intervención polí­
tica: del delito legal al delito natural, de la manifestación a la causa.
Pero al mismo tiempo el código teórico de la criminología positivis­
ta dibuja también, en este sentido, un paso de la valoración de actos a
la valoración de actores, de las formas de actuar de los individuos a las
formas de ser de los individuos; los individuos no actúan peligrosa­
mente sino que son peligrosos (ver Foucault 1989). Por ejemplo, seña­
la Paz Anchorena "¿en qué consiste el estado peligroso?":

Cuando se debe inducir de la naturaleza intelectual especial de un
individuo determinado que no se le podrá Impedir cometer actos de­
Iictuosos... Lo que crea efectivamente el peligro social es la naturale­
za criminal, como ha dicho Roux, por lo tanto se debe castigar al
delincuente, no por lo que ha hecho o de acuerdo con su acto sino
de acuerdo con lo que es...será un progreso para la legislación penal,
declarar punibles las maneras de ser y la maneras de vivir y no sola­
mente castigar tal o cual acción malhechora o deshonesta (Paz
Anchorena 1918a:133-134)1).

y esto implica también no sólo mirar el objeto de intervención como
algo que se encuentra en el pasado -el delito legal ya realizado- sino
como algo que dura en el tiempo y tiene un futuro -los delitos natu­
rales y los delitos legales por realizar. Dice Paz Anchorena al respecto:
" ... tratando no tanto de tener en cuenta el hecho producido, como de
mirar a lo futuro..." (1918b:385).
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13 Paz Anchorena (1918a, 1918b,1918c, 1918d) es un autor clave en el desarrollo de la idea
de estado peligroso y prevención del dehto en la segunda década de este siglo, ya que
reconstruye el legado de los primeros criminólogos posinvistas a partir de las enseñan­
zas de Pnns y Liszt y de las discusiones de la Uruón Internacional de Derecho Penal,
que dieron origen a la llamada "doctrina de la defensa social" como renovación belga y
alemana de la Scuola Posiuva. La continuidad entre ambas es evidente, aunque muchas
veces estos autores europeos y argentinos se esfuercen por marcar una ruptura.
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Se instala de esta forma en el plan general de la defensa social la cen­
tralidad de la prevención y profilaxis del delito. "Reconocido que exis­
ten causas predisponentes al delito -las unas en el ambiente social y las
otras en el carácter de los delincuentes- la prevención del delito ha
adquirido tanta importancia o más que su represión" (Ingenieros
1962a:391).

Uno de los discípulos más importantes de Ingenieros, Gómez,
señala en este sentido:

Fervorosos discípulos del deterrmrusmo científico, entendemos que
todos los hechos sociales o antisociales aborrecen al imperio irresisti­
ble de factores internos o externos y consideramos, por tanto, que el
sistema de la represión basado en el concepto anacrónico de la respon­
sabilidad moral, efecto del libre albedrío, no disminuirá ni debilitará la
influencia nefasta de los que viven en perpetua rebelión contra el
orden de las sociedades. Son aquellos factores, son las causas destruc­
tibles las que deben exttrparse. Es el rigorismo de la represión el que
debe ser sustituido por el humamtarisrno de la prevención y al fin Vin­

dicativo de la pena, cuando a pesar de todo corresponda aplicarla, debe
reemplazar el propósito rigurosamente defensivo, como su único y
racional fundamento (Gómez 1908:230).

Se observa en este fragmento un desplazamiento también hacia la
pena, del ideal de la prevención del delito como discurso de justifica­
ción, que se articula con la distinción entre delincuentes corregibles y
delincuentes incorregibles y, por ende, de medidas penales dedicadas a
la corrección y medidas penales dedicadas a la eliminación o supresión
--es decir, el divorcio de lo que luego el discurso jurídico penal deno­
minó la prevención especial positiva y la prevención especial negativa.

Se configuró, de esta manera, en el programa político de la crimi­
nología positivista una distinción entre la prevencion postdelictum y la pre-
vención ante delictum, que pasó a integrar el "sentido común criminoló-
gico" -hasta tiempos muy recientes. La prevención ante delictum
interviene antes que el delito se cometa, sobre aquellos que tiene una
predisposición para producirlo en función de sus rasgos psico6sicos y
sociales y,que por ende se encuentran en un "estado peligroso". La pre- 20I
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veneren post delictum interviene después que el delito legal se ha
cometido y apunta a la corrección de ese delincuente para que en el
futuro no realice delitos naturales, ni legales o directamente a eliminar­
lo mediante la secuestración indeterminada (prevención especial posi­
tiva o negativa). La prevención ante delictum estaba dirigida a los delin­
cuentes naturales que aún no se habían transformado en delincuentes
legales -la "mala vida"- mientras la prevención post delictum estaba
dirigida exclusivamente a los delincuentes legales. Dice Paz Anchorena:

La docmna de la defensa SOCIal, con un concepto amplio de su rrusión, no

se reduce a los estrechos límites del derecho penal, al lado del estado peli­
groso de los delincuentes, cuya actividad los hace caer bajo la sanción de
los códigos penales; la doctrina VIslumbra el estado pehgroso de los dege­
nerados que aún no han cometido rungún delito pero que lo cometerán si
se los abandona a sí mismos (1918a:131).

En el programa político de la criminología positivista la centralidad de
la prevención del delito se traduce en centralidad de la prevención
ante delictum que, en cierto sentido, es visualizada como la verdadera
y propia prevención porque actúa sobre las causas y no sobre los efec­
tos, actúa sobre el futuro y no sobre el pasado y sobre las formas de
ser y no sobre los actos. De allí que el reclamo político constante de
los criminólogos positivistas va a ser no sólo transformar a la pena en
una institución para la prevención del delito 00 que se manifiesta en
las ideas acerca de la multiplicación de los tipos de penas, de los espa­
cios institucionales para su ejecución, la instalación legal de la senten­
cia indeterminada, la ejecución condicional, la liberación condicional,
el patronato de liberados, etc.) sino en generar instituciones para la
prevención del delito más allá de la pena, dirigidas a los ebrios, los
mendigos y vagabundos, los niños abandonados, etc.

Técnicas policiales preventivas: pasado y presente

202
En este contexto es preciso explorar la inscripción de las técnicas poli­
ciales preventivas, porque pese a que en sí mismas, como forma de
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actuar, ya existían en las prácticas policiales anteriores a este momen­
to histórico -las DEP parecen comenzar a desarrollarse en el año 1870
aproximadamente (Salessi 1995: 148 y ss.) y la presencia y vigilancia
policial parecen estar ligadas a la existencia misma de una institución
policial en sentido moderno't-, en el marco del mismo se da su vin­
culación con el ideal de la prevención del delito. Es decir, que si bien
pudieron existir antes como técnicas policiales, es sobre la filigrana de
la racionalidad política y del programa político de la criminología
positivista que se convierten en preventivas, instalándose en el campo
de la prevención ante delictum".

14 Con respecto a la DAI, no hemos podido constatar, ni SIquiera aproximadamente, el
momento de su emergencia. En la Orden del Día del 27 de enero de 1897 de la Policía
de la Capital Federal hay una referencia a la detención por averiguación de dormcilio
que establecía que no podía tener un plazo superior a las dos horas. Sin embargo, en el
mismo texto normativo se hacía referencia, en forma poco clara, en el Art. 34, a la
detención en conusarias, explicitando que no podía prolongarse por más de 24 horas.
En la Orden del Día del 10 de octubre de 1905 se hace referencia, en el Art. 1, a la
remisión a la Divisrón de Investigacrones, para el ingreso en el registro policial, de toda
persona "cuya libertad se haya dispuesto para comprobar su identidad". En la Orden del
Día del 22 de Junio de 1908 se hace referencia explícita a los casos de "simple aver i­
guación" o "cuando se soliciten antecedentes". Estos datos parecen indicar la existen­
cia de dicha subtécnica policial por lo menos desde fines del XIX y seguramente. de
una forma de actuar muy similar: la detención por averiguación de dorruciho. SII1
embargo, no hemos podido encontrar mngún registro estadístico con respecto a la
nusrna. Por otra parte y en sentido contrario, en la memoria presentada por el Jefe de
la Sección Técnica la Policía de la Capital Federal en 1916,se puede leer:" ... habría que
agregar otra disposición por la cual todo habitante o transeúnte estuviese obligado a
Justificar su Identidad ante la pohcia o la autoridad judicial cuando se lo requiriesen.

Ahora cualquiera puede negarse a decir quién es, de dónde viene o a dónde va. SIl1
exponerse a responsabilidad alguna" (Del Valle Ibarlucea 1917:222). Y luego agrega:
"[c]uando la policía tenga el derecho de exigir al público la presentación de documen­

tos de Identidad. la jusnficación de medios lícitos de VIda y haya II1StItUtOS oficiales que

obren a modo de reformatorros psíquicos y morales, podremos alcanzar la perfección

preventiva que el Estado anhela" (Del Valle Ibarlucea 1917:226). Este dato parece poner
fuertemente en duda la existencia de la DAI en este momento histórico en Buenos

AIres, abriendo un interrogante que no hemos podido cerrar.

15 Esta es una diferencia Importante con respecto a la emergencia de la insnrución policial
en Europa OCCIdental, que ya a parnr de Siglo XVIII, en el marco de la Ilustración, evi­
dencia una clara vinculación de la actividad policial al ideal de la prevención del crimen,

en Jos textos claves de la llamada "ciencia de la policía". como es el caso de Colquhoun,

Van jusri, Duchesne y Beccaria (ver Foucaultl993a; McMullan 1998a, 1998b). 203
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Tomemos el ejemplo de la subtécnica de las detenciones por edic­
tos policiales (DEP) que es, sin duda, la que mayor desarrollo tuvo en
este período y cuya centralidad desde el punto de vista cuantitativo y
cualitativo para la actividad policial en la Ciudad de Buenos Aires fue
incuestionable -y perduró hasta hace poco tiempo- para observar
cómo sus rasgos se manifestaban en ese período histórico y vincularlos
a nuestro presente.

Los edictos desde 1870 eran redactados por el Jefe de la Policía y
las personas que cometían una infracción a los mismos eran aprehen­
didos, procesados y condenados por la autoridad policial, sin interven­
ción de la institución judicial. Las sanciones que se imponían podian
ser de multas o de arrestos, no pudiendo superar los mismos los 8 días.
Con la sanción del Código de Instrucción Criminal de 1889 y a par­
tir de su Art. 27 dicho máximo fue aumentado a 30 días. Los tipos
contravencionales estaban formulados arbitrariamente, con términos
vagos y ambiguos. Los más usados eran: "porte y uso de armas",
"ebriedad" "desórdenes y escándalo", "tránsito en las veredas", etc.
Exactamente la misma estructura normativa funcionó hasta marzo de
1998, vía los edictos policiales y el Reglamento de Procedimientos
Contravencionales -conocido como RRPF6- emanados de la Jefa­
tura de la Policía Federal, de acuerdo a la facultad conferida por el De­
creto-Ley 17189, ratificada por Ley 14467 (ver: CELS-HRW 1998;
Chillier 1998a, 1998b, 1999b; Garrido, Guariglia y Palmieri 1997; Pal­
mieri 1996; Oliveira y Tiscornia 1998).

Es presumible que esta subtécnica policial haya nacido con la fina­
lidad de articular una represión rápida y efectiva de aquellas pequeñas
"infracciones" al "orden público". El Código Penal de 1887 explícita­
mente las remitían al dominio de la policía (Ruibal 1993:26), pero
ellas ya se encontraban reguladas por los edictos policiales desde los
años setenta, por lo que el texto legal en realidad ratificaba una situa­
ción jurídica y política preexistente. Se trataba de un infraderecho
penal creado y gestionado por la institución policial al margen de la
institución judicial, cuya legitimidad fue reafirmada judicialmente
frente a las primeras oposiciones populares. Así, en 1885, con motivo
de un habeas corpus interpuesto por dos detenidos que habían sido
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condenados a ocho días de arresto por contravención, el juez federal
había determinado que" ...Ia Policía de la Capital es autoridad com­
petente para entender y resolver en la causa de los detenidos por in­
fracciones y para imponer arrestos de acuerdo al Art. 1 de su reglamen­
to" (Orden del Día del 7 de agosto de 1885 citada por Ruibal
1993:68). De alguna manera, este precedente judicial anticipa los cons­
tantes reveses a lo largo de todo el siglo XX de este tipo de reclamos
judiciales -que llegaron incluso a la Corte Suprema de Justicia de la
Nación.

La oposición política y jurídica a este tipo de facultades policiales
consideradas arbitrarias, que derivó en su derogación en marzo de
1998, ya se manifestaba en 1917, cuando el senador Del Valle lbarlucea
presentó un proyecto de ley para eliminar estas facultades policiales a
través de la derogación del Art. 27 del Código de Procedimientos en
lo Criminal de 1889. Los argumentos para sostener esta abolición
-muy similares a los de nuestro pasado reciente- tenían que ver con la
defensa de "los principios del derecho público que divide los poderes"
que se veían quebrados con estas facultades de la policía en tanto dele­
gación del poder ejecutivo. Decía al respecto: "[bjasraría para demos­
trar la necesidad de esta reforma recordar o hacer presentes a nuestros
legisladores la extrañeza que a extranjeros, la mayor parte anglosajones
recién llegados a nuestro país, les causa saber que los comisarios de
policía tienen aquí atribuciones para detenerlos durante cinco, diez y
treinta días o para aplicarles cien pesos de multa. La extrañeza se con­
vierte en asombro cuando notan la frecuencia que degenera en
abuso". Y agregaba: "[s]iempre tienen los funcionarios y empleados
policiales un pretexto legal en que amparar sus arbitrariedades; aquel
que les permite el juzgamiento y castigo de faltas y contravenciones"
(Del Valle lbarlucea 1917: 594-604)16.

De acuerdo a Ruibal -basándose en las Memorias Policiales y los
Anuarios Murucipales- entre 1885 y 1889 hubo una tasa de 134,20

16 Sobre la acritud del poder Judicial ante estas facultades policiales y los argumentos por
la abolición de las mismas en el pasado reciente, ver: CELS-HRW (1998); Chilher
(1998a, 1998b, 1999); Garrido, Guarigha y Palrmeri (1997); Oliveira yTiscornia (1998);
Palmieri (1996). 205
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DEP por cada 1.000 habitantes de la Ciudad de Buenos Aires, mien­
tras la tasa de DEP para e! período 1890-1894 fue de 61,26; en el pe­
ríodo 1895-1899 de 45,09; en e! período 1900-1904 de 33,46; en e!
período 1905-1909 de 26,33 y en el período 1910-1914 de 32,01
(Ruibal 1993:76), en idéntico sentido, ver Blackwe!der y Johnson
1982, 1984). La misma masividad de las DEP se registra -con niveles
similares- en e! pasado reciente. En 1992, según los datos de la Policía
Federal hubo 59.315 DEP (una tasa de detención de 19,65 por cada
1.000 habitantes); en 1993 hubo 94.740 DEP (una tasa de detención
de 31,34 por cada 1.000 habitantes); en 1994 hubo 134.038 DEP (una
tasa de detención de 44,32 por cada 1.000 habitantes); en 1995 hubo
150.830 DEP (una tasa de detención de 49,81 por cada 1.000 habi­
tantes) yen 1996 hubo 153.473 DEP (una tasa de detención de 50,60
por cada 1.000 habitantes) (Petracchi 1997:9)17.

El blanco u objetivo de la DEP era, desde su nacimiento como téc­
nica policial preventiva, la "mala vida". En e! contexto del fin del siglo
XIX la DEP comienza a entroncarse con el ideal de la prevención de!
delito, a la par que la institución policial adopta como discurso propio
a la criminología positivista. La detención por edictos policiales
comienza a ser visualizada como una buena forma de investigar los
"bajos fondos" de la Ciudad de Buenos Aires, para construir de esta
manera una información detallada sobre cada una de las personas
detenidas -vagabundos, mendigos, alcoholistas, alienados, etc.; en fin,
anormales o degenerados- y más allá, sobre las formas de vida de estas
"clases peligrosas".

Esta dirección hacia la mala vida se puede mostrar cuantitativa­
mente con un ejemplo. En e! contexto de fin de XIX un calificador
predominante de los malvivientes en la racionalidad política y e! pro­
grama político de la criminología positivista era el ser inmigrante. Esto
se tradujo automáticamente en altos índices de extranjeros detenidos
por edictos policiales. En 1887 29,62 detenidos por cada 1.000 habi­
tantes eran argentinos, 11,40 detenidos por cada 1.000 habitantes eran

206
17 Las tasas de derención entre 1992 y 1996 están calculadas en base a los datos poblacio­

mies del INDEC.
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españoles, 33,41 detenidos por cada 1.000 habitantes eran italianos y
25,57 detenidos por cada 1.000 habitantes eran de otras nacionalida­
des. En 1909 21,48 detenidos por cada 1.000 habitantes eran españo­
les, 28,29 detenidos por cada 1.000 habitantes eran italianos y 17,78
detenidos por cada 1.000 habitantes eran de otras nacionalidades. En
1914 los españoles llegaban a 16,64 detenidos por cada 1.000 habitan­
tes, los italianos 32,46 por cada 1.000 habitantes y los de otras nacio­
nalidades representaban 19,56 por cada 1.000 habitantes (Ruibal
1993:76). En el pasado reciente, se descubren sorprendentes semejan­
zas, salvando el cambio de origen de los inmigrantes. Sobre la base de
estadísticas de la Policía Federal, en 1992 el 79,20% de los detenidos
eran argentinos, el 7,07% eran peruanos, el 3,02% uruguayos, el 3,81%
chilenos, el 4,24% bolivianos, el 1,37% paraguayos, el 0,57% brasileños
y el resto de otras nacionalidades. En 1993 los argentinos objeto de
DEP fueron 77,79%, manteniéndose el resto de las nacionalidades con
cuotas relativamente estables. En 1994 los argentinos objeto de DEP
cayeron a 74,85%, ascendiendo a 9,15% la cantidad de peruanos y a
7,24% la cantidad de bolivianos. En 1995 siguió descendiendo el por­
centaje de argentinos objeto de DEP a 71,56%, ascendiendo a 9,7% la
cantidad de peruanos y a 8,42% la cantidad de bolivianos. Por último,
en 1996, descendió apenas el porcentaje de argentinos objeto de DEP
a 70,84%, manteniéndose el resto de las nacionalidades con cuotas
relativamente estables (petracchi 1997).

En cuanto a la recolección de información -la construcción del
"inmenso texto policiaco" del que hablaba Foucault (1989:217)-, la
Orden del Día del 10 de octubre de 1905, regulaba en su Art. 1 la con­
fección del prontuario policial de todo detenido, en el que debería
constar: estado civil, filiación morfológica, impresiones digitales, ante­
cedentes policiales y judiciales. La fotografía, sólo se exigía de acuerdo
al Art. 2, cuando sea acusado de delito contra la propiedad, de delito
contra las personas -si es grave- o "cuando sea peligroso por otros
motivos y convenga prevenir su observación ulterior". Esta fotografía
debía captar, de acuerdo al Art. 3, la "naturalidad" del detenido pues su
finalidad es el "reconocimiento". En esta función de la DEP de gene-
rar identificaciones e informaciones sobre los miembros de la "mala 207
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vida", un papel esencial desde los primeros años del siglo pasado fue
cumplido por las impresiones digitales: " ...la dactiloscopia ha sido y es
considerada como un elemento fundamental y un auxiliar poderoso
para las múltiples actividades que corresponden a la policía y a la jus­
ticia en su brega diaria para la prevención de los delitos y la represión
de los delincuentes" (Orden del Día del 14 de octubre de 1918).
Según Salessi, en 1902 en los Archivos de la Policía de la Capital había
3.450 prontuarios que aumentaron a 5.798 en 1903 y a 24.388 en
1904. Cinco años más tarde en el mismo había 292.559 prontuarios
(Salessi 1995:155).

En este punto la DEP se articulaba estructuralmente con la otra
técnica policial preventiva: la presencia y vigilancia policial. Al mismo
tiempo que se producía esta microrepresión de las microinfracciones
se almacenaba información para guiar la presencia y la vigilancia poli­
cial sobre cada miembro de la mala vida. Una circular de la Policía de
la Capital Federal de febrero de 1899 establecía:" ...los detenidos por
contravenciones y que sean sujetos de honestidad dudosa y se sepa que

no tienen domicilio ni trabajo, que inspiren sospechas o hayan come­
tido causa mayor y no sea posible comprobarla se les hará una llama­
da en la remisión poniendo la palabra ¡ojo!" (citado por Salessi
1995:154). Por este medio se pretendía impedir la producción de deli­
tos, ya sea vía la intimidación de los potenciales delincuentes, ya sea
vía la obstaculización del curso de acción criminal. Este último medio
era aquel en el que volvía a ingresar la detención por edictos policia­
les como intervención policial que impedía físicamente al delincuen­
te el desarrollo de su acción criminal, cerrándose de esta manera un
círculo de vinculación entre ambas técnicas policiales preventivas.
Exactamente la misma dinámica "soñada" -es decir, la operación ima­
ginada desde el diseño de la técnica policial preventiva en el discurso
policial- de la DEP en nuestro pasado reciente.

La microrepresión de las microinfracciones tenía claramente un
papel secundario en la técnica policial, pues estaba subordinada al ideal
de la prevención del delito. Francisco de Veyga nos muestra indirecta­
mente esto -y la dinámica soñada de la DEP- al señalar respecto al
caso de un "invertido sexual":



IVíStrategias.4e..prevenciÓn rleLdel!to y refgrma polICIal en Argentina

A este sujeto lo hemos tenido en nuestro servicio por unos días arres­
tado por "prevención" en un baile de gente de su clase... hemos dicho
que por prevención fue arrestado en dicha noche. Expliquemos qué
significa esta palabra tratándose de un sujeto de esa especie.
Empecemos por decir que Aurora tiene registrado su nombre en los
archivos policiales: es un delincuente reincidente. Por este motivo la
policía ejerce sobre él esa vigilancia activa que tiene sobre los cientos,
o mejor dicho, los nules de tipos que se encuentran en ese caso, vigi­
lancia que convierten en arresto, fingiendo cualquier contravención
(escándalo, embriaguez, etc.) cuando sospecha la intención de un deli­
to (De Veyga 1903:195)

El mismo autor observa: "[s]ea como fuere, la policía procede con estos

sujetos (los lunfardos) de una manera arbitraria, inculpándoles hechos

imaginarios para tener derecho de secuestrarios durante un tiempo y

evitar por la prisión la acción de estos individuos: es una fórmula pre­

ventiva que a más de ser ilegal es completamente ineficaz o por lo me­

nos de un carácter apenas paliativo" (De Veyga 1910:527). La microre­

presión de las microinfracciones es algo accesorio, casi una excusa. Sin

embargo, el hecho de que esta técnica policial preventiva la albergue,

introduce una cuota de ambigüedad en su diseño, entre la finalidad repre­

siva y la finalidad preventiva, que es típica de todas las técnicas policia­

les calificadas de preventivas por el discurso policial contemporáneo.

En cuanto a la DAI de acuerdo al Art. 5 de la Ley Orgánica de la

Policía Federal (Decreto-Ley 333/53, reformado en 1991 por la Ley

23950):

Fuera de los casos establecidos en el Código de Procedimientos en
Materia Penal, no podrá detenerse a las personas sin orden del juez com­
petente. Sin embargo, si existiesen circunstancias debidamente fundadas
que hagan presumir que alguien hubiese cometido o puchese cometer
algún hecho delictivo o contravencional y no acreditase fehacientemen­
te su identidad, podrá ser conducido a la dependencia policial que
correspondiese, con noticia al juez con competencia en lo correccional
de turno y demorada por el tiempo minimo necesario para establecer
su identidad, el que en ningún caso podrá exceder de diez horas. 209
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De esta manera, se trataría de detener a individuos que han realizado
en el pasado una contravención o delito o que se conjetura que en el
futuro pueden hacerlo. Ahora bien, la dinámica "soñada" de la DAI
para la prevención del delito es idéntica que la que describimos con
respecto a la DEp, en una relación circular con la presencia y vigilan­
cia policial, en el doble plano de producción de informaciones y de
vía de obstaculización del curso de la acción criminal -ya que al ser
privado de la libertad por un determinado lapso de tiempo se logra
que se interrumpa dicho proceso que en buena parte de los casos está
vinculado a oportunidades que son circunstanciales y contingentes.

A esto se agrega su relación con la DEp, ya que cuando el agente
policial detiene a un individuo porque sospecha que el mismo ha rea­
lizado una contravención -por lo menos hasta marzo de 1998- esto
derivaba en un proceso contravencional en la institución policial y, en
su caso, en una sanción contravencional policial, ya sea de multa o de
arresto. La ambigüedad entre la finalidad represiva y la finalidad pre­
ventiva en esta subtécnica policial aparece en que en este último caso,
así como -más evidentemente aún- en el de una persona detenida a
través de la DAI por la sospecha de haber ya cometido un delito, se
trata también -al margen de la dinámica "soñada" en torno a la pre­
vención del delito- de un mecanismo destinado ya sea a la microre­
presión de las microinfracciones como a la represión de las infraccio­
nes legales. La importancia de esta última faceta para la institución
policial, ha sido puesta de manifiesto en la literatura reciente sobre el
tema (Martínez, Palmieri y Pita 1998; Palmieri 1996, 1999a).

En cuanto a la presencia y vigilancia policial, su dinámica "soñada"
como técnica policial preventiva se dirige en dos sentidos: la obstaculi­
zación de un curso de acción criminal y la disuasión o intimidación de
aquel que pensaba ponerlo en movimiento. Ahora bien, la presencia y
vigilancia policial deviene muchas veces en detenciones policiales sin
orden judicial, ya sean detenciones por averiguación de identidad, deten­
ciones por edictos policiales o detenciones in fraganti delito. Esto impli­
ca una conexión indirecta, vía la DAI y la DEP -tal como ya las hemos
desarrollado- y directa, vía la detención in fraganti delito con una fina­
lidad represiva, de donde deviene su ambigüedad como técnica policial.
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La ambigüedad de las técnicas policiales preventivas actuales es un
dato que debe tenerse en cuenta a la hora de plantear una discusión
racional sobre la reforma de la institución policial y en particular sobre
la "policía de seguridad".Y también debe ser considerado un elemen­
to teórico muy importante para la reflexión, en función de que pone
en crisis una cierta visión ingenua sobre la homogeneidad y coheren­
cia de las técnicas de intervención en general y, en particular, de las
técnicas policiales, atravesadas por la promiscuidad a la que hacía refe­
rencia Ferrajoli (1990). La contradicción es una faceta típica de las téc­
nicas de intervención, dado que no son diseños sino que atraviesan las
prácticas sociales e institucionales, y ellas alojan comúnmente incohe­
rencias (Donzelot 1979)'8.

18 Ahora bien, tanto autoridades pohciales como crirmnólogos positivistas reclamaron

constantemente, en el contexto hrstórico del cambio de siglo. ampliar las medidas de
prevención del dehto llevadas adelante desde la institución policial. La detención por

edictos policiales y la presencia y vigilancia policial necesitaban un complemento para
poder hacer dicha acrividad más eficaz. Este complemento eran los espacios de interna­

ción para diversas "especies" de la "mala vida": los menores abandonados, los vagos y

mendigos, los alcoholistas, etc. Ingenieros señalaba: "[e]s necesario sanear la zona vasrí­
Sima de población mal adaptada a la VIda social, que vive en las fronteras del deliro (está

refiriéndose a la delincuencia jurídica) sin caer bajo la acción de las leyes penales. Los

malvivientes representan una etapa de transición entre la honestidad y el delito; la ley

no los alcanza pero es necesano que la sociedad se defienda de ellos, pues en este bajo

fondo fermentan todos los auxihares de la crmunalidad y se desarrollan todos los ele­

mentos de contagio y degeneración moral que preparan la delincuencia futura" (1962a:

394).Y la policía era hasta el momento la úrnca arma frente a ellos, "trabada siempre por

el VIeJo concepto de que sólo puede castigarse el delito calificado en la ley y probado".

Por ello, proponía distinguiendo a los mal vivientes (vagos y mendigos) entre aptos y no

aptos para el trabajo, potenciar el socorro privado de los primeros y con respecto a los

segundos, internarlos en casas de trabajo si eran accidentales y SI eran habituales repri­

mirlos de manera que no reincidieran (1962a:394-395; ver también, entre otros, los tex­

tos de Paz Anchorena 1918., 1918b, 1918c, 1918d). El jefe de la Sección Técnica de la
Policía de la Capital Federal decía en su memoria de 1916, refiriéndose al "acierto y la
eficacia de la acción preventiva desarrollada por toda la Institución policial": "[e]n los

innumerables y permanentes procedimientos que se esnlan en nuestra .... .. 2 I I
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Táctica de prevención del delito y tecnologías de poder

La racionalidad política de la criminología positivista se manifestaba
-y se manifiesta- a través de las técnicas policiales preventivas. Al
mismo tiempo éstas expresaban -y expresan- una táctica de prevención
del delito -entendida como un recorte más o menos artificial del pro­
grama político de la criminología positivista, es decir, la forma de
pensar una manera de actuar sobre el delito, llamada prevención ante
delictum- que proponemos designar como táctica de la sospecha.
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policía en procura de paz y de concordia en la parte de la población que más lo nece­
SIta, en la tolerancia metódica para dirimir los conflictos mínimos precursores a veces
de consecuencias graves y sonoras; en la atenta vigilancra de los elementos personal­
mente perniciosos y sus auxiliares ~e encuentra- no cabe duda, la exphcación de ese

buen resultado que todos los funcionarios tenemos el derecho indiscutible de hacer
resaltar desde que eUo importa una legítima satisfacción profesional y confirma una vez
más la premisa de que es preferible prevenir que reprinur, Pero tengo la certidumbre...

de que la faz preventiva puede marcarse aún con un grado más alto de expresión, siem­
pre que los poderes del Estado resuelvan sancionar leyes adecuadas que perrrutan efec­
tuar arrastres de los recalcitrantes a fin de confinarlos o deportados según el caso"
(Policía de la Capital Federal 1917a: 221-222).
Más allá de que estos reclamos de principros de SIglOS nunca se vieron receptados en la
transformación legislariva, existió en el plano de las prácticas policiales una experiencia
Illuy ilustrativa de hasta qué punto la racionalidad política y el programa político de la
cr irrunología posinvista se tradujo en las prácticas pohciales, directamente vinculado al
fimcionamiento de la detención por edictos policiales como técnica pohcial: el funcro­

narniento de la Sala de Observación de Alienados del Depósito de Contraventores 24
de Noviembre de la Pohcía de la Capital Federal, creada el 20 de noviembre de 1899,
primero bajo la dirección de FrancISCO de Veyga y desde 1902 bajo la dirección de José

Ingerueros. Este era el anexo de la cátedra de Medrcma Legal de la Facultad de
Medicina de la que De Veyga era titular desde 1899. De Veyga, de acuerdo al régimen

interno de la Policía de la Capital, tenía rango de Comisario Inspector, el tercero en la

Jerarquía luego del Jefe de la Policía y el Comisarro de Órdenes. El resto de los médi­
cos de dicho espacio msrirucional (como Ingenieros y Córdoba) eran Comisanos
(segundo escalón en la jerarquía policralj.A la Sala de Observación de Alienados se con­

ducía todos los contraventores sospechados de estar afectados por algún trastorno men­
tal, de acuerdo al rcconocirnienro practicado por el médico de la secciona] policial La

sala era, como la calificaba Ingemeros, una "clímca de tránsito", por la que en los pri­

meros 9 años pasaron más de 2.500 personas, de las cuales 1.500 fueron recluidas y
1.000 puestas en libertad (Ingemeros 1910; para datos estadísticos de 1902, ver DeVeyga

1903). Es decir, que a partir de la clírnca transitorra se generaban derivaciones a espa­
cios de internación, en primer lugar el Hospicio de Alienados, pero también el ASIlo



IV Estrategjas...de preveoción...deLde4to y reforma policial en Argegtina

Muchos de los elementos de esa racionalidad y ese programa polí­
ticos, otrora dominantes, ya no están "vigentes" en la institución poli­
cial actual -en sus diversos planos de la normativa, la organización y la
cultura policial. Es improbable que las autoridades policiales actuales
reclamen políticamente la creación legislativa de medidas de seguridad
predelictuales o que empleen el concepto de "degeneración". Pero se
mantiene "vigente" su núcleo duro, en términos de Castel (1994), la
misma problematización, en tanto forma de concebir -(;onstruir- un
problema, objeto o blanco de intervención: los "sospechosos" o los que
se encuentran en "estado predelictual" del discurso policial actual -los
integrantes de la "mala vida" o los que se encuentran en "estado peli­
groso" del discurso policial del pasado. Más allá de que los términos
hayan cambiado, los conceptos que expresan son homologables y
sobretodo tienen una posición análoga en las técnicas policiales pre­
ventivas durante estos 100 años". De allí que -corno hemos visto- las

San Miguel, los Hospitales, etc. De esta manera, en cierto sentido, e! complemento
reclamado por Criminólogos posirivrstas y autoridades policiales se articulaba de mane­

ra mformal y con alcances cuantitativamente lnuitados, Como decía Pedro Barbierr
(1906) la creación de estos espaCIOS significó " ... no sólo la consagración defimtiva de la

Escuela Positiva en nuestra Facultad sino su aceptación por la autoridad policial .. reci­

biendo de todos los funcionarios demostraciones de SImpática adhesión a la par que la
promesa de eficaz colaboración" (Barbierí 1906'126). En nuestro país, los intentos de

reforma legislativa para la admisión de medidas de seguridad predelicruales gestionadas
por la institución policial o por la msnrución judicial durante e! SIglO XX fueron múl­

tiples y variados y fracasaron sistemáticamente Sin embargo, en otros contextos cultu­

rales tuvieron éxito, como en el caso de España donde estaban vigentes hasta épocas

recientes y en Italia donde aún están vigentes.

19 Es posible observar la persistencia de este núcleo duro de la táctica de la sospecha, tal

como lo ha manifestado en diversos términos el grueso de las investigaciones recientes

sobre estas técnicas policiales preventivas (CELS-HRW 1998:96; ChilJier 1998a:27;

Marrinez, Palmieri y Pita 1998), a través de algunos datos ernpíncos Ilustrativos. En

cuanto a la DE?, por ejemplo, en un Informe elaborado por la Policía Federal presen-

tado al Ministerio del Interior en 1995 se leía:" ...para contener la marginalidad y el

estado predelietual se apeló a las contravenciones con un récord hrstórico de detenidos..."

(citado en Chilher 1998a, énfasis agregado) o cuando el mismo Jefe de la Policía

Federal, Comisario Petracchi (1997) señalaba:"[e]n general las contravenciones policia-

les son aplicadas no sólo a desórdenes sociales sino básicamente a elementos que se

encuentran en VIrtual estado predelictuaí", En relación a la DAI, esto se encuentra clara- 21 3
mente evidenciado en el trabajo de Martinez, Palmien y Pita (1998) sobre las notifica-
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actuales formas de actuar sobre este problema, a través de este dispo­
sitivo institucional, de acuerdo al marco teleológico de la "prevención
ante delictum", y que se encuentran codificadas en normas legales e
institucionales, sean extremadamente similares a aquellas elaboradas en
e! contexto del imperio de la racionalidad y e! programa político de
la criminología positivista.

y no sólo la problematización es la misma, sino que los seres huma­
nos de carne y hueso sobre quienes "recae" son idénticos: varones,jóve­
nes, migrantes, pobres, practicantes de "profesiones peligrosas", etc.",

Ser sospechoso, peligroso, encontrarse en estado predelictual o ser
miembro de la mala vida, son adjetivos que determinados actores ins­
titucionales -agentes de la institución policial- atribuyen a sujetos que
están en e! seno de las interacciones sociales cara a cara en e! espacio
de lo público y que de esa forma son constituidos en objeto de! ejer­
cicio del poder. Estos adjetivos son e! fruto claro de una valoración
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Clones de las DA I a los Juzgados correccionales. que muestra cómo la institución poli­
eral recurre a deterrmnados "argumentos cristalizados" en virtud de la rurinización de
su empleo masivo, tradicionalmente. en el discurso policial, que se plasman en formu­
larios y funcionan como "jusnficaciones formales" de las DAI (palnuen 1996:31). Por
ejemplo, algunos de los clichés relevados en esta Investigación eran:"merodear por zona
sospechosa"; "merodear en forma sospechosa"; "merodear en zona comercral en actitud
sospechosa entrando y saliendo de los negocios y por no Justificar su permanencia en el
lugar Carecían de dinero para comprar"; "merodeando en la zona. Al notar la presen­
era policial adopta una actitud que demostraba intranquilidad y nerviosismo aprecián­
dose claramente esfuerzos por ocultarse de la vista del Interventor. Ante ese proceder,
que indicaba que bien podría cometer un hecho delictivo o conrravencional se lo hizo
comparecer"; etc. (Chilher 1998a, 1998b).

20 Por ejemplo, con respecto a la DAI en nuestro presente, de acuerdo al trabajo de Martínez,
Palrnien y Pita (1998), en 1995 la mayor parte de los individuos detenidos eran varones
(83%), siendo el grupo de edad preponderante, entre 21 y 25 años. Según Palmieri, tanto
en abril de 1998 como en agosto de 1998, el 85% de las personas detenidas eran varones
(1999a: 143-144). De esta manera, se observa para el año 1995 una sobre representación

muy marcada de los varones; nuentras en la CIudad de Buenos AIres en general el 45,62"10
de la población estaba compuesta por varones, Casi el doble de las personas detenidas eran
de ese sexo.Y lo mismo sucede para el año 1998, ya que la proporción de varones en la
Ciudad de Buenos AIres para ese año es de 45,64%. También Palmieri (1996:29) señala
para 1995 como grupo de edad preponderante a aquel entre 18 y 30 años y también
aporta el dato de que el 62% de las personas detenidas eran menores de 34 años --con un
volumen de "sin datos" en el rubro edad del 21% (Palrruen 1999a:145).
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negativa que se apoya en determinados elementos que son considera­
dos por el actor institucional que juzga. La valoración negativa es una
atribución de significado que se establece en el campo ético del mal,
de lo patológico y que se expresa en el adjetivo que se adosa a la iden­
tidad social del sujeto definido como tal, de acuerdo al esquema de las
relaciones de fuerza que atraviesan la interacción social. Si la adhesión
es exitosa, el adjetivo se transforma en un atributo "profundamente
desacreditador" de la identidad social de la persona definida, un "estig­
ma", con el que el mismo carga y se presenta ante los otros en lo suce­
sivo, en el marco de una duración determinada.

Los elementos en los que el actor institucional basa su juicio son
"modelos" o "estereotipos" que agrupan rasgos de quienes son sospe­
chosos o peligrosos o se encuentran en estado predelictual o son miem­
bros de la mala vida. Estos modelos son el resultado de una lenta cons­
trucción institucional en la que interviene la policía como un todo
complejo, es decir, el conjunto de sus miembros y sus relaciones a lo
largo del tiempo. Estos "estereotipos" son el resultado de este proceso
de modelización o tipificación que se enraíza en el pasado y tiene una
tendencia a replantearse con la reproducción de lo institucional (Becker
1971; Chapman 1971; Goffinan 1989; Lemmert 1967; Matza 1981).

Pero al mismo tiempo, los "estereotipos" de sospechosos son el
resultado de una intrincada relación entre la producción de significa­
dos, al interior de la institución policial, y la construcción de signifi­
cados, en el exterior de la misma, ya que las fronteras entre el adentro
y el afuera son móviles y ficcionales. Sin embargo, es posible presumir
que el movimiento de construcción significativa se ha iniciado histó­
ricamente desde el interior de la institución policial, que se define
desde su nacimiento como un cuerpo de actores estatales "especializa­
dos" en la cuestión criminal -estrechamente vinculada a los procesos
de tipificación o modelización- y porque en ella se agrupan determi­
nadas fuerzas sociales con capacidad de crear e imponer significados
que impactan en los auditorios de referencia más amplios de lo social.
De allí, los perpetuos rasgos sociales, económicos, políticos y cultura­
les de los estigmatizados.

215
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En esta misma dirección es muy importante observar hasta qué
punto esta producción significativa se desplaza de un blanco inmedia­
to -el individuo- a un blanco mediato, que sólo se alcanza a través de
aquél: los agregados sociales, las poblaciones. Es decir que la problema­
tización en torno a la que estas técnicas policiales preventivas giran es
la del individuo sospechoso o peligroso pero también la de las "clases
peligrosas o sospechosas", que es preciso diferenciar y separar de las
"clases trabajadoras", para gobernarlas de una manera distinta a través
de un equilibrio cambiante entre la piedad y el temor.

Ahora bien, el interrogante sobre el por qué de la subsistencia de
estas técnicas policiales y la táctica de la sospecha en la que se fundan
requiere un análisis complejo que no se circunscribe a las historias de
las instituciones policiales. Aquí simplemente arriesgamos algunas cla­
ves de lectura.

Una primera hipótesis podría intentar explicar esta subsistencia en
función de la efectividad de estas técnicas policiales y la táctica de la
sospecha para realizar su objetivo, esto es, la prevención del delito. La
prevención del delito es, en su significado más simple, la no-produc­
ción de un evento y en sí mismo constituye un resultado dificil de
evaluar, cuantitativa o cualitativamente. Pero estas técnicas policiales
preventivas tampoco contemplan la necesidad de evaluar sus resulta­
dos ni predisponen ningún mecanismo de producción de informa­
ción para hacerlo, salvo las estadísticas sobre el número de DAI y el
número de DEP realizadas por las diversas instituciones policiales,
siempre insuficientes y fragmentarias para estos fines. Esto es en sí
mismo un dato relevante acerca de su idoneidad para cumplir con el
marco teleológico que ellas mismas se fijan e impone una impresión
escéptica sobre su realización (Crawford 1998a: 196-217).

Sin embargo, tal vez las razones de la subsistencia de la táctica de
la sospecha y las técnicas policiales que genera no haya que buscarlas
aquí, sino en el juego de consecuencias o efectos sociales que sí pro­
duce, más allá de las finalidades propuestas y declaradas:

216
El proceso de construcción social e institucional de las imágenes
sociales de la sospecha, aplicadas a individuos y poblaciones -des-
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crito más arriba- es 10 que constituye a las técnicas policiales pre­
ventivas en dinámicas de control social (ver: Melossi 1992, 1994,
1996a y 1997a; Pitch 2003, 1996; Sozzo 1998).

El proceso de formación y reforzamiento del carácter de autoridad
de los agentes policiales, capaces de gobernar la vida de los otros,
ejerciendo la fuerza y extrayendo deferencia y obediencia de los
que constituyen el objeto de estas técnicas policiales preventivas,
analizado en el contexto inglés por Choongh:

El poder de arrestar y detener sospechosos en la estación de poli­
cía permite a cada oficial extraer el grado de sumisión que él con­
sidera debido, dado que la estación de policía es un espacio ideal
en el cual someter a miembros recalcitrantes de la comunidad vi­
gilada a una ceremonia de degradación de estatus (Garfinkel
1955). En muchos casos, el éxito para la policía está dado mera­
mente por llevar al individuo a la estación; le demuestra al margi­
nalizado que puede ser en cualquier momento forzado a abando­
nar su casa, familia y amigos y aislado en el territorio policial. Y
allí, a los detenidos se les ordena cuándo pararse y cuándo sentar­
se, cuándo hablar y cuándo permanecer callados (Choongh
1998:630-631).

En el caso de la detención policial sin orden judicial (ya sea DEP
o DAI), por un lado, la producción de información estadística al
respecto se constituye en un indicador en el interior de las institu-
ciones policiales de la efectividad de cada uno de los segmentos
organizacionales, brindando una herramienta para el gobierno del
dispositivo institucional, que al mismo tiempo puede ser empleada
para el desarrollo de campañas dirigidas a la opinión pública, para
mejorar la imagen social de las instituciones policiales y reforzar su
legitimidad (CELS-HRW 1998; Chillier 1998a; Garrido, Guariglia
y Palmieri 1997; Palmieri 1996; Martínez, Palmieri y Pita 1998).Y
por el otro, la creación y mantenimiento de redes de corrupción
desde las instituciones policiales en las que esta técnica policial
constituye un instrumento útil para asegurar y sancionar lealtades 2I7
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y silencios -por ejemplo, en torno al ejercicio de la prostitución y
la actividad de los vendedores ambulantes (ver Chillier 1998a;
Palmieri 1996, 1999b).

Tal vez en estos efectos sociales radique la persistencia de la táctica de
la sospecha pese al resultado impresionante de violaciones a los dere­
chos humanos de las personas que son blanco de dichas técnicas poli­
ciales preventivas. Por un lado, se observan miles y miles de violacio­
nes al derecho a la libertad ambulatoria, al tratarse de privaciones ile­
gítimas desde el punto de vista de los principios constitucionales del
Estado de Derecho. Pero por otro lado, también se dan múltiples vio­
laciones a otros derechos humanos como el derecho a la vida y el
derecho a la integridad física, producidas durante de las detenciones
(Chillier 1998a, 1998b, 1999a, 1999b; Garrido, Guariglia y Palmieri
1997; Oliveira y Tiscornia 1998; Palmieri 1996, 1999a, 1999b).

La presencia/vigilancia y la detención sin orden judicial son, en
tanto técnicas policiales, parte de una compleja interrelación de tec­
nologías de poder, que Foucault ha definido como poderpastoral, que
resulta de la unión, bajo el manto de la soberanla, de la anátomo-polltica
-disciplinas- (Foucault 1989) y la biopolltica -biopoder- (Foucault
1993a,1995).

Pero si bien la policía como institución ha sido realmente organizada
bajo la forma de un aparato del Estado y si ha sido incorporada real­
mente al centro de la soberanía política, el tipo de poder que ejerce,
los mecanismos que pone en juego y los elementos a que los aplica
son específicos. Es un aparato que debe ser coextensivo al cuerpo
social entero y no sólo por los límites extremos que alcanza sino por
la minucia de los detalles en que se ocupa (Foucault 1989:216).

El poder pastoral es una forma de ejercicio del poder que, al mismo
tiempo, combina la individualización con la totalización: trata a cada
individuo, delimita sus atributos, pronostica sus potencialidades, rnoni­
torea, gestiona sus movimientos y las causas de los mismos pero, al

218 mismo tiempo, compone el conjunto de los individuos en una enri-
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dad compleja que posee sus propios atributos, potencialidades, causas
y movimientos (Foucault 1993a; McMullan 1998a, 1998b). Por ende,
no sólo se trata de formas de pensar la prevención del delito que se
articulan con maneras de actuar dicha prevención, sino que al mismo
tiempo son expresión de formas globales del ejercicio del poder.

Reforma de la institución policial y prevención del delito:
abandonando al "jurista ingenuo"

Como decíamos en el apartado anterior de este capítulo, en marzo de
1998 como consecuencia de la sanción del Código de Convivencia
Urbana se avanzaba decididamente en el proceso de reforma de la ins­
titución policial pues se derogaban los edictos policiales y la facultad
policial de detención sin orden judicial que emanaba de ellos. La
democratización de la institución policial se traducía en este sentido
en la abolición de una subtécnica policial que producía un nivel muy
importante, cuantitativa y cualitativamente, de violaciones a los dere­
chos humanos e implicaba un ajuste del ordenamiento jurídico en
torno a los principios constitucionales del Estado de Derecho.

Sin embargo, como bien describe Chillier (1998b), desde la sanción
de este texto legal se sucedieron campañas políticas dirigidas a su
modificación que involucraron no sólo a la Policía Federal, sino tam­
bién al gobierno nacional, al gobierno local y que tuvieron como ejes:
el restablecimiento de la vigencia de los edictos policiales y las faculta­
des policiales relacionadas con ellos; la introducción en el Código de
Convivencia Urbana de figuras como el "merodeo" y el "acecho",
otorgando facultades a la institución policial para intervenir sin la par­
ticipación del ministerio fiscal; y la prohibición del ejercicio de la pros­
titución. Ya el 2 de julio de 1998 se introdujo la primera modificación
legal en la legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, con el nuevo Art.
71 que se refería a alteración de la tranquilidad pública, pensando fun­
damentalmente en los casos de "oferta sexual". Sin embargo, dichas
campañas políticas no cesaron sino que se intensificaron con el correr
del tiempo. 2 I9



Inse.gurigad prgllenCión.,y:.pol¡cfª

220

Así el 4 de marzo de 1999 la legislatura de la Ciudad de Buenos
Aires sancionó la Ley 152 modificatoria del Código de Convivencia
Urbana introduciendo, entre otros cambios, un endurecimiento en
las penas previstas y contemplando específicamente como contra­
vención en el nuevo Art. 71 la oferta o demanda de servicios sexua­
les en espacios públicos -ya sin referencia a que afecten o no la tran­
quilidad pública.y las voces demandando el "regreso" de las faculta­
des policiales en torno a las figuras del acecho o merodeo y la inter­
vención policial sin participación del ministerio fiscal no se han aca­
llado aún.

Ahora bien, con posterioridad a la abolición de la DEp, a fines de
agosto de 1998 y para enfrentar una de las recurrentes crisis de seguridad
urbana en la Ciudad de Buenos Aires, la institución policial lanzó el
Operativo Espiral Urbana, que consistía en un ejercicio de saturacion
policial en las calles, con 500 agentes más de lo común encargados de
llevar adelante la presencia y vigilancia policial en las calles de la ciu­
dad. Concomitantemente el Comisario Fernández,jefe de la División
de Seguridad Metropolitana de la Policía Federal decía: "[e]l Código de
Convivencia no es operativo, porque no permite la prevención. No
cuenta con las figuras necesarias. Sólo nos habilita a pedir información.
Si el sospechoso tiene una ganzúa se la podemos secuestrar. Pero no lo
podemos detener porque no había llegado a robar nada. No hay preven­
ción" (Fernández 1998 citado en Chillier 1998a). Como resultado del
Operativo Espiral Urbano, en 32 horas se registraron 348 detenciones
realizadas exclusivamente por el contingente de nuevos agentes policia­
les encargado de la presencia y vigilancia en las calles.Todas eran DAI.
Al respecto señalaba el Director General de Operaciones de la Policía
Federal: "como el Código Contravencional no nos da las herramientas
necesarias para hacer prevención, la única forma de hacerlo es aumentan­
do la presencia de este modo" (citado en Chillier 1998a).

Este operativo de la institución policial demuestra cómo la activi­
dad policial, ante la abolición de la DEP tiende a reconstruir la técni­
ca policial preventiva de las detenciones sin orden judicial en torno a
la otra subtécnica policial subsistente legalmente: la DAI. Es decir, no
se produce, como consecuencia de la reforma legislativa, un abando-
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no de la táctica de la sospecha como táctica de prevención del delito, sino que
en función de ella, se amplían los alcances de la subtécnica policial
intocada por el cambio legal, para paliar así la ausencia de la DEP. La
misma forma de pensar el delito y su prevención se sigue traduciendo,

sustancialmente, en la misma manera de actuar.

Esta tendencia culmina en el Decreto 150/99 del Poder Ejecutivo

Nacional del 3 de marzo de 1999, en cuyos considerandos se establece:

Que a fin de reforzar el área de prevención tendiente a asegurar una
mayor seguridad y protección de las personas y bienes en el ámbito de
la Capital de la República, cuyo resguardo debe atender inexcusable­
mente el Gobierno Nacional, resulta necesario instruir a la Policía
Federal Argentina, para que, en cumplimiento de sus funciones de
policía de seguridad, proceda a prevenir e impedir aquellas conductas
que, sm constituir delitos ni las infracciones previstas en el Código
Contravencional dictado para la ciudad de Buenos Aires deben ser
evitadas,como son lasespecificadas en el presente acto, acudiendo para
ello a la estrrcta aplicación de la ley 23950.

Para luego disponer en su Artículo 1:

Enconuéndese a la Policía Federal Argentma el estricto cumplimien­
to de lo dispuesto en la norma del inCISO 1 del artículo 5 del Dec-Ley
333/58, ratificado por ley 14467 (texto según ley 23950), debiendo en
consecuencia proceder a conducir a la dependencia policial que
correspondiese, en la condiciones y bajo las circunstancias por ellas
establecidas a quien o quienes incurrieren, entre otras, en algunas de
las conductas siguientes.

Enumerando entonces a: "los que llevaren consigo llaves falsas o ganzúa,

cortafierros, palancas, palanquetas y otros elementos de efracción o cual­

quier otro objeto análogo que permita fundadamente asumir que se

destinarán a cometer delitos"; "los que realizaren reuniones tumultuosas

en perjuicio del sosiego de la población o en ofensa de persona deter­

minada"; "los que se encontraran en estado de ebriedad o bajo la acción
de alcaloides o narcóticos en lugares públicos o sitios expuestos al públi- 22I
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co": "los que provocaren o molestaren a los vecinos o transeúntes con
palabras o ademanes que indicaren una ofensa a la moral"; "las personas
de uno u otro sexo que en lugares públicos o sitios expuestos al públi­
co incitaren o se ofrecieren al acto sexual cuando ello provocare una
perturbación del orden y la tranquilidad u ofensa pública al pudor
mediante palabras, actos o ademanes obscenos"; "los sujetos conocidos
como profesionales del delito que se encontraren merodeando en luga­
res públicos o sitios expuestos al público sin causa justificada"; etc.

A través de esta norma jurídica el gobierno nacional encomienda
claramente a la institución policial realizar la transformación de la sub­
técnica policial de la detención por averiguación de identidad que
señalábamos más arriba como una tendencia en las prácticas policiales.
De esta manera, los casos que presumiblemente eran antes objeto de
la DEP y que como consecuencia de la sanción del Código de
Convivencia Urbana quedaban fuera de las facultades policiales, debe­
rían ser reabsorbidos por la DAI.

Esta reacción de la institución policial y el poder político directa­
mente relacionado a ella, ante la contingencia de la reforma legislativa
de comienzos de 1998, que dibuja una reconstrucción de las mismas
técnicas policiales preventivas sentadas sobre la táctica de la sospecha,
con un desplazamiento desde la periferia a la centralidad de algunas par­
ticulares formas de actuar -la DAI-, halla su razón de ser, específicamen­
te, en las consecuencias sociales de estas tácticas y técnicas señaladas en
el apartado anterior que dibujan su "utilidad" política y social. Este
ejemplo prescribe un imperativo político para cualquier visión demo­
crática sobre la relación entre institución policial y política de preven­
ción del delito: abandonar la perspectiva del "jurista ingenuo", es decir,
" ...la del hombre del derecho que cree que los problemas sociales, eco­
nómicos y políticos y los propios problemas del ordenamiento jurídico,
pueden ser resueltos mediante un cambio legislativo" (Melossi
1996b:77). Es preciso evitar lo que Tiscornia ha llamado el "síndrome
de Atenea": "en la mitología griega Atenea nació armada y adulta de la
cabeza de Zeus. Algo similar ocurre en nuestros países cuando las refor­
mas y las leyes surgen armadas y adultas de la cabeza del legislador o el
experto, de su voluntad iluminista y razonable" (1999:429).
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La transformación de las técnicas policiales preventivas sólo es posi­
ble si paralelamente se construyen alternativas políticas para la preven­
ción del delito que reconfiguren la relación entre la producción del
no-delito y la institución policial. Para ello es imprescindible abando­
nar la táctica de la sospecha y, lo que es aún una tarea más dificil, des­
terrarla de la cultura policial. Se requieren "consensos progresivos" y
"actuación social" (Melossi 1996b:78;Tiscornia 1999:428). Solamente
en el contexto de nuevas tácticas para la prevención del delito, de nue­
vas racionalidades y programas políticos sobre la cuestión criminal, es
posible promover y desarrollar nuevas formas de actuar democráticas
que apunten a la protección de los derechos fundamentales de los ciu­
dadanos (Baratta 1998). Mientras tanto, ni siquiera las proposiciones
legislativas más radicales -por ejemplo, la auspiciable abolición de la
detención por averiguación de identidad - lograrán ni el más minimo
resultado práctico.
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V. Policía, gobierno y racionalidad
Exploraciones a partir de
MlcheLEoucault1

La racionalidad de lo abominable es un

dato de la historia contemporánea (Foucault 1981c:236).

La cuestién consiste en conocer c6mo están racionalizadas
las relaciones de poder. Plantearse esta cuesti6n es la única forma

de evitar que otras instituciones, con los mismos objetivos
y los mismos ifectos, ocupen su lugar (Foucault 1993a:30S).

Policía y gobierno

E
ste capítulo pretende abordar la problematización vagamente
demarcada por la intersección de las tres palabras que configu­
ran su título, a través de unas notas "genealógicas". La genealo­

gía, tal como ha sido presentada y ejercitada por Michel Foucault
-cuyos trabajos constituyen el punto de partida de las presentes
"exploraciones"-, en tanto "historia del presente" (Foucault 1989:37),
se configura como un análisis que parte de la identificación de una
problemátizaciórr' en la actualidad y a partir de allí explora su proce­
dencia y emergencia (Foucault 1992a). Como señala Robert Castel, se
parte de la convicción de que el presente refleja una combinación de
elementos heredados del pasado y de innovaciones actuales, de allí

Publicado originalmente en Máximo Sozzo (dir.)(200S) Policía, violencia, democracia.
Ensayos soliológitos. Santa Fe: UNL Ediciones.

2 Por "problematización" entendemos aquí, SIguiendo a Michel Foucault, "..; no la repre­
sentación de un objeto preexistente o la creación a través del discurso de un objeto que
no existe. Es el ensamble de prácticas discursrvas y no discursivas que hacen ingresar
algo en el juego de la verdad y la falsedad y lo colocan como un objeto para la mente"
(Poucault 1994b:670: ver también Foucault 19813:26-8). 225
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que: "[a]nalizar una práctica contemporánea significa observarla desde
el punto de vista de la base histórica de la cual emerge; significa enrai­
zar nuestra comprensión de su estructura actual en la serie de sus
transformaciones previas. El pasado no se repite a sí mismo en el pre­
sente, pero el presente juega e innova utilizando el legado del pasado"
(Castel 1994:238). De esta manera es posible cuestionar y reformular
presuntas continuidades y discontinuidades, de forma tal de generar
una "diagnosis" sobre los límites y las posibilidades de la actualidad
(Dean 1999:46; Rose 1999:55-60). Se pretenden presentar algunas
indagaciones del pasado, provisorias e inacabadas, que esperamos pue­
dan brindar herramientas para pensar críticamente el presente'.

En este texto trataremos la actividad policial como una práctica
gubernamental. Empleamos aquí la idea de "gobierno", tal como fue
incipientemente desarrollada por Michel Foucault a fines de la déca­
da del setenta como una forma de renovar sus reflexiones precedentes
en torno al "poder" (De Marinis 1999:75; Garland 1997:175). En un
sentido lato, por "gobierno comprendemos las técnicas y procedi­
mientos destinados a dirigir la conducta de los hombres" (Foucault
1994a:125). En un texto publicado originalmente en inglés en 1982,
Foucault se refería al carácter equívoco del término conduct que quie­
re decir, al mismo tiempo, conducir a otros y comportarse dentro de
un campo de posibilidades más o menos amplio. Gobernar es the con­
duct c!f conducto "El ejercicio del poder consiste en guiar la posibilidad
de la conducta, ordenando sus posibles resultados. Básicamente el
poder es...una cuestión de gobierno...modos de acción, más o menos
pensados y calculados, que están destinados a actuar sobre las posibili­
dades de acción de otras personas. Gobernar, en este sentido, es estruc­
turar el campo de acciones posibles de los otros" (Foucault 1982:221,
1998b: 284; ver también Dean 1999:10-11; Miller y Rose 1992:175).
En esta clave, el gobierno sólo se ejerce sobre sujetos "libres" y sólo en
la medida en que son "libres" -al menos en un sentido rudimentario
y primario de ser seres vivientes y pensantes que poseen una capaci-
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3 Sobre la "genealogía" como "crítica", ver Burchell (1996:30-34); Dean (1999:40-48);

Foucaulr (1992a. 1996a. 1996b); O'Malley. Shearing y Weir (1997:505-508).



dad física y mental (Dean 1999:13). Libertad y gobierno dejan de apa­
recer de esta manera como mutuamente excluyentes; la libertad es la
precondición y el soporte permanente del ejercicio del gobierno
(Barry, Osborne y Rose 1996:8; Foucault 1982:221, 1998b:284-285;
Miller y Rose 1992:174; Rose 1999:69-97)'. Pero también la libertad
es la posibilidad de reversión estratégica de las relaciones de gobierno
a través de la resistencia, de las "contra-conductas" (Gordon 1991 :5).
Dice Foucault en una de sus lecciones del College de France en 1979:

El rasgo distintivo del poder consiste en que determinados hombres
pueden decidir más o menos totalmente sobre la conducta de otros
hombres, pero nunca de manera exhaustiva o coercitiva. Un hombre
encadenado y apaleado está sometido a la fuerza que se ejerce sobre él
pero no al poder. Pero si se le puede hacer hablar, cuando su último
recurso habría podido ser callarse prefiriendo su muerte, es porque se
le ha obligado a comportarse de una manera determinada. Su libertad
ha sido sometida al poder y él ha sido sometido al gobierno. Si un
individuo puede permanecer libre, aunque su libertad se vea muy
limitada, el poder puede someterlo al gobierno. No existe poder sin
resistencia o rebelión en potencia (Foucault 1993a: 304, 1998b: 284)5.

Creemos que en estas reflexiones de Foucault se encuentra uno de los
puntos de partida" para un estilo de pensamiento que supera el ancla­
je obsoleto del análisis del poder político en torno a la idea de "Es­
tado" como "macroanthropos", propia de la filosofía y el derecho polí-

4 En clave de Foucault, esta noción de gobierno no se aphca exclusivamente a las accio­
nes dirigidas a gestar las acciones de los arras sino también a aquellas destinadas a
gobernarse a sí mismo (ver: Dean 1999: 12; Foucault 1994b, 1996c, 1998b; Rose
1999:43-45).

5 En algunos de los últimos textos escritos por Foucault, aparece sugerida una cierta dife­
renciación entre poder/gobierno y dominación, especialmente en una entrevista reali­
zada en 1984, titulada "La ética de! cuidado de sí como práctica de la libertad". En este
texto Foucault se refiere a los "estados de dommación" como un tipo de relación de
poder "inmóvil y fija" que impide "toda reversibilidad de! movimiento" y en la que "las
prácticas de libertad no existen, existen sólo unilateralmente o están muy circunscriptas
o limitadas" (Foucault 1998b: 275, 285, 292; ver De Marims 1999:83-84; Rose 1999:4).

6 Aun cuando no es e! único a lo largo de la histeria de la teoría social y política de los
siglos XIX y XX, ver al respecto Melossi (t 992,2002). 227
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tico del siglo XIX (Rose 1999:1). Gobernar aparece aqui como "una
dimensión heterogénea de pensamiento y acción" que no se encuen­
tra circunscripta a un dominio específico definido a través de la pala­
bra "Estado". Esto no quiere decir que no se reconozca en lo que
comúnmente se denomina el "Estado" un elemento importante "his­
tóricamente específico y contextualmente variable" de las relaciones
de gobierno (Gordon 1991 :3; Miller y Rose 1990:3; Rose 1999:4-5,
17-18). Señala Foucault:

Las formas y las situaciones de gobierno de unos hombres por otros
en una sociedad dada son múltiples; se superponen, se entrecruzan, se
limitan y a veces se anulan, otras se refuerzan. Es un hecho indudable
que el Estado en las sociedades contemporáneas no es sólo una de las
formas o uno de los lugares de ejercicio del poder, sino que de cierta
manera todas las otras formas de relación de poder se refieren a él.
Pero no es porque cada una se derive de él. Es más bien porque se ha
producido una estatización continua de las relaciones de poder
(Foucaulr 1982:224)

Para Foucault no es necesario, por ende, partir de una definición acerca
de la naturaleza y las funciones del Estado -una "Teoría del Estado" en
el sentido tradicional de esta expresión- para analizar las relaciones de
gobierno? De acuerdo al autor francés: "[e]1 Estado no tiene esencia. El
Estado no es un universal, el Estado no es en sí mismo una fuente autó­
noma de poder; el Estado no es otra cosa que los hechos; el perfil, el des­
glosamiento móvil de una perpetua estatalización" (1993a:309). Se trata,
en definitiva, de una "realidad compuesta y una abstracción mitificada"
(Foucault 1991a:25; ver Miller y Rose 1992:176-178)8.

228

7 Foucault señalaba en este sentido: "hago, qUIero y debo hacer la economía de una teo­
ría del Estado del mísmo modo que se puede y se debe hacer la economía de una comi­
da indigesta" (1993b:308).

8 Para Foucault no hay ningún tipO de disconnnurdad material o metodológica entre los
análisis en un nivel mícro y en un nivel macro o molar de las relaciones de gobierno,
por lo que ambos no deberían oponerse (Gordon 1991:4; Rose 1999:5-6), aun cuan­
do reconoce en diversos casos la necesidad de que el análisis tenga siempre un sentido
ascendente (por ejemplo, Foucault 2001:39).
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La imagen, de raíz weberiana y fanúliar para nuestra actualidad, de
la institución policial como el "aparato del Estado" que detenta -junto
con la administración de justicia- el "monopolio de la coacción fisica
legítima" con respecto a los "asuntos internos" -por oposición a la ins­
titución militar y los "asuntos externos"- y cuya misión se declina
generalmente como la "prevención, detección e investigación de los
delitos" y el "mantenimiento del orden público", se funda en una
invención política históricamente reciente, un proceso que es posible
ubicar entre los siglos XVIII y XIX en Europa Occidental. Esta imagen
familiar pone en el centro de la definición de lo que la policía es, la po­
sibilidad del uso de la violencia. Frente a ella se abre un inquietud: ¿có­
mo se pueden pensar las prácticas de la institución policial como acti­
vidad de gobierno frente a esta centralidad de la violencia?, ¿es el uso
de la violencia una forma de actuar que estructura el campo de las ac­
ciones posibles de los otros, los sujetos que son su objeto?, ¿no es más
bien una forma de actuar que anula la capacidad de acción de los suje­
tos que son su objeto -yen el límite, puede anular su misma existencia?

Foucault explícitamente rompe con cualquier sinonimia entre go­
bierno y violencia -como veíamos sugerido más arriba-: "[u]na rela­
ción de violencia actúa sobre un cuerpo o sobre cosas... Su polo opues­
to sólo puede ser la pasividad" (Foucault 1982:220, 1993a:304). El
gobierno, en tanto conducción de la conducta, por lo tanto, no tiene
como su principio o su naturaleza a la violencia -lo mismo podría
decirse, según el autor francés, del "consentimiento". Sin embargo, esto
no implica que en la puesta en juego de una relación de gobierno se
excluya el uso de la violencia -ni, por otro lado, la obtención del con­
sentimiento. Por el contrario, "nunca puede darse sin el uno o la otra
y a menudo sin ambos a la vez", en tanto "instrumentos y resultados"
(Foucault 1982:220-221). De esta forma es posible inscribir la poten­
cialidad y la efectividad del uso de la violencia en una práctica guber­
namental -como la actividad policial- que la incluye como instrumen­
to/resultado y, al mismo tiempo, la excede (Rose 1999:10,24)9.

9 En este sentido, resulta interesante el ejemplo planteado por Mitchell Dean con respec- 229
to a la pena de muerte. Seguramente, la ejecución de este castigo legal implica una
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En este capítulo se trata de analizar la institución policial desde el
punto de vista de las relaciones de gobierno. Los dispositivos institu­
cionales -o inclusive, como en este caso,"estatales"> constituyen espa­
cios en los que es posible observar en forma clara y definida el fun­
cionamiento de los mecanismos de gobierno, pero los mismos tienen
puntos de anclaje siempre más allá de sus confines (Foucault
1982:222).

La actividad de gobernar es una actividad "reflexiva" en la que está
involucrado el pensamiento, el saber. La actividad de gobierno impli­
ca una cierta forma de ejercicio de la razón (Rose 1999:7; Miller y
Rose 1992: 175). Para hacer referencia a esta implicación Michel
Foucault introdujo en sus conferencias del año 1978 en el Coliége de
France la expresión gouvernementalité que, más allá de las múltiples dis­
cusiones a las que la misma ha dado lugar, creemos útil traducir gené­
ricamente como "mentalidad de gobierno" o "racionalidad guberna­
mental" (Foucault 1991a)'o. Por "mentalidad" o "racionalidad guber­
namental" entendemos, siguiendo a Colin Gordon "una forma o sis­
tema de pensamiento acerca de la naturaleza de la práctica de gobier­
no (quién puede gobernar, qué es gobernar, qué o quién es goberna-
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forma de ejercicio de la violencia extrema y brutal. Sin embargo, también implica, antes
de la muerte del condenado, actuar sobre su capacidad de acción -en algunas jurisdic­
ciones, actualmente, el mismo condenado tiene la capacidad de elegir la forma de su
ejecución.Y luego de su muerte, las autoridades Intentan gobernar a otros -5U familia
y amigos.Ios grupos de activistas contra la pena de muerte, el público en general-: "[l]a
pena capital implica una simple VIOlencia brutal (un ser humano que está siendo asesi­
nado) y formas rudimentarias de dominación física (cadenas, grilletes, etc.) pero en la
medida en que requiere el desarrollo de formas de conocimiento y "expertise" y la
acción y coordinación calculada de la conducta de actores que son libres en el sentido
de que podrían actuar de otra manera, es una forma de gobierno" (Dean 1999: 14).

10 En esta lección Foucault parece identificar al "gobierno" con una cierta forma de eJer­
CICiO del "gobierno" -en el sentido amplio en que lo hemos definido anteriormente
usando otros de sus textos- que tiene como blanco a la población, cuyos mecamsrnos
esenciales son los dispositivos de seguridad y cuyo saber es la economía política
(Foucault 19913:24-25). Esta forma particular parecería acercarse a la nOCIÓn de "bio­
poder" que el nusmo Foucault desarrolló en años anteriores (Foucault 1995:161-194,
2001:217-237). Para una clara diferenciación entre estos dos sentidos de "gubernamen­
tahdad", uno "amplio" y el otro "resmngido", ver el aporte de Mitchell Dean
(1999: 16-20).
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do), capaz de hacer de alguna forma esta actividad pensable y practi­
cable, tanto por sus operadores como por aquellos sobre los que es
practicada" (Gordon 1991 :3; ver Miller y Rose 1990:6, 1992:175)."

Estas racionalidades gubernamentales, de acuerdo a Miller y Rose
poseen una "forma moral" -ya que involucran concepciones acerca de
la naturaleza y alcance de la autoridad, la distribución de las autorida­
des a través de diferentes zonas o esferas y los ideales y principios que
deben guiar el ejercicio de autoridad-, un "carácter epistemológico"
-ya que están articuladas en relación a una cierta forma de compren­
der los espacios, las personas, los problemas y los objetos a ser gober­
nados- y un "idioma o lenguaje distintivo" -una maquinaria intelec­
tual que hace a la realidad pensable-, es decir, "son moralmente colo­
ridas, están basadas en el saber y se hacen pensables a través del len­
guaje" (Miller y Rose 1992:178-179; Rose 1999:26-7).

Las racionalidades gubernamentales son el producto de una mira­
da de múltiples, mudables, locales y contingentes procesos de pensa­
miento y acción en torno a problemas de gobierno. En este sentido,
las racionalidades gubernamentales no son doctrinas filosóficas y polí­
ticas. Poseen una clara impronta "práctica" (Dean 1999: 18; Foucault
1981b:40). La actividad de los intelectuales es sólo una pequeña parte
de todo el complejo trabajo de su construcción, en el que están invo­
lucrados diversos tipos de autoridades en distintos planos (De Marinis
1999:87). Como bien señala Nikolas Rose, las racionalidades guberna-

11 Como bien señala Pablo de Marinis la Idea de racionalidad en Poucault no se refiere a
una constante antropológica ni a un proceso de despliegue uniforme, asociado a una
"Razón" Con mayúscula y en singular (De Marinis 1999:88). Señala Poucault:
""[q]uizás sea prudente no lomar como un lodo la racionalización de la SOCiedad o de
la cultura, sino analizar dicho proceso en diversos campos... Me parece que la palabra
"racionalización" es peligrosa. Más que invocar sIempre el progreso de la racionaliza­
ción en general, lo que debemos hacer es analizar las racionahdades específicas"
(Foucault 1982:210, 1993a:267, 288).Y separándose más explícitamente aún del lega­
do de Max Weber, afirmaba en una mesa redonda:"..no creo ser weberiano porque mi
problema no es aquél de la racionalidad como invariante antropológica. No creo que
se pueda hablar de "racionalización" en sí, s10 presuponer, por un lado, un valor-razón
absoluto y sin exponerse, por el otro, al nesgo de insertar todo bajo la rúbrica de las
racionalizaciones. PIenso que se debe limitar este término a un sentido instrumental y
relativo" (Foucault 1981b:39) 23 I
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mentales son reconstrucciones a posteriori producidas en el dominio
del pensamiento, un ensamble de una multiplicidad de intentos de
racionalizar la naturaleza, los medios, los fines y los límites del ejerci­
cio del gobierno (Garland 1997:184; Rose 1999:27).12

Las "racionalidades gubernamentales" son intrínsecamente interde­
pendientes con las "tecnologías gubernamentales" (De Marinis
1999:91)13. Las"tecnologías gubernamentales" -o "tecnologías de inter­
vención" en el lenguaje de Robert Castel (1980:16)- son formas hete­
rogéneas de actuar dirigidas a la manipulación del mundo fisico o social
de acuerdo a rutinas determinadas (O'Malley 1996:205; ver para un
análisis detallado de las implicancias de este concepto, Dean 1996).
Como bien señalan Miller y Rose: "[s]i las racionalidades políticas
hacen ingresar a la realidad en el dominio del pensamiento, estas tec­
nologías de gobierno intentan traducir el pensamiento en el dominio
de la realidad y de establecer "en el mundo de las personas y las cosas"
espacios e instrumentos para actuar sobre esas entidades sobre las que
sueñan y especulan" (Miller y Rose 1990:8; ver también Miller y Rose
1992:183-184). No hay una simple relación descendente entre racio­
nalidades y tecnologías gubernamentales, sino que entre ambos planos
existen procesos de retroalimentación que a su vez se encuentran abier-
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12 Algunos autores, a partir del legado de Foucault, han trazado una diferenciación entre
"racionalidades" y "programas" gubernamentales. Esta distinción tiene su anclaje en
ciertos textos del nusmo Foucault. Por ejemplo, en una ocasión Foucault planteaba la
necesidad de disnnguir, para analizar "regímenes de racionalidad", entre dos ejes: "la
codificación o prescripción", por una parte, y una serie de formulaciones o discursos
verdaderos que le Sirven de justificación o fundamento. En este texto suele asociar el
primer eje a la idea de "programa" (Foucault 1981b:40-41). Por "programas guberna­
mentales", se comprende el conjunto de diseños que buscan configurar deternunados
espacios y relaciones en formas que son consideradas deseables por diversas autorrda­
des, ejercicio del cálculo de las fuerzas políticas a través del cual se establece una mutua­
hdad entre lo que es deseable y lo que es posible (O'MaIley 1996:192-193; Miller y
Rose 1990:12,1992:181-182). Estos "programas gubernamentales" no están "escritos
por una sola mano" smo que son construidos por diversos actores, multívocamente y,
por ende, siempre se regístran potenciales confhcros y contradicciones en su interior,
en la medida en que también son dinámicos y como tales están sujetos a transforma­
ciones (O'MaIley, Shearing y Welr 1997:513).

13 "El gobierno, por supuesto, no es sólo una cuesnón de representación sino también de
intervención" (Miller y Rose 1990:7).
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tos a distintos tipos de articulación (Barry, Osborne y Rose 1996: 15;
De Marinis 1999:89-90; Miller y Rose 1990:11; 1992:183)."

En este capítulo pretendemos ilustrar en forma tentativa y prelimi­
nar ciertos vínculos que es posible postular en diferentes momentos y
lugares entre el nacimiento de la policía "moderna" y sus subsiguien­
tes metamorfosis y la construcción de ciertas racionalidades guberna­
mentales. En el marco de esas ilustraciones deseamos a su vez inscri­
bir el rol de la violencia en la actividad policial, en tanto práctica
gubernamental. Finalmente, intentaremos a partir de estas exploracio­
nes genealógicas discutir los significados de la "democracia" con res­
pecto a la policía en nuestro presente.

Policía y "ciencia de la policía"

Nuestro punto de partida en estas incursiones genealógicas es el sur­
gimiento de unas "doctrinas" que son presentadas por Michel
Foucault como elementos constitutivos de una racionalidad guberna­
mental que acompaña la construcción del "Estado", en el sentido
moderno del término, en Europa, en torno a los siglos XVI y XVII:
la "razón de Estado" y la "ciencia de la policía".

La "doctrina" de la "razón de Estado" liberó la imaginación de la
actividad gubernamental de la subordinación a las leyes y preceptos
divinos, reconociendo al "Estado" como un ente material con su pro­
pia "naturaleza", un tanto misteriosa, que es preciso conocer racional­
mente a través de un cierto tipo de saber específico -Ia "estadística",

14 Es preciso evitar que el análisis de las relaciones de gobierno termine por caer en
esquematismos y abstracciones, "opas ideales" que en defimtiva son poco más que la
srstemanzación de las autorepresentaciones del gobierno, riesgo en el que parcralrnen­

te ha caído la literatura que ha explorado este filón del aporte de Foucault en el mundo
de habla mglesa (Garland 1997:199; O'Malley, Shearing y Weir 1997:504). Resulta
indispensable analizar "lo que realmente sucedió", introduciendo también la dimensión
de la "lucha" y la "contestación" y de los "efectos" -quendos y no quendos- de las
racionalidades, progr:lmas y tecnologías gubernamentales (Garland 1997:201-202;
O'Malley, Shearing y Weir 1997:509) y para ello hace falta un encuentro con ciertas
formas de la tradición SOCIOlógica (De Marinis 1999:99-100; Garland 1997: 204-205). 233
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la "aritmética política"- y sobre el cual es preciso intervenir "pruden­
temente", a los fines no de fortalecer maquiavélicamente el poder del
"Príncipe", sino -justamente en las antípodas- la "fuerza del Estado",
frente a otros Estados potencialmente adversarios -de allí la importan­
cia de las"técnicas político-diplomáticas" (Dean 1999:84-89; Foucault
1993a:289-293; Garland 1997: 176; Gordon 1991:8-9).

Esta doctrina de la "razón de Estado" se articuló complejamente
con una serie de discursos que comienzan a circular en el siglo XVII,
fundamentalmente en los contextos de Alemania y Francia, en torno
a la idea de "ciencia de la policía?". Según Colin Gordon estos discur­
sos de "policía" vinieron a intentar superar los límites de la doctrina
de la "razón de Estado" frente al problema de calcular acciones deta­
lladas apropiadas para una infinidad de circunstancias contingentes e
imprevisibles en el "interior" del Estado, mediante la producción de
conocimiento detallado y exhaustivo de esa "realidad" a gobernar que
era el "Estado" mismo (Gordon 1991:10).

Por "policía", estos discursos "no entienden una institución o
mecanismo que funciona al interior del Estado, sino una técnica de
gobierno propia del Estado" (Foucault 1993a:294), La "policía" se
sueña como una administración del Estado,junto a la justicia, el ejér­
cito y la hacienda pero que al mismo tiempo los abarca. La policía lo
"engloba todo", "lo vigila aparentemente todo" (Foucault 1993a:296,
298). El texto sobre la policía más influyente en Francia durante la
época clásica, el Traité de la po/ice de Delamare (publicado entre 1705
y 1736), compendiaba todas las "regulaciones policiales" del reino, que
abarcaban doce cosas: la religión, la moralidad, la salud, los abastos, las
carreteras, caminos, puertos y los edificios públicos, la seguridad públi­
ca, las artes liberales (en términos generales, las artes y las ciencias), el

234

15 "CIencia" que fue enseñada en dtversas universidades de Europa contmental --especial­
mente en Alemania- durante el siglo XV111 (Foucault 1993a:300). Por ejemplo, Cesare
Beccaria fue nombrado Catedrático de Economía Política y Ciencia de la Policía en la
Universidad de Milán por María Teresa de Austria y allí rmpartió sus lecciones de 1769,
luego publicadas como Elemenu di Ecollomla Pubbiica (1804) (pasquino 199Ia:109).
Sobre los vínculos entre "CIencia de la pohcia", "cameralismo" y "mercantilismo", ver
Dean (1999:92-94) y Neocleous (2000:12-18).
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comercio, las fabricas, los criados y braceros, los pobres (Foucault
1993a: 298). Esta expansión casi sin fronteras de la "policía" imagina­
da en estos textos del siglo XVII y XVIII, "totalitaria" (Foucault
1993a:296; Neocleous 2000:3), es captada precisamente por Duchesne
en otro libro central de esta literatura, el Code de la police ou analyse des
reglements de police (1757):" ...los objetos que abarca Da policía] son en
cierta medida indefinidos" (Pasquino 1991a:109).

En último término, de acuerdo a Delamare, esta policía "vela por
un hombre vivo, activo y productivo", "vela por todo lo que afecta al
bienestar", "vela por todo lo viviente" (Foucault 1993a:296, 299).Von
Justi en su obra Grundsiitze der Policey- Wissenschaft (1756) es quien más
claramente presenta la ambivalencia contenida en esta "misión poli­
cial": desarrollar el bienestar de los individuos de manera tal que con­
tribuyan al desarrollo del bienestar del Estado -la búsqueda de un
"Estado de Prosperidad" o "Felicidad Pública". De allí esta peculiari­
dad de la "policía", imaginar una serie de mecanismos de saber y
gobierno -census et censura- que actuarían sobre todos y sobre cada
uno -omnium et singulorum- (Pasquino 1991a: 113)16.

Como bien señala Michel Foucault (1993a:298), "todas estas ideas
no nacieron muertas" sino que se difundieron a lo largo de doscientos
años traduciéndose en reglamentos y mecanismos tan variados entre sí
como materias a las que estaban dirigidas: desde la regulación del pre­
cio de los granos, al nacimiento de las wotkhouses y los hopitaux gene­
raux (Neocleous 2000: 15, 18-19). Estos mecanismos y reglamentos
diversos no cuajaron ni inmediatamente, ni necesariamente en la sim­
ple y unitaria forma de una "institución". El primer"dispositivo" cons­
truido explícitamente en torno a la idea de "policía", fue la Lieutenance
de Pollee de París, creado por edicto real de marzo de 1667, que la defi-

16 Estos discursos de "policía" colaboraron activamente -junro con los referidos a la
"razón de Estado"> en la construcción de la "población" -Iuego, la "sociedad"> como
objeto de pensamiento y de gobierno, como entidad o realidad su; generis definida
como un grupo de individuos VIVIentes, cuyas caracterísncas son las de todos los indi­
viduos de una misma especie que viven juntos en una zona determinada, que posee
una dinámica y un desarrollo propios (Foucault 19913.19-23, 1991c:95, 1993a.302;
Garland 1997: 177; Pasquino 19913'108, 111; para una discusión entre las visiones pre-
malthusianas y post-rnalthusianas de la población, ver Dean (1999: 94-95). 235
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nía de la siguiente manera: "[l]a Policía..consiste en asegurar el reposo
del público y de los individuos, purgando la Ciudad de todo aquello
que pueda causar desórdenes, generando abundancia y haciendo a cada
uno vivir de acuerdo a su condición y deberes" (Neocleous 2000:122).
Dicho dispositivo fue rápidamente imitado en Europa continental: el
Zar Pedro de Rusia crea la politsia de San Petersburgo en 1718,
Federico 11 de Prusia crea su "director de policía" en 1742 y María
Teresa de Austria su "comisionado de policía" en 1751 (Neocleous
2000:8)17. En el Río de la Plata se podría señalar -con el respectivo
desplazamiento temporal-, luego de la Revolución de Mayo, la crea­
ción en enero de 1812 del cargo de "Intendente de Policía" en la ciu­
dad de Buenos Aires (Rodríguez y Zappietro 1999:34)1".

Sin embargo, aún luego de la invención de estos dispositivos explí­
citamente nominados de esta manera, las prácticas de "policía" exce­
dían ampliamente sus confines. El ejemplo más claro de ello, es el fun­
cionamiento de las instituciones del "gran encierro" en los países
europeos durante la época clásica (casas de trabajo, casas de pobres,
hospitales generales, etc.) -yen el Río de la Plata aún durante la pri­
mera mitad del siglo XIX (Ingenieros 1962b: 189-204)- que desarro­
llaban prácticas típicamente "policiales" en el sentido de la "ciencia de
la policía" como racionalidad gubernamental (Foucault 1992b:75­
125; Kirchheimer y Rusche 1984:38-60) 19.
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17 Aun cuando en Inglaterra el discurso de la "ciencia de la policía" fue, en líneas gene­
rales, resisndo (Dean 1999: 89), en diciembre de 1714 la Reina Ana creó los

Comisionados de Policía de ESCOCIa, un cuerpo encargado de la adrnmistración gene­
ral del país (Neocleous 2000: 9-10).

18 El 22 de diciembre de 1812 se pone en vígencia el Reglamento Provisional de Policía.
Dentro de las competencias del Intendente de Policía se señalaban en este texto: impe­

dir el ejercicio ilegal de la medicina, cirugía y farmacia; cuidar de los huérfanos asila­
dos, de su educación y destino; cuidar del aseo y ventilación de los hospitales y del buen

trato de los enfermos y procurarles ocupación acorde con sus posibihdades físicas: pro­

poner a la brevedad la formación de un establecinuento para la reclusión de los vagos
y malentretemdos; vigilar las diversiones públicas: adrmnistrar y conservar la vacuna
annvanólica: organizar los artesanos en gremIos; fomentar la agncultura, etc.
(Rodríguez y Zappierro 1999:36).

19 "La casa de confinarruento en la época clásica es el símbolo más denso de esta "poli­
cía" (Foucault 1992b: 123).
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Es posible postular que en estos textos de la "ciencia de la policía"
de los siglos XVII y XVIII, así como también, en los mecanismos en
los que complejamente se tradujeron, más allá de la pluralidad de
materias a los que explícitamente se referían, existía una cierta centra­
lidad del problema de la relación de los individuos con el "trabajo",
que se identificaba, más bien, con las situaciones de inexistencia de
dicha vinculación -la "pobreza", la "mendicidad", el "vagabundaje".
En el primer texto de Michel Foucault en el que se hace referencia a
esta temática, la Historia de la Locura en la Época Clásica se lee:

El internamiento, ese hecho masivo cuyos signos se encuentran por
toda la Europa del siglo XVII, es cosa de "policía". De policía en el sen­
tido muy preciso que se le atribuye en la Época Clásica, es decir, el con­
junto de las medidas que hacen el trabajo a la vez posible y necesario para todos
aquellos que no podrían vivir sin él; la pregunta que va a formular Voltaire
en breve, ya se la habían hecho los contemporáneos de Colbert:
"¿Cómo? ¿Desde la época en que os constituisteis, hasta hoy, no habéis
podido encontrar el secreto para obligar a todos los neos a hacer traba­
jar a todos los pobres?Vosorros, pues, no tenéis ni los pnmeros conoci­
mientos de policía" (Foucault 1992b:lül-2, énfasis agregado).

y acto seguido Foucault cita el edicto real de abril de 1656 que hizo
nacer el Hospital General de París, en donde se planteaba explícita­
mente que su objetivo era "impedir la mendicidad y la ociosidad,
como fuente de todos los vicios" (Foucault 1992b: 102). Esta idea ha
sido retomada recientemente por Mark Neocleous, quien a partir de
esta centralidad de la pobreza, de la vagancia, de la mendicidad,
encuentra la clave para comprender la verdadera "función" de la
"policía" tal como se fue construyendo en los siglos XVII y XVIII
-siguiendo en este punto los comentarios de Man?'-: "acelerar la acu­
mulación de capital incrementando el grado de explotación del traba­
jo", a través de actividades de inmovilización que intentan hacer a los

20 " .. .la disciplma sanguinaria que los transforma en asalariados, la turbia Intervención del

Estado que intensifica poiidacamente, con el grado de explotación del trabajo, la acurnu- 237
lación del capital...." (Marx 1975.929, énfasis agregado).
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elementos peligrosos inofensivos y a través de actividades de moviliza­
ción que intentan moldear estos elementos como una activa "fuerza
de trabajo", un "proletariado" (Neocleous 2000: 17).

Puede afirmarse que este fue un efecto muy importante de los dis­
cursos y prácticas de "policía" de los siglos XVII y XVIII en los paí­
ses europeos, pero tal vez no sea prudente reducir a él su "secreto"-y
menos aún extenderlo hacia las mutaciones policiales subsiguientes".
El mismo Foucault vuelve sobre este asunto muchos años después -en
1976- en un texto en el que discute las políticas de salud en el siglo
XVIII -Io que tal vez no resulte una casualidad- y señala con respec­
to al "nombre genérico de "policía" que: "[g]lobalmente, se puede
decir que se trata de la preservación, del mantenimiento y de la con­
servación de la "fuerza de trabajo". Pero sin duda el problema es más
amplio: concierne muy probablemente a los efectos económico-polí-

22

ticos de la acumulación de hombres" (Foucault 1991c:95) . Estos dis-
cursos y prácticas de "policía" deberían más bien interpretarse como
vehículos plurales a través de los cuales se tramitan una racionalidad y
unas tecnologías de gobierno que se refieren a los individuos como
parte de poblaciones, en tanto conglomerados de "seres vivos", que no
poseen una única dirección monovalente, sino que se estructuran en
torno a múltiples superficies del "orden" (Dean 1999:90).

La policía del siglo XVIII, como conjunto heterogéneo de dispo­
sitivos, viene a incorporarse, como señala Foucault, "al centro de la
soberanía política" (1989:216). La soberanía como tecnología de go­
bierno desde la Edad Media ha sido concebida y practicada como una
"forma trascendente de autoridad ejercida sobre los sujetos dentro de
un determinado territorio", cuyos principales instrumentos son las le-

238

21 .... .Ia administración de la pobreza fue y es el corazón del proyecto pohcial. En virtud
de su preocupación por la producción del bienestar, la pohcía srgnificaba (y como argu­
mentaré, continúa significando) la policia de la clase de la pobreza" (Neocleous
2000:16).

22 Explicuamente, en este texto se presenta a la "policía" como "el conjunto de mecanrs­
mos mediante lo cuales el orden se ve asegurado, se canaliza el crecimiento de las rique­
zas y se mantienen las condiciones de salud en general";"tres grandes direcciones: regla­
mentación econónuca... medidas de orden... reglas generales de higiene" (Foucault
1991c:94).
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yes, los decretos, las regulaciones sostenidas por "sanciones coerciti­
vas". La soberanía se caracteriza por instalar una "circularidad autore­
ferencial", ya que su fin no es otro que perpetuarse a sí misma
(Foucault 1991a:17). La soberanía es "deductiva" y se funda en una
mecánica de la "substracción" frente a los sujetos -sus productos, sus
bienes, su sangre (Dean 1999:105; Foucault 1995: 164). La soberanía se
ha destacado por instalar en el fondo de la escena del teatro político el
"derecho de vida y de muerte", la capacidad del soberano de hacer
morir y dejar vivir, "simbolizado en la espada", "derecho de la espada"
-es decir, el ejercicio de la violencia aún en su forma más extrema
(Foucault 1995: 164; 2001 :218). Este "derecho de vida y de muerte" el
soberano lo ejerce indirectamente sobre sus súbditos cuando expone
sus vidas en el marco de la guerra y directamente contra aquél súbdi­
to que se levanta contra él, cometiendo un delito, a través del castigo
(Foucault 1995:163). Sin embargo, a través de la policía, también co­
mienzan a desarrollarse en el siglo XVIII otras formas de ejercicio del
gobierno.

Esta policía en tanto conjunto de discursos y prácticas que se ima­
ginan coextensivos al cuerpo social, que se refieren a "las minucias de
la vida social" y vienen a encarnar "lo infinitamente pequeño del
poder político" (Foucault 1989:217), se presenta no sólo como un
ensamble de técnicas soberanas, sino que viene a constituirse como
punta de lanza de lo que Foucault llama la "nacionalización de los
mecanismos de disciplina", al pretender instalar entre las diferentes ins­
tituciones disciplinarias que se comienzan a formar en el siglo XVIII
europeo (hospitales, asilos, prisiones, etc.) " ...una red intermedia que
actúa donde aquellas no pueden intervenir, disciplinando los espacios
no disciplinarios, pero que cubre, une entre ellos, garantiza con su
fuerza armada: disciplina intersticial y metadisciplina" (Foucault 1989:
218). Se trata de un conjunto de técnicas de gobierno que se centran
en el cuerpo de los individuos, la "distribución espacial de los cuerpos
individuales (su separación, su alineamiento, su puesta en serie y bajo
vigilancia) y la organización, a su alrededor, de todo un campo de visi­
bilidad", intentando "incrementar su fuerza útil", con el menor costo
posible económico y político (Foucault 2001 :219; por supuesto para 239
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una descripción más detallada de la disciplina como tecnología de
gobierno, ver Foucault 1989:137-230).

Pero al mismo tiempo, la "policía" del siglo XVIII contribuye
también a la configuración de otro conjunto de técnicas de gobier­
no, diferente a la disciplina (Foucault 2001: 226). Esta otra tecnología
de gobierno se ha ido implantando de la mano de la disciplina
-modificándola en parte y, al mismo tiempo, englobándola- ubicán­
dose en otro nivel u otra escala. Esta forma de ejercicio del gobierno
no se refiere al "hombre-cuerpo" sino al hombre en tanto ser vivien­
te, al "hombre-especie" (Foucault 2001 :219-220). Se trata de abordar
la multiplicidad de los individuos en la medida en que forman una
"masa global" afectada por procesos de conjunto (el nacimiento, la
muerte, la producción, la enfermedad). Si la disciplina tiene como
principio de funcionamiento a la "individualización" y la "localiza­
ción", esta nueva forma de gobierno tiene como principio de fun­
cionamiento a la "masificación" y la "centralización"; frente a la dis­
ciplina como "anatomopolítica" del cuerpo humano, se trataría de la
"regulación" como "biopolítica" de la especie humana (Foucault
1995:168, 2001:220, 226). La "regulación" tiene que ver esencial­
mente con la emergencia de ese "nuevo cuerpo", que es la "pobla­
ción", como objeto de conocimiento y de intervención (Foucault
2001:222); surgimiento al que se encuentra estrechamente ligada,
como decíamos anteriormente, la "ciencia de la policía" de los siglos
XVII y XVIII (Dean 1999:107-8) -ver nota 16 de este capítulo-. "Se
trata, sobretodo, de establecer mecanismos reguladores que, en esa
población global con su campo aleatorio, puedan fijar un equilibrio,
mantener un promedio, establecer una especie de horneostasis, asegu­
rar compensaciones: en síntesis, de instalar mecanismos de seguridad
alrededor de ese carácter aleatorio que es inherente a una población
de seres vivos; optimiza, si ustedes quieren, un estado de vida"
(Foucault 2001:223)23.

240

23 Entre 1975 -año en que se publica Vigilar y Castigar. Nacimiento de la PnsióIl- y 1976
-año en que imparte su curso en el Colli'ge de Frailee titulado "Defender la SOCIedad" y

se publica Historia de la sexualidad l. La voluntad de sabcr- es posible observar una cierta
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Los discursos y prácticas de policía del Anden Régime constituyen
uno de los terrenos privilegiados de la configuración de una combi­
nación de tecnologías de poder que ha continuado desarrollándose en
el contexto de la modernidad: soberanía-disciplina-regulación (Fou­
cault 1991a:24, 1995:180).

Sin embargo, en la forma que adquiere esta articulación, sobretodo
en la segunda mitad del siglo XVIII, comienza a tomar fuerza el "pro­
ceso de descalificación progresiva de la muerte" (Foucault 1995:167,
2001:223), fundamentalmente por este cambio en las tecnologías de
poder que viene a colocar junto a las técnicas soberanas a las técnicas
disciplinarias y regulatorias que comparten -en diferentes niveles- la
vocación por "hacer vivir'?'. La muerte se transforma progresivamente
en algo que es preciso ocultar, "el término, el limite, el extremo del
poder" (Foucault 2001 :224)25. Esto puede visualizarse muy claramente

ruptura en el análisis de las formas de poder típicas de la modernidad en los textos de
Michel Foucault. En el libro de 1975 se define a la SOCIedad moderna como una "socie­
dad disciplinaria", en donde no sólo existirían plurales instituciones que pondrían en
funcionanuento a la disciplina como "anatornopolinca" del cuerpo Individual, sino que
también producirían un "enjambrazón" y una "nacionalización" de los mecanismos dis­
ciplinarios que colonizarían los espacios SOCIales no cubiertos por el "archipiélago car­
celario" (Foucaulr 1989). Mientras que en el curso de 1976 aparece la idea de la socie­
dad moderna como una "SOCIedad de norrnaltzación": "la SOCIedad de normalización

no es, entonces, una especie de sociedad disciplinaria generalizada cuyas instituciones
disciplinanas se habrían multiplicado como un enjambre para cubrir finalmente, todo
el espacio: esta no es más, creo, que una primera inrerpretación e insuficiente de la idea
de SOCIedad de normalización. La sociedad de normalización es una sociedad donde se
cruzan, según una articulación ortogonal, la norma de la disciplina y la norma de la
regulacrón" (Foucault 2001:229; ver también Foucault 1995:175).

24 "El CUIdado puesto en esquivar la muerte está ligado menos a una nueva angustia que
la tornaría insoportable para nuestras SOCIedades, que al hecho de que los procedmuen­
tos de poder no han dejado de apartarse de ella" (Foucault 1995'167).

25 Una evidencia de ello es la transformación de la pena de muerte en los paises de Europa
Occidental desde inicios del siglo XIX en adelante, que Junto con la guerra "fue mucho
tiempo la otra forma del derecho de la espada" (Foucaulr 1995:166). La pena capital se
ponía en práctica cada vez menos desde el SIglO XIX en adelante y cuando se lo hacía
efectivamente se la pretendía ejecutar a través de una "técnica dulce" -desde la guillo­
una a las inyecciones letales- que la despojara de su carácter "atroz" y en escenarios a
los que el público no tuviera acceso para evitar el "espectáculo punitivo" del suplicio
del "antiguo régrmen" (Foucault 1989:19-23). "¿Cómo puede un poder ejercer en el
acto de matar sus más altas prerrogativas si su papel mayor es asegurar, reforzar, soste- 24I



Inseguridad preyepción y ppljda

en la reconsrruccion de la teoría clásica de la soberanía en el siglo
XVIII, a partir de la utilización de la metáfora del contrato social y el
lugar progresivamente restringido que tales discursos teóricos le otor­
gan al "derecho de matar" -al menos ejercido directamente- del sobe­
rano (Foucault 2001 :219)26. En esta encrucijada de la combinación de
las tecnologías de poder a fines del siglo XVIII se puede inscribir el
nacimiento del "liberalismo" como racionalidad política alternativa a la
"razón de Estado" y la "ciencia de la policía" (Dean 1999:101).

El conjunto de discursos y prácticas policiales, pasó a ser en este
momento, "la expresión más directa del absolutismo monárquico"
(Foucault 1989:216) y, como tal, fue un tema central en el desarrollo
de la "crítica liberal" del "gobierno excesivo". Se produjo con respec­
to a la policía -lo que se observa muy gráficamente con respecto al
hospital general o la casa de trabajo- todo un movimiento de crítica
que, sin embargo, implicó a través de ciertas operaciones políticas e
intelectuales, salvarla, rescatarla, a través de su "metamorfosis," para la
modernidad -en el caso del hospital general o la casa de trabajo, bajo
las nuevas formas de la prisión y el asilo (sobre este "salvamento de la
institución totalitaria", ver Castel 1980:63-106).

Policía y liberalismo

El liberalismo como racionalidad política comenzó a construirse en el
siglo XVIII frente al estilo de "gobierno excesivo" que caracterizaba a
la "razón de Estado" y la "ciencia de la policía" (Cordon 1991:14)27. El
liberalismo, por oposición, en tanto "principio y método de raciona-
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ner, multiplicar la vida y ponerla en orden? Para semejante poder la ejecución capital
es a la vez el limite, el escándalo y la contradicción" (Foucault 1995:167).

26 No sólo la "teoría clásica de la soberanía" cambia SInO también, en general, la soberanía
como tecnología de poder se transforma COn el surgirrucnto de la disciplina y la regu­
lación y las formas de articulación que con ellas se gestan. De hecho la idea de la"sobe­
ranía popular" a nivel de la teoría, podría comprenderse también como el fruto de esta
transformación y no sólo como su condición de posibilidad (Dean 1999:108-11 O).

27 Mitchell Dean señala que el liberalismo debería ser entendido no sólo como una crí­
tica de estas racionalidades políticas precedentes, sino de "las formas existentes y poten-
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lización del ejercicio del gobierno" se constituyó como un arte del
"gobierno frugal" -en las palabras de Benjamín Franklin- que postu­
la que el gobierno no tiene que ser para sí mismo su propio fin. El
liberalismo parte de una sospecha constante acerca del riesgo de
"gobernar demasiado" y de la búsqueda correlativa por "construir res­
tricciones internas al sistema de gobierno mismo" (Barry, Osborne y
Rose 1996:8; Burchell 1996:21; Dean 1999:99; Foucault 1997b:120,
123; Hindess 1996:67; Rose 1996:39).

Esta actitud crítica persistente se funda en la afirmación de la
"sociedad civil" como una entidad cuasi-natural -al igual que la "eco­
nornia"- que posee sus propias "leyes" y que se presenta como condi­
ción, objeto y fin último del gobierno (Burchell 1991:126; 1996:22,
25; Hindess 1996:67; Miller y Rose 1992:179; Rose 1996:43)28. Esta
afirmación desplaza la cuestión de "¿cómo gobernar en la mayor
medida posible?" -típica de la "razón de Estado" y la "ciencia de la
policía"- instalando en su lugar la pregunta inicial"¿por qué hay que
gobernar?" (Rose 1996:47). La división "Estado/Sociedad Civil" -o
"Estado/Mercado" o "Estado/lndivlduo"- más que un universal his­
tórico y político es un producto de esta racionalidad política, y se arti­
cula sobre la creencia de la capacidad autónoma que tiene ésta última
para generar su propio orden y prosperidad (Burchell 1991: 141;
Foucault 1997b:121; Gordon 1991:15,23;). La tarea del gobierno, de
acuerdo al liberalismo, es generar lo que Foucault llamaba "mecanis­
mos de seguridad": asegurar el funcionamiento autónomo y oprimí-

ciales de gobierno biopolítíco", SIguiendo a Foucault, como "la política que se refiere
a la adrrumsrración de la vida, particularmente tal como aparece al nivel de la pobla­
ción". El liberalismo no sería en esta clave tanto un ethos de rechazo de la "bio-polin­
ca" como una forma de racionalizarla y gestionarla (Dean 1999:101). Esto está intima­
mente hgado, en clave de Dean, a la asombrosa capacidad de renovación y a la mven­
nva que el liberalismo como racionalidad polínca ha manifestado a lo largo de la
modernidad (Dean 1999:51-2).

28 En cierto sentido, el liberalismo esta atravesado por un "naturalismo" en la forma en la
que concibe a estas entidades o donumos -"no-políticos"-, a los que habría que agre­
gar el "individuo" rrusmo, que deben ser gobernados "como si fueran naturales" (Barry,
Osborne y Rose 1996:9). 243
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zador de la "sociedad civil" -o la "economía" o el "individuo"
(Burchell1991:139; Dean 1999:108-109Y'.

Sobretodo a partir de Adam Smith y su Wealth cif Natíons (1776) la
idea de un "gobierno limitado" está estrechamente vinculada a la per­
cepción de la sociedad civil, la economía y el individuo como entida­
des en cierta medida "opacas", que aquel que gobierna no puede
conocer detalladamente en su composición y funcionamiento -lo
opuesto al sueño de la "transparencia", propio de la "razón de Estado"
y la "ciencia de la policía". La limitación en la capacidad de interve­
nir es una consecuencia de esta limitación en la capacidad de conocer
(Dean 1999:50,114-115; Gordon 1991:16; Miller y Rose 1992:180;
Rose 1996:44). Se trata de un "gobierno económico" en un doble
sentido: un gobierno informado por -aun cuando no derivado de-- los
principios de la economía política y un gobierno que economiza sus
propios costos -un mayor esfuerzo técnico para lograr más a través de
un menor ejercicio de la fuerza y la autoridad (Barry, Osborne y Rose
1996:8; Burchell 1991 :138, 140; 1996:22,26; Dean 1999:115; Gordon
1991:24).

Esta imagen del "gobierno limitado" o "económico", frente a la
"sociedad civil" o la "economía" se plasma bien en la celebrada fór­
mula del laissez-faire, que debe ser comprendida como una forma de
actuar y como una forma de no actuar, "hacer regulaciones que per­
mitan a la regulación natural operar", en términos de Foucault -lo que
conlleva la dificultosa tarea de diferenciar entre cuándo se debe y
cuándo no se debe actuar-, uno de los enigmas constitutivos del libe­
ralismo (Burchell 1996:22; Gordon 1991: 17-18).

El liberalismo le brindó una centralidad a lo que Miller y Rose lla­
man el "gobierno a la distancia" -constitucional y espacial- (Miller y
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29 " ... la problemática liberal de la seguridad difiere de una concepción policial de la segu­

ridad. Mientras la concepción policial hace que la seguridad del Estado dependa de la

regulación detallada de "los hombres y las cosas", la problemática liberal advierte que

la seguridad puede ser alcanzada de mejor forma, creando las condiciones bajo las cua­
les los individuos puedan ejercitar diversas hbcrtades. Sin embargo, cuando el ejercicio
de la libertad pueda amenazar la segundad dc la propiedad o del Estado, el liberalismo
presenta una continuidad con la policía. recomendando una regulación detallada de

poblaciones específicas" (Dean 1999: 116-117).
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Rose 1990:10; Rose 1996:46): "[ljas mentalidades liberales de gobier­
no no conciben la regulación de las conductas como dependiente sólo
de las acciones políticas, la imposición del derecho, las actividades de
funcionarios estatales o de burocracias controladas estatalmente; vigi­
lancia y disciplina por una policía omnisciente. El gobierno liberal
identifica dominios más allá de la "política" e intenta gestionarlos sin
destruir su existencia y autonomía" (Miller y Rose 1992: 180). Se trata
de generar una "delicada afiliación de agentes y agencias en una red en
funcionamiento", "alianzas" fundadas en la construcción de los proble­
mas de una manera semejante y en la generación de la idea de un des­
tino común a todos aquellos que participan en las mismas (Miller y
Rose 1990: 10-11). En la gestación de estas alianzas cumplen un rol
central ciertos agentes independientes -autoridades "no-políticas" en
términos de Miller y Rose (médicos, padres, psicoanalistas, etc.)- que
canalizan las relaciones entre las autoridades "políticas" y los ciudada­
nos "libres" (1992:180)30.

En esta dirección, el liberalismo le otorgó un lugar nodal a la "ley",
que aparece en esta mentalidad política como un mecanismo funda­
mental: "no tanto por una especie de juridicismo que le sería natural
como porque la ley define formas de intervenciones generales que ex­
cluyen medidas concretas, individuales, excepcionales y porque la par­
ticipación de los gobernados en la elaboración de la ley en un sistema
parlamentario constituye el sistema más eficaz de economía guberna­
mental" (Foucault 1997b:123)31. Como bien señala Colin Gordon, la
leyes un elemento clave en el liberalismo porque responde a una pre­
ocupación por encontrar la forma técnica adecuada para la acción
gubernamental, más que en función de necesidades de legitimación de

30 De allí la Importancia que el liberalismo le ha dado a la expertise, la autoridad que nace
de la apelación al conocimiento verdadero, la neutralidad desinteresada y la eficacia en
cuanto a los resultados (Rose 1996.39) -en especia] a la expenise de las ciencias huma­
nas y sociales (Miller y Rose 1990:12; Rose 1996:44-45).

31 Ahora bren, también es preciso tener en cuenta que" ... la democracia y el Estado de
Derecho no fueron necesariamente liberales, ni tampoco fue el liberalismo necesaria­
mente democrático o estuvo forzosamente vinculado a las formas del derecho"
(Foucaulr 1997b: 123). Sobre esto volveremos en el último apartado de este trabajo. 245
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la soberanía política -y por extensión, de la explotación económica
(BurcheIl1996:26; Gordon 1991:19).

El liberalismo construyó una imagen del sujeto a gobernar sobre la
base de la idea del individuo de la filosofía empirista británica: el homo
economicus como "sujeto de interés", un sujeto con preferencias y elec­
ciones individuales que son irreductibles e intransferibles. Esta imagen
en ciertos casos entraba en conflicto con otra idea, igualmente cons­
titutiva del liberalismo, del individuo como "sujeto de derecho", libre
y racional, poseedor de una esfera intangible de derechos, basada en la
idea del contrato social (Gordon 1991:21) -lo que Graham Burchell
ha diferenciado como la "forma legal" y la "forma económica" de sub­
jetividad impulsada por el liberalismo (1991: 137; ver también Dean
1999: 124)32. Los sujetos tienen preferencias y realizan elecciones que
no admiten regulación o control externo excesivo, pues éste puede
transformarse en obstáculo para las transacciones que generan prospe­
ridad y felicidad. El gobierno promueve la prosperidad y la felicidad
pero lo hace indirectamente, descansando en los intereses y acciones
de los sujetos para realizar sus propios fines.

Los sujetos a gobernar, del liberalismo, tienen un rol activo en su
propio gobierno, son imaginados como "socios" voluntarios en esta
empresa (Burchell 1991:127, 139; 1996:23) se "gobiernan a sí mis­
mos", ejerciendo su "libertad" y "autonomía" dentro de un campo de
posibilidades demarcadas gubernamentalmente, cumpliendo sus "obli­
gaciones" y "responsabilidades" como "individuos libres" (Barry, Os­
borne y Rose 1996:8; Hindess 1996:65, 69; Rose 1996:45-46)33. El
arte del gobierno liberal requiere que los individuos adopten relacio­
nes prácticas particulares consigo mismos en el ejercicio de su libertad
en forma adecuada, requiere que adopten "técnicas del sí mismo"
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32 "El sujeto legal le dice al soberano "No debes hacer esto, pues no tienes el derecho",
El sujeto económico le dice: "No debes hacer esto porque no sabes y no puedes saber
lo que estás haciendo" (Burchell 1991: 137).

33 Barry Hindess ha señalado muy agudamente que estas imágenes del sujeto del libera­
lismo en muchos casos están atravesadas por el "naturahsrno" al que hacíamos referen­
cia más arriba, pero también en CIertos casos se reconocen como el producto -con
mayor o menor peso- de las condiciones sociales -para lo cual unliza el ejemplo del
pensamiento de John Locke (Hindess 1996:71).
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(Burchell 1996:26). Por ende, las estrategias liberales de gobierno
combinan estas apelaciones abstractas al "sujeto del interés" o al "suje­
to de derecho" con un conjunto de discursos y prácticas que buscan
dar forma y regular dicha individualidad y "prometen crear individuos
que no necesitan ser gobernados por otros" (Rose 1996:45) -de allí,
el peso de los "polos de poder sobre la vida''', "aparentemente ilibera­
les", "las disciplinas del cuerpo y la biopolítica de la población" (Dean
1999:113; Rose 1996:43)34. La idea liberal de una "comunidad de indi­
viduos libres y autónomos" posee entonces una "ambigüedad funda­
mental", en términos de Barry Hindess, ya que se presenta alternativa
y simultáneamente como una "realidad dada y natural" o como "algo
a alcanzar, un artefacto" (1996:66,72).

Ahora bien, el liberalismo como racionalidad gubernamental-como
decíamos- no produjo una abolición de la idea y la práctica de "poli­
cía". Es posible identificar en su seno algunas críticas a la forma que
adquirió durante los siglos XVII y XVIII, que se tradujeron en líneas de
transformación liberal hacia una "nueva policía".

Una primera crítica liberal de la "vieja policía" se refería a su carác­
ter "totalitario", por la extensión de estas intervenciones "policiales" a
vastas áreas de la "sociedad" -en especial, con respecto a la "economía"
y por ende, al "individuo" como "sujeto de interés". Un claro ejemplo
de esta actitud crítica se observa en la mutación de la idea de policía
en la obra de Adam Smith. En 1762 en sus Lectures on }urisprudence,
Smith planteaba una visión de la "policía" compatible con la "ciencia
de la policía" del siglo XVIII, como principal tarea del gobierno, "pro­
moviendo la opulencia del Estado", reforzando inclusive la importan­
cia de sus intervenciones en lo que se refiere a la producción y circu­
lación de bienes. Sin embargo, en su r#alth 01Nations de 1776 la "poli­
cía", mencionada sólo en escasas ocasiones, es asociada a formas erró­
neas de "gobierno excesivo". La prosperidad y el bienestar social apa­
recen como el producto del "esfuerzo natural" de cada individuo que

34 "El liberalismo está tan preocupado por las prácticas norrnalizadoras apropiadas para

moldear el ejercicio de la hbertad política de los ciudadanos como lo está por garann­
zar sus derechos y libertades" (Dcan 1999:121). 247
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se "ha transformado en cierta medida en comerciante", el resultado del
"interés privado" guiado por la "mano invisible" del mercado, redu­
ciéndose las tareas del "Estado" a garantizar la seguridad interna y
externa y proveer los servicios que ningún individuo está interesado
en proporcionar (Neoc1eous 2000: 22-29). Estas afirmaciones consti­
tutivas del liberalismo como racionalidad gubernamental implicaban
un impulso hacia lo que podríamos llamar la minimización de lapolida.

Una segunda crítica liberal de la "vieja policía", inextricablemente
entrelazada con la primera, se refiere a su carácter "totalitario", ya no
en el sentido de la extensión de sus intervenciones más allá de cual­
quier límite en lo que se refiere a la "economía" -y al "individuo"
como "sujeto de interés"-, sino con respecto al "individuo" como
"sujeto de derecho". La "ley", como veíamos, cumplió muchas veces
un rol central en la construcción del liberalismo como racionalidad
gubernamental y también lo hizo en la gestación de esta línea de
transformación liberal de la "vieja policía". La oposición entre "Estado
de Policía" y "Estado de Derecho", que se plantea en diversos contex­
tos culturales de maneras distintas -desde Kant y Von Humboldt a
Madison y Hamilton-, es la que resignifica aquí la materia (Neoc1eous
2000:29-31): los miembros de la sociedad civil, deben vivir como
sujetos independientes -en tanto titulares de una serie de derechos
individuales-, iguales ante la ley y libres de perseguir su auto-interés,
de auto-desarrollarse, de alcanzar la felicidad. La soberanía debe limi­
tarse a asegurar esta igualdad y esta libertad, esta esfera de derechos
fundamentales. El límite de la soberanía -más aún, de la "soberanía
popular"- está dado pues por la ley,el derecho -"un gobierno de leyes,
no de hombres"-, que viene a ser el lente con el cual se pretende leer
el orden social y por ende, la policía. Encontramos aquí entonces una
tendencia del liberalismo a someter las intervenciones policiales a la
ley, al derecho: lo que podríamos llamar una legalización de la polida.

Ahora bien, esta legalización de la policía no ha sido sólo un rasgo
negativo. La ley, el derecho, no sólo se ha presentado como límite o
restricción de la actividad policial, sino también como su contenido.
La misión de la "nueva policía" se ha recortado -y aquí también se
observa el vínculo con la minimización de la policía-, frente al uni-
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verso indefinido del pasado, en torno a la ley, al derecho. Esto se
encuentra claramente evidenciado en la expresión inglesa law enforce­
mento Asegurar el cumplimiento o la aplicación de la ley apareció,
entonces, como la tarea medular de la policía, pero el derecho no se
evocaba en su generalidad -peligrosa semejanza con la "vieja policía"
para la mentalidad liberal- sino que se restringía a uno de sus ámbitos
específicos: la ley de los delitos y las penas. Y en el contexto de habla
inglesa la tarea de "hacer cumplir la ley penal", inicialmente", era tra­
ducida en términos "preventivos" exclusivamente: evitar que la con­
ducta que la ley penal define como delito suceda, actuando antes de
que ocurra o cuando está ocurriendo para impedir que se complete
con éxito". Patr ick Colquhoun considerado uno de los precursores de
la "nueva policía" en el contexto de habla inglesa, señalaba en su obra
A Treatise on the Poliee of the Metropolis de 1796:"U]a policía en este país
debe considerarse una nueva ciencia; cuyas propiedades consisten no
en poderes judiciales que llevan al castigo y que pertenecen solamen­
te a los magistrados, sino en la prevención y detección de los
delitos.. .la prevención de los delitos y las faltas es la verdadera esencia
de la policía" (citado en McMullan 1998a:108; Neocleous 2000:49­
50) -en la misma dirección "preventiva" se orientaban las ideas de
John Fielding, otro de los precursores de la "nueva policía" (McMullan
1998a:l 01-106). Esta idea se ve reflejada, en el mismo contexto cultu­
ral, en la fundación misma de la London Metropolitan Poliee en 1829,
como una institución estatal compuesta de funcionarios públicos, uni-

35 En la Lo"dres Me/ropo/ita" Poltce los pnmeros seis detectives encargados de la invesnga­
ción de los delitos se incorporaron en 1842 y en 1868 -a la muerte de Mayne, uno de
los Cornisionados más reacios al desarrollo de estas tareas por parte de la "nueva poli­
cía"- sólo había 15 detectives entre 8.000 funcronarios policiales (Reiner 1992:70). Sm
embargo, a partir de 1870 esta situación comenzó a mutar, produciéndose una lenta
modificación de la composición de la msntucrón policial, reforzando los roles "especia­

hzados" -entre ellos el control de las manifestaciones y desórdenes públicos y la mves­
ngación de los delitos- en detrimento del rol general de la "prevención de los delires
y las faltas" (Remer 1992: 98-100).

36 En este senndo, dichos discursos sobre la"nueva pohcía" claramente recuperaban la Idea
de Beccana: "[cls mejor evitar los delitos que castigarlos" (Beccaria 1997'105), que se

encontraba presente en muchos textos de otros reformadores penales del SIglo XVIII 249
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formados, con casco y armados sólo con un bastón, cuya principal
tarea era la presencia y vigilancia en e! espacio de la ciudad. En pala­
bras de su fundador, Sir Robert Pee!, los policías debían "caminar con
un propósito" para activar la "función de espantapájaros": incidir en el
"cálculo de los placeres y los dolores", en tanto consecuencias proba­
bles de la acción contraria a la ley penal por parte del potencial ofen­
sor, un sujeto presentado, como e! homo economicus, libre y racional
(Crawford 1998a:30; Reiner 1992:70). Así, las instrucciones dadas a
dichos funcionarios policiales en e! mismo año de su nacimiento seña­
laban: "[d]ebe comprenderse, desde e! inicio, que el principal objetivo
a alcanzar es la Prevención del De!ito. Hacia esta importante meta,
todos los esfuerzos deben ser dirigidos. La ausencia de delitos será
considerada la mejor prueba de la eficiencia de la Policía" (Hughes
1998:33). En este sentido, se visualiza una cierta tendencia hacia lo que
podríamos llamar una aiminolización de la policía.

El liberalismo como racionalidad política intentó construir una
"economía restringida" del ejercicio de la "violencia soberana", por
oposición a la "economía de! exceso" típica del "antiguo régimen",
para usar la oposición originalmente planteada -con otros fines- por
Bataille (con respecto al castigo, ver Foucault 1989:77-106; Hallsworth
2006:63-66).Y también lo intentó en el marco de su remode!ación de
la idea y la práctica de la policía. Esta transformación -como decíamos
más arriba- se inscribía claramente en la articulación de la soberanía
con la disciplina y la regulación, como tecnologías de! poder típicas de
la modernidad. En la "nueva policía" entonces la "violencia", e! "dere­
cho de la espada", e! "poder de matar", es rescatada/o pero al mismo
tiempo limitada/o, por e! desenvolvimiento de esas otras formas de
poder que "descalifican la muerte" y buscan "administrar la vida". Así,
uno de los precursores de la "nueva policía" en e! contexto británico,
Saunders Welch señalaba en sus Observations on the Office oJ Constables
de 1754: "[rjecomiendo no golpear nunca, excepto cuando sea abso­
lutamente en vuestra propia defensa; pero golpear, en general, debe
evitarse porque la espada de la justicia y no e! arma de los policías, está
dirigida a castigar" (citado en McMullan 1998a:104). Esta recomenda­
ción general pretendió ser traducida en el plano instrumental, en e!
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peculiar contexto inglés, evitando la utilización de armas letales por
parte de los funcionarios policiales, salvo en casos "excepcionales", en
los que las mismas estaban a cargo de funcionarios policiales "especia­
lizados" que deberían estar sometidos a un intenso monitoreo para
comprobar si se esgrimían o utilizaban justificadamente sobre la base
de la autodefensa (Reiner 1992:65)37.

Pero la vía de limitación fundamental soñada por el liberalismo con
respecto a la violencia policial fue el "peso de la ley":". Los funciona­
rios policiales debían "hacer cumplir la ley -de los delitos y de las
penas- cumpliendo la ley" y en este sentido, podían utilizar la "violen­
cia" como "última ratio" en esta tarea, sólo y cuando la ley los autori­
zaba (Reiner 1992:64)39.

El liberalismo como racionalidad gubernamental no estuvo exen­
to de ambigüedades con respecto a estas líneas de transformación de
la "vieja policía" y,muchas veces, no fue completamente exitoso en el
intento de traducirlas efectivamente en tecnologías y resultados
(McMullan 1998b:10)40. El liberalismo, en general, no debe ser pensa­
do como una radical discontinuidad con respecto al pasado. En esta
dirección, cobra sentido el planteo de Colin Gordon acerca del "libe­
ralismo real" (1991:16, 18; McMullan 1998b:108;Valverde 2003: 141).

37 Esta característica de las policías inglesas, se modificó sustancialmente en el siglo XX,
sobretodo a partir de los años setenta, con una creciente "rruhtanzacrón" de la msnru­
ción policial, centralmente en el terreno del control de las manifestaciones y desórde­
nes públicos, aun cuando también se produjo un incremento en el uso de armas de
fuego en el patrullaje policial rutinario (Reiner 1992:85-90).

38 "La ley no puede no estar armada y su arma por excelencia es la muerte; a quienes la
transgreden responde, al menos a titulo de recurso con esa amenaza absoluta. La ley se
refiere siempre a la espada" (Foucault 1995:174).

39 A su vez, como observábamos con respecto al liberalismo en general, se trataba de una
ley, un derecho -"de los delitos y las penas"- que en ese mismo momento histórico
estaba siendo penetrado firmemente por técnicas "norrnalizadoras", que más allá de su
tradicional pertenencia a la soberanía (Foucault 1991a:18), reconstruían su naturaleza y
funcionamiento (Foucault 1995.175; Rose y Valverde 1998:545).

40 "A pesar de que habitamos en un mundo de programas, el mundo no está en sí mismo
programado. No vrvirnos en un mundo gobernado más de lo que VIVimos en un
mundo atravesado por la "voluntad de gobernar", ahrnentada por el registro constante
del "fracaso", la discrepancia entre la ambición y el resultado y la constante incitación
a hacerlo mejor la próxima vez" (Miller y Rose 1992:191). 25 I
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La subsistencia de elementos de la "vieja policía" nos hace pensar en
este proceso de cambio impulsado por él -como decíamos más arri­
ba- no como una "revolución" sino como una "metamorfosis", "una
dialéctica de lo igual y lo diferente" (Castel 1997:17). De este modo,
discursos y prácticas típicos de la "ciencia de la policía" persistieron
durante los siglos XIX y XX. Muchos de ellos, más allá de la "institu­
ción policial moderna" -de hecho, se ha interpretado el surgimiento
de "lo social" y su subsiguiente mutación bajo la forma del welfarismo
como una amalgama que posee ciertas continuidades con aquel pasa­
do remoto (ver: Dean 1999; Gordon 1991; Neocleous 2000; Rose
1999)-, y algunos "dentro" de la misma. Esta última subsistencia ad­
quirió formas más o menos pronunciadas en los diferentes contextos
culturales.

El ejemplo inglés utilizado hasta aquí para describir la transforma­
ción hacia una "nueva policía" tal vez ha sido, en este sentido, el caso
más estilizado y discontinuista. Sin embargo, las ambigüedades y limi­
taciones del liberalismo con respecto a la cuestión policial, se hacen ya
visibles en la misma obra de Colquhoun. En la edición de 1800 de su
Tratado, antes citado, este precursor de la "nueva policía", establecía en
la definición de la misma como su función fundamental, junto a la
"prevención y detección de los delitos", " ...aquellas otras funciones
que se relacionan con las regulaciones internas para el buen orden y
confort de la sociedad civil" (citado en McMullan 1998a:108;
Neocleous 2000:50-51). Explícitamente, Colquhoun prescribía la
necesidad de dividir dos ramas de la "policía": la "policía criminal" y
la "policía municipal". Ésta última era la que se debía hacer cargo de
las "regulaciones internas" que se referían a la "gestión de la ciudad"
-desde el problema del agua potable al problema de los incendios- y
especialmente a la diferenciación entre la "pobreza" y la "indigencia"
y al control de la última, con su carga de "vagancia, inmoralidad y
depravación". Para el autor inglés, estas dos ramas de la policía estaban
íntimamente vinculadas -lo que se observa claramente a partir de su
The State if lndigence (1799) y su Treatise if lndigence (1806)- pues "de
la indigencia debe ser trazado el origen más importante y el progreso
de los delitos" (citado en McMullan 1998a: 109; Neocleous 2000:54).
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Si la "prevención de los delitos y de las faltas" era su "verdadera esen­
cia", la policía debía actuar -salvo en el caso de la "detección" de un
delito o una falta que se estaba produciendo- sobre "algo" que no eran
los delitos ni las faltas. Ese "algo" es lo que, para Colquhoun constituía
el "origen" del delito: la caída de la "pobreza" -y el "trabajo asalaria­
do"- a la "indigencia". De esta forma, en el programa reformista de
Colquhoun se observaba un fuerte legado de la "vieja policía?". Y, de
hecho, este legado en el terreno intelectual -la "policía de la pobreza
y la indigencia"-, se tradujo en numerosas prácticas policiales. Un
ejemplo, en el contexto inglés, es el conjunto de tareas que la "nueva
policía" pasó a desempeñar en el marco de la New Poor Law de 1834
y sus diferentes dispositivos de asistencia y control de la pobreza e indi­
gencia. No sólo la policía se encargaba de "hacer cumplir" esta ley
-por ejemplo, reprimiendo los tumultos vinculados a la administración
de los "beneficios"- sino que en 1848 el Poor Law Board aprobó el uso
directo de policías como poor law relieving dficers (McMullan
1998a:113-115; Neocleous 2000:66-67)42.

En el caso argentino estas ambigüedades y limitaciones de la remo­
delación liberal son mucho más marcadas y visibles. En la Provincia de
Buenos Aires, la "historia oficial" suele colocar como punto de parti­
da de este proceso de "modernización policial" la ley del 24 de di­
ciembre de 1821 que produce la abolición del cabildo y se refiere a la
policía "alta" y "baja" en la "ciudad" y en la "campaña", diferenciación
que tiene su origen en el contexto francés del antiguo régimen
(Rodríguez y Zappietro 1999:44). La diversidad de actividades poli­
ciales, más allá de la "prevención de los delitos y las faltas", recogien-

41 Esto resulta aún más evidente ~, fuera posrble- en las Ideas, en el nnsmo contexto bri­
rámeo, de Edwin Chadwick (McMullan 1998a:115-121).

42 La lista de las regulaciones y prácticas policiales en este sentido, desde el siglo XIX,
podría ser prácticamente mfimta. Parecería ser que SI una de las características definito­
rias de la "policía moderna" -en las más diversas geografias-, heredada del liberalismo,
es su vocación por la "prevención de los delitos y de las faltas", otro de sus rasgos fun­
damentales, heredado de la "ciencia de la policía", es la focahzación práctica en la rea­
hzación de esta vocación en la VIgilancia y el control de las poblaciones excluidas
socialmente, que constituyen lo que la "sociología de la pohcía" ha denominado, en los
últimos años, "propiedad policial" (Hughes 1998:33; Reiner 1997:1010). 253
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do el legado de la "vieja policía", fue una constante durante todo el
siglo XIX -desde el control de los precios en los mercados a la lucha
contra el fuego (ver Rodríguez y Zappietro 1999) o Así, Marcos Paz,
primer Jefe de la Policía de la Capital Federal -creada como conse­
cuencia de la federalización de la Ciudad de Buenos Aires en 1880­
decía en su memoria anual: "[n]uestra Policía abarca innumerables
funciones que pesan sobre el vigilante casi todas ellas; es política, es
judicial, es administrativa y es judicial. Estas variadas funciones no se
encuentran reunidas en las instituciones policiales de ningún país..0"
(citado en Ruibal1993:47)0 En 1911, en el marco de un conflicto con
la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires que pretendía crear un
cuerpo de agentes para controlar el tránsito, el Jefe de la Policía de la
Capital Federal, Dellepiane, que se oponía activamente a este proyec­
to, señalaba en su memoria anual sobre la institución que conducía:
" ...su acción es tan múltiple que abarca desde el orden institucional
hasta el perfeccionamiento colectivo y desde la seguridad social hasta
la inviolabilidad de los derechos individuales" (citado en Ruibal
1993:51).Aún en 1926 el Jefe de la Policía de la Capital Federal seña­
laba en su memoria anual: "Il]a Policía de Buenos Aires se desenvuel­
ve dentro del concepto clásico de función de policía .. o caracterizado
también por Fouché de esta ejemplar manera: "tranquila en su marcha,
mesurada en su acción, en todas partes presente y siempre protectora";
más o menos así la definía Blackstone: "debe ser considerada como la
regulación y el orden doméstico del reino, en virtud del cual los indi­
viduos del Estado, a semejanza de los miembros de una familia, deben
conformarse a las reglas de la propiedad, buena armonía y buenos
modales" (citado en Ruibal 1993:53).

Para volver sobre la comparación con el caso inglés, también en el
contexto argentino existieron numerosos ejemplos de focalización de
la actividad policial en la "mendicidad" y la"vagancia": los decretos del
30 de agosto de 1815, 19 de abril y 11 de junio de 1822, las leyes del
10 de septiembre de 1824 y del 30 de octubre de 18580 EI31 de mayo
de 1879 el Jefe de Policía de Buenos Aires, José I. Garmendia elevó
una consulta al Ministro de Gobierno sobre cómo debía proceder la
policía con los "vagos" pues la misma los detenía -lo que era "ordena-
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do" y una "práctica habitual"- pero su Jefe dudaba que esto fuera
constitucional mientras no existiera una ley que especificara qué era
efectivamente la "vagancia". El Gobernador Tejedor le ordenó el 17 de
junio de ese año seguir con la misma práctica aplicando en la ciudad
la definición de "vagancia" que el Código Rural de 1865 utilizaba para
la campaña: "[s]erá declarado vago todo aquel que, careciendo de
domicilio fijo y de medios conocidos de subsistencia perjudique a la
moral por su mala conducta y vicios habituales" (Rodríguez y
Zappietro 1999:151). Si el vago o mendigo era considerado "inhábil"
para el trabajo, la Policía lo enviaba al Asilo de Mendigos y en el caso
de que fuera "hábil" para el trabajo o habiendo sido enviado al Asilo
de Mendigos hubiera salido y "reincidido", se aplicaba una sanción
policial de multa o arresto (Ruibal 1993:37).

Otro ejemplo en la misma dirección, es la cuestión de la "unifor­
mización" del personal policial, vinculada íntimamente -como veí-
amos- al recorte de las actividades policiales en torno a la "preven-
ción de los delitos y las faltas". En la Provincia de Buenos Aires, el
12 de junio de 1877, el Jefe de Policía Domingo Viejobueno dejó sin
efecto lo que se denominaba el servicio de "policía secreta" ya que
"sus funciones eran muy perniciosas concibiendo su existencia sólo
en países monárquicos o de regímenes absolutistas, pero no en una
sociedad regida por instituciones liberales como era la nuestra.
Admitía que si con anterioridad ello pudo ser útil, ya no lo era,
debiendo la policía ser franca y visible" (Rodríguez y Zappietro
1999: 146). Sin embargo, este carácter "franco y visible" tenía un
límite. Si bien la "uniforrnización" del "personal de tropa" -inclusi-
ve cuando estaba "franco de servicio"- de la Policía de Buenos Aires
se fue consolidando en la década de 1870, al momento de separarse
la Policía de la Capital Federal de la Policía de la Provincia de
Buenos Aires subsistía la no utilización de uniformes por parte de los
oficiales inspectores y comisarios -que se reemplazaba por el uso de
una medalla distintiva. En el caso del personal de la Comisaría de
Pesquisas creada en 1886 esta situación se extendía a los agentes que
tenían grados equiparables a los de sargentos y cabos (Rodríguez y
Zappietro 1999: 169). Recién en diciembre de 1905 se impuso la 255
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obligación del uso del uniforme para oficiales inspectores y para jefes
y oficiales del Escuadrón de Seguridad creado en 1893 (Rodríguez
y Zappietro 1999: 222). Durante la Jefatura de Ramón Falcón se
hizo extensiva esta obligación a los auxiliares, subcomisarios y comi­
sarios (Rodríguez y Zappietro 1999:241). No obstante, a pesar de
estas disposiciones reglamentarias siguió existiendo una parte impor­
tante de la actividad policial cotidianamente realizada de manera
"encubierta", sobretodo aquella vinculada a la "policía política"
(Kalmanowiecki 1995,2001) -sobre la que volveremos en el próxi­
mo apartado.

Es en esta metamorfosis, que envuelve una transición/oposición,
entre una "vieja" policía y una "nueva" policía, entre una policía "pre­
moderna" y una policía "moderna", que se halla uno de los escenarios
fundamentales en los que se deben rastrear los rasgos centrales de los
usos de la violencia como constitutivos (en el pasado y) en el presen­
te, de lo que la institución policial (fue y) es.Walter Benjamin (1995)
presentaba en cierto modo esta temática al utilizar a la policía como
ejemplo en sus reflexiones sobre la violencia en el Archiv Jür Sozial­

unsenschajten und Sozialpolitik de 1920. Para Benjamin, la violencia
puede ser de dos tipos: "fundadora de derecho", que es aquella deri­
vada de la guerra/conflicto y como tal establecedora del orden triun­
fante en la confrontación; y "conservadora de derecho", entendiendo
por tal la que fuerza la sumisión del ciudadano a las leyes. La policía
como "institución del Estado moderno" presenta una "combinación...
innatural... una mescolanza casi espectral" de ambas formas (Benjamin
1995:44). Dice este autor:

256

La pohcía es un poder con finesjurídicos (con poder para disponer),
pero también con la posibilidad de establecerpara sí misma,dentro de
vastos límites, tales fines (poder para ordenar). El aspecto ignominio­
so de esta autoridad -que es advertido por pocos,sólo porque sus atri­
buciones en raros casosjustifican las intervenciones más brutales, pero
pueden operar con tanta mayor ceguera en los sectores más indefen­
sos y conrra las personas sagaces a las que no protegen las leyes del
Estado- consiste en que en ella se ha suprimido la división entre vio-
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lencia que funda y violencia que conserva la ley. SI se exige a la pri­
mera que muestre sus títulos de victoria, la segunda está sometida a la
limitación de no deber proponerse nuevos fines. La policía se halla
emancipada de ambas condiciones (Benjamm 1995:45).

y haciendo más explicita la referencia a los dos universos políticos
dentro de los cuales la policía -aún hacia 1920- se inscribía a su jui­
cio, señalaba: "[y] si bien la policía se parece en todos los detalles, no
se puede sin embargo dejar de reconocer que su espíritu es menos des­
tructivo allí donde encarna (en la monarquía absoluta) el poder del
soberano, en el cual se reúne la plenitud del poder legislativo y ejecu­
tivo, que en las democracias, donde su presencia, no enaltecida por una
relación de esa índole, testimonia la máxima degeneración posible de
la VIOlencia" (Benjamin 1995:46-7).

Policía y autoritarismo

Esta ambivalencia de la policía -entre lo "pre-moderno" y lo "moder­
no", entre la "vieja" y la "nueva" policía- puede ser considerada el
punto de partida para pensar nuestro presente, pero no debe congelar­
se como un punto de llegada.

El "liberalismo real" porta en su seno, como decíamos más arriba
siguiendo a Barry Hindess (1996), una ambigua consideración de los
sujetos a gobernar: los "sujetos libres y racionales", como una "reali­
dad dada y natural" y como "algo a alcanzar, un artefacto". El libera­
lismo articula unas "prácticas divisorias" que diferencian dentro de las
poblaciones, excluyendo ciertas categorías del estatus de "sujetos libres
y racionales" y por ende, del "gobierno a través de la libertad" (Fou­
cault 1982:208). Pero estas prácticas también dividen al sujeto a gober­
nar contra sí mismo, en tanto para poder realizar un uso maduro y res­
ponsable de la libertad es preciso previamente dominar ciertos aspec­
tos del sí mismo, tarea que lógicamente no puede realizarse "a través
de la libertad" (Dean 1999:132).

257
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En esta dirección, resulta muy ilustrativo el análisis de Mariana
Valverde (1996) de las ideas de John Stuart Mill. De acuerdo aValverde
en la concepción del sujeto jurídico y político de Mill se inscribe la
posibilidad del "despotismo", ya que argumenta que la "doctrina de la
libertad" sólo se aplica a "los seres humanos en la madurez de sus
facultades". Pero, aún en esos casos, los sujetos deben dominarse a sí
mismos, deben controlar sus impulsos, deseos y pasiones, muchas veces
recurriendo a gestos de "auto-despotismo" (Valverde 1996:362). Esta
definición de los límites de la "doctrina de la libertad" excluye, por
ejemplo, a los niños o a los bárbaros. Frente a los primeros, Mill ima­
gina una forma de "despotismo relativamente benigna" pues son
visualizados como sujetos capaces de mejorar, pueden ser transforma­
dos en "sujetos libres y racionales" -por ejemplo, a través de la educa­
ción. Frente a los segundos, esta posibilidad de adquirir la "madurez
de las facultades" parece desvanecerse, legitimando la perpetuación del
"buen déspota" frente a las "sociedades coloniales" (Dean 2002:48;
Valverde 1996:362).

Como se observa en este ejemplo -que podría multiplicarse en
muchos otros- en el marco del liberalismo como racionalidad políti­
ca se abren tres juegos gubernamentales a través de medios "ilibera­
les": a) el gobierno "iliberal" de uno mismo; b) el gobierno "iliberal"
del otro que no es un "sujeto libre y racional" pero que puede adqui­
rir dicho estatus a través de la misma acción gubernamental y; c) el
gobierno "iliberal" del otro que no es un "sujeto libre y racional" pero
que no puede adquirir dicho estatus a través de la misma acción
gubernamental. Los dos primeros juegos gubernamentales poseen un
carácter "excepciona!" -en el sentido de que se refieren a una mino­
ría- , se trata de una "solución temporaria", que está destinada a pro­
ducir una "transformación". En cambio, el último juego gubernamen­
tal, no deja de tener en el marco liberal un carácter "excepcional",
pero se trata de una "solución definitiva", que está destinada a produ­
cir una "eliminación". Resulta más factible para el liberalismo como
racionalidad política "contener" los dos primeros juegos gubernamen­
tales que el tercero, que podría marcar más evidentemente el pasaje a
otra lógica gubernamental -sobretodo cuando deja de ser "excepcio-
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nal"". Esta otra racionalidad política, que podríamos denominar -tal
vez a falta de un mejor término- "autoritarismo", en tanto inversión
del liberalismo, por ende, no debería ser comprendida como algo com­
pletamente separado del liberalismo. Existe todo un espacio de inter­
secciones que hacen las fronteras entre ambas racionalidades guberna­
mentales, en todo caso, sinuosas y flexibles, plagadas de inestabilidades,..
desplazamientos y gradaciones (Dean 1999:145,147; 2002:56) .

El autoritarismo, como el liberalismo -lo que no resulta de ningún
modo paradójico y explica en cierta medida sus vínculos-, activa la
combinación de tecnologías de poder típicas de la modernidad -sobe­
ranía, disciplina, regulación- pero lo hace entrelazándolas en forma
diferente y acentuando elementos distintos. El autoritarismo hace salir
a la superficie "el lado oscuro de la biopolítica" (Dean 1999:139),
estructurado sobre la base del "racismo moderno", es decir, la cons­
trucción dentro de la población de grupos que por sus peculiares con­
diciones biológicas es preciso eliminar -"el corte entre lo que debe
vivir y lo que debe morir"- para el fortalecimiento de la misma como
entidad biológica -uniéndose el objetivo de la "defensa" con el obje­
tivo de la "mejora" (Foucault 2001:230-231). "Las guerras ya no se
hacen en el nombre del soberano al que hay que defender; se hacen
en nombre de la existencia de todos; se educa a poblaciones enteras
para que se maten mutuamente en nombre de la necesidad que tienen
de vivir. Las matanzas han llegado a ser vitales" (Foucault 1995:165)'5.
La espada, la invocación de la "sangre" (Foucault 1995:178), caracte­
rísticas de la soberanía, se reinscriben en un escenario diferente. Se
produce un desplazamiento de la "relación bélica" a la "relación bio­
lógica", toda una "extrapolación biológica del enemigo político"
(Foucault 2001: 231-232) que hace que el "poder de matar" ya no
tenga "límite" (Dean 1999:140,146-147) -justamente, a diferencia de

43 La cuestión sería si efectivamente estos Juegos gubernamentales "iliberales" pueden
postularse como "excepciones" en el contexto del "liberalismo real" o, más bien, como
la regla, como parecen indicarValverde (1996:636) y Dean (2002:49).

44 Esta afirmación resulta un punto de partida crínco fundamental para analizar las rela­
ciones de gobierno en la modernidad (Dean 1999:145).

45 "La adnunistración de la vida viene a requerir un baño de sangre" (Dean 1999:141). 259
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lo que sucede en el macro de la "gubernamentalidad liberal" (Dean
2002:41). "Si el genocidio es por cierto el sueño de los poderes
modernos, ello no se debe a un retorno hoy, del viejo derecho de
matar; se debe a que el poder reside y se ejerce en el nivel de la vida,
de la especie, de la raza y de los fenómenos masivos de población"
(Foucault 1995:166). De todo esto, el nazismo fue la expresión "paro­
xística" (Dean 1999:140-144; Foucault 1995:181,2001:233-235).

Luis Gabaldón (1992, 1996), uno de los sociólogos latinoamerica­
nos que más se ha ocupado de la cuestión de la violencia policial en
nuestra región, ha planteado en varias ocasiones una crítica a lo que
denomina "la Tesis del Estado Autoritario" para pensar este fenómeno
en América Latina, sostenida a su juicio por la mayor parte de los auto­
res latinoamericanos que se han ocupado de la problemática. Según el
autor venezolano, a menudo se construye una explicación de las mag­
nitudes y formas de la violencia policial que reenvía directamente a la
forma de Estado autoritario y la dominación de clase. Para Gabaldón
este tipo de análisis de la violencia policial se ha quedado muchas ve­
ces en un nivel de extrema generalidad, asumiendo la existencia de un
Estado fuerte, hegemónico y monopolizador de la violencia -que a su
juicio, en muchos países latinoamericanos directamente no existe--,
que expediría una orden de hacer uso de la fuerza policial en forma
indiscriminada, dándole a su ejercicio un carácter "de clase", que desde
su punto de vista, empíricamente, no tiene:" ...la fuerza policial no se
ejerce exclusivamente contra la clase social subalterna..." (Gabaldón
1996:272). Por otro lado, critica que esta tesis tiene como corolario,
desde una perspectiva "ético-política", una impugnación in totum de la
posibilidad de uso de la fuerza por parte de las instituciones policiales
latinoamericanas.

Ciertamente, frente al tipo de narrativas "reconstruidas" por Gabal­
dón, sería preciso "des-esencializar" el paisaje de los usos de la violen­
cia policial como un paso indispensable para la comprensión de esta
problemática en su complejidad en nuestra región. Resulta indispensa­
ble pensar como, en todo caso, unos procesos macroscópicos se articu­
lan con situaciones microscópicas -yen este sentido las mismas inves­
tigaciones del autor venezolano resultan un aporte muy importante
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(Gabaldón 1992, 1996; ver también Birbeck y Gabaldón 1995, 1998,
2002, 2003a). Sin embargo, no creemos que esto invalide la exploración
del impacto del autoritarismo, sino que hace preciso resignificarla en
una clave más sensible a sus manifestaciones empíricas".

En muchas ocasiones la referencia genérica al impacto del autori­
tarismo en las policías de América Latina se dirige, exclusivamente, a
la influencia en la configuración de la actividad policial de las sucesi­
vas experiencias de regímenes políticos autoritarios durante el siglo
XX -Ias dictaduras militares. Creemos, en cambio, que resulta impor­
tante disociar "autoritarismo" de "Estado" -como parte de un idea más
global de "hacer una economía de la teoría del Estado" para pensar las
relaciones de poder que avanzábamos en el primer apartado de este
capítulo- y que justamente ello es posible al concebirlo como una
racionalidad política, a su vez vinculada compleja e inestablemente al
liberalismo. Esto implica, medularmente, que esta racionalidad guber­
namental puede impactar en la forma que adquiere la actividad poli­
cial en un tiempo y en un lugar determinado, aun cuando el "Estado"
se estructure de acuerdo a los principios del liberalismo.

En el caso de las policías argentinas -y, tal vez, algo semejante pudo
haber ocurrido en ciertas policías latinoamericanas- pensamos que
sería posible observar dos vías fundamentales de penetración de la
"gubernamentalidad autoritaria" en la configuración de la actividad
policial -y especialmente en el uso de la fuerza policial-: por un lado,
la militarización y la gestación de una gramática del "enemigo políti­
co" y,por el otro, la "criminología del otro" y la gestación de una gra­
mática del "enemigo biológico".

46 Tampoco invalida el hecho de que empíricamente las víctimas de la VIolencia policial

en los países latinoarner icanos sean, recurrente mente, las denominadas "clases peligro­

sas" y "criminales", es decir, los sujetos "frágiles" económica y socialmente. La violen­
cia policial no está distribuida equitativamente en la estructura social.Y esto resulta algo

que, sin embargo, el mismo Gabaldón (1996:276) -ver también Birbeck y Gabaldón
(1998)- demuestra en sus investigaciones empíricas en la materia, al señalar la mciden­

era de la percepción por parte del funcionario policial de la "respetabilidad moral" asIg­

nada al sujeto pasivo y de su capacidad de reclamo social e institucional para ser selec-
cionado como blanco del uso de la fuerza policial. 26I



losegLlridad prevpnción y POliera

La militarización de la institución policial es el proceso de "rnode­
lación" de la normativa, la organización, la cultura y la práctica poli­
cial en torno a la normativa, la organización, la cultura y la práctica
militar. Este proceso de "rnodelación" nació en la Argentina en el si­
glo XIX, con el mismo nacimiento de las "policías modernas". No es
preciso esperar la emergencia de las dictaduras militares en el siglo
XX, para observar sus encarnaciones empíricas, aun cuando dichos
momentos implicaron significativos reforzamientos en esta dirección
-sobre esto volveremos más adelante.

En muchas ocasiones la Policía de Buenos Aires -luego Policía de
la Capital Federal- estuvo a cargo de funcionarios militares antes del
primer "golpe de Estado" militar en 193041

• Por otro lado, durante
buena parte del siglo XIX en la Policía de Buenos Aires existía la prác­
tica habitual de que ex-soldados fueran incorporados como "personal
de tropa" policial -lo que ya en 1880 generaba un debate interno,
señalando el "comisario de órdenes" Avelino Anzó, tercero en la jerar­
quía institucional, en su Memoria Anual, que las"costumbres del cuar­
tel" no hacían al ex-soldado apto para el "roce con el ciudadano" del
funcionario policial (Rodríguez y Zappietro 1999:153). En 1908 dos
tercios del total del "personal de tropa" de la Policía de la Capital
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47 En marzo de 1875 fue designado Jefe de Policía el Teniente Coronel Manuel Rocha
(que ejerció el cargo hasta junio de 1877); en enero de 1879 el Coronel José Ignacio
Garrnendia (cargo que ejerció hasta septiembre de 1880); en mayo de 1885 el Coronel
FranCISCo Bosch (cargo que ejerció hasta octubre de 1886); en octubre de 1886 el
Coronel Aureliano Cuenca (cargo que ejerció hasta febrero de 1888); en febrero de
1888 el Temente Coronel Alberto Capdevrlla (cargo que ejerció hasta julio de 1890);
en julio de 1890 el Coronel José Inocencio Arias (cargo que ejerció hasta agosto de
1890); en octubre de 1892 el General de Brigada Domingo Viejobueno (cargo que
ejerció hasta jumo de 1893); en juruo de 1893 el Teniente Coronel Joaquín Montaña
(cargo que ejerció hasta sepnernbre de 1893); en sepnernbre de 1893 el General
Manuel J. Campos (cargo que ejerció hasta marzo de 1896); en octubre de 1904 el
Coronel Rosendo Fraga (cargo que ejerció hasta julio de 1906); en julio de 1906 el
Coronel Rodolfo Dominguez (cargo que ejerció sólo dos meses); en septiembre de
1906 el Coronel Ramón Falcón (cargo que ejerció hasta noviembre de 1909); en
noviembre de 1909 el Coronel Luis DeUepiane (cargo que ejerció hasta noviembre de
1912); en mayo de 1922 el Coronel Martín Bertagaray (cargo que ejerció hasta
noviembre de 1922) (Rodríguez y Zappietro 1999:139-274).
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Federal eran ex-soldados, como lo reconocía su Jefe Ramón Falcón
(Rodríguez y Zappietro 1999:235).

El hecho de que los funcionarios policiales, jerarquizados y no­
jerarquizados, muchas veces provinieran de las filas de la institución
militar portaba consigo seguramente formas de pensar y de actuar ca­
racterísticas, que activaban este proceso de "modelización" de lo "poli­
cial" sobre la base de lo "militar". Pero la militarización de la organi­
zación policial estuvo íntimamente vinculada a la existencia de con­
flictos políticos y a la posibilidad -percibida como tal por los actores
impulsores de dicha modelización- de que los mismos fueran dirimi­
dos a través de la violencia (Kalmanowiecki 2001:198). Así, un mo­
mento muy significativo de militarización de la incipiente organiza­
ción policial fue la Era de Rosas (1829-1852), especialmente entre
1837 y 1852, en el marco de los conflictos políticos entre unitarios y
federales, en donde "vigilantes" y "serenos" se organizaron en "batallo­
nes", armados con fusiles, sables y lanzas; desde el 1 de enero de 1842
los Serenos debían "cantar las horas" gritando: "[Viva la Federación!
¡Mueran los Salvajes Unitarios! ¡Vivid la Representación!" (Rodríguez
y Zappietro 1999:84-85).

Otro momento de fuerte militarización de la Policía de Buenos
Aires se produjo a fines de los años 1870, en el marco del conflicto
entre el Estado Nacional y la Provincia de Buenos Aires en torno al
destino de la Ciudad de Buenos Aires como potencial Capital Federal:
el 4 de febrero de 1880 la Policía quedó reorganizada en 5 batallones
de infantería con 4 compañías cada uno y un escuadrón de caballería
y en el marco de las batallas de junio de ese año murieron 4 policías
y hubo 27 heridos (Rodríguez y Zappietro 1999:153-154). En mayo
de 1885, se vuelve a observar un reorganización de la, ahora, Policía
de la Capital Federal sobre la base del modelo militar, en el marco de
los conflictos políticos por la sucesión presidencial, estructurándose 2
batallones de infantería provistos de fusiles Mauser, que recibieron ins­
trucción militar, lo que se acentuó en febrero de 1886 con la entrega
de 500 nuevos fusiles de este tipo (Rodríguez y Zappietro 1999: 164).
El Coronel Falcón creó en noviembre de 1906 el Cuerpo de Cadetes
dentro de la Policía de la Capital Federal, reuniendo a 200 aspirantes, 263
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a los que les impartió una rígida instrucción militar en e! Regimiento
8 de Caballería en el Cuartel de Maldonado. Estos cadetes estaban
armados de sables y fusiles Mauser. Ésta, como otras iniciativas de este
Jefe -como la reestructuración de la organización policial-, fueron cri­
ticadas tempranamente por ciertos sectores de la prensa y la política
por su claro carácter "militarizador" de una institución que debía con­
solidarse como "civil" (Kalmanowiecki 2001:200; Rodríguez y
Zappietro 1999:230,232).

La militarización de la institución policial está, por ende, estructu­
ralmente conectada a la focalización de la actividad política en e! "ene­
migo político", un rasgo que acompaña la historia de las policías argen­
tinas desde e! siglo XIX (Kalmanowiecki 2001: 197). Esta focalización,
a partir de la década de 1890, tiene como blanco privilegiado al "movi­
miento obrero" y en particular, a socialistas y anarquistas (De! Olmo
1992:25). En mayo de 1893 dentro de la Policía de la Capital Federal
se creó, para enfrentar y dispersar sus manifestaciones públicas, e!
Escuadrón de Seguridad integrado por 100 agentes de caballería
(Rodríguez y Zappietro 1999:191). A partir de la sanción en 1902 de
la Ley 4144 o Ley de Residencia, la institución policial pasó a ser el
brazo ejecutor de las expulsiones ordenadas por e! Poder Ejecutivo de
"todo extranjero que haya sido considerado o haya sido perseguido por
los tribunales extranjeros por crímenes o delitos comunes" (Art. 1) o
de "todo extranjero cuya conducta comprometa la seguridad nacional
o perturbe e! orden público" (Art. 2), para lo cual debía encargarse de
la aprehensión y detención por el plazo de tres días que como máximo
debía transcurrir antes de ser embarcado (De! Olmo 1992:39;
Kalmanowiecki 2001 :200). En febrero de 1907 eIJefe de Policía Falcón
respondiendo a esta focalización creó, dentro de la División de Inves­
tigaciones, la sección "Orden Social", específicamente encargada de la
"policía política" (Rodríguez y Zappietro 1999:234). Luego de! aten­
tado anarquista contra Falcón en 1909, se sancionó la Ley 7029 o Ley
de Defensa Social que acentuó aún más las actividades policiales en este
sentido, incluyendo e! control de las reuniones públicas, las publicacio­
nes y mencionando explícitamente como blanco a los "anarquistas" ­
Art.1, 7,etc. (De! Olmo 1992:41-46; Kalmanowiecki 2001:200).
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Las "dictaduras militares" introdujeron -obviamente- una diferen­
cia cuantitativa y cualitativa en las policías argentinas en relación al
proceso de militarización y la focalización en el "enemigo político",
potenciando y multiplicando elementos que ya se encontraban pre­
sentes en la normativa, la organización, la cultura y la práctica policial.
Así, la dictadura de Uriburu no sólo designó un Jefe de Policía de la
Capital Federal proveniente de las instituciones militares -en este caso,
la Armada- el contralmirante Ricardo Hermelo, sino que promovió
que ciertos puestos claves dentro de la estructura organizacional fue­
ran ocupados por funcionarios militares (Rodríguez y Zappietro
1999:289). En la misma dirección, se creó el Regimiento de Policía
Montada, bajo el mando del mayor Saturnino Nadal (Rodríguez y
Zappietro 1999:290).Y en 1931 se designó a Leopoldo Lugones (hijo)
como jefe de la sección de Orden Político que impuso la tortura
como rutina en la actividad de "policía política" (Kalmanowiecki
2001 :203), lo que, a su vez, luego se consolidó con la creación de la
Sección Especial para combatir el comunismo -cuyas tácticas com­
prendían la vigilancia, la realización de arrestos, detenciones ilegales y
la tortura (Kalmanowiecki 2001:204).

La dictadura militar instalada a partir del golpe de Estado de sep­
tiembre de 1955 -la llamada "Revolución Libertadora"- produjo por
primera vez una verdadera "ocupación" de la Policía Federal Argen­
tina, asignando funcionarios militares a los cargos jerárquicos en la
Capital Federal y en el Interior (Delegaciones) (Kalmanowiecki
2001: 208). Esta estrategia volvió a repetirse en las dictaduras milita­
res que sucedieron a los golpes de Estado producidos en 1966 y 1976.
Y en estas experiencias de la segunda mitad del siglo XX las viola­
ciones a los derechos humanos producidas por las instituciones poli­
ciales -detenciones ilegales, torturas, asesinatos, "desapariciones",
etc.- se multiplicaron, alcanzando, por supuesto, su expresión "paro­
xística" durante la última dictadura militar (1976-1983) (García
Méndez 1987; Oliveira y Tiscornia 1998; Zaffaroni 1993b).

Otra vía de penetración de una "gubernamentalidad autoritaria"
en las policías argentinas -alejada del proceso de militarización en
cuanto a su naturaleza, aun cuando vinculada de múltiples formas con 265
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el mismo- se encuentra en la difusión de una "criminología del otro"
en la cultura policial-un discurso que "esencializa la diferencia", con­
siderando al delincuente como un "otro alienado" que tiene poco
parecido con el "nosotros" (Garland 2001: 135)- fundada en el voca­
bulario positivista en torno al delito y al delincuente desde la última
década del siglo XIX.

La criminología positivista fundó, a partir de su primera versión
antropológica plasmada en la obra de Cesare Lombroso -que en la
Argentina comienza a ser difundida en el libro de Luis María Drago
Los hombres depresa de 1888-, una idea del delincuente como un suje­
to "diferente" (Del Olmo 1992; Drago 1888; Sozzo 2006). El criminal
es visualizado como parte de la familia de los "degenerados" -concep­
to acuñado originalmente por Auguste Morel en el campo de la medi­
cina mental- y, en tanto "especie" dentro de este "género", se encuen­
tra separado radicalmente de los "individuos normales" y es, por tanto,
identificable por una serie de características antropomórficas y psico­
lógicas -en un juego donde éstas últimas se apoyan en las primeras
(ver: Debuyst 1995; Gibson 2004; Lombroso 1995; Pasquino 1991b).

En la Argentina -como en otros contextos culturales- el vocabula­
rio positivista sobre el delito y el delincuente va a sufrir una serie de
transformaciones desde su mismo nacimiento, que atenúan y descen­
tran esta primera versión antropológica de la diferencia del criminal.
Pero estas transformaciones -representadas en el contexto italiano por
los aportes centrales de Raffaele Garófalo y Enrico Ferri- nunca se
desprenden completamente de esta filiación lombrosiana, reconocien­
do que si bien en la "clasificación de los delincuentes" predominan en
la mayor parte de los "tipos delictivos" factores diversos a aquellos indi­
cados por Lombroso en la fase inicial de su pensamiento, existen cier­
tos casos en los que los indicadores antropomórficos son pertinentes.
En todo caso, este desplazamiento de la explicación del delincuente
hacia otros terrenos -psicológico, sociológico- no anula su homogé­
nea definición como "sujeto anormal", como "sujeto degenerado"-en
el marco, por cierto, de una metamorfosis de esa idea de "anormalidad"
o "degeneración" (ver Debuyst 1998; Digneffe 1998). En la crimino­
logía positivista argentina esto está claramente expuesto en la labor de
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uno de sus exponentes más lúcidos, José Ingenieros, quién afirmaba
que los rasgos que determinaban la criminalidad del sujeto son funda­
mentalmente psicopatológicos pero, al mismo tiempo, establecía que la
estructura antropomórfica de los mismos es esencialmente similar a la
del resto de los degenerados y en este sentido, diferenciable de los
"individuos normales" (ver Ingenieros 1962a; Sozzo 2006).

Paralelamente, los diversos autores positivistas plantearon de mane­
ra diversa la inconmensurabilidad de la "definición jurídica" del delito
con su "definición natural" -el ejemplo más evidente de ello en el
contexto italiano, es el planteamiento de Raffaele Garófalo (Digneffe
1995:246-249). En Argentina, para Ingenieros el delito es todo medio
amoral de lucha por la vida en detrimento de otros miembros del
agregado social que ven atacado su derecho a la vida, directa o indi­
rectamente (Ingenieros 1962a:26S). Existe entonces "una vastísima zo­
na de delincuentes naturales que no son delincuentes legales", que
"muchas veces son más nocivos que los mismos condenados a muer­
te" (Ingenieros 1962a:272). Se trata de los habitantes de la "mala vida"
(ver Gómez 1905; Ingenieros 1905). De esta forma, se amplia el obje­
to sobre el cual debe operar el "programa de la defensa social". El ope­
rador conceptual central para esta ampliación es la noción de "temibi­
lidad" o "peligrosidad": todos los degenerados, criminales o no-crimi­
nales tienen una tendencia a producir hechos inadaptados socialmen­
te -eventualmente delictivos desde el punto de vista de la "definición
legal"-, en el futuro y, por ende, debe intervenirse sobre ellos -espe­
cialmente- en forma "preventiva", antes que esta potencialidad se rea­
lice. "Reconocido que existen causas predisponentes al delito -las unas
en el ambiente social y las otras en el carácter de los delincuentes- la
prevención del delito ha adquirido tanta importancia o más que su
represión" (Ingerueros 1962a:391). La criminología positivista reclama
su capacidad de identificar "científicamente" a los sujetos criminales y
peligrosos y,por ende, de dar una base cognoscitiva para las interven­
ciones a realizar.

En el marco de la obsesión clasificadora de "tipos delictivos" de la
criminología positivista -en los diversos contextos culturales- ocupa
un lugar importante la búsqueda de una diferenciación de aquellas 267
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"especies corregibles" -siempre y cuando se aplique el adecuado "tra­
tamiento criminológico" pertinente-- de aquellos casos irreductibles
de "delincuentes incorregibles", en función de los diversos grados de
"ternibilidad" o "peligrosidad" que expresan. Frente a los "delincuen­
tes incorregibles" el "programa de la defensa social" de la criminolo­
gía positivista va a promover activamente su "eliminación", ya sea a
través de la "pena de muerte", la "secuestración definitiva", como pena
o como medida de seguridad "pre-delictual" o la "eugenesia"
(Digneffe 1998:265-277). En el contexto argentino estos impulsos eli­
minativos van a tener una de sus manifestaciones más extremas y recu­
rrentes en la obra de otro de los cultores más importantes del vocabu­
lario positivista sobre el delito y la pena entre fines del siglo XIX y
comienzos del siglo XX, Francisco de Veyga, dirigidos contra sujetos
tan disímiles como los "lunfardos", los "auxiliares del vicio y del deli­
to", los "mendigos" o los "reincidentes". En su último libro
Degeneración y Degenerados. Miseria, Vicio y Delito publicado en 1938 se
refiere a los delincuentes "habituales o profesionales" como la "escoria
agresiva por excelencia", "desechos humanos" que deben ser "secues­
trados definitivamente" pues "nada es capaz de corregir lo que es
constitucionalmente anómalo", "todos deberán concluir sus días en
una cárcel o un asilo" (De Veyga 1938:362). Se trata de "una enorme
masa" a la que hay que "desarmar, secuestrar y aniquilar" (De Veyga
1938:408).

Las instituciones policiales argentinas vinieron a cumplir un rol
central dentro del complejo de técnicas "ante y post-delictum" del
"programa de la defensa social", constituyendo la instancia del sistema
penal que,junto con la institución penitenciaria, más claramente se vio
invadida por el vocabulario positivista sobre el delito y la pena, recons­
truyendo completamente su lógica de funcionamiento (Ruibal
1993:47). Sólo un ejemplo de la medida de esta penetración. El 20 de
noviembre de 1899 se inaugura el Depósito de Contraventores 24 de
Noviembre de la Policía de la Capital Federal, que incluía una Sala de
Observación de Alienados. Este era el anexo de la cátedra de Medicina
Legal de la Facultad de Medicina de la Universidad de Buenos Aires
de la que Francisco de Veyga era titular desde 1899. De Veyga era el
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director del Depósito e Ingenieros de la Sala y para ello tenían el cargo
de Comisario Inspector y Comisario, respectivamente. A la Sala de
Observación de Alienados se remitían todos los contraventores a los
edictos policiales sospechados de padecer algún trastorno mental. La
Sala era, de acuerdo a Ingenieros, una "clínica de tránsito", por la que
en los primeros 9 años de su funcionamiento pasaron más de 2.500
personas, de las cuales 1.500 fueron recluidas en el Hospicio Nacional
de Alienados o en el Asilo de Mendigos. De esta forma se activaba una
especie de "secuestración" de estos individuos degenerados y peligro­
sos, al margen de los textos legales, en una medida que era considera­
da limitada -y por ende, insuficiente- por los mismos criminólogos
positivistas (De Veyga 1903; Ingenieros 1910). Osvaldo Loudet se refie­
re a este espacio y a su dinámica, en su historia oficial de la psiquiatría
argentina, como un "laboratorio vivo", " ...en el Depósito de Contra­
ventores sito en la calle 24 de noviembre y al que eran enviados todos
los vagos, los atorrantes, los invertidos y lunfardos recogidos por la
Policía de la Capital. ¡Qué muestrario maravilloso de degenerados
hereditarios y desadaptados sociales! ¡Qué espectro multicolor con
todos los matices de la locura y el delito! ¡Qué tesoro psicológico de
todas las anomalías y todas las perversiones!" (citado en Salessi
1995:148-150). Pedro Barbieri, un funcionario de dicha Sala, señalaba
en 1906 que la misma significó:" ... no sólo la consagración definitiva
de la escuela positiva en nuestra Facultad sino su aceptación por la
autoridad policial ... recibiendo de todos los funcionarios demostracio­
nes de simpática adhesión a la par que la promesa de eficaz colabora­
ción" (citado en Salessi 1995:149). La penetración de esta "criminolo­
gía del otro" y sus impulsos eliminativos en las policías argentinas tuvo
un grado tal que hizo posible su persistencia, más o menos metamor­
foseada, durante el siglo XX, en la cultura y la práctica policial de
diversas maneras (con respecto a las prácticas de detención policial de
ciudadanos sin orden judicial ver Capítulo IV).

La instalación de una gramática del "enemigo político" y de una
gramática del "enemigo biológico", constituyeron dos procesos que
funcionaron históricamente como condiciones de posibilidad para
que las policías argentinas construyeran segmentos de su actividad que 269
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claramente se inscribían y se inscriben en un juego gubernamental
autoritario, donde el sujeto a gobernar no es visualizado como un
"sujeto libre y racional" -ni siquiera como alguien capaz de adquirir
ese estatus- sino, como un "enemigo" -político, biológico- como un
blanco a ser "neutralizado" o "eliminado".

En este juego gubernamental autoritario no sólo se moldea el
objeto de las relaciones de gobierno sino también la autoridad guber­
namental. El funcionario policial es imaginado a partir de una
"misión-vocación": "defender la sociedad". Se trata de un sujeto que
se encuentra separado por esta "misión-vocación" del resto de los ciu­
dadanos, lo que se reconoce en el llamado "Estado policial", el con­
junto de derechos y deberes que le corresponden por el hecho de ser
miembro de la institución policial y constituyen la piedra angular de
la "identidad policial", concepto por primera vez formulado en el
Estatuto de la Policía Federal Argentina en 1945 (Kalmanowiecki
2001 :207). Este "nosotros" se funda en la calidad de "héroe-mártir"
que la identidad policial supone y que se refleja, por ejemplo, en el
deber de portar arma reglamentaria las veinticuatro horas del día,
constituyendo la no-portación una falta a la"ética policial". El miem­
bro de la institución policial es parte de la misma, más allá de los
momentos en que se encuentre en servicio, cuando está de franco o
en situación de retiro, y debe actuar siempre ante una situación en la
que esté comprometida la función policial -aún haciendo uso de su
arma reglamentaria. Esta calidad de héroe-mártir se complementa con
el establecimiento de "la debilidad moral en acto de servicio" como
falta grave. El policía lo es las veinticuatro horas, debe portar en todo
tiempo y lugar el arma reglamentaria, debe intervenir siempre que esté
comprometida la función policial y lo debe hacer valientemente. Esta
forma de imaginar al funcionario policial, en tanto autoridad guber­
namental, se encuentra sustentada en la concepción de la actividad
policial como una "guerra", contra ese enemigo que se inscribe en el
doble registro político y biológico. En una guerra uno debe estar dis­
puesto a arriesgar su propia vida para lograr la victoria -héroe- o di­
rectamente, a sacrificarla -mártir- (ver: Cano 1997, 1998, 1999;
Chevigny 1995; Oliveira y Tiscornia 1998; Tiscornia 2000; ver tarn-
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bién el Capítulo V de este volumen).
En tanto actividad policial pensada y practicada a través de la metá­

fora de la guerra, en el contexto argentino la misma ha tenido tradi­
cionalmente como medio central a la violencia, la "espada". Desde su

mismo nacimiento, las policías argentinas estuvieron -a diferencia del
contexto inglés al que hacíamos referencia más arriba- fuertemente

armadas, como lo demuestra para el caso de la Policía de la Provincia

de Buenos Aires -luego Policía de la Capital Federal- las acuarelas de
la "iconografía policial" de Eleodoro Marenco, que ilustran los diferen­

tes uniformes policiales utilizados durante el siglo XIX, con sus sables,
lanzas, revólveres y fusiles (ver Rodríguez y Zappietro 1999). Los fun­

cionarios policiales portadores de armas letales, las veinticuatro horas
del día y aun cuando estén francos de servicio o retirados, recurren

frecuentemente al ejercicio de la violencia, a la "espada", en lo que

aparece claramente como una "economía del exceso" de la "violencia
soberana" que moldea la actividad policial (ver: CELS- HRW 1998;

Oliveira y Tiscornia 1998; Tiscornia 2000). Así, en el año 1999, de
acuerdo al Centro de Estudios Legales y Sociales en la Ciudad de
Buenos Aires, hubo 77 ciudadanos muertos por las fuerzas de seguri­
dad -en situaciones de "enfrentamiento"> mientras se registraron 87
homicidios dolosos en idéntico territorio (CELS 2003:213) -para vol­
ver a la comparación con Inglaterra y Gales, en el período bianual abril
1999/marzo 2001 se registraron sólo 5 ciudadanos muertos en situa­
ciones de enfrentamientos (CELS 2003:215).

Policía y democracÍa

Planteémonos una hipótesis absurda; el Movimiento Estudiantil toma
el poder en Italia.Pragmáticamente claro: sin haberlo presupuesto, por
puro ímpetu o ardor ideológico, por estricto idealismo juvenil, etc, etc.
Es preciso "actuar antes que pensar": por consiguiente ... con la acción
se puede conseguir todo. Bien. El Movimiento Estudiantil está en el
poder: ser el poder significa disponer de los mecanismos del poder. El
más vistoso, espectacular y persuasivo aparato del poder es la policía. 271
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El Movimiento Estudiantil, por tanto, se encuentra con que dispone
de la policía.

¿Qué haría en tal caso? Si la aboliera, claro está, perdería automá­
ticamente el poder. Pero prosigamos con nuestra hipótesis absurda: el
Movimiento Estudiantil, dado que tiene el poder, quiere conservarlo:
y ello con el objetivo de cambiar, [por fin!, la es/metura de la sociedad.
Puesto que el poder es siempre de derechas, el Movimiento Estu­
diantil, pues, para obtener ese fin superior consistente en la "revolu­
ción estructural", aceptaría un régimen provisional -asambleario, no
parlamentario, en úlnrna instancia- de derechas, y en consecuencia,

entre otras cosas tendría que decidirse a mantener a la policía a su dis­
posición.

En esta absurda hipótesis, como verá el lector, todo cambia y se
presenta bajo un cariz milagroso, embriagador, diría yo. Sin embargo
hay algo que no ha cambiado y que se ha mantenido como era -la
policía.

¿Por qué he planteado esta hipótesis insensata?
Porque la policía es el único punto del que ningún extremista

podría censurar objetivamente la necesidad de una "reforma": en lo
tocante a la policía no se puede ser más que reformista (Passolini 1968

en Passolini 1981: 107-108).
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En las últimas décadas, en diversos contextos culturales -desde Argen­
tina a Sudáfrica e Irlanda del Norte--, circulan ciertos discursos sobre
"policía y democracia" (ver Bayley 1997; Shearing y Wood 1997).
Estos discursos producidos en el ámbito académico y político acom­

pañan ciertas iniciativas de "reforma policial" que en distintos escena­

rios promueven la "democratización policial" y se traducen en un

intento de liberar a la policía moderna de aquellos elementos que

pueden ser evidentemente conectados al autoritarismo como raciona­

lidad gubernamental-y por ello, no resulta casual que muchos de estos

discursos circulen preferentemente en contextos culturales que están

atravesados por procesos de transición de "regímenes políticos autori­
tarios" a "regímenes políticos democráticos". Estos discursos académi­

cos y políticos "viajan culturalmente" a través de una red de institu­

ciones y actores, estatales y no-estatales, nacionales, internacionales y

supranacionales, que se encargan de elaborar sus "traducciones" ajus-
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tadas a un contexto cultural específico (Brogden y Shearing 1993:93­
95; Shearing y Wood 1997:29).

La idea de una "policía democrática" tiene dos declinaciones fun­
damentales, algunas veces diferenciadas, pero muchas veces compleja­
mente entrelazadas, que sutilmente abren el juego a dos racionalidades
gubernamentales -al menos, parcialmente distintas. Para poder com­
prender adecuadamente estas dos declinaciones resulta indispensable
reflexionar sintéticamente sobre el concepto mismo de "democracia"
para encontrar, en las versiones modernas del mismo, las condiciones
de posibilidad de estas variantes.

En uno de los textos más interesantes de la reflexión sobre la idea
de democracia en el siglo XX, Esencia y valor de la Democracia, Hans
Kelsen señalaba en 1929:

La democracia es la consigna que durante los siglos XIX y XX domi­
na casi totalmente sobre los espíritus. Precisamente ésta es la razón de
que haya perdido, como todos los lemas, su sentido intrínseco.
Copiando la moda política, este concepto -el más explotado entre
todos los conceptos políticos- resulta aphcado a todos los fines y en
todas las ocasiones posibles y adopta significados contradictorios en
ciertos casos, cuando no ocurre que la irreflexión usual del lenguaje
político vulgar lo rebaje a una frase convencional que no responde a
ningún sentido determinado (Kelsen 1933: 11).

Es por ello que resultaba importante para el autor austriaco precisar su
sentido, en lo que era un ejercicio a la vez intelectual y político, en el
contexto de las crisis de los experimentos democráticos alemán y aus­
triaco posteriores a la primera guerra mundial. La democracia moder­
na es, en clave de Kelsen, el "gobierno del pueblo": "[pjero, ya que
hemos de ser gobernados, aspiramos al menos gobernarnos a nosotros
mismos" (Kelsen 1933:16). Pero el pueblo que no es una entidad
sociológicamente existente en la que se fragua la "homogeneidad de
los hombres", "[fjraccionado por diferencias nacionales, religiosas y
económicas, representa más bien una aglomeración de grupos que una
masa compacta de naturaleza homogénea" (Kelsen 1933:30). De allí
que la "voluntad del pueblo" o "voluntad colectiva" -concepto que 273
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Kelsen interpreta recurriendo a las ideas de Rousseau- siempre inevi­
tablemente sea la "voluntad de la mayoría" y, en esta dirección, "mo­
dernamente" se estructure a través de los mecanismos de la "represen­
tación". El Parlamento, órgano fundamental, por ende, de la democra­
cia moderna, se encarga de "la producción de actos generales de mani­
festación de la voluntad estatal", la ley.Luego la "administración públi­
ca" -incluida la "administración de la justicia"- debe encargarse de
generar los "actos individuales" de manifestación de la "voluntad
colectiva", la aplicación de la ley. Para Kelsen existe una imposibilidad
práctica en las sociedades modernas de democratizar la producción de
cada acto individual de manifestación de la voluntad colectiva, ni
siquiera soñando el mayor nivel de descentralización ejecutiva. De esta
forma se impone la necesidad de que la organización de la adminis­
tración pública sea "autocrática", aún en el contexto de la democracia
como forma de Estado, una "burocracia" regida por el "principio de
legalidad" -en un sentido muy similar a lo planteado por Max Weber
(1996:716-753). Esto no resulta una contradicción, para el autor aus­
triaco, pues el "sistema burocrático" debe estar acompañado de meca­
nismos de control: "[l]a suerte de la democracia moderna depende en
gran proporción de que llegue a elaborarse un sistema de institucio­
nes de control. Una democracia sin control será siempre insostenible,
pues el desprecio de la auto-restricción que impone el principio de
legalidad equivale al suicidio de la democracia" (Kelsen 1933: 107).

Ahora bien, la democracia es, para Kelsen esencialmente "relativis­
ta" desde el punto de vista de los valores políticos -concepción "for­
malista" que se vincula a su perspectiva formalista en el campo de la
teoría del derecho. La democracia es en este sentido una forma de
Estado que favorece la posibilidad de la creación de sus propios adver­
sarios -a diferencia de la autocracia-; opositores que pueden a través
de los métodos democráticos de elaboración de la voluntad estatallle­
gar a una "sentencia de muerte" de la democracia misma -potenciali­
dad que Kelsen advertía, con una cierta clarividencia, como un hori­
zonte sombrío extraordinariamente probable en 1929. "Así, la demo­
cracia es compatible aún con el mayor predominio del poder del
Estado sobre el individuo e incluso con el total aniquilamiento de la
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"libertad" individual y con la negación del ideal del liberalismo. Y la
historia demuestra que el poder del Estado democrático no propende
a la expansión menos que el autocrático" (Kelsen 1933:24-5).

Hay una declinación de la idea de "policía democrática" en los dis­
cursos académicos y políticos "reformistas", frecuente en los países la­
tinoamericanos -yen Argentina, en particular-, que claramente marca
un "retorno al liberalismo", en el sentido de que pretende rescatar y
realizar, cumplir la promesa aún pendiente, de las tres líneas de trans­
formación que observábamos anteriormente como propias de la
remodelación liberal de la "vieja policía": "minimización", "legaliza­
ción" y "crirninalización" de la policía -con las variantes, en este últi­
mo punto, de colocar el peso de la actividad policial en la "preven­
ción" o en la "investigación" del delito.

En esta declinación contemporánea, la "policía democrática" se
encarga de "hacer cumplir la ley" -referida a los delitos y las contra­
venciones- "cumpliendo la ley". Se explota fuertemente la idea de
"Estado de Derecho": la institución policial en tanto "administración
pública", diría Kelsen, tiene como objeto y límite de su actividad a la
ley.Esta leyes un "acto de manifestación de la voluntad colectiva", en
el marco del ejercicio de la representación y la construcción de una
mayoría en el Parlamento. El demos juega un rol central, en la defini­
ción de qué es aquello de lo que la policía debe ocuparse -los delitos
y las contravenciones- y cómo debe hacerlo -los procedimientos y las
facultades policiales. Pero se trata de un rol "indirecto", pues la "demo­
cracia" es "indirecta".

En todo caso, en esta variación de la idea de "policía democrática"
el demos puede cumplir también un rol complementario de control de
la actividad policial -que la misma se ajuste efectivamente a la ley- in­
centivando con sus quejas y reclamos diversos mecanismos de control
de la actividad policial -internos y externos, desde el mecanismo dis­
ciplinario al mecanismo judicial- que también deberían funcionar
"haciendo cumplir la ley, cumpliendo la ley", pero ahora teniendo
como objeto a la misma policía democrática.

Esta declinación se traduce, generalmente, en tres tipos de medidas
reformistas: reestructurar la normativa -legal y reglamentaria- policial 275
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para que se 'ajuste a los "principios del Estado de Derecho"; transfor­
mar los procesos de educación policial como iniciativa para modificar
la cultura policial instalando como eje de la actividad policial a la "ley"
ajustada a los "principios del Estado de Derecho"; modificación del
funcionamiento de los mecanismos de control -externos e internos­
de la actividad policial; y generación de nuevos mecanismos de con­
trol -fundamentalmente, externos- destinados a hacer que la "policía
democrática" "cumpla la ley" en su tarea de "hacer cumplir la ley".
Esta primera variación contemporánea de la idea de "policía demo­
crática" podría ser calificada de "kelseniana", pues se articula perfecta­
mente con la concepción de la "democracia moderna" del autor aus­
triaco que hemos reseñado brevemente más arriba.

Hay otra declinación, parcialmente diferente, de la idea de "poli­
cía democrática" en los discursos académicos y políticos "reformistas",
que atraviesa los horizontes culturales, aun cuando tiene su origen
fundamentalmente en los Estados Unidos, desde los años setenta en
adelante. Esta alternativa contemporánea es la que se encuentra fre­
cuentemente articulada en los discursos que apelan a los modelos de
"policía comunitaria" y "policía orientada hacia la resolución de pro­
blemas" -que son diferentes, aun cuando se encuentran vinculados
(Moore 2003:142).

En este marco se argumenta que resulta indispensable que la policía
moderna reconstruya su forma de actuar para poder revertir sus indica­
dores negativos de eficacia y eficiencia, la fuerte desconfianza por parte
del público -especialmente de los barrios de clases subalternas- y la
tendencia a producir abusos y excesos en el uso de la fuerza. Se pone
como eje del nuevo estilo de policía democrática la necesidad de cono­
cer las expectativas, demandas y necesidades de las comunidades locales
en el barrio o vecindario. Para ello, se auspicia la descentralización de la
organización policial en ese plano y la delegación de competencias a los
funcionarios policiales que operan en ese escenario para tomar decisio­
nes acerca de cómo debe estructurarse allí la actividad policial.

Se impulsa la implementación de "nuevas" técnicas policiales a los
fines de construir una relación de comunicación con los residentes del

276 barrio o vecindario: del fortalecimiento del patrullaje a pie a la insta-
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lación de mini-puestos policiales en cada barrio o vecindario; de la
generación de reuniones de consulta con grupos de residentes organi­
zadas por los funcionarios policiales a la visita puerta a puerta de los
funcionarios policiales de cada uno de los hogares del barrio o vecin­
dario; de la realización de encuestas destinadas a medir los niveles de
victimización y sensación de inseguridad a la visita por parte de fun­
cionarios policiales a las escuelas y colegios del barrio o vecindario
para activar diálogos con los estudiantes, maestros y profesores.

En el marco de esta relación de comunicación, la policía debe
recoger la definición por parte de la comunidad local de los problemas
-no ya los "incidentes"> de los que debe ocuparse -incluyendo el
orden de prioridades que los residentes establecen al respecto. Estos
problemas no necesariamente deben ser "delitos" o "contravenciones"
de acuerdo a los términos de la ley. La policía, de acuerdo a estos dis­
cursos académicos y políticos, debe ocuparse también de las "incivili­
dades" y "desórdenes", que de acuerdo a las visiones de la comunidad
local generan malestar, preocupación y alarma, pues las mismas impac­
tan en su "calidad de vida". Por otro lado, para estos modelos de "poli­
cía democrática" de esta capacidad de "hacerse cargo" de dichos
"desórdenes" e "incivilidades" depende, en gran medida, el nivel de
satisfacción y confianza de los residentes del barrio o vecindario con
respecto a la actividad policial. Asimismo, en esta relación de comuni­
cación, es indispensable que la policía recoja información sobre la
forma en que la comunidad local demanda que la institución policial
se ocupe de los problemas jerarquizados. De la misma manera, la poli­
cía debe "rendir cuenta", brindar información a los residentes del
barrio o vecindario acerca de las acciones que ha emprendido especí­
ficamente con respecto a cada uno de los problemas priorizados, el
grado de avance de las mismas y los resultados alcanzados, haciéndose
responsable directa e inmediatamente frente a ellos.

De esta forma, en los discursos políticos y académicos acerca de la
"policía democrática", la misma se repiensa como un "servicio" y las
comunidades locales aparecen como sus "clientes". Sin embargo, en las
apelaciones a los modelos de "policía comunitaria" y "policía orienta-
da hacia la resolución de problemas" suele estar presente un fuerte 277
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reconocimiento, por parte de la misma institución policial, de los lími­
tes de su propia actividad con respecto a la realización de su objetivo
tradicional-el control del delito (Garland 2001:107-110). Ello impli­
ca una fuerte invitación a la comunidad local para que se movilice, no
ya para definir los problemas de los que la policía debe ocuparse y la
forma en que debe hacerlo, sino para que transgreda su rol de "clien­
te", para que participe activamente en las intervenciones a realizar,
bajo lo que comúnmente se rotula como "coproducción de seguri­
dad". Este involucramiento de los residentes del barrio o vecindario
adquiere formas diversas que van desde la constitución de grupos de
ciudadanos para patrullar el espacio público a la instalación de esque­
mas de Neighbourhood Watch (Bayley y Shearing 1996:588-591; Bayley
y Skolnick 2002:14-41; Crawford 1998a:124-160; Davis, Lurigio y
Rosenbaum 1998:173-200; Monjardet 2003:257-265; Moore
2003:117-144; Stenson 1993:379-381).

En esta declinación de la idea de "policía democrática" el demos
juega un rol central pues -como en la anterior- define qué es aquello
de lo que la policía debe ocuparse -los "problemas"- y la forma en
que debe hacerlo -las "intervenciones policiales"- pero ya no lo hace
"indirectamente" a través de la "ley", sino "directamente" en el marco
de una relación de comunicación permanente e inmediata con los
funcionarios policiales. Claro que se trata de un demos fragmentado y
no de la totalidad de los "ciudadanos" que gozan de derechos políti­
cos y que se encuentran representados a través del Parlamento. Sino
más bien tiene que ver con conjuntos constituidos en función de su
lugar de residencia -barrio o vecindario-, "comunidades locales", ais­
ladas e independientes entre sí. Estas comunidades locales producen
definiciones tanto acerca del objeto como de la forma de la actividad
policial. Las mismas pueden ser diferentes entre las diversas comunida­
des locales. También este demos fragmentado puede cumplir un rol
complementario de controlar la actividad policial -como en alterna­
tiva anterior- pero no sólo "indirectamente" a través de la interposi­
ción de quejas y reclamos ante mecanismos institucionales que le son
extraños, sino "directamente" en el marco de la relación de comuni-

278 cación permanente e inmediata con la institución policial.
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Por otra parte, esta participación directa de conjuntos de residen­
tes -a diferencia de lo que sucedía en la variación anterior- no sólo se
restringe a lo antes señalado, sino que también implica la activa movi­
lización en la realización de las intervenciones, en la implementación
de las soluciones, que justamente por eso dejan de ser exclusivamente
"policiales". Claramente esta versión de la idea de "policía democráti­
ca" transgrede los límites de la concepción kelseniana de la "democra­
cia moderna", pues activa unos mecanismos de "democracia directa"
en el terreno de la "administración pública", dejando de lado, al menos
en parte, el "principio de legalidad" como mecanismo de "auto-res­
tricción" y rompiendo las fronteras mismas de aquello que es, en la
mirada del autor austriaco, el "Estado" o lo "público".

Estos discursos en torno a los modelos de "policía comunitaria" y
"policía orientada hacia la resolución de problemas" no implican un
simple "retorno al liberalismo". Explícitamente esta declinación con­
temporánea de la idea de "policía democrática" no apunta a realizar las
líneas de transformación que hemos identificado como la "minimiza­
ción" y la "criminalización" de la actividad policial, pues al poner
como eje de la determinación de su "objeto" la idea de "problema sen­
tido y definido por la comunidad local" amplía las esferas potenciales
de las intervenciones policiales, más allá de los delitos y las contraven­
ciones definidos por la ley penal, abarcando los "desórdenes" y "civili­
dades" así como, en general, todo un conjunto de "emergencias" refe­
ridas a la "calidad de vida" en el ámbito urbano (Moore
2003:116,160-162).

En la misma dirección, la relación de esta variante de la idea de
"policía democrática" con la "legalización" de la actividad policial es
compleja. La leyes desplazada en estos discursos académicos y políti­
cos como referente para la definición del "objeto" del que debe ocu­
parse la policía, pero se mantiene como un límite para lo que la poli­
cía puede y debe hacer, aun cuando muchas veces esto introduzca pro­
blemas en la relación de comunicación con la comunidad local que no
acepta gozosamente este juego de restricciones (Moore 2003: 140;
Reiss 2003:109; Stenson 1993:385).
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Como bien sostiene Kevin Stenson, parecería que los modelos de
"policía comunitaria" y "policía orientada hacia la resolución de pro­
blemas" son multivalentes desde el punto de vista político, ya que
diversas racionalidades y programas gubernamentales pueden apro­
piarse o aliarse con ellos en diferentes circunstancias, enfatizando cier­
tos elementos específicos (1993:381). Sin embargo, existe una cierta
"afinidad electiva" de estos discursos políticos y académicos, acerca de
cómo debe ser una "policía democrática", con el "neoliberalismo" o
"liberalismo avanzado" (O'Malley 1996:205-206; 1997a:367). El
"neoliberalismo" o "liberalismo avanzado" debe ser considerado como
una reacción frente al weifarismo o "liberalismo colectivista" que carac­
terizó la "Edad de Oro" del llamado "Estado de Bienestar". Pero esta
reacción no significó simplemente revivir los principios del liberalis­
mo de los siglos XVIII y XIX, sino que esta oposición que marca su
mismo nacimiento impulsó la construcción de ciertas innovaciones en
la imaginación y la técnica gubernamental (De Marinis 1999:93;
Foucault 1997b: 123-124; Miller y Rose 1992: 198; O'Malley
1997a:368;Rose 1996:50-61,1999:137-166).

Frente a lo que visualizaba como los "individuos dependientes" del
welfarismo, el neoliberalismo afirmó la necesidad de construir "indi­
viduos activos e independientes" -y ese "constructivismo" en parte lo
separa de las formas de "naturalismo" típicas del "liberalismo clásico"
(Barry, Osborne y Rose 1996: 1O; Burchell 1996:23; Gordon 1991:41).
Para elJo, revalidó la vieja figura del "mercado libre" como el escena­
rio privilegiado de dicha construcción, pero de una forma "radical",
ya que impulsó la transformación del "Estado" mismo de acuerdo a sus
características típicas, haciendo a la "empresa comercial" la forma para­
digmática sobre la que toda institución debe moldearse, incluso las ins­
tituciones estatales (Burchell 1996:29; Miller y Rose 1992:199;
O'MalJey 1997a:368). El "neoliberalismo" impulsó la "privatización"
-rotal o parcial- de áreas y servicios anteriormente provistos por el
"Estado" -lo que no ha significado,justamente, una "desgubernamen­
talización" sino una nueva "técnica positiva de gobierno" (Barry,
Osborne y Rose 1996: 11; Miller y Rose 1992:200)48.Y esta "privati­
zación" implicó un proceso de "responsabilización" (Burchell
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1996:29; Garland 2001: 124-127; O'Malley 1992:266; 1996: 199-202;
1997a:370;Valverde et al. 1999: 15-16). Los individuos racionales, inde­
pendientes, responsables y emprendedores deben ser "prudentes",
deben "elegir" (Gordon 1991:43-44) cómo protegerse a sí mismo ante
las vicisitudes de la propia existencia -se trata de lo que gráficamente
Pat O'Malley ha llamado un "prudencialismo privatizado" (1992:265,
1996:199-201,2001 :89-90). Y si deciden "agregarse" ya no lo hacen
en torno a un eje molar -la "sociedad"- sino en torno a un eje micro,
las diversas posibilidades de configurar una "comunidad" -en torno a
distintos elementos aglutinadores, desde el lugar de residencia a la
"orientación sexual" (De Marinis 1999:94; Rose 1999: 167-197;
Valverde et al. 1999:19-29).

En el campo de la "producción de seguridad", la emergencia y
desarrollo de la "industria de la seguridad privada" es la manifestación
más extrema del impacto del neoliberalismo. Los individuos en tanto
"consumidores" adquieren "libremente" en el "mercado" los servicios
y herramientas -Ias mercancías- que consideran más satisfactorios para
garantizar su propia seguridad -desde la policía privada a las alarmas
sonoras y lumínicas (ver: Bayley y Shearing 1996:586-588; Brogden y
Shearing 1993:4-7;Johnston 1992:47-113; Shearing 2003:436-449).

Los modelos de "policía comunitaria" y de "policía orientada hacia
la resolución de problemas" son una manifestación más moderada de
esta racionalidad política y en esta línea deben ser ubicados como
"parientes" de la privatización Jor prtifit (Bayley y Shearing 1996:597).
Se trata de que una institución estatal -la policía- "comparta" activi­
dades y responsabilidades con la "comunidad local", con el conjunto
de residentes -imaginados como "socios", "consumidores", "pruden­
tes"-, en el marco del lenguaje del partnership (asociación) que erosio­
na la frontera entre lo público y lo privado (Crawford 1998a: 169-186;
Garland 2001:123-127; Gilling 1997:119-178; Hughes 1998:75-103;
O'Malley 1997a:370-372).

48 En esta dirección, el "neohberahsrno" como racionalidad política expande, aún rus
que el "liberalismo clásico". la vocación por "gobernar a la distancia" (Barry, Osborne
y Rose 1996:14; De Marinis 1999:93). 281
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Ambas declinaciones contemporáneas de la "policía democrática",
entre el liberalismo y el neoliberalismo, presentan unos límites que han
sido reiteradamente señalados en la literatura critica sobre estos discur­
sos políticos y académicos. Éstas "fetichizan" un elemento clave en su
peculiar interpretación de la"democratización policial", transformán­
dola en algo "obvio" y "objetivo", cuando en realidad es producto de
la actividad humana y en tanto tal, está atravesada por conflictos y
luchas, que ponen severamente en riesgo su declarado potencial
"dernocratizador" (Marx 1976: 101-103).

La primera variante de la idea de "policía democrática" transpira
un "fetichismo del derecho". El liberalismo imaginó e imagina a la ley
como algo objetivo, cierto y evidente. Y, en general, esto no era ni es
así. En primer lugar, porque los términos de la ley siempre deben ser
interpretados y la interpretación en sí misma es una actividad con un
cierto grado de "creatividad" y "subjetividad" -aun cuando la plurali­
dad de sentidos posibles no sea infinita como se encargaba de resaltar
el anteriormente recordado Hans Kelsen- y esto abre la posibilidad de
que diversos interpretes postulen diversas formas de ver la actividad
policial en relación a un mismo texto legal y ese conflicto sobre la
interpretación legal es una lucha política en la que se enfrentan acto­
res que poseen diversas fuerzas.Y, en segundo lugar, porque los térmi­
nos de la ley con respecto a la policía han sido y son, por lo general,
suficientemente vagos y ambiguos para acomodar prácticamente cual­
quier actividad policial realizada, "ex post facto" y en esto mucho ha
tenido que ver el rol de la misma institución policial en su elaboración
-tanto formal como informalmente. La auspiciada tarea de precisar los
términos legales en esta declinación, a la luz de las experiencias pasa­
das, parece ser que siempre será, en cierta medida, insuficiente y ten­
drá, en el mejor de los casos, una utilidad marginal. Más que "aplicar
la ley" la policía moderna, desde su nacimiento, sustantivamente se ha
dedicado y se dedica a "usar la ley" para dar sentido, para justificar
aquello que hacía y hace efectivamente (Brogden y Shearing
1993:112-114; Neocleous 2000:99-106; Reiner 1997:1008-1014).

La segunda variante de la idea de "policía democrática" transpira
un "fetichismo de la comunidad". Los discursos en torno a los mode-
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los de "policía comunitaria" y "policía orientada hacia la resolución
de problemas" construyen una mirada de la "comunidad local" como
una entidad existente en el espacio de la ciudad contemporánea, un
conjunto de residentes que no sólo comparten un territorio sino
también un "sentido de pertenencia" o un "sentido de comunidad"
en tanto fuente de "actitudes, intereses e identidades compartidas"
(Crawford 1998a:157; Hughes 1998:105-106). Esta "comunidad lo­
cal" no es, en realidad, algo preexistente a los discursos y prácticas de
"policía comunitaria" y "policía orientada hacia la resolución de pro­
blemas" que apelan a esta entidad y logran -siempre sólo en cierta
medida- movilizar residentes en torno a ella para la "producción de
seguridad", "trabajando conjuntamente" con la institución policial. El
conjunto de residentes de un barrio o un vecindario en una ciudad
contemporánea puede tener diversos grados de "homogeneidad" en
lo que se refiere a las múltiples fuentes de diferenciación social -clase,
edad, género, etnia, etc.- pero nunca puede alcanzar una forma uni­
taria a los largo de todas estas líneas. Siempre, con respecto a cada una
de ellas, el conjunto de residentes se encontrará partido en forma más
o menos extrema y radical, abarcando a más o menos cantidad de
personas cada uno de los agregados que es posible identificar. Las vi­
siones que esos diversos agregados tienen con respecto a los proble­
mas de los que debe ocuparse la policía, la forma en que debe hacer­
lo y acerca de si los ciudadanos deben involucrarse activamente en
ellas, pueden ser extremadamente diferentes entre sí -sobretodo
cuando se ha erosionado el referente de la "aplicación de la ley"
como misión policial fundamental.

Las prácticas de "policía comunitaria" y "policía orientada hacia la
resolución de problemas", en general, han probado ser más dificiles de
impulsar en los vecindarios pobres que en los vecindarios afluentes,
en función del peso, en los primeros escenarios, de la desconfianza
pública con respecto a los funcionarios policiales y sus prácticas tra­
dicionales de "mantenimiento del orden" a través del hostigamiento,
la detención y el uso de la violencia (Bayley y Shearing 1996:595).
Pero aún en aquellos barrios o vecindarios cuya composición, en tér-
minos de clase, no es uniforme, o bien se trata de vecindarios de clase 283
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media o media alta, la "apelación a la comunidad" de esta declinación
de la idea de "policía democrática" termina por movilizar sólo a cier­
tos sectores más o menos homogéneos dentro del conjunto de resi­
dentes en un territorio, que por lo general son siempre semejantes, en
los diversos contextos culturales (Bayley y Shearing 1996:597). Es por
ello que en la literatura de evaluación de estas "apelaciones a la comu­
nidad" se ha acuñado la expresión "grupos difíciles de alcanzar"
(Newburn 2002: 111) para hacer referencia a los sectores persistente­
mente excluidos de esta "movilización de la comunidad local" (ho­
mosexuales, prostitutas, adolescentes y jóvenes, pobres, etc.). Los sec­
tores "movilizados" -muchas veces a través de unos "representantes"
cuya "representatividad" no se encuentra fundada democráticamente­
son los que se constituyen en la "comunidad local", excluyendo sis­
temáticamente a estos "grupos difíciles de alcanzar".Y en esta direc­
ción, construyen una imagen del "delincuente" como un "extraño",
con respecto al "nosotros", que "invade" la "comunidad local" y del
cual es preciso "defenderse", construyendo una "mentalidad de forta­
leza" (Crawford 1998a: 262-266).

Frente a estos límites de las declinaciones contemporáneas de la
idea de "policía democrática" se plantea el dilema de cómo recoger
aquella provocación de Pier Paolo Passolini hace más de 35 años que
reproducimos como epígrafe de este apartado: "en lo tocante a la poli­
cía no se puede ser más que reformista" y ese ser "reformista" es luchar
"por una policía democrática". ¿Es posible construir -en los discursos
y en las prácticas- una "policía democrática" sin caer en los fetichis­
mos que estas alternativas abrigan? ¿Es posible neutralizar los "efectos
perversos" que generan el "fetichismo del derecho" y el "fetichismo de
la comunidad"? ¿En qué medida?

Parecería ser que la "democratización" policial no debería pensar­
se -en nuestro contexto, específicamente, pero tampoco en cualquier
otro- como una resolución absoluta y definitiva de los males que atra­
viesan lo que la policía fue y es en la modernidad. La vocación "refor­
mista" sólo puede encarnarse en acciones "democratizadoras" que se
ubican en el marco de unos campos de fuerza que presentan fuertes
dosis de inercia y resistencia. En este contexto, es preciso impulsar el
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objetivo realista de minimizar el sufrimiento que la actividad policial
produce, generando alternativas que estén siempre dispuestas a ser
revisadas autocrítica y reflexivamente para alertar sobre sus potencia­
les "efectos perversos".

Hace más de diez años Stanley Cohen planteaba, en un artículo
muy significativo, los dilemas de la relación en el campo del delito y
el control del delito entre el "compromiso político" -que nos impul­
sa a actuar- y el "escepticismo intelectual" -que nos impulsa a dudar,
descubriendo los efectos perversos de las acciones. Decía: "[e]sos dos
mundos se encuentran divorciados...Todo lo que podemos hacer es
encontrar la mejor guía para cada uno, para luego enfrentar la tensión
que surja entre ambos. En definitiva, las únicas guías que poseemos
son, primero, nuestro sentido de la justicia social y, segundo, todo el
tiempo que tengamos en las veinticuatro horas del día" (Cohen 1993­
1994:28).
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